
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y deroga los artículos 41 y 116 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Héctor Joel Villegas González, del
Grupo Parlamentario del PES

Quien suscribe, Héctor Joel Villegas González y los sus-
critos diputados, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, 72 y 73, fracción XXX,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 6, 77 y 78 del reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a consideración del pleno de esta ho-
norable Cámara de Diputados, la presente iniciativa, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa es el resultado de la convicción de
Encuentro Social porque nuestra democracia le cueste me-
nos al erario público. Los niveles de pobreza no son con-
gruentes con los recursos que se transfieren a los partidos
políticos cada año.

Nuestra bancada en el proceso electoral adquirió el com-
promiso de eliminar el financiamiento a los partidos políti-
cos. En este acto legislativo, pretendemos cumplir con el
compromiso.

Es inevitable vincular la corrupción y los escándalos en la
política nacional, y lo más grave, que estos casos quedan
impunes. Nadie paga por ellos.

En la presente iniciativa con proyecto de reforma, se plan-
tea la pertinencia de eliminar el financiamiento público a
los partidos políticos, con la finalidad de que estos institu-
tos políticos realicen sus actividades a partir de los recur-
sos económicos y materiales que logren recibir de entes
privados, privilegiando la participación de sus militantes y
simpatizantes en su financiamiento.

Es un hecho notorio que, en virtud del financiamiento públi-
co que reciben los partidos políticos, la militancia ha omitido

en un alto porcentaje el cumplimiento de sus obligaciones es-
tatutarias, en el sentido de cubrir las cuotas partidistas que en
cada uno de ellos marcan sus Estatutos, lo que de forma im-
portante ha impactado en el sentido de responsabilidad y de
pertenencia que debería imperar y, por el contrario, lo que se
ha generado es la creación de un aparato burocrático que im-
plica un alto costo para el erario público.

Nuestro partido en sus Documentos Básicos1 publicados
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de noviembre de
2017, establece:

Artículo 14. Son obligaciones de los miembros del par-
tido:

III. Cubrir las cuotas ordinarias y aportaciones extraor-
dinarias que determinen los órganos de dirección del
partido;

IV. Aportar el diez por ciento de sus ingresos netos para
financiar las actividades del mismo, en el caso de todo
representante popular o funcionario que haya obtenido
algún cargo público a través del partido;

Los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional apro-
bados por la XVIII Asamblea Nacional Extraordinaria, con
respecto de las obligaciones de los militantes establece:

Artículo 12

1. Son obligaciones de los militantes del partido:

e) Contribuir a los gastos del partido, mediante una cuo-
ta anual ordinaria de carácter voluntario, así como reali-
zar las aportaciones extraordinarias cuando así lo deter-
mine el Comité Ejecutivo Nacional, para atender
circunstancias financieras extraordinarias, las cuales de
no ser sufragadas no darán lugar a un procedimiento de
baja inmediata del padrón;

f) Aportar, cuando sean designados servidores públi-
cos, o electos legisladores o funcionarios, en cargos
emanados del PAN, una cuota al Partido, de confor-
midad con las excepciones previstas en el reglamento
correspondiente;
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Por su parte, los Estatutos del Partido Revolucionario Ins-
titucional en su artículo 59 atiende a lo expuesto en rela-
ción a la obligación de los militantes a aportar a las finan-
zas del partido:

Artículo 59. Los militantes del Partido tienen las obli-
gaciones siguientes:

II. Cubrir puntualmente las cuotas que establezca el Re-
glamento del Sistema Nacional de Cuotas y respetar los
límites previstos por la normatividad aplicable;

El Estatuto del Partido de la Revolución Democrática (re-
formado en el XIV Congreso Nacional Extraordinario, ce-
lebrado en el Distrito Federal, los días 17, 18, 19 y 20 de
septiembre de 2015) señalan al respecto de la materia que
estamos atendiendo, que:

Artículo 18. Son obligaciones de las y los afiliados del
partido:

j) Pagar regularmente su cuota al partido;

En los Estatutos del Partido Verde Ecologista de México,
con respecto a las cuotas para el partido, se establece en la
fracción X de la Base Segunda del artículo 7, lo siguiente:

Artículo 7. Son derechos y obligaciones de los militan-
tes del Partido Verde Ecologista de México, los consig-
nados en las siguientes bases:

Segunda. Serán obligaciones y deberes de los militantes:

X. Cubrir sus cuotas puntualmente al Partido Verde
Ecologista de México conforme al capítulo de afiliación
de los presentes Estatutos.

Por lo que respecta a la obligación de aportaciones de los
militantes, en los Estatutos del Partido del Trabajo se seña-
la lo siguiente:

Artículo 16. Son obligaciones de los militantes:

i) En su caso, pagar la cuota que le corresponda.

l) Los militantes y afiliados que ocupen cargos de re-
presentación popular y de servidores públicos, deberán
comprometerse a aportar las cuotas al Partido del Tra-
bajo de acuerdo a los siguientes criterios:

I. Se entiende por percepciones: los sueldos, salarios,
dietas y honorarios netos.

II. Las cuotas que se recauden por este concepto se des-
tinarán al Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros,
cuando éstas provengan del ámbito Federal y para las
escuelas Estatales cuando provengan del ámbito estatal
o del Distrito Federal y municipal o delegacional. Cuan-
do exista escuela de cuadros municipal, los ingresos se
entregarán en ese ámbito.

Los criterios anteriores se presentan en el siguiente tabulador:

Percepción cuota

Hasta 5 salarios mínimos mensuales: 2 por ciento.

De 6 hasta 12 salarios mínimos mensuales: 5 por ciento

De 13 hasta 30 salarios mínimos mensuales: 10 por
ciento

De 31 hasta 42 salarios mínimos mensuales: 15 por
ciento

De 43 salarios mínimos mensuales en adelante: 20 por
ciento

Quienes no cumplan con lo anterior, serán acreedores a las
sanciones que establece el artículo 115 de los presentes es-
tatutos, de conformidad con las resoluciones que emitan las
instancias internas encargados de dirimir conflictos.

Los Estatutos de Movimiento Ciudadano prevén que:

Artículo 9 

De las obligaciones de afiliadas y afiliados.

Cada afiliado o afiliada tiene la obligación de:

6. Contribuir al sostenimiento de Movimiento Ciudada-
no en los términos que se precisan en el reglamento y la
legislación electoral.

Los Estatutos del Movimiento para la Regeneración Na-
cional establece que:

Artículo 6o. Las y los protagonistas del cambio verdadero
tendrán las siguientes responsabilidades (obligaciones):



e. Aportar regularmente recursos para el sostenimiento
de nuestro partido, de conformidad con lo establecido
en el artículo 67 de este Estatuto;

Artículo 67. Morena se sostendrá fundamentalmente de
las aportaciones de sus propios integrantes, quienes, sal-
vo situaciones de desempleo o pobreza extrema, los me-
nores de edad y los residentes en el extranjero, contri-
buirán con el equivalente a un peso diario, de
conformidad con el reglamento respectivo. En el caso
de legisladores o representantes populares electos por
Morena, éstos deberán aportar el equivalente al cin-
cuenta por ciento de sus percepciones totales (salario,
aguinaldo, bonos, prestaciones).

La Secretaría de Finanzas del Comité Ejecutivo Nacio-
nal es el órgano responsable de la administración del pa-
trimonio de Morena, de sus recursos financieros y la
presentación de los informes de ingresos y egresos
anuales, de precampaña y campaña a que se refiere la le-
gislación electoral.

Artículo 69. Para ser registrado como candidato o can-
didata externo a puestos de elección popular, la persona
que acepte dicha representación de Morena deberá apor-
tar al partido el equivalente al cincuenta por ciento de
sus percepciones totales (salario, aguinaldo, bonos,
prestaciones), durante el tiempo que dure su encargo.

Artículo 70. No se considerará como salario, ni incluirá
prestaciones individuales, la aportación económica que
reciba cualquier dirigente de Morena para la realización
de sus tareas en nuestro partido. Dicha aportación no
podrá exceder en ningún caso de treinta salarios míni-
mos. Todas las erogaciones que se autoricen por este
concepto deberán ser aprobadas por el Consejo Nacio-
nal, y de ellas rendirá cuentas la Secretaría de Finanzas.

La Secretaría de Finanzas del Comité Ejecutivo Nacional
deberá cumplir con la presentación de informes de ingresos
y egresos anuales, de precampaña y campaña, que señala la
legislación electoral vigente.

Esta misma circunstancia ha redundado en el hecho de que,
en la mayoría de los casos, las dirigencias partidistas igno-
ran a la militancia, tomen decisiones ajenas a la voluntad
colectiva y, por consecuencia, la militancia deja de com-
prometerse en el cumplimiento y observancia del Progra-
ma de Acción y la Declaración de Principios.

Si partimos de la base de que, conforme al artículo 41 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
los partidos políticos son entidades de interés público y que
tienen como fin promover la participación del pueblo en la
vida democrática, contribuir a la integración de los órganos
de representación política y como organizaciones de ciuda-
danos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del po-
der público, no podemos obviar que esas finalidades han
quedado de lado.

No pasa desapercibido que la reforma constitucional en
materia político-electoral en la que se implementó que el
financiamiento público debería ser la fuente principal de
ingreso de recursos económicos para los partidos políticos,
tuvo como objetivo primordial, inhibir la entrada de dinero
de dudosa procedencia a los instituto políticos y, con ello,
evitar que personas, físicas o morales, ligadas a actividades
ilícitas influyeran en la postulación de candidaturas, así co-
mo en el ejercicio de los cargos públicos de elección, tam-
poco se debe soslayar que, en la realidad, lo que se ha pro-
vocado es una desvinculación de las dirigencias con su
militancia, rompiéndose con ello el postulado constitucio-
nal de que los institutos políticos promuevan la participa-
ción del pueblo en la vida democrática.

Aunado a lo anterior, no debe perderse de vista que, en la
actualidad, el repudio de la ciudadanía hacia los partidos
políticos es generalizado, siendo uno de los reclamos
más recurrentes, lo oneroso que resulta financiar a los
partidos políticos con recursos públicos, lo cual no va
acompañado de una mejora tangible en la calidad de vi-
da de la población.

Lo anterior, lo confirma la encuesta México: Confianza en
instituciones 20182 de la casa encuestadora Consulta Mi-
tofsky que en una escala de 0 a 10, los partidos políticos re-
ciben una calificación de los encuestados de 5.1, ubicándo-
los en el último sitio de 18 instituciones.

De 2009 a 2019 el erario ha dado a los partidos políticos
asciende a 47,326 millones de pesos3.
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Año Momto
(Millones de pesos)

2009 3,631
2010 2,997
2011 3,212
2012 5,142
2013 3,670
2014 3,925
2015 5,199
2016 3,953
2017 4,059
2018 6,573
2019 4,965

En virtud de lo anterior, aquí se plantea que el financiamien-
to privado sea el motor que impulse la actividad de los parti-
dos políticos, ya que se considera que, de esta manera, se fo-
mentará la interacción de la dirigencia con su militancia, una
participación más activa de la militancia en la toma de deci-
siones de los institutos políticos, así como mayores posibili-
dades de acceso a candidaturas a cargos de elección popular,
reduciendo con ello la posibilidad de que se continúe practi-
cando lo que a nivel popular es conoce como “chapulineo”,
es decir, la recurrencia de cambio de partido político de aque-
llas personas que, al no obtener una candidatura, se van a otro
partido que sí les ofrece esa alternativa, dejándose de lado la
ideología y el compromiso que lo llevó a afiliarse original-
mente a un partido determinado.

De igual manera, podrá observarse que el modelo de fi-
nanciamiento privado, en un número muy importante de
países del mundo, es un medio para la obtención legal y le-
gítima de recursos de fuentes distintas a las del Estado, en
los cuales hay reglas específicas que impiden el acceso de
dinero de dudosa procedencia a los partidos políticos y a
las campañas electorales.

Por otra parte, la mayoría de las democracias anglosajonas
han adoptado un esquema regulatorio de financiamiento
privado, con regulaciones públicas como límites y prohibi-
ciones estrictas a recursos de donantes anónimos, extranje-
ros y/o corporativos; y han legislado sobre la obligación de
partidos y candidatos de presentar reportes sobre ingresos
y egresos.

De acuerdo con el informe titulado “Financiamiento de la
democracia: aporte a mejores políticas públicas y preven-
ción de la captura de la política4” de la Organización para
la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), “la re-
gulación del financiamiento privado sigue siendo una cues-
tión muy compleja y que genera debates sobre la forma de
alcanzar los distintos objetivos políticos: la libertad de ex-
presión frente a la protección del interés público”.

Una de las conclusiones del Informe de la OCDE es que se
debe valorar la importancia del dinero en la política, pero
se agrega que el abuso de éste puede dañar la democracia.

El informe de la OCDE, también concluye que, en los últi-
mos años, los países participantes “han ido regulando cada
vez más el financiamiento privado”. 17 países de la OCDE
prohíben todas las donaciones anónimas a los partidos y
que 13 prohíben este tipo de aporte cuando se sobrepasan
ciertos límites. Por otra parte, sólo 10 naciones no permi-
ten que se realicen aportes anónimos directos a los candi-
datos y 14 establecen límites para estas donaciones.

Asimismo, la necesidad de obtener financiamiento priva-
do, deberá llevar a los partidos políticos, y sobre todo a sus
dirigencias, a vinculares real y efectivamente con su mili-
tancia, además de tener que buscar convencer a la mayor
cantidad de ciudadanas y de ciudadanos posible, de la con-
veniencia de afiliarse y de apoyar al instituto político, lo
cual solo se puede lograr a través de difundir y de defender
los postulados contenidos en los documentos básicos.

Ello, además obligaría a las dirigencias a responder ante su
militancia y simpatizantes, de los resultados que se obten-



gan derivados de las decisiones que, en su momento, se
adopten; creándose un compromiso recíproco y se fomen-
taría de manera importante el sentido de responsabilidad y
de pertenencia.

Ahora bien, tradicionalmente existen tres grandes ejes pa-
ra la obtención de dichos recursos económicos por parte de
los institutos políticos, a saber:

• Cuotas de simpatizantes y militantes, así como aporta-
ciones de los candidatos en tiempos electorales.

• Préstamos o créditos de entes financieras.

• Donaciones de la iniciativa privada.

En estos casos, tanto en la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales como en la Ley General de
Partidos Políticos, se tendrán que regular los montos máxi-
mos que, en cada uno de estos rubros, puede legalmente re-
cibir un partido político.

Es de reconocer que las grandes ventajas del financiamien-
to privado son:

• Se evita destinar montos onerosos del erario federal,
que pueden ser canalizados a proyectos o programas
prioritarios que beneficien a la población.

• Se estimula la existencia de una competencia equitati-
va entre los partidos políticos.

• Se promueve que los partidos políticos tengan que
vincularse de forma directa con la sociedad.

• Se inhibe la burocratización de los entes políticos.

• Se fortalece el sistema pluripartidista, puesto que obli-
ga a los institutos políticos a buscar y a conseguir una
real representatividad de sectores de la población, de tal
manera que el registro como partido político esté res-
paldado por un apoyo popular real.

El financiamiento a los partidos políticos se encuentra en la
Agenda Legislativa de Encuentro Social desde la LXIII Le-
gislatura, el diputado José Alfredo Ferreiro Velasco y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del PES presentaron el
martes 27 de septiembre de 2016 la iniciativa que reforma los
artículos 41 y 116 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos5, para eliminar el financiamiento público

a los partidos políticos. Iniciativa que fue desechada el lunes
31 de julio de 2017, ante la falta de dictamen.

En la iniciativa nuestro Grupo señaló: “Nuestro sistema de
partidos políticos, se ha vuelto excesivamente dependiente
del erario público, y sin embargo, no ha sido capaz de ga-
rantizar ninguna de las siguientes premisas:

Primera, equilibrio en las condiciones de competencia
entre el partido en el poder y los partidos de oposición.

Segunda, eliminar la influencia de grupos de interés en
el financiamiento de campañas y la toma de decisiones
de los partidos y los políticos.

Tercera, proveer una base mínima de recursos para que
partidos nuevos o relativamente pequeños puedan orga-
nizarse y sobrevivir en la contienda electoral.

Por desgracia, señalaron los diputados de Encuentro Social
de la LXIII Legislatura, el financiamiento público, no ha ga-
rantizado ninguna de las situaciones antes descritas, por el
contrario es común observar la injerencia de los tres órdenes
de gobierno en las elecciones, la infiltración en las campañas
políticas de dinero proveniente del narcotráfico o de intereses
empresariales, y los partidos de nueva creación son avasalla-
dos por los intereses de los partidos grandes.

Finalmente, la propuesta de eliminar el financiamiento a
los partidos políticos ha sido un asunto en la agenda de los
grupos parlamentarios en la Cámara de Diputados:
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Con la finalidad de facilitar el análisis del proyecto que se
presenta en este instrumento legislativo, se adjunta el si-
guiente cuadro comparativo: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
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Por lo expuesto, y en ejercicio de las facultades otorgadas
por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; se so-
mete a consideración de esta soberanía la presente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se reforman y derogan diversa dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de financiamiento de los
partidos políticos

Artículo Único. Se reforma la fracción II y el inciso c) del
artículo 41; los incisos g) y k) del artículo 116; y se dero-
gan los incisos a) y b) del artículo 41, todos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 41. …

…

I. …

II. La ley garantizará que los partidos políticos naciona-
les cuenten de manera equitativa con elementos para
llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que
se sujetará el financiamiento de los propios partidos y
sus campañas electorales, debiendo garantizar que los re-
cursos sean de origen privado, por medio de aportacio-
nes realizadas por sus militantes y simpatizantes.

El financiamiento privado para los partidos políticos
que mantengan su registro después de cada elección, se
empleará en el sostenimiento de sus actividades ordi-
narias permanentes, las tendientes a la obtención del vo-
to durante los procesos electorales y las de carácter es-
pecífico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que
disponga la ley:

a) (Se deroga.)

b) (Se deroga.)

c) El tres por ciento del financiamiento privado
que por las aportaciones de sus militantes y sim-
patizantes obtengan los partidos políticos deberá
ser utilizado en actividades específicas, relativas
a la educación, capacitación, investigación socioe-
conómica y política, así como a tareas editoriales.
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…

…

III) a VI)…

Artículo 116. …

…

I. a III. …

V. …

a) a f)…

g) Se establezca el procedimiento para la liquida-
ción de los partidos que pierdan su registro y el
destino de sus bienes y remanentes;

h) a j)…

k) Se regule el régimen aplicable a la postulación,
registro, derechos y obligaciones de los candida-
tos independientes, garantizando su derecho al
acceso a la radio y la televisión en los términos es-
tablecidos en esta Constitución y en las leyes 
correspondientes;

l) a p)...

V. a IX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión realizará las reformas
necesarias al marco jurídico conforme al presente decreto
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su
entrada en vigor, y deberá:

I. Regular los montos y métodos en que las personas
aportarán recursos propios a un partido o candidato.

II. Establecer tipos penales que sancionen el financia-
miento privado proveniente de actividades ilícitas, de
conformidad con las leyes aplicables.

III. Armonizar la legislación secundaria que deriven del
presente decreto.

Tercero. En el mismo plazo referido en el artículo transi-
torio anterior, el Congreso de la Unión expedirá un solo or-
denamiento legal que regule el financiamiento privado de
los partidos políticos.

Cuarto. En tanto se expide el ordenamiento normativo, y
se aprueban las reformas, los partidos políticos continuaran
recibiendo financiamiento público para realizar sus activi-
dades ordinarias y electorales.

Notas

1 https://www.te.gob.mx/publicaciones/sites/default/files//archivos_li-
bros/Estatutos%20Encuentro%20Social.pdf

2 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/2018_Mitofsky_ConfianzaInsti-
tuciones%20(1).pdf

3 http://gobiernofacil.com/proyectos/financiamiento-publico-partidos-
politicos

4 https://www.latercera.com/noticia/excepto-suiza-paises-ocde-tienen-
vias-de-financiamiento-publico-a-la-politica/

5 http://gaceta.diputados.gob.mx/. Gaceta Parlamentaria, número
4626-VI, martes 27 de septiembre de 2016.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de marzo de
2019.— Diputado y diputadas: Miguel Acundo González, Jorge Artu-
ro Argüelles Victorero, Claudia Báez Ruiz, Manuel de Jesús Baldene-
bro Arredondo, Irasema del Carmen Buenfil Díaz, María del Carmen
Cabrera Lagunas, Javier Julián Castañeda Pomposo, Héctor René Cruz
Aparicio, Ricardo de la Peña Marshall, Olga Juliana Elizondo Guerra,
Carolina García Aguilar, José Luis García Duque, Laura Érika de Jesús
Garza Gutiérrez, Armando González Escoto, Adriana Lozano Rodrí-
guez, Eudoxio Morales Flores, Esmeralda de los Ángeles Moreno Me-
dina, José Ángel Pérez Hernández, Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz,
Nancy Claudia Reséndiz Hernández, María Rosete, Francisco Javier
Saldívar Camacho, Nayeli Salvatori Bojalil, Olga Patricia Sosa Ruiz,
José de la Luz Sosa Salinas, Elba Lorena Torres Díaz, Ernesto Vargas
Contreras, Héctor Joel Villegas González y Adriana Paulina Teissier
Zavala (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.



LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que  reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Alfredo
Villegas Arreola, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Alfredo Villegas Arreola, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 55, fracción II, 56, 62 y de-
más relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo
226 Bis y se reforman los artículos 17 Bis y 227 de la Ley
General de Salud –en materia de dosis unitarias de medi-
camentos– con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos establece que toda persona tiene derecho a la protección
de la salud, sin embargo, se convierte en un reto cuando cada
año entre 2 y 3 millones1 de familias deben cubrir los gastos
catastróficos derivados de alguna enfermedad o lesión grave,
al tiempo que 1.2 millones de humanos cruzan la barrera de
la pobreza por esta misma causa. 

El Centro de Análisis e Investigación Fundar ha denuncia-
do en múltiples ocasiones que los programas de salud no
han logrado combatir el gasto de bolsillo, resulta que en
nuestro país este gasto de las familias constituye hasta el 4
por ciento del gasto de los hogares, de acuerdo a datos de
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE).

Para nadie es un secreto que los mexicanos gastan en pro-
medio 3 mil 800 pesos al año en su salud, donde las medi-
cinas es en lo que más se invierte según datos revelados por
Lockton México.2

Es frecuente escuchar o leer en diversos medios: “Los me-
dicamentos están subiendo mucho. Las aspirinas que com-
pramos o cualquier medicamento, de un mes al otro cues-
tan más. Al haber mucha demanda en los servicios de
salud, muchas veces para padecimientos pequeños preferi-
mos pagarlo nosotros”. 

Es obvio que, entre los grandes desafíos de nuestro país es-
tá el abasto de medicamentos, no solo por su adquisición
sino por su uso racional. Para combatir esta problemática y
sumar esfuerzos en hacer más eficiente el uso de recursos
públicos se propone que haya un plan estratégico como el
de los países de primer mundo a través del programa “Far-
macia Hospitalaria” para el uso racional de medicamentos.

“El servicio de Farmacia Hospitalaria tiene como obje-
tivo apoyar y promover el uso racional de medicamen-
tos (URM) mediante la gestión, selección, custodia,
control, preparación, suministro, distribución y dispen-
sación de medicamentos; proporcionar información ac-
tualizada de éstos a los profesionales de la salud y a los
pacientes. Asimismo, prevé actividades de farmacia clí-
nica orientadas a lograr un uso seguro y costo-efectivo
de los medicamentos y demás insumos para la salud.”3

Es urgente que el gobierno actual a través de las depen-
dencias correspondientes haga público un mapeo de ries-
gos del sistema de medicación actual en nuestro país, mu-
cha gente recibe solo analgésicos y antiinflamatorios por
cajas o tiras que contienen más medicamento del prescrito
en la receta. Eso también es una pérdida para las finanzas
de la salud pública.

Además del peligro de continuar con la automedicación, la
generación de mercados negros que buscan una sustancia
especial del medicamento o la posible caducidad del mis-
mo, merecen toda nuestra atención. 

La propuesta de esta iniciativa es cerrar paso a todos esos
males a los cuales se suma la franca incompetencia o erro-
res en la medicación, debido a la falta de conocimiento far-
macológico, nula información clínica del paciente, igno-
rancia de contraindicaciones, errores de trascripción, fallas
en la interacción entre miembros del equipo interdiscipli-
nario (médicos, enfermeras, farmacéuticos), fallas en la re-
visión de las dosis, supervisión inadecuada, almacena-
miento impropio de los medicamentos, entre otros.

Esta no es una visión subjetiva, se trata de un argumento
vertido en el Programa Sectorial de Salud4 2013-2018, se-
ñala que el surtimiento de medicamentos recetados por ins-
titución observa que hay deficiencias que alcanzan el 35.6
por ciento en el 2012. Los problemas de surtimiento se pre-
sentan en paralelo con los casos de sobre-prescripción. 

Estas circunstancias deben ser alertas suficientes para lle-
var a cabo acciones en la optimización del abasto de medi-
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camentos y al mismo tiempo para fomentar el uso racional
de los mismos. 

El tema de abasto de medicamentos en las instituciones del
sector público debe ser de la mayor prioridad, particular-
mente, en un momento tan complejo para el sistema de sa-
lud que de acuerdo con la publicación del 12 de marzo de
Reforma Diario, debe afrontar el pasivo de 45 mil 692 mi-
llones de pesos que tienen todas las secretarías homólogas
en los estados, desafortunadamente, no se debe a medica-
mentos sino a deudas por servicios de limpieza, alimentos
generales, mantenimiento de equipo, etcétera.

El planteamiento de esta iniciativa es atender la problemá-
tica de la errónea o displicente prescripción médica a tra-
vés del modelo de dosis unitaria dentro del proyecto de far-
macia hospitalaria. 

Reconocer que tiene aportes benéficos principalmente ha-
cia el paciente, la sociedad y el sistema de salud, optimi-
zando la efectividad y la eficiencia de los tratamientos y la
seguridad en su uso.

Datos del 2009 en los tres niveles de unidades médicas5 del
Instituto Mexicano del Seguro Social revelan que se expi-
dieron 15 millones de recetas, lo que representó un gasto
de 6 mil 44 millones de pesos. El planteamiento es que si
esos medicamentos de receta difusa se hubieran dispensa-
do en un sistema de dosis unitaria, el ahorro total estimado
en medicamentos hubiera podido alcanzar los 4 mil 50 mi-
llones de pesos. 

Existen entidades federativas que ya han previsto esto, el
19 de mayo de 2015, en la Gaceta del Gobierno del Es-
tado de México,6 se publicaron casos de atención por el
modelo de farmacia hospitalaria, cuyas ventajas señala
son el sistema que mejor garantiza que el medicamento
prescrito llegue al paciente en forma individual; reduce
el despilfarro por pérdidas, deterioro y vencimiento entre
otras; se recuperan los medicamentos no aplicados al pa-
ciente y se disminuyen los errores en la medicación, lo-
grando así un mejor control y seguimiento del tratamien-
to fármaco-terapéutico.

No se omite mencionar que la Secretaría de Salud no ha te-
nido incrementos sustanciales en su presupuesto anual
pues el gasto en el 2018, fue de 122 mil 557 millones,
mientras que para 2019 será de 124 mil 266 millones de pe-
sos conforme a lo publicado en el Presupuesto de Egresos

de la Federación en el Diario Oficial de la Federación el 28
de diciembre de 2018. 

La presente iniciativa tiene como eje coadyuvar a transfor-
mar el sistema de salud en México (en materia de dosis
unitarias) en alineación con lo dispuesto por el gobierno fe-
deral, “la tarea del nuevo gobierno es clara, no desplazar la
justicia social y, con base en ello, garantizar el derecho a la
salud como un hito esencial para disminuir las desigualda-
des sociales.”7

Para mayor ilustración de la propuesta, se expone a conti-
nuación la redacción de los artículos vigentes en la ley en
cita a modificar y la respectiva propuesta en negritas:



Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de este honorable pleno de la asamblea el siguiente 

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 226 Bis y se reforman los
artículos 17 Bis y 227 de la Ley General de Salud, para
quedar como sigue:

Artículo 17 Bis. (…) 

(…)

(…)

II. Proponer al secretario de Salud la política nacional de
protección contra riesgos sanitarios, así como su instru-
mentación en materia de establecimientos de salud; medi-
camentos y otros insumos para la salud; dispensación de
dosis unitarias de medicamentos y otros insumos para
la salud; disposición de órganos, tejidos, células de seres
humanos y sus componentes; alimentos y bebidas, produc-
tos cosméticos; productos de aseo; tabaco, plaguicidas, nu-
trientes vegetales, sustancias tóxicas o peligrosas para la
salud; productos biotecnológicos, suplementos alimenti-
cios, materias primas y aditivos que intervengan en la ela-
boración de los productos anteriores; así como de preven-
ción control de los efectos nocivos de los factores
ambientales en la salud del hombre, salud ocupacional y
saneamiento básico

Artículo 226 Bis. Se podrán adquirir dosis unitarias de
medicamentos y otros insumos para la salud en las far-
macias hospitalarias del sector público y privado, así
como en cualquier otro establecimiento autorizado ex-
pendedor de medicamentos, para dar cumplimiento a
ello, las autoridades sanitarias correspondientes emiti-
rán los lineamientos de su operación.

Artículo 227. La Secretaría de Salud determinará los me-
dicamentos que integren cada uno de los grupos a que se
refieren los artículos 226 y 226 Bis.

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación.

Segundo. El titular de la Secretaría de Salud conjuntamen-
te con el titular del órgano desconcentrado denominado
Comisión Federal para la Protección de Riesgos Sanitarios,
contarán con 180 días a partir de la publicación del presen-
te decreto para adecuar las normas reglamentarias que per-
mitan dar cumplimiento cabal a lo dispuesto en los artícu-
los 17 Bis, 226 Bis y 227 de la Ley General de Salud.

Tercero. Los establecimientos particulares contarán con 365
días posteriores a la entrada en vigor del presente decreto, 
para de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 17
Bis, 226 Bis y 227 de la Ley General de Salud.

Notas

1 El Economista. Saldívar Belén. Gasto en salud, tema pendiente en
México. México. Julio 31, 2017.  Consultado en 

https://www.eleconomista.com.mx/finanzaspersonales/Gasto-de-
bolsillo-en-salud-tema-pendiente-en-Mexico-20170731-0101.html

2 Mexicanos gastan 3800 en salud. Villafranco, Gerardo. Consul-
tado en: 

https://www.forbes.com.mx/mexicanos-gastan-3800-pesos-salud/

3 FEUM. Farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos. Consul-
tado en 

file:///C:/Users/USUARIO/Downloads/Proyecto%20FEUM.pdf
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4 Disponible en: 

http://www.conadic.salud.gob.mx/pdfs/sectorial_salud.pdf

5 Coyoc. Ofelia. Et al. Beneficios económicos del uso de un sistema de
dispensación en dosis unitarias en hospitales del Instituto Mexicano
del Seguro Social. Consultado en: 

file:///C:/Users/USUARIO/Downloads/Dosis%20unitaria%20IMSS.
pdf

6 Consultada en: 

https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/
files/files/pdf/gct/2016/ago024.PDF

7 Alcocer, Jorge. Secretario de Salud. Versión estenográfica consulta-
da en: 

https://www.gob.mx/cofepris/prensa/version-estenografica-de-las-
palabras-del-secretario-de-salud-doctor-jorge-alcocer-varela-
191808

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 20 de marzo de
2019.— Diputado Alfredo Villegas Arreola (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

«Iniciativa que  adiciona los artículos 70 y 115 de la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca, a cargo de la diputada Elba Lorena Torres Díaz, del
Grupo Parlamentario del PES

Quien suscribe, Elba Lorena Torres Díaz, diputada por el
estado de Aguascalientes a la LXIV Legislatura del Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

El propósito de la Compra Consolidada es concentrar los
requerimientos de bienes terapéuticos del sector público
para, a través de un mayor poder de negociación y de es-
trategias de compra, obtener mejores precios y garantizar
el abasto oportuno en beneficio de la población usuaria.

La compra 2018 atiende la necesidad de suministro de los
bienes para 2019.

El gran problema es que nunca podemos saber qué criterios
de contratación fueron utilizados para seleccionar al prove-
edor. Y en ese margen de sombra, yace la ocasión de malos
manejos.

Argumentos que la sustenta

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, las compras consolidadas son
agrupación de bienes o insumos de características similares
requeridos entre varias dependencias o entidades para un
periodo determinado que se adquiere a través de una sola
negociación.

El Instituto Mexicano para la Competitividad, AC (IMCO),
en la publicación Guía práctica de compras públicas Re-
comendaciones para comprar bien a nivel estatal”1 señala
que:

“La consolidación de las compras consiste en la agrupa-
ción de los requerimientos de las distintas dependencias,
entidades y órganos desconcentrados de la administra-
ción pública para la compra conjunta de bienes de uso
generalizado. Además de las ventajas financieras, esta
modalidad favorece la rendición de cuentas porque ha-
ce más fácil la fiscalización, ya que es más factible vi-
gilar y controlar a una sola entidad compradora que a
varias.”

En el ámbito federal, señala el IMCO, las compras conso-
lidadas se han utilizado principalmente para la adquisición
de vacunas, seguros de bienes patrimoniales, de responsa-
bilidad profesional, de vida y gastos médicos mayores,
combustible, transporte aéreo, vales de despensa, impre-
sión y fotocopiado y transportación terrestre.

Un ejemplo muy claro del ahorro con las compras consoli-
dadas está en el sector salud. Según datos del Instituto Me-
xicano del Seguro Social (IMSS) en seis años la Compra



Consolidada ha generado ahorros estimados en 20 mil 649
millones de pesos para todos los participantes del sector.

Claro está que las compras consolidadas han resultado ser
además de efectivas un gran ahorro, no se niega.

Sin embargo, son las omisiones legislativas que favorecen
que los procedimientos de contratación pública en México
sean poco transparentes, que beneficien a las empresas
grandes con precios más altos a los prevalecientes en el
mercado, en lugar de beneficiar a las empresas grandes o
pequeñas que le ofrezcan mejores condiciones al Estado, y
que no se le apliquen sanciones a las empresas o funciona-
rios que incurren conductas irregulares.

En la Guía práctica de compras públicas Recomendacio-
nes para comprar bien a nivel estatal del IMCO, se puede
observar que, en el caso de la legislación local, 30 de las 32
legislaciones de adquisiciones contemplan esta modalidad,
por lo tanto, en la gran mayoría de las entidades federati-
vas es posible que los funcionarios, al momento de decidir
la compra de un bien estandarizado, consideren la posibili-
dad de formar parte de una compra consolidada o crear una
iniciativa para que esto se logre. En este proceso es rele-
vante tomar en cuenta que la consolidación puede ser a ni-
vel interno (dentro de la dependencia o entidad), a nivel
central (en el municipio o estado) o incluso a nivel regio-
nal (con dependencias de otras entidades federativas o en-
tre municipios).

En términos de lo señalado en el 26, sexto párrafo, de la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público, previamente al inicio de un procedimiento de
contratación pública, las entidades contratantes deben rea-
lizar una investigación.

Artículo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público prevé:

“…Previo al inicio de los procedimientos de contrata-
ción previstos en este artículo, las dependencias y enti-
dades deberán realizar una investigación de mercado de
la cual se desprendan las condiciones que imperan en el
mismo, respecto del bien, arrendamiento o servicio ob-
jeto de la contratación, a efecto de buscar las mejores
condiciones para el Estado.”

El objetivo de dicha investigación es precisamente deter-
minar cuáles son las condiciones del mercado y con ello

cuál es el procedimiento más favorable mediante el cual el
Estado podría contratar.

Sin embargo, dichas investigaciones son secretas durante
todo el proceso de contratación. De esta manera, las de-
pendencias no hacen públicas dichas investigaciones de
mercado, sino hasta que mediante la solicitud de acceso a
la información y esto siempre y cuando el proceso de con-
tratación ya haya concluido.

Para justificar lo anterior, las dependencias suelen invocar
el artículo 113, fracción VIII, de la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública:

“…VIII. La que contenga las opiniones, recomenda-
ciones o puntos de vista que formen parte del proceso
deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto
no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá
estar documentada…”

Es claro que dicha disposición permite que los sujetos obli-
gados clasifiquen como reservada la información que for-
me parte del proceso deliberativo de los servidores públi-
cos, mientras no sea adoptada una decisión definitiva. No
obstante, la aplicación de dicho artículo a las investigacio-
nes de mercado no es correcta, cuando ya dio inicio el pro-
cedimiento de contratación elegido debido a lo siguiente:

Las investigaciones de mercado son documentos necesa-
rios para que las autoridades elijan el procedimiento me-
diante el cual deben contratar; y

Por lo tanto, el proceso deliberativo para el cual son utili-
zadas las investigaciones de mercado culmina con la adop-
ción de una decisión definitiva respecto al procedimiento
de contratación a seguir; esto es, el proceso deliberativo
culmina con la emisión de la convocatoria a una licitación,
con la invitación a cuando menos tres personas o con la ad-
judicación directa.

¿Cómo perjudica la transparencia y competitividad de
las compras consolidadas la falta de acceso a la infor-
mación en los procesos de contratación?

La circunstancia de que las investigaciones de mercado no
sean públicas impide que los participantes conozcan las ra-
zones que motivaron el que las dependencias convoquen
bajo una modalidad u otra, por lo tanto, facilita el que se in-
troduzca en los procedimientos de contratación elementos
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que favorezcan indebidamente a algún participante: esto es
que se “amañen” las contrataciones.

Asimismo, la circunstancia de que las investigaciones de
mercado sean públicas a partir del momento en el que la
dependencia convoca a una licitación, emite la invitación a
cuando menos tres personas o decide adjudicar de manera
directa, no beneficia ni perjudica a ninguno de los partici-
pantes, puesto que, por autonomía, la información pública
no genere desventajas indebidas en un mercado que debe
ser totalmente competitivo.

Regresando al ejemplo del sector salud, aún y cuando las
compras consolidadas representan un gran ahorro las cifras
dejan de lado lo siguiente:

Existen cuatro distribuidoras de medicinas y materiales
médicos (Grupo Fármacos Especializados, Distribuidora
Internacional de Medicinas y Equipo Médico, Farmacéuti-
cos Maypo y Comercializadora de Productos Instituciona-
les) acapararon 52.7 por ciento del total de compras anua-
les de bienes del IMSS, entre 2016 y lo que va de 2018. El
beneficio conjunto para estos proveedores en tres años fue
de 65 mil 065 millones 791 mil 955.48 pesos.

Para analistas consultados, la concentración de proveedo-
res podría estar justificada por el nivel de especialización o
por cuestiones de patente de los bienes distribuidos. No
obstante, la opacidad en los procesos de contratación hace
imposible descartar “compras amañadas” que, de acuerdo
con datos de la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE), aumentan los costos para las
dependencias del sector salud en al menos 30 por ciento.

Podemos resaltar que además de que claramente se benefi-
cia a estas cuatro grandes farmacéuticas, no es posible co-
nocer el porqué se eligieron. Esto hace que las investiga-
ciones sean totalmente arbitrarias, es decir, no se puede
garantizar un proceso totalmente libre de tendencias.

Además, pues las pequeñas farmacéuticas muchas veces
ofrecen los artículos requeridos por mucho menor costo e
igual o mejor calidad, sólo que al no tener la capacidad de
cubrir la demanda total requerida optan una sola contrata-
ción que amerite un solo contrato, es decir se cubre la de-
manda en una sola exhibición. Por lo que se dejan de lado
a los pequeños proveedores cerrando injustamente la com-
petencia y perjudicando a los ahorros ya la misma cuenta
pública.

Finalmente, la Guía práctica de compras públicas Reco-
mendaciones para comprar bien a nivel estatal del IMCO,
señala que a nivel internacional, existen distintos modelos
de consolidación de las compras, de acuerdo a la obliga-
ción legal –marcada en las distintas leyes de adquisicio-
nes– de las unidades administrativas a participar en los es-
quemas centralizados de compra:

• En el primero modelo, las dependencias o entidades
están obligadas a adquirir bienes de uso generalizado
por medio de la dependencia pública asignada en el sis-
tema responsable de hacer las compras consolidadas.

• En el segundo modelo la participación es voluntaria,
como sucede a nivel federal en México, tal que la Se-
cretaría de la Función Pública tiene la facultad de deter-
minar los bienes, arrendamientos o servicios que, en
forma consolidada, podrán adquirir, arrendar o contratar
las dependencias y entidades de la APF, aunque para
que esto ocurra, los representantes de las respectivas
áreas contratantes necesitan manifestar por escrito su
acuerdo para llevar a cabo la contratación bajo esta 
modalidad.

• Modelo intermedio en el que es obligatorio que las
unidades administrativas formen parte de las compras
consolidadas, pero a la vez queda abierta la posibilidad
de que las dependencias o entidades realicen compras
de bienes de uso generalizado de forma independiente
sólo cuando justifican que hacerlo les generaría mejores
condiciones de compra.

Por lo cual se busca hacer de las compras consolidadas un
verdadero campo de competitividad, igualar las circunstan-
cias y sobre todo transparentar las investigaciones y el pro-
ceso de las mismas.

En razón de lo anterior, y para contar con un mejor entendi-
miento de la propuesta, se adjunta el siguiente comparativo:
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Por lo motivado y fundado; y con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como de los ar-
tículos 6, numeral 2, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, quien suscribe somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto

Decreto por el que se adiciona la fracción XLIX al ar-
tículo 70 y la fracción III al artículo 115 de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública

Artículo Único. Se adiciona la fracción XLIX al artículo
70 y la fracción III al artículo 115 de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información Pública, para
quedar como sigue:

Artículo 70. …

I. a XLVIII. …

XLIX. La información que justifique las modalida-
des en los procedimientos de contratación pública
adoptados por los sujetos obligados y especialmente
las investigaciones de mercado.

…

Artículo 115. … 

I. Se trate de violaciones graves de derechos humanos o
delitos de lesa humanidad;

II. Se trate de información relacionada con actos de co-
rrupción de acuerdo con las leyes aplicables; o

III. Se trate de información que justifique las moda-
lidades en los procedimientos de contratación públi-
ca adoptados por los sujetos obligados.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2013/7/Guia_de_compras_
publicas_011012.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputada
Elba Lorena Torres Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

EXPIDE LEY NACIONAL QUE REGULA
EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA

«Iniciativa que  expide la Ley Nacional que regula el Uso
Legítimo de la Fuerza, suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, diputados federales a la LXIV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, e integrantes del Grupo Par-
lamentario del PRD, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración del Congreso de la
Unión iniciativa con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley Nacional que regula el Uso Legítimo de la
Fuerza.

Planteamiento del Problema

Uno de los graves problemas que aquejan a nuestro país es la
falta de regulación respecto del uso legítimo de la fuerza, por
parte de las instituciones que desarrollan labores de seguridad
pública, principalmente a partir de la salida de las Fuerzas
Armadas, de manera masiva, a las calles de nuestras ciuda-
des. De frente a un amplio debate que debe abrirse en rela-
ción a las competencias que cada uno de los órdenes de go-
bierno debe desenvolver en materia de seguridad pública,
inmersos en una amplia crisis humanitaria relacionada con el
combate armado al crimen organizado que fue implementado
como una política unidinámica que pretendió frenar su ex-
pansión territorial, resulta ingente establecer principios bási-
cos que permitan el legítimo uso de la fuerza coactiva por
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parte de los elementos del Estado para conservar el orden y
la paz públicos y que, sin embargo, respeten los derechos hu-
manos de las ciudadanas y los ciudadanos. Es en este con-
texto que presentamos esta iniciativa con el objeto de salva-
guardar el libre ejercicio de los derechos humanos de todas
las personas en el territorio nacional y, especialmente, res-
guardar la vida de las personas.

Argumentos

El uso de la fuerza por los funcionarios del Estado es, en sí
mismo, uno de los actos más graves que pueden ocurrir,
principalmente cuando se realiza sin seguir las mínimas
medidas de resguardo para la vida y la integridad de los
ciudadanos. El uso ilegítimo de la fuerza constituye una de
las transgresiones más graves que un funcionario de cual-
quier Estado pueda cometer en contra de los ciudadanos a
quienes, se supone, debe proteger. Es por ello que, desde
1966, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos ha previsto una serie de medidas que garantizan el li-
bre ejercicio de estos derechos. 

De la necesidad de proteger el derecho a la vida, a la liber-
tad y a la seguridad de las personas es que, derivado de lo
anterior, la Asamblea General de la Organización de las
Naciones Unidas, en su resolución 34/169 de fecha 17 de
diciembre de 1979, se adoptó el Código de conducta para
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. En este
Código se define que éste se aplica a todos aquellos fun-
cionarios que desempeñen funciones de policía, aun cuan-
do se trate de autoridades militares. Es necesario señalar
que, en su artículo 3, el Código indica que

“Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley
podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente ne-
cesario y en la medida que lo requiera el desempeño de
sus tareas.”

Se aclara posteriormente que “…según las circunstancias
para la prevención de un delito, para efectuar la detención
legal de delincuentes o de presuntos delincuentes o para
ayudar a efectuarla, no podrá usarse la fuerza en la medida
en que exceda estos límites.”

El Código expresa también que

“… En general, no deberán emplearse armas de fuego
excepto cuando un presunto delincuente ofrezca resis-
tencia armada o ponga en peligro, de algún modo, la vida

de otras personas y no pueda reducirse o detenerse al
presunto delincuente aplicando medidas menos extre-
mas. En todo caso que se dispare un arma de fuego, de-
berá informarse inmediatamente a las autoridades 
competentes.”

Derivado de lo anterior, en consecuencia, en 1990 la Ofici-
na del Alto Comisionado para los Derechos Humanos pro-
movió, a través del Octavo Congreso de las Naciones Uni-
das sobre Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente, la adopción de los Principios básicos sobre el
empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funciona-
rios encargados de hacer cumplir la ley.

En estos principios se “…subraya que el empleo de la fuer-
za y las armas de fuego por los funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley debe conciliarse con el debido respeto
de los derechos humanos…”

Sin embargo, también ha sido señalado por diversos orga-
nismos internacionales, la necesidad de que las fuerzas ar-
madas no participen directamente en las actividades de se-
guridad pública, tal como lo establecieron las
observaciones finales e informes derivados de visitas a
México emitidos por organismos del Sistema de Nacio-
nes Unidas en materia de tortura y otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes, cuando indicaron que

B. Recomendaciones

83. Respecto a las medidas de prevención: a) Retirar defi-
nitivamente a las fuerzas militares de labores relacionadas
con la seguridad pública y restringir su participación a ope-
raciones de apoyo con supervisión de órganos judiciales ci-
viles;

No obstante, el Grupo Parlamentario del PRD en la Cáma-
ra de Diputados, consciente de la situación de violencia
que priva en nuestro país, ha expresado en diversas ocasio-
nes que, aunque no compartimos la idoneidad para que las
Fuerzas Armadas desarrollen actividades de seguridad pú-
blica que implican la convivencia diaria con las y los ciu-
dadanos, también afirmamos que debemos iniciar un pro-
ceso acelerado de la construcción de nuevas instituciones
policiales que nos permitan la superación de la situación de
emergencia que implica la intervención directa de la delin-
cuencia organizada en los cuerpos de seguridad pública y,
consecuentemente, el regreso de los integrantes del Ejérci-
to y la Marina Armada a sus cuarteles.



Esta iniciativa es producto de múltiples y variados intentos
de proponer una legislación, indispensable para nuestro pa-
ís en las actuales circunstancias y que derive en el fortale-
cimiento de nuestro marco jurídico que rija la actuación de
las instituciones federales de seguridad pública. En este
sentido, retomamos, como base, una minuta elaborada en
la LX Legislatura y aprobada por unanimidad que, sin em-
bargo, ha sido superada pese a que, en su momento, repre-
sentaba una legislación de vanguardia. Hemos adicionado
a este proyecto un capítulo específico para el manejo res-
pecto al uso de la fuerza en manifestaciones pacíficas y
otro para el de eventos tumultuarios que pueden salir del
control de las autoridades así como uno específicamente
dedicado a la actuación de los integrantes de las institucio-
nes de seguridad pública que realizan patrullajes. En el
mismo sentido y para que su actuación se apegue a los más
altos estándares internacionales en materia de respeto a los
derechos humanos, hemos incorporado la perspectiva de
género en este proyecto de ley.

La iniciativa que hoy proponemos consta de 36 artículos
divididos en once capítulos. El primero, dedicado a las Dis-
posiciones Generales, establece el objeto y el ámbito de
aplicación de la ley y las definiciones que se usarán a lo
largo del texto jurídico. Resulta importante señalar que,
dentro de las instituciones de seguridad pública, se en-
cuentran comprendidas también aquellas instancias o de-
pendencias federales que sean diferentes de las señaladas
como de seguridad pública en la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública pero que se encuentren des-
empeñándolas funciones aunque no sea su función priori-
taria, como el Ejército y la Marina.

En el Capítulo II definimos las Reglas Generales para el
Uso de la Fuerza, delimitando las circunstancias en las que
se permite a los integrantes de las instituciones de seguri-
dad pública y los principios que rigen el uso legítimo de la
fuerza que son el respeto a los derechos humanos, con-
gruencia, idoneidad, legalidad, necesidad, oportunidad,
proporcionalidad y racionalidad, definiendo específica-
mente cada uno de ellos. Adicionalmente, se prohíbe el uso
de armas de fuego o letales salvo cuando sea indispensable
para garantizar la vida y la integridad física de todas las
personas, incluyendo la del agresor, la de terceros o la de
los propios integrantes. 

Asimismo, se establecen las obligaciones generales de las
instituciones de seguridad pública para garantizar el uso
legítimo de la fuerza, entre las que se encuentran los pro-
cedimientos internos, elaboración de manuales, protocolos

e instructivos operativos y de evaluación, control y super-
visión especializados en el uso de la fuerza con perspecti-
va de género y una visión de derechos humanos, la capaci-
tación, la investigación de todos los incidentes en que se
haga uso de armas letales, proporcionar atención especiali-
zada a los elementos que hayan hecho uso de la fuerza le-
tal, el establecimiento de la cadena de mando y los proce-
dimientos para la determinación de las responsabilidades
correspondientes, entre otros. 

Se diferencian, también, los distintos niveles respecto del
uso de la fuerza y la prohibición expresa de no utilizar la
fuerza con fines punitivos, no infligir ningún acto de tortu-
ra y de abstenerse de todo acto arbitrario para limitar los
derechos de manifestación pacífica. Asimismo, se estable-
cen las obligaciones de los integrantes de las instituciones
de seguridad pública después de usar la fuerza, entre las
que se encuentran el proteger a la persona destinataria, so-
licitar servicios médicos para su atención, presentarlas in-
mediatamente ante la autoridad competente, informar al
mando de los eventos ocurridos, preservar los indicios de
la escena, mantenerse a disposición de las autoridades du-
rante la investigación de los eventos y asistir a los trata-
mientos especializados.

En el Capítulo III se establecen las reglas para el uso de la
fuerza en actos masivos. En este capítulo se estipula que,
durante el resguardo y vigilancia de los actos masivos, de-
be levantarse un registro en video del desarrollo del opera-
tivo y resguardar las grabaciones de radio u otros medios
de comunicación. 

Específicamente se prohíbe el uso de la fuerza en el caso
de manifestaciones pacíficas, por lo que las instituciones
de seguridad pública únicamente estarán presentes siendo
requeridas por una autoridad de gobierno que se hará res-
ponsable de las decisiones durante el operativo. Los inte-
grantes de las instituciones no podrán presentarse equipa-
dos con armas de fuego o letales y no podrán hacer uso de
otro mecanismo operativo que no sea el de contención. 

Únicamente en caso de presentarse disturbios que pongan
en riesgo la integridad física o la vida de los manifestantes,
la autoridad responsable podrá considerarla como actos tu-
multuarios debido a la gravedad de los actos de violencia o
a su incidencia. En estos casos, la prioridad de los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública será la
preservación de la vida de los agresores, la de terceros y la
suya propia por lo que, en coordinación con las autoridades
responsables diseñarán, de manera inmediata, un operativo
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de contención y control de las personas que participan en
los hechos. Cuando los participantes en los hechos se en-
cuentren armados con armas blancas, piedras o similares y
hagan uso de ellas en contra de terceros o de los integran-
tes de las instituciones de seguridad, éstos podrán hacer
uso de armas intermedias, las cuales únicamente deberán
ser utilizadas para resguardar su vida e integridad física, la
de terceros y la de los propios participantes y, en último tér-
mino, la integridad de los bienes públicos o privados.

Se establece de manera específica que la autoridad respon-
sable únicamente en el caso de que haya evidencia física
contundente de que los participantes se encuentran en po-
sesión de armas de fuego y una vez agotados los procedi-
mientos anteriores, podrán, sin poner en riesgo la vida e in-
tegridad física de las personas, podrán determinar la
presencia de agentes equipados con armas de fuego o leta-
les, con el objeto único de proceder a la disuasión y deten-
ción de los participantes. El uso de armas de fuego tendrá
por objeto solamente garantizar la vida de las personas in-
volucradas, la de terceros y la de los propios integrantes de
las instituciones de seguridad pública y deberá procederse
a realizar las investigaciones correspondientes para deter-
minar su uso legítimo.

En el Capítulo IV determinamos mediante qué procedimien-
tos y en qué condiciones podrá hacerse uso de la fuerza du-
rante los patrullajes en las calles de nuestro país. Entre estas
disposiciones establecemos la necesidad de que la circulación
de los vehículos debe ser visible a la población y que, en ca-
so de que se requiera que los integrantes porten armas de fue-
go, esta situación deberá asentarse previamente en los infor-
mes correspondientes. De la misma manera y únicamente en
caso de encontrarse ante una situación de agresión inminen-
te, los integrantes podrán hacer uso de las armas de fuego o
letales, procediendo a realizar todo lo necesario para el so-
metimiento de los agresores. 

Una vez superada la agresión, los integrantes de las institu-
ciones de seguridad pública deberán tomar las previsiones
necesarias para la atención médica de quienes hayan resulta-
do heridos y proceder a llamar a las autoridades de procura-
ción de justicia para que inicien los procedimientos de inves-
tigación correspondientes. En este sentido, es obligación de
los integrantes la preservación de la escena y el someterse a
los tratamientos médicos y psicológicos que correspondan.

En el Capítulo V se determinan las reglas para el uso de
la fuerza en detenciones, dentro de las cuales se estable-
ce que, en primer término, se privilegiarán los métodos

de persuasión y control, siendo la resistencia activa la
única razón para la utilización de las armas intermedias
y equipos de apoyo, procediéndose a continuación con-
forme lo establecido en el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. 

El Capítulo VI atiende a las Reglas para el Uso de la Fuerza
en caso de Desastres o emergencia, en las cuales se ponga en
peligro la integridad física o la vida de las personas, siendo
utilizada para evacuar, controlar o limitar su acceso a deter-
minadas áreas. En el Capítulo VII, se delimitan las armas y
equipo de apoyo que pueden ser utilizados y, en el Capítulo
VIII, los requisitos que deberán contener los informes del uso
de la fuerza y la utilización de armas de fuego.

En el Capítulo IX se determina que deberán llevarse a cabo
capacitación y evaluaciones periódicas respecto a la eficien-
cia sobre el uso legítimo de la fuerza y los derechos humanos,
en cursos teóricos y prácticos para todos aquellos integrantes
de las instituciones federales de seguridad pública o quienes,
desde otras instituciones, desempeñen esta función. En el Ca-
pítulo X, se establecen las obligaciones resarcitorias y de in-
demnización de las instituciones de seguridad pública cuan-
do sus integrantes recurran al uso ilegítimo de la fuerza, que
consistirán en la indemnización correspondiente, sin deméri-
to de las responsabilidades administrativas, civiles o penales
en que incurran los propios integrantes.

Por último, el Capítulo XI, establece las responsabilidades
de los integrantes de las instituciones cuando incurran en el
uso ilegítimo de la fuerza que serán determinadas confor-
me a la legislación administrativa, penal o civil que corres-
ponda, incluyendo a los integrantes de las Fuerzas Arma-
das, para lo cual se actualizará lo determinado en el
artículo 57 del Código de Justicia Militar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con fundamento
en el artículo 71, fracción II y en el artículo 6 numeral 1
fracción I y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados
así como el artículo 8, fracción I del Reglamento de la Cá-
mara de Senadores, plenamente comprometidos con los de-
rechos humanos de las mexicanas y los mexicanos, pone-
mos a consideración de este honorable Congreso de la
Unión la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley Nacional que regula el
Uso Legítimo de la Fuerza:



Ley Nacional que regula 
el Uso Legítimo de la Fuerza

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público y de ob-
servancia en todo el territorio nacional y tiene por objeto
prevenir y regular el uso de la fuerza que ejercen los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública y sus au-
xiliares así como los integrantes de las instituciones que
desempeñen funciones de seguridad pública, en los casos
que resulte necesario en cumplimiento de sus funciones.

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entende-
rá por:

I. Acción agresiva: Cuando las acciones u omisiones de
una persona, ante una orden legítima comunicada por
los integrantes, representan una agresión real, ilegal, ac-
tual o inminente, a la vida o integridad física propias, de
terceros o del integrante;

II. Acciones tumultuarias: A los actos violentos e ilega-
les que, personas reunidas en concentraciones, cometen
en contra de una o más personas o que están dirigidos a
dañar bienes públicos o privados, y que en su ejecución
ponen en riesgo la vida o integridad física propia, las de
terceros o las de los integrantes de las instituciones de
seguridad pública; 

III. Armas de fuego: las autorizadas para el uso de los
integrantes de las instituciones de seguridad pública, de
conformidad con la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos, y su Reglamento;

IV. Armas intermedias: Aquellas que se utilizan para
disminuir la capacidad de movilidad de una persona,
preservando su integridad física;

V. Armas letales: Aquellas que ocasionan o pueden oca-
sionar daños físicos, que van desde las lesiones graves a
la muerte de una persona;

VI. Autoridad Responsable: La autoridad de gobierno
que solicita la intervención, el auxilio o el apoyo de
las instituciones de seguridad pública. En caso de que,
orgánicamente, las instituciones de seguridad pública
dependan de la misma autoridad, ésta deberá nombrar
un funcionario que actúe como su representante, quien

no deberá pertenecer a las instituciones de seguridad
pública.

VII. Desaparición forzada: la privación ilegal de la li-
bertad de una persona cometida por los integrantes de
las instituciones de seguridad pública, en términos de la
Ley General en la materia y en los Tratados internacio-
nales de los que México forma parte;

VIII. Detención: La restricción de la libertad de una
persona, realizada por algún integrante de las institucio-
nes de seguridad pública con el propósito de ponerla a
disposición de la autoridad competente, de conformidad
de legislación aplicable;

IX. Instituciones de seguridad pública: En términos de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, las instituciones policiales, de procuración de jus-
ticia, del sistema penitenciario y a las empresas de se-
guridad privada cuando actúen como auxiliares de las
instituciones de seguridad pública. Adicionalmente, las
instituciones o dependencias federales que desempeñen
funciones de seguridad pública, aunque ésta no sea su
función prioritaria;

X. Integrante: Las personas, servidores públicos certifi-
cados que cuentan con nombramiento o asignación me-
diante otro instrumento jurídico autorizado, pertene-
ciente a alguna de las instituciones que ejercen
funciones de seguridad pública, en términos de esta ley.
En el caso de las y los empleados de las empresas de se-
guridad privada cuando actúen como auxiliares de las
instituciones de seguridad pública, su personalidad se
acreditará con el contrato y la ficha del Registro Nacio-
nal de Personal de Seguridad Pública correspondientes;

XI. Incidente: Hecho en el que los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública, por su naturaleza ilíci-
ta, violenta o por su frecuencia, se ven obligados al uso
de la fuerza;

XII. Ley: La Ley Nacional que regula el Uso Legítimo
de la Fuerza;

XIII. Mando operativo: Integrante que, jerárquica-
mente, tiene la responsabilidad de la ejecución de un
operativo;

XIV. Manifestaciones: A las concentraciones de va-
rias personas que, en uso de su legítimo derecho,
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convergen pacíficamente en un tiempo y lugar públi-
co delimitado, para expresarse, cuenten o no con
permisos de la autoridad; 

XV. Operativo: A la planeación y desarrollo de una se-
rie de acciones y actividades de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública, cuyo objetivo es el
control de una situación ilegal que pone en riesgo la vi-
da y/o la integridad de la población.

XVI. Patrullaje: Al desarrollo de recorridos organizados
en los espacios públicos de determinado municipio o al-
caldía, realizado por los integrantes de las instituciones
de seguridad pública.

XVII. Reglamento: Al Reglamento de la Ley Nacional
que regula el Uso Legítimo de la Fuerza;

XVIII. Resistencia activa: Cuando una o varias perso-
nas se niegan a obedecer una orden legítima comunica-
da por un integrante, realizando acciones u omisiones
que ocasionan o pueden ocasionar daños o lesiones a sí
mismo, a un tercero o a los propios integrantes;

XIX. Resistencia pasiva: Cuando una o varias personas
se niegan, en forma pacífica, a obedecer una orden legí-
tima, comunicada en forma directa por algún integrante,
quien previamente se identificó como tal;

XX. Sometimiento: La contención legítima que realiza
un integrante sobre los movimientos de una persona,
con el fin de inmovilizarla y asegurarla, sin poner en
riesgo su integridad física o su vida, en términos de lo
establecido en esta ley;

XXI. Tortura o tratos crueles inhumanos y degradantes:
Las conductas descritas en la Ley de la materia y en los
Tratados Internacionales de los que México forma parte, y

XII. Uso de la fuerza: El uso legítimo de técnicas, tác-
ticas y métodos de control sobre las personas que se ubi-
can en algunos de los supuestos establecidos en la pre-
sente ley, así como en otras disposiciones aplicables.

Capítulo II
Reglas Generales para el Uso de la Fuerza

Artículo 3. Son circunstancias que permiten a los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública hacer uso
de la fuerza, las siguientes:

I. Legítima defensa ante una agresión actual o inminen-
te que ponga en riesgo la integridad física o la vida de
las personas;

II. Cumplimiento de un deber legal o el mandato de una
autoridad;

III. Someter a la persona que se resista a la detención
ordenada por una autoridad competente o luego de ha-
ber cometido un hecho que la ley tipifica como delito en
flagrancia;

IV. Prevenir la comisión de conductas ilícitas; y

V. Proteger o defender la vida o integridad física de terce-
ros o bienes jurídicos tutelados.

Los integrantes de las instituciones de seguridad pública
deberán actuar, en todo momento, con base en los princi-
pios establecidos en el artículo 4 de esta ley.

Artículo 4. El uso de la fuerza, en los casos que sea nece-
sario, se hará atendiendo a los principios de respeto a los
derechos humanos, congruencia, idoneidad, legalidad, ne-
cesidad, oportunidad, proporcionalidad y racionalidad. 

El uso de la fuerza es:

I. Congruente: Cuando se utiliza, de manera exclusiva,
para lograr los objetivos de la autoridad o de la actua-
ción del integrante de las instituciones de seguridad pú-
blica, en ejercicio de sus funciones,

II. Idónea: Cuando el equipo y técnicas empleados son
los adecuados y aptos para garantizar la defensa y pro-
tección de las personas y mantener la tranquilidad de la
sociedad, siendo utilizados solamente para repeler una
agresión ante una acción violenta.

III. Legal: Cuando se realiza en los supuestos previs-
tos y conforme a los procedimientos descritos en la
presente ley o demás disposiciones aplicables de ma-
nera expresa.

IV. Necesaria: Cuando es estrictamente inevitable para
garantizar la vida y la integridad de las personas y la su-
ya propia así como el ejercicio de los derechos de los
ciudadanos.



V. Oportuna: Cuando se aplica en el momento en que
se requiere para evitar el daño a la integridad o vida de
las personas y lograr los fines de la seguridad pública.

VI. Proporcional: Cuando se aplica en el nivel necesa-
rio para lograr el control de la o las personas que, inten-
cionalmente, agreden a otras personas o a los integran-
tes de las instituciones de seguridad pública, y

VII. Racional: Cuando es el producto de una decisión
que valora el objetivo que se persigue, las circunstancias
del caso y las capacidades de los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública.

Artículo 5. Queda prohibido el uso de armas de fuego o le-
tales, salvo cuando sea indispensable para garantizar la vi-
da y la integridad física de todas las personas, incluyendo
la del agresor, la de terceros o la de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública, según lo dispuesto en
esta ley.

En todo caso en que sean utilizadas armas de fuego o leta-
les, la autoridad responsable deberá iniciar las investiga-
ciones y brindar la atención física y psicológica que co-
rresponda para los integrantes involucrados en los
incidentes.

Artículo 6. Son obligaciones generales de las instituciones
de seguridad pública respecto del uso de la fuerza por sus
integrantes:

I. Establecer procedimientos internos para regular el uso
de la fuerza, sustentados en la infraestructura técnica y
material necesaria, la planeación y los principios espe-
cializados de operación;

II. Elaborar manuales, protocolos e instructivos operati-
vos, así como de evaluación, control y supervisión es-
pecializados relativos al uso de la fuerza con una pers-
pectiva de género y una visión de derechos humanos;

III. Establecer mecanismos de control, almacenamiento
y asignación de armas de fuego, así como procedimien-
tos para asegurar que los integrantes de las instituciones
de seguridad pública cumplan con los términos de las li-
cencias de portación de las armas de fuego y/o muni-
ciones bajo su custodia;

IV. Establecer los mecanismos para proteger la vida e
integridad física de sus integrantes;

V. Implementar acciones, programas de capacitación en
derechos humanos y cursos, de manera permanente, pa-
ra evitar cualquier acto de desaparición forzada o tortu-
ra o trato cruel, inhumano y/o degradante, relacionado
con el uso de la fuerza por parte de sus integrantes;

VI. Determinar los avisos de advertencia que deberán
darse a la ciudadanía cuando sean necesarios por moti-
vo de sus funciones, específicamente en el caso de de-
sastres naturales y durante el desarrollo de operativos y
patrullajes;

VII. Investigar, sin que medie denuncia previa, todos
los incidentes en que los integrantes de las instituciones
de seguridad pública hagan uso de armas letales o de
fuego, con el objetivo de determinar la legitimidad de su
actuación. 

VIII. Inquirir y valorar los incidentes en que se use la
fuerza por sus integrantes desde la óptica de los princi-
pios de actuación, con la finalidad de aplicar las medi-
das preventivas que resulten procedentes y mejorar el
desempeño de las instituciones de seguridad pública;

IX. Regular y controlar el uso de armas no letales, a fin
de reducir al mínimo el riesgo de causar daño a las 
personas;

X. Dotar a sus integrantes del equipo adecuado para el
cumplimiento de sus funciones;

XI. Proporcionar atención especializada a los elementos
que hayan intervenido en situaciones en las que se haya
empleado la fuerza letal o armas de fuego, para superar
situaciones de tensión u otras afectaciones de tipo 
psicológico;

XII. Determinar en los manuales administrativos y pro-
tocolos de actuación, la cadena de mando en las institu-
ciones de seguridad pública, principalmente durante la
ejecución de los operativos que pudieran derivar en ac-
ciones de uso de la fuerza en cualquiera de sus niveles;

XIII. Establecer los procedimientos para determinar
las correspondientes responsabilidades dentro de la
cadena de mando cuando se ordene, se tenga conoci-
miento, o debiera haberse tenido, de que los integran-
tes de las instituciones de seguridad pública bajo su
mando recurrieron, o han recurrido, al uso ilícito de la
fuerza, en cualquiera de sus modalidades, especial-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV559



Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados560

mente, en los incidentes que involucren el uso de la
fuerza letal o de armas de fuego así como durante el
desarrollo de patrullajes;

XIV. Garantizar que los integrantes no sean trasladados
y se encuentren a disponibilidad de las autoridades dis-
ciplinarias o de procuración de justicia, durante el trans-
curso de las investigaciones, cuando hayan participado
en incidentes que involucren el uso de la fuerza letal o
de armas de fuego;

XV. Garantizar el respeto de sus derechos y brindar la
asistencia necesaria, a los integrantes de las institucio-
nes de seguridad pública que, en cumplimiento de los
principios y responsabilidades establecidos en esta ley y
en otras leyes relativas, hagan uso legítimo de la fuerza;

XVI. Garantizar el respeto de sus derechos y brindar la
asistencia necesaria, a los integrantes de las institucio-
nes de seguridad pública que, en cumplimiento de los
principios y responsabilidades establecidos en esta ley y
en otras leyes relativas, se nieguen a ejecutar una orden
de emplear la fuerza letal o armas de fuego en situacio-
nes que, a su juicio, no la justifican o resulten ilegítimas,
o lo denuncien por otros funcionarios;

XVII. Atender oportunamente las solicitudes de infor-
mación o recomendaciones de las autoridades u orga-
nismos competentes respecto del uso legítimo de la
fuerza por parte de sus integrantes, y

XVIII. Preservar los indicios en el caso de uso de fuerza.

Artículo 7. Los distintos niveles en el uso de la fuerza, en
los casos de resistencia o enfrentamiento de los integrantes
de las instituciones de seguridad pública con personas ais-
ladas, son:

I. Persuasión o disuasión: a través de órdenes o instruc-
ciones directas, verbales o señales de los integrantes de
las instituciones de seguridad pública, en ejercicio de
sus funciones;

II. Reducción física de movimientos: mediante tácticas
especializadas, métodos o instrumentos que permitan
someter a las personas;

III. Utilización de armas intermedias: a fin de someter
la resistencia de una o de varias personas, y

IV. Utilización de armas de fuego o de fuerza letal: a
efecto de someter las acciones de agresión.

Artículo 8. La actuación de los integrantes de las institu-
ciones de seguridad pública, respecto al uso de la fuerza,
estará sujeta a las siguientes prohibiciones:

I. No usar la fuerza con fines punitivos o de venganza,

II. No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y

III. Abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar inde-
bidamente las acciones o manifestaciones que, en ejer-
cicio de sus derechos constitucionales y con carácter pa-
cífico, realice la población.

Las demás que establezca la presente ley, su reglamento y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 9. Con el propósito de neutralizar la resistencia o
agresión de una persona que está infringiendo o acaba de
infringir alguna disposición jurídica; para cumplir las ór-
denes lícitas giradas por autoridades competentes, así co-
mo para prevenir la comisión de delitos e infracciones y
proteger o defender bienes jurídicos, los integrantes de las
instituciones de seguridad pública deberán, en primera ins-
tancia, dar órdenes verbales directas y solamente en caso
de desobediencia o resistencia, implementarán el uso de la
fuerza, a partir de las siguientes directrices:

I. Sin utilizar armas, cuando para vencer la resistencia
pasiva de las personas, realice las acciones necesarias
para tal propósito;

II. Con la utilización de armas intermedias, cuando pa-
ra neutralizar la resistencia activa de una persona haga
uso del equipo e instrumentos autorizados, con excep-
ción de las armas de fuego, y

III. Con el uso de armas de fuego o letales, cuando se
presente el caso de agresión.

Artículo 10. Son obligaciones de los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública, después de usar la fuerza,
las siguientes:

I. Proteger a la persona destinataria del uso de fuerza,
respetando en todo momento sus derechos humanos,
preservando prioritariamente su integridad física;



II. Solicitar inmediatamente los servicios médicos,
cuando el uso de la fuerza haya producido lesiones;

III. Presentar inmediatamente a las personas detenidas
ante la autoridad competente e informar, por medio de
los registros correspondientes, de la detención;

IV. Informar de inmediato a su mando superior de los
eventos ocurridos y resultados del uso de la fuerza,
con el objeto de que se realicen las investigaciones
correspondientes; 

V. Preservar los indicios y la escena, para la investigación;

VI. Mantenerse a disposición de las autoridades disci-
plinarias y de investigación, durante su desarrollo, y

VII. Asistir a los tratamientos psicológicos, médicos u
otros especializados que resuelva la institución.

En caso de ser posible, se deberá informar a los familiares
que la persona señale, sobre su estado de salud y, en su ca-
so, del lugar donde será atendido, a través del medio de co-
municación disponible.

Artículo 11. Las disposiciones de la presente ley son apli-
cables dentro de las instalaciones de los centros peniten-
ciarios, por lo que las decisiones respecto del uso de la
fuerza no se verán influidas por el hecho de que los desti-
natarios se encuentren dentro de éstas, sea como visitantes
o como personas privadas de su libertad.

Capítulo III
Reglas para el Uso de la Fuerza en actos masivos

Artículo 12. En todo operativo destinado al resguardo y vi-
gilancia de actos masivos, los mandos deberán:

I. Levantar un registro en video del desarrollo del ope-
rativo, y

II. Resguardar las grabaciones de radio u otros medios
de comunicación.

Estos registros y grabaciones deberán encontrarse disponi-
bles por siete días, en el caso de no haberse utilizado la
fuerza o de no haberse presentado ningún incidente.

En el caso de haberse utilizado la fuerza o haberse presen-
tado incidentes, deberán preservarse durante el tiempo que

duren las investigaciones. Estos registros y grabaciones de-
berán quedar bajo la custodia de las autoridades disciplina-
rias de la institución o de las de procuración de justicia, en
su caso. 

Artículo 13. En el caso de las manifestaciones, las insti-
tuciones de seguridad pública únicamente estarán pre-
sentes cuando así sea requerido por la autoridad respon-
sable y para auxiliarla en el resguardo y buen desarrollo
de la manifestación. La autoridad responsable nombrará
un representante, quien será el encargado de entablar la
comunicación y el diálogo con los manifestantes, cuando
así se requiera.

Los integrantes de las instituciones de seguridad pública no
podrán presentarse a las manifestaciones equipados con ar-
mas de fuego o letales. No podrán hacer uso de ningún otro
mecanismo de operación que no sea el de contención, pri-
vilegiando la preservación de la integridad física de los ma-
nifestantes, las personas en general y ellos mismos. De ma-
nera preferente, y cuando así lo considere necesario la
autoridad responsable, serán integrantes femeninos quienes
acompañen el desarrollo de la manifestación.

Las instituciones federales de seguridad pública actuarán
bajo requerimiento expreso de la autoridad responsable,
bajo su supervisión y en los siguientes supuestos:

I. Coadyuvarán con la autoridad responsable en la con-
tención de los manifestantes, siempre de manera pacífi-
ca y sin agresión, a través de instrucciones directas, ver-
bales o señalizadas;

II. Operarán, en coordinación con la autoridad respon-
sable, los protocolos para la protección de las personas
y la preservación de la paz pública, mediante tácticas es-
pecializadas que permitan la disuasión o persuasión de
los manifestantes.

Sólo en el caso excepcional de que, durante el desarrollo de
la manifestación se produjeran actos delictivos o de vio-
lencia aislados, los integrantes de las instituciones de segu-
ridad pública actuarán conforme a lo establecido en las
fracciones I y II del artículo 7 de esta Ley.

Artículo 14. Únicamente en caso de presentarse disturbios
que pongan en riesgo la integridad física o la vida de los
manifestantes, la autoridad responsable determinará, en co-
ordinación con los mandos operativos de las instituciones
de seguridad pública, si se cubren los requisitos estableci-
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dos en el artículo 15 para considerarla como actos tumul-
tuarios debido a: 

I. la gravedad de los actos de violencia que se produz-
can durante la manifestación, 

II. su incidencia. 

En tal caso, los integrantes de las instituciones de seguri-
dad pública procederán conforme a lo establecido en esta
ley y la autoridad responsable dará aviso a las autoridades
de procuración de justicia para que se proceda a levantar
las investigaciones correspondientes.

Artículo 15. Cuando se produzcan actos tumultuarios, las
instituciones de seguridad pública actuarán conforme a lo
siguiente:

I. Al tomar conocimiento del hecho, por sí o por las au-
toridades responsables, las instituciones de seguridad
pública realizarán acciones para contener las acciones
violentas, ilegales e ilegítimas de las personas, garanti-
zando en primer lugar, su vida, la de terceros y la de los
propios integrantes de las instituciones de seguridad 
pública;

II. Se informará a las autoridades responsables para
que, en coordinación con las instituciones de seguridad
pública, de manera inmediata y en la medida en que sea
posible, diseñen los operativos de contención y control
de las personas que participan en los hechos.

III. En el caso de que los participantes en los hechos se
encuentren armados con armas blancas, piedras o simi-
lares y hagan uso de ellas en contra de terceros o de los
integrantes de las instituciones de seguridad pública, o
para la destrucción de bienes públicos o privados, éstos
podrán hacer uso de armas intermedias, las cuales úni-
camente podrán ser utilizadas para resguardar la vida y
la integridad física de los participantes en los hechos, las
de terceros y las de los integrantes de las instituciones
de seguridad pública y, en último término, de la integri-
dad de los bienes públicos o privados.

IV. Únicamente en el caso de que haya evidencia física
contundente de que los participantes en estas acciones
se encuentran en posesión de armas de fuego, las insti-
tuciones de seguridad pública podrán, una vez agotados
los procedimientos anteriores y sin poner en riesgo la vi-

da e integridad física de sus integrantes, determinar la
presencia de sus integrantes equipados con armas de
fuego o letales, en la cantidad necesaria con el objeto
único de proceder a la disuasión y detención de los par-
ticipantes en los hechos;

V. El uso de armas de fuego o letales, en estos casos,
tendrá por objeto únicamente, garantizar la vida de las
personas involucradas, la de terceros y la de los propios
integrantes de las instituciones de seguridad pública.
Toda acción u operativo que involucre el uso de armas
de fuego deberá ser investigado de oficio para determi-
nar su uso legítimo y los integrantes involucrados debe-
rán ser sometidos a los tratamientos médicos y psicoló-
gicos correspondientes.

Las autoridades responsables tratarán en todo momento de
establecer mecanismos de diálogo y comunicación con
quienes aparenten encabezar los hechos.

Capítulo IV
Reglas para el Uso de la Fuerza 

en Patrullajes

Artículo 16. Durante los patrullajes, los integrantes de las
instituciones de seguridad pública deberán, en todo mo-
mento, portar los uniformes distintivos correspondientes y
los vehículos deberán tener las torretas, luces y/o sirenas
prendidas para alertar a la población de su presencia.

En caso de que, en la planeación del operativo requiera que
durante los patrullajes, los integrantes de las instituciones
de seguridad pública deban portar armas de fuego o letales
debido a las condiciones de seguridad, con el objeto de pre-
servar su vida y su integridad, esta situación deberá quedar
asentada, previamente, en los informes correspondientes.

Artículo 17. En el caso de que, durante el desarrollo de al-
gún patrullaje los integrantes de las instituciones de segu-
ridad pública sean objeto de alguna agresión con armas de
fuego o letales que ponga en riesgo la integridad física o la
vida de terceros o la suya propia, podrán hacer uso de la
fuerza en legítima defensa, conforme a lo siguiente:

I. Una vez que haya evidencia de la inminente agresión
con armas de fuego, los integrantes deberán hacer saber
a quienes se encuentren presentes, su carácter oficial así
como que se encuentran portando armas de fuego o le-
tales y la advertencia del uso de la fuerza en su defensa;



II. Los integrantes deberán procurar el resguardo y pro-
tección de la integridad física y la vida de las personas
no involucradas en la agresión;

III. Los integrantes velarán, en lo posible, por la preser-
vación de la integridad física y la vida de los agresores,
procurando su sometimiento;

IV. Una vez controlado el incidente y cuando no exista
ningún riesgo, de manera inmediata, los integrantes de-
berán solicitar el auxilio de los servicios de emergencia
para la atención de las personas que pudieran haber re-
sultado afectadas, heridas o fallecidas así como de las
instituciones de procuración de justicia para iniciar las
investigaciones correspondientes;

V. En cuanto sea posible, los integrantes deberán poner
en conocimiento de las personas responsables de los
operativos respecto del incidente y sus consecuencias
así como preservar la escena de los hechos;

VI. Durante el desarrollo de todos los patrullajes debe-
rá levantarse memoria en video y deberá conservarse la
grabación del audio de las comunicaciones internas que
permitan realizar las investigaciones correspondientes;
cuando no se requiera el uso de armas de fuego o leta-
les, esta memoria deberá ser resguardada por siete días,
en caso contrario, durante todo el tiempo que requieran
las investigaciones;

VII. Los integrantes y sus mandos operativos deberán
mantenerse a disposición de las autoridades disciplina-
rias y de procuración de justicia, durante su desarrollo,
y

VIII. Toda acción u operativo que involucre el uso de
armas de fuego deberá ser investigado de oficio para de-
terminar su uso legítimo y los integrantes involucrados
deberán ser sometidos a los tratamientos médicos y psi-
cológicos correspondientes.

Capítulo V
Reglas para el Uso de la Fuerza 

en detenciones de personas

Artículo 18. En los casos de detención en los que se pre-
suma la necesidad del uso de la fuerza, los integrantes de
las instituciones de seguridad pública evaluarán la situa-
ción para determinar inmediatamente el nivel de fuerza que
utilizará, consultando a sus superiores jerárquicos.

Artículo 19. Cuando en la detención de una persona sea
necesario usar la fuerza, se observará lo siguiente:

I. En principio, se preferirán medios y técnicas de persua-
sión y control distintos al enfrentamiento, tales como, la
negociación o convencimiento, con el fin de reducir al mí-
nimo daños a la integridad física de las personas, y

II. Al identificar niveles de resistencia menor o resis-
tencia activa, se utilizarán preferentemente armas inter-
medias y equipos de apoyo.

Para el uso de armas letales o de fuego, en su caso, se es-
tará a lo dispuesto en los artículos 4 y 6 de esta Ley.

Artículo 20. Concretada la detención, el integrante de las
instituciones de seguridad pública se asegurará de que la
persona no se provocará ningún daño y que no representa
un peligro para sí o para los demás. En adelante, se actua-
rá conforme a lo establecido en el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales y demás disposiciones aplicables.

Artículo 21. Si la persona que se opone a la detención o al
cumplimiento de una orden legítima de la autoridad se en-
cuentra armado, el integrante de las instituciones de segu-
ridad pública realizará las acciones necesarias para garan-
tizar la vida y la integridad de las demás personas y las
suyas propias.

Artículo 22. Las instituciones de seguridad pública elabo-
rarán los manuales, reglamentos y protocolos de actuación
específica que permitan el ejercicio de sus funciones.

Artículo 23. Será responsabilidad de quien custodie a las per-
sonas detenidas que, en todo momento, se resguarde su inte-
gridad, especialmente la sexual y se impidan los actos de tor-
tura o desaparición forzada. Cuando la persona detenida lo
denuncie, se seguirán los protocolos especialmente diseñados
por las instituciones al efecto conforme a la Ley en la mate-
ria y se dará comunicación inmediata al Superior. Las res-
ponsabilidades penales se perseguirán de manera indepen-
diente a los procedimientos administrativos internos.

Capítulo VI
Reglas para el Uso de la Fuerza 

en Caso de Desastres o Emergencia

Artículo 24. En caso de desastres o emergencias, en que
existan situaciones graves que pongan en peligro la inte-
gridad física o la vida de las personas, las instituciones de
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seguridad pública, en su caso, se coordinarán con las auto-
ridades de protección civil para apoyarlas en el cumpli-
miento de sus objetivos.

En caso de que sea necesario usar la fuerza para evacuar,
controlar o limitar el acceso de las personas a áreas que re-
presentan un riesgo para ellas, se seguirán las siguientes 
reglas:

I. En principio se implementarán medios y técnicas de
contención, persuasión o disuasión;

II. Si los medios y técnicas a que se refiere la fracción
anterior no lograran su objetivo, se utilizarán los princi-
pios del uso de la fuerza para la resistencia pasiva, y

III. En caso de peligro inminente para las personas y de
presentarse algún tipo de resistencia activa, se podrán
utilizar diferentes niveles de fuerza, sin llegar nunca al
uso de las armas letales.

Capítulo VII
De las Armas y Equipo de Apoyo que Pueden

ser Usados por los Integrantes de las Instituciones 
de Seguridad Pública

Artículo 25. En términos de las leyes de la materia, las ins-
tituciones de seguridad pública, proveerán a sus integran-
tes de las armas intermedias y de fuego, instrumentos y
equipos necesarios para el cumplimiento de sus funciones,
actualizándolas conforme al desarrollo de diseños y tecno-
logías que reduzcan sus niveles de riesgo.

Artículo 26. Las instituciones de seguridad pública, dis-
pondrán las medidas necesarias para mantener los niveles
de efectividad de las armas, instrumentos y equipos, a tra-
vés del mantenimiento especializado.

Artículo 27. Se consideran armas intermedias, para los
efectos de la presente ley, los instrumentos y equipo de
apoyo en la función policial, que permiten controlar a un
individuo, dejarlo inmovilizado o repeler una agresión.

Son armas intermedias:

I. El bastón policial con empuñadura lateral;

II. El bastón policial recto;

III. El bastón policial corto, y

IV. Las demás que autoricen el reglamento y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.

Las esposas de sujeción de muñecas o tobillos, son consi-
derados equipo de apoyo.

Capítulo VIII
De los Informes del uso de la fuerza 
y de la utilización de armas de fuego

Artículo 28. Toda acción u operativo que involucre uso de
la fuerza en cualquiera de sus niveles deberá ser motivo de
un informe, el cual deberá contener, al menos, la evidencia
física de los hechos cuando sea posible, las grabaciones de
audio y video a que se refiere el artículo 12 en su caso, una
descripción sucinta de los hechos y circunstancias que exi-
gieron el uso de la fuerza, así como la justificación que sus-
tentó el nivel de uso de la fuerza.

En los casos en que se haya hecho uso de armas de fuego
o letales, el informe será individualizado y deberá incluir al
menos los siguientes aspectos:

I. Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los disparos
y autoridad responsable que solicitó o mandató la inter-
vención, el auxilio u operativo;

II. Unidad que participa y los nombres de sus mandos;

III. Causas de la acción;

IV. Motivo por el cual el integrante de la institución, hi-
zo uso del arma de fuego;

V. Sobre qué personas u objetos se efectuaron los disparos;

VI. Tipo de armas y municiones empleadas;

VII. Las consecuencias de los disparos, y

VIII. Un diagrama de la escena de los hechos.

Capítulo IX
De la capacitación y certificación para el uso 

de la fuerza a los integrantes de las instituciones 
de seguridad pública

Artículo 29. En el diseño de los programas de profesionali-
zación, capacitación y actualización que lleven a cabo las ins-
tituciones de seguridad pública, deberán incluirse asignaturas



y cursos teóricos y prácticos especializados sobre el uso legí-
timo de la fuerza y respeto a los derechos humanos.

Artículo 30. Las instituciones de seguridad pública esta-
blecerán un programa de evaluaciones periódicas de acuer-
do a estándares de eficiencia sobre el uso de la fuerza.

Capítulo X
De la indemnización en caso de que se 

declare la existencia de uso ilícito de la fuerza

Artículo 31. Las instituciones de seguridad pública, deberán
asumir la debida responsabilidad cuando sus integrantes re-
curran al uso ilegítimo de la fuerza y de las armas de fuego y
se encontrarán obligadas a adoptar las medidas correspon-
dientes para impedir, eliminar y denunciar ese uso, garanti-
zando el derecho a la no repetición. Lo anterior sin demérito
de las responsabilidades administrativas, civiles o penales
que el integrante tenga debido a su actuación ilegal.

Artículo 32. Los particulares que hayan sufrido un daño en
su persona o bienes, con motivo del uso ilícito de la fuerza
por parte de los integrantes de alguna institución de segu-
ridad pública, cuando así haya sido declarado por la auto-
ridad competente, tendrán derecho a que se les cubra una
indemnización, en términos de la Ley Federal de Respon-
sabilidad Patrimonial del Estado o de la ley estatal en la
materia, según corresponda.

Esta indemnización también incluirá el reconocimiento pú-
blico de la institución de seguridad pública de que se trate,
de su responsabilidad por los hechos por el uso ilegítimo de
la fuerza, así como la reparación integral del daño a las víc-
timas directas e indirectas de los hechos, en términos de lo
establecido en la Ley General de Víctimas y demás orde-
namientos jurídicos aplicables.

Artículo 33. Las instituciones de seguridad pública cele-
brarán un contrato de seguro, de conformidad con la Ley
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado o la le-
gislación estatal aplicable, que cubra los daños ocasiona-
dos por sus integrantes a personas, bienes muebles o in-
muebles públicos o privados, cuando se declare por las
autoridades competentes el uso ilícito de la fuerza.

Capítulo XI
De las responsabilidades de los integrantes 

de las instituciones de seguridad pública por
el uso ilícito de la fuerza

Artículo 34. Las responsabilidades que asuman las institu-
ciones de seguridad pública en virtud de lo dispuesto en es-
ta ley, no exime de la responsabilidad administrativa, civil
o penal que, conforme a la legislación aplicable, resulte 
para los integrantes de las instituciones de seguridad públi-
ca debido al uso ilícito de la fuerza.

En todo caso, serán las autoridades disciplinarias o de pro-
curación e impartición de justicia quienes, después de rea-
lizada la investigación correspondiente, determinen si pro-
cede dicha responsabilidad.

Artículo 35. Las responsabilidades administrativas resul-
tantes derivadas de las investigaciones de las autoridades
disciplinarias de la institución no eximen de las responsa-
bilidades administrativas, civiles o penales determinadas
por la autoridad correspondiente.

Artículo 36. En el caso de los integrantes de las Fuerzas
Armadas, se estará a lo determinado en el artículo 57 del
Código de Justicia Militar, cuando el uso ilícito de la fuer-
za haya sido cometido en contra de un civil.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, dentro de un plazo de 180
días, contados a partir de la entrada en vigor de la presente
ley, deberá emitir el Reglamento de la Ley Nacional que re-
gula el Uso Legítimo de la Fuerza.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputa-
das y diputados: Abril Alcalá Padilla, Antonio Ortega Martínez, Clau-
dia Reyes Montiel, Frida Alejandra Esparza Márquez, José Guadalupe
Aguilera Rojas, María Guadalupe Almaguer Pardo, Mónica Bautista
Rodríguez, Norma Azucena Rodríguez Zamora, Raymundo García
Gutiérrez, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbricas).»

Se turna a la Comisiones Unidas de Seguridad Pública; y
de Gobernación y Población, para dictamen, y a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que  adiciona el artículo 17 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Emmanuel Reyes Carmona

Planteamiento del problema

Uno de los temas de mayor exposición pública y debate en
la actualidad, que a su vez se advierte como una problemá-
tica determinante dentro de toda la sociedad y particular-
mente en la agenda de los órganos encargados de adminis-
trar justicia en el país, es el de la llamada “justicia
transicional”.

Debemos entender que la justicia transicional atiende o in-
tenta resolver un problema muy antiguo, y se centra en qué
debe hacer una sociedad frente al legado de graves atenta-
dos a la dignidad humana, y en el mismo sentido parte de
principios específicos para lograr su propósito. Que no ha-
ya impunidad (justicia penal), generar reparación integral
del daño (justicia restaurativa), salvaguardar la memoria y
tener acceso a la verdad (con investigaciones efectivas) son
pilares fundamentales de la justicia transicional que no se
distraen de las finalidades del aún reciente sistema proce-
sal penal acusatorio.

Sin embargo, la inaccesibilidad a la justicia y las aun arraiga-
das deficiencias técnicas y estructurales en los órganos en-
cargados de administrarla persisten, vulnerando derechos hu-
manos tanto de víctimas como de justiciables en un
entramado complejo de absoluta frustración y desconfianza.

Ante ese panorama, el trabajo a favor de estos “sujetos pro-
cesales” es de vital importancia, ya que quienes han sufri-
do un agravio, quienes han sido acusados y juzgados por
haber delinquido verdaderamente o quienes han sido pro-
cesado e incluso sentenciados de manera injusta, merecen
una atención específica y especializada que favorezca el
cumplimiento de los principios del sistema acusatorio: es-
clarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el
culpable no quede impune y que los daños causados por el
delito se reparen; esto con la finalidad de permitir el acce-
so a la justicia y generar restitución de derechos.

El rigor de esta realidad tan adversa, en la que la sociedad
se encuentra en términos generales imposibilitada de acce-
der a los derechos humanos de justicia y seguridad, es vi-
sible en todo el país.

La justicia transicional no surgirá ni se establecerá en nues-
tro país de la nada, ni de manera aislada, tampoco es viable
replicar modelos, más bien es indiscutible que para incur-
sionar en la misma, se debe cimentar teórica y clínicamen-
te con rumbos fijos y absoluta responsabilidad, para lo que
habrá que recurrir a la investigación y propuestas de acción
que influyan tanto a instituciones públicas como organis-
mos no gubernamentales y otros núcleos de la sociedad ci-
vil que deban atender la materia.

La justicia penal y la restaurativa son sin duda vías de ac-
ción académica y práctica de indispensable utilidad para
“hacernos cargo” de la realidad que vivimos. Por ende, no
debemos descartar las teorías y particularidades que entra-
ñan cada una de estas figuras, por una parte entender la uti-
lidad de la pena y la retribución distintiva del modelo de
justicia “penal” o el enfoque del delito como un “conflic-
to” entre seres humanos que afecta ambos y en el que me-
recen ser humanamente rescatados de estigmas, son visio-
nes básicas para eventualmente transitar a las posibilidades
y beneficios propios de la justicia transicional.

Por otra parte y como un marco poderoso de acción, debe-
mos confrontar al positivismo jurídico con las nuevas ten-
dencias que establecen al derecho como un argumento de
constante mutación, refiriéndonos de forma particular tan-
to al constitucionalismo como al neo constitucionalismo,
siendo ambas no solamente escuelas del pensamiento jurí-
dico filosófico, sino herramientas de indispensable utilidad
para arribar a derechos humanos primordiales como son la
seguridad y el acceso a la justicia, contextualizándolos con
la edificación de un verdadero modelo de justicia transi-
cional no solamente vernáculo sino “a la medida” para
nuestras comunidades y la sociedad en general.

Argumentos

Sin duda, una de las mejores herramientas con las que se
cuenta en la actualidad para hacer valer los derechos hu-
manos desde perspectivas transversales, es el artículo pri-
mero de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que en el marco de la reforma en la materia que
data de 2011, instaura los conceptos de principio pro per-
sona,1 control de convencionalidad e interpretación 
conforme.

La normativa internacional inherente a los derechos huma-
nos que se cruza con la temática de seguridad y justicia, es
basta y específica al mismo tiempo. En materia de justicia
penal, justicia restaurativa y justicia transicional, debemos



recurrir a un cúmulo normativo que igualmente se cruza
con acuerdos y tratados internacionales que atienden a per-
sonas en situaciones especiales de vulnerabilidad promo-
viendo su mejor acceso a la justicia mediante la disminu-
ción de brechas de exclusión social y discriminación.

La aplicación de la justicia transicional busca dilucidar los
hechos y contextos en que ocurre la violencia, combatir la
impunidad, resarcir a las víctimas por el daño sufrido e im-
pedir la repetición de los eventos que ocasionaron ese da-
ño, con miras a la consolidación una democracia constitu-
cional. El Consejo de Derechos Humanos de la ONU ha
identificado cuatro pilares fundamentales de la justicia
transicional –la verdad, la justicia, la reparación y las ga-
rantías de no repetición– y ha producido lineamientos rela-
tivos a los deberes estatales y las mejores prácticas inter-
nacionales asociadas con los mismos.2

El reconocimiento de un momento histórico complejo que
se refleja en una realidad adversa en la que persiste un es-
tado generalizado de vulneraciones graves a los derechos
humanos en general y particularmente a los de acceso a una
vida libre de violencia (paz), seguridad y justicia, plantea
la necesidad de robustecer y complementar el sistema de
justicia penal actual con políticas públicas de carácter 
transicional.

Por ello es necesario atender la problemática de la victimi-
zación generalizada y proliferación de la criminalidad co-
mo principales motivos de perturbaciones a los derechos
humanos de acceso a la vida libre de violencia (paz), justi-
cia y seguridad humana,3 así como la falta de reconoci-
miento de los movimientos sociales reivindicatorios de los
derechos de las víctimas directas, indirectas y potenciales.4

De acuerdo con los derechos económicos, sociales y cultu-
rales son parte del marco jurídico universal de los derechos
humanos, según el cual todos los derechos son “universa-
les, indivisibles e interdependientes y están relacionados
entre sí”.5 Como sucede con los derechos civiles y políti-
cos, su objetivo es proteger la dignidad humana imponien-
do a los Estados obligaciones negativas y positivas. Los
derechos económicos, sociales y culturales establecen las
condiciones mínimas necesarias para que las personas pue-
dan vivir con dignidad, liberadas del temor y de la miseria,
y la mejora continua de esas condiciones.6

Los derechos económicos, sociales y culturales se consa-
gran en diversos instrumentos internacionales, como la De-
claración Universal de Derechos Humanos, de 1948 (artí-

culos 22 a 27) y el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, de 1966, a los que México
se encuentra suscrito.7

Los derechos económicos, sociales y culturales están con-
templados en múltiples instrumentos internacionales de de-
rechos humanos y de derecho humanitario, y no sólo en los
que hacen referencia explícita a ellos.8

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
ha desarrollado varias herramientas conceptuales para
aclarar la naturaleza de esos derechos. Las herramientas
han sido utilizadas por los órganos judiciales y cuasijudi-
ciales internacionales y nacionales, a saber:

Lo dispuesto en el artículo 2.1 del pacto, “cada uno de los
Estados parte... se compromete a adoptar medidas, tanto
por separado como mediante la asistencia y la cooperación
internacionales, especialmente económicas y técnicas, has-
ta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr
progresivamente por todos los medios apropiados, inclusi-
ve en particular la adopción de medidas legislativas, la ple-
na efectividad de los derechos… reconocidos”.

Por ello, la protección de los derechos humanos requiere
“que se establezcan mecanismos accesibles, transparentes
y eficaces de rendición de cuentas”,9 de manera que sea
posible supervisar el cumplimiento y ofrecer reparación
por las violaciones. Un buen sistema de protección de los
derechos humanos debe contemplar diversas formas de
rendición de cuentas, incluidos mecanismos judiciales, po-
líticos y administrativos, y organismos independientes, co-
mo las instituciones nacionales de derechos humanos.

Para fortalecer el sistema jurídico en materia de derechos
humanos es preponderante armonizar los derechos econó-
micos, sociales y culturales, que permiten normar y atender
el contexto de desigualdad social y exclusión; los cuales se
convierten en factores determinantes de la criminalidad, ya
que los grupos vulnerables tienen mayor exposición a la
criminalidad debido al inacceso a los derechos humanos,
ya sea como víctimas o como grupos focalizados (jóvenes,
desempleados, adictos a sustancias tóxicas), expuestos a
engrosar las filas de la delincuencia.

A decir por la Encuesta Nacional de Victimización y Per-
cepción de la Seguridad Pública de 2018,10 que presenta el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, ofrece infor-
mación referente al nivel de victimización y delincuencia,
denuncia del delito, características de las víctimas de deli-
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to, los delitos y los daños causados, percepción sobre la in-
seguridad, desempeño institucional y la caracterización de
los delitos en los hogares, entre otra. Se estima en 25.4 mi-
llones el número de víctimas de 18 años y más en el país
durante 2017.

De los hogares del país, 35.6 por ciento contó con al me-
nos un integrante como víctima del delito En 93.2 de los
delitos no hubo denuncia; o bien, la autoridad no inició una
averiguación previa o carpeta de investigación.

Lo anterior demuestra que ante la carencia de oportunida-
des para desarrollo humano legal y legítimo que privilegie
el acceso a derechos económicos sociales y culturales co-
mo educación, salud, vivienda, empleo; así como la caren-
cia de programas efectivos de combate a la discriminación
y a la exclusión social que han restado identidad nacional
y pérdida de valores distintivos de la sociedad mexicana;
son elementos que abonan a los graves problemas de los
que México se encuentra preso.

El reconocimiento de las víctimas como instrumento ele-
mental de empatía entre el gobierno y a quienes han resul-
tado afectados por un hecho delictivo y sus consecuencias,
constituiría el primer paso para arribar a la memoria colec-
tiva y así garantizar medidas de no repetición, favorecien-
do en el cumplimiento e instrumentación de la Ley Gene-
ral de Víctimas y la normativa internacional de la
declaración sobre los principios fundamentales de justicia
para las víctimas del delito y abuso del poder.

La necesidad de justicia penal efectiva a través del fortale-
cimiento a las policías, fiscalías y tribunales con capacita-
ción constante, homologación salarial y régimen de servi-
cio civil de carrera con las prestaciones necesarias; los
sistemas de capacitación integral con vinculación ciudada-
na. Permitirá la correcta aplicación y operación de la refor-
ma constitucional en materia de seguridad pública y justi-
cia penal (16 de junio de 2008).

Atender la necesidad de una justicia restaurativa valorada,
bien practicada y efectiva asumiendo la importancia de los
modelos y programas de justicia restaurativa más allá de
cuestiones estrictamente procesales, comprendiendo los al-
cances en materia de restitución de derechos y el potencial
para favorecer el establecimiento de la cultura de la paz. A
efectos de relacionar de manera importante a la justicia res-
taurativa como instrumento del que emanan de la justicia
transicional.11

La necesidad de acceso a la verdad de manera efectiva, le-
gítima y transparente mediante fiscalías que funcionen, cu-
yas investigaciones sean exhaustivas y tengan implicacio-
nes reales en la responsabilidad penal de quienes resulten
culpables de haber cometido algún delito de impacto social
(homicidio, secuestro, delincuencia organizada, violación,
desaparición forzada de persona, utilización de recursos de
procedencia ilícita, lavado de dinero, etcétera).

Tomando en cuenta la necesidad de armonizar los múlti-
ples instrumentos internacionales de que México es Estado
parte, así como hacer efectivas las reformas en materia se-
guridad pública y justicia penal, y derechos humanos se de-
be tomar en cuenta la inserción de la justicia transicional en
el máximo ordenamiento.

La justicia transicional es un campo específico de activida-
des, mecanismos y procesos, por medio de los cuales se
busca atender las causas, las consecuencias y el legado de
un fenómeno de violencia de alto impacto a gran escala. Su
aplicación busca dilucidar los hechos y contextos en los
que ocurre la violencia, combatir la impunidad, resarcir a
las víctimas por el daño sufrido e impedir la repetición de
los eventos que lo ocasionaron, con miras a la consolida-
ción de una democracia constitucional. Los cuatro pilares
que constituyen el canon de la justicia transicional son ver-
dad, justicia, reparación y no repetición.12

La búsqueda de la verdad para la justicia transicional es
concebida como ayuda para que los Estados puedan inves-
tigar violaciones de los derechos humanos. El derecho de
las víctimas a conocer la verdad es una cuestión que tanto
los tribunales internacionales como los locales y varios tra-
tados reconocen abiertamente.13 La investigación acerca
de los hechos puede ser impulsada por el propio Estado,
principalmente a través de mecanismos judiciales. Pues no
se puede acceder a la justicia sin la verdad.

En cuanto a la justicia, incluye el acceso al sistema judicial
o al mecanismo institucional competente para atender el
reclamo; el acceso a un buen servicio de justicia que brin-
de un pronunciamiento judicial o administrativo justo en
un tiempo prudencial; y por último, el conocimiento de los
derechos por parte de los ciudadanos y de los medios para
poder ejercerlos.14

En su dimensión normativa, el acceso a la justicia se rela-
ciona con derechos reconocidos en instrumentos interna-
cionales de derechos humanos: el derecho a la tutela judi-
cial, el derecho a un recurso efectivo y el derecho a la



igualdad. Este conjunto de derechos tiene por objeto ga-
rantizar el acceso a un órgano jurisdiccional predetermina-
do, independiente e imparcial que decida basándose en el
derecho, tras un proceso que respete las garantías procesa-
les, en un sistema que las prevea y donde el acceso sea ga-
rantizado a todas las personas, sin distinciones que no pue-
dan ser justificadas con argumentos objetivos y
razonables.15

La reparación del daño para la justicia transicional es un
proceso de compensación, pues no pueden hacer que las
víctimas recuperen la totalidad de los bienes perdidos (se-
an éstos materiales o inmateriales), que constituyen, por
una parte, un intento valioso de la sociedad por reconocer
que la dignidad de algunos seres humanos ha sido violada,
y que ésta debe ser restituida.

Por otra parte, dichos esfuerzos de compensación pueden
ofrecer facilidades para la vida en el presente y en el futu-
ro para las víctimas. En definitiva, no se repara el daño ín-
timo que ha sufrido la persona, pero sí hay una reparación
(o una voluntad de reparación) pública.16

Finalmente, las garantías de no repetición, de acuerdo con
la ONU, comprenden que las instituciones públicas que
han ayudado a perpetuar el conflicto deben ser transforma-
das en instituciones que promuevan la paz, la protección de
los derechos humanos, y que sean garantes de una cultura
de respeto del estado de derecho.17

De ese modo, construir instituciones que sean justas y efi-
cientes, no es sólo una cuestión de justicia, sino también de
prevención, puesto que éstas ayudarán a evitar ulteriores
violaciones de los derechos humanos. Las garantías de no
repetición tienen que ver con la reforma de las institucio-
nes públicas de tal modo que éstas dejen de ser utensilios
al servicio de la represión y la corrupción. Para que un con-
flicto no se repita, o para que los ciudadanos puedan con-
fiar de nuevo en las instituciones del Estado, cuando han
sido ellas las que han infligido un daño, es preciso que és-
te expulse de la función pública a todo aquél que haya te-
nido algún papel relevante en el régimen anterior. Ésta es
una de las formas que un Estado tiene no sólo de aceptar la
responsabilidad por los hechos acontecidos, sino de de-
mostrar a la sociedad su voluntad de regeneración y de ga-
rantizar que las hostilidades no se vuelvan a repetir.18

En estos programas de veto tienen especial relevancia los
relativos a los cuerpos de seguridad del Estado y el sistema
judicial.19 Pese a todo, es preciso tener en cuenta que es

imposible investigar, juzgar y condenar a todos los sospe-
chosos de colaboración o de haber formado parte de las
instituciones de un régimen autoritario. Como señala Els-
ter, en ocasiones “los deseos de exhaustividad y justicia de
procedimiento pueden ser mutuamente excluyentes”.20 En
la mayor parte de los casos, las autoridades encargadas de
la transición se focalizan en los políticos, militares o altos
funcionarios responsables de los crímenes.

Ahora bien, la experiencia internacional en cuanto a la jus-
ticia internacional muestra cuatro aspectos característicos
de estos procesos. En primer lugar, generalmente, la justi-
cia transicional supone una transición entre dos momentos
sociopolíticos, delimitados por puntos más o menos claros
de origen y destino. En segundo lugar, tiene una vincula-
ción estrecha con la garantía de los derechos de las vícti-
mas de la violencia. En tercer lugar, requiere cierto grado
de flexibilización en los criterios normativos, emanados de
los regímenes constitucional e internacional, que aplican
en los sistemas ordinarios de justicia.

Detrás de esa excepcionalidad se encuentra el reconocimien-
to de que, frente a un fenómeno de violencia de alto impacto
a gran escala, las herramientas legales e institucionales ordi-
narias resultan insuficientes y en muchos casos inaplicables.
La justicia transicional contempla; por ello, la aplicación de
medidas extraordinarias, especializadas y provisionales. Esto
implica que está necesariamente atravesada por dilemas y pa-
radojas complejas que requieren la ponderación de valores en
tensión. En cuarto lugar, debe contar con la participación y el
más amplio respaldo de actores sociales y políticos, especial-
mente de las víctimas.21

La justicia transicional cuenta con herramientas que no
pueden concebirse como unidades aisladas sino como par-
tes de una política pública integrada y coherente. El im-
pacto de una dependerá del uso coordinado, compatible o
complementario con las otras. Además, deben entenderse
como instrumentos flexibles y adaptables a las condiciones
específicas. Destacando el papel de las víctimas en el dise-
ño y operación de las herramientas de justicia transicional.

Las herramientas de la justicia transicional con mayor im-
pacto y viabilidad han sido éstas:22

• Comisiones de la verdad;

• Reparaciones;

• Amnistías;
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• Desarme, desmovilización y reintegración;

• Procedimientos de responsabilidad penal individual; y

• Procesos de investigación de antecedentes (lustra-
ción).

Cuadro obtenido del Estudio para elaborar una propuesta de política
pública en materia de justicia transicional en México 2018, CIDE-
CNDH.

Uno de los problemas centrales en un proceso de justicia
transicional es la identificación de las víctimas. Se trata de
una cuestión delicada, pues toda exclusión arbitraria del
ámbito de la justicia transicional, además de implicar un
desconocimiento de las víctimas, puede afectar seriamente
su legitimidad. Tres criterios permiten definir el tipo de
víctimas que deberían ser atendidas por una política públi-
ca de justicia transicional:23

1. Gravedad de los hechos de victimización o las viola-
ciones graves a los derechos humanos. Para el caso de
México, sin pretender ser exhaustivos, se puede señalar
la desaparición forzada, la tortura y las masacres a la po-
blación civil.

2. Acciones que tienen un alto impacto público y cuyo
fin es amedrentar a las autoridades y a la sociedad en ge-
neral. En México resaltan los ataques a periodistas, can-
didatos a puestos de elección popular o funcionarios.

3. El abuso de la potestad pública en materia penal, par-
ticularmente con el uso expansivo de la política crimi-
nal por delitos relacionados con el tráfico de drogas y la
delincuencia organizada.

Para que la justicia transicional obtenga los resultados es-
perados, es necesario el acceso a la memoria vinculada con
políticas públicas de educación y cultura, las cuales 
impliquen:

• Incorporar en los programas educativos de nivel pri-
maria, media y media superior temática relacionada con
la memoria por hechos delictivos de transcendencia 
social.

• Incidir en la política de ordenamiento territorial y uso
de suelo para a su vez generar como política pública el
establecimiento de monumentos y espacios públicos de-
dicados a la memoria de las víctimas.

• Atender sensaciones, emociones y percepciones colec-
tivas relacionadas con temas de justicia.24

La justicia transicional tiene como finalidad devolver la
tranquilidad a las comunidades, como base de un estado de
paz, bienestar y prosperidad social como instrumento in-
dispensable para el desarrollo integral del país.

El tema de la paz y bienestar sociales no se atiende de ma-
nera aislada o solamente desde un sistema de justicia, por
lo que técnicamente privilegiando la teoría de los sistemas
y los subsistemas, las acciones en materia de seguridad pú-
blica, justicia penal y pacificación, deben relacionarse de
manera determinante con programas y proyectos de inver-
sión, empleo e infra estructura en lugares “simbólicamen-
te” afectados por la delincuencia, la criminalidad y la vio-
lencia, esto para volver a empoderar al estado frente al
crimen.

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
el siguiente proyecto de reforma, por el que se adicionan
los párrafos cuarto y quinto, modificando el orden de los
subsecuentes, al artículo 17 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:



Fundamento legal

Quien suscribe, Emmanuel Reyes Carmona, integrante de
la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan los párrafos cuarto y
quinto, modificando el orden de los subsecuentes, al ar-
tículo 17 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Único. Se adicionan los párrafos cuarto y quinto, modifi-
cando el orden de los subsecuentes, al artículo 17 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia
por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resolu-
ciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio
será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las
costas judiciales.

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen
las acciones colectivas. Tales leyes determinarán las ma-
terias de aplicación, los procedimientos judiciales y los
mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales
conocerán de forma exclusiva sobre estos procedimien-
tos y mecanismos.

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de
controversias. En la materia penal regularán su aplicación,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV571



Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados572

asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos
en los que se requerirá supervisión judicial.

La justicia transicional será excepcional y tendrán co-
mo finalidad prevalente facilitar la terminación del
conflicto armado interno y el logro de la paz estable,
duradera y de seguridad para todos los mexicanos; y
garantizar los derechos de las víctimas en cuanto al ac-
ceso a la verdad, acceso a la justicia, garantías de no re-
petición y a la reparación del daño; entendiendo que no
puede haber lugar a la justicia sin la verdad.

Los instrumentos para hacer valer la justicia transicio-
nal comprenderán la comisión de la verdad; repara-
ción; amnistía; desarme, desmovilización y reintegra-
ción; procedimientos de responsabilidad penal
individual; y los procesos de investigación de antece-
dentes (lustración).

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales
deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación
de las partes.

Las leyes federales y locales establecerán los medios nece-
sarios para que se garantice la independencia de los tribu-
nales y la plena ejecución de sus resoluciones.

La federación y las entidades federativas garantizarán la
existencia de un servicio de defensoría pública de calidad
para la población y asegurarán las condiciones para un ser-
vicio profesional de carrera para los defensores. Las per-
cepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las
que correspondan a los agentes del Ministerio Público.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter pura-
mente civil.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 El principio pro persona parece haber sido definido por primera vez
por el juez Rodolfo E. Piza Escalante en uno de sus votos adjuntos a
una decisión de la Corte IDH. El juez Piza afirmó que el principio pro
persona es [Un] criterio fundamental [que] […] impone la naturaleza
misma de los derechos humanos, la cual obliga a interpretar extensiva-
mente las normas que los consagran o amplían y restrictivamente las

que los limitan o restringen. [De esta forma, el principio pro persona]
[…] conduce a la conclusión de que [la] exigibilidad inmediata e in-
condicional [de los derechos humanos] es la regla y su condiciona-
miento la excepción.

2 Esta caracterización del CDHNU desarrolla y sintetiza dos docu-
mentos previos que, sobre justicia transicional y estado de derecho,
presentó el secretario general de la ONU al Consejo de Seguridad
(SGNU, 2004, 2011).

3 Casos simbólicos: Alejandro Martí, Hugo Alberto Wallace, Nelson
Vargas, Javier Sicilia, Ayotzinapa…

4 Los Movimientos sociales (marcha por la paz y contra la violencia de
2004, Movimiento de la Paz con Justicia y Dignidad, Guardias 
Rurales).

5 Declaración y Programa de Acción de Viena (A/CONF.157/24 (par-
te I, capítulo III), párrafo 5.

6 Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales.

7 Muchos otros instrumentos universales de derechos humanos vincu-
lantes prevén también la promoción y protección de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales. De ellos, cabe destacar la Convención
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, de
1965, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer, de 1979, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, de 1989, la Convención Internacional sobre la protec-
ción de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus
familiares, de 1990, y la Convención sobre los derechos de las perso-
nas con discapacidad, de 2006. Los derechos económicos, sociales y
culturales también forman parte de, entre otros, los convenios funda-
mentales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), así como
de su Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países in-
dependientes, de 1989, y de la Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los derechos de los pueblos indígenas, de 2007.

8 Son relevantes para los derechos económicos, sociales y culturales
otros importantes instrumentos de derecho internacional humanitario
que establecen las obligaciones de las partes en un conflicto (de carác-
ter internacional o nacional). Así, los cuatro Convenios de Ginebra de
1949 y el Reglamento de La Haya de 1907 contienen múltiples dispo-
siciones que se ocupan indirectamente del derecho a la salud de los he-
ridos y los enfermos. Asimismo, los protocolos adicionales I y II a los
Convenios de Ginebra, de 1977, prohíben privar a la población civil
del acceso a los alimentos como método de guerra, así como los ata-
ques contra los bienes indispensables para su supervivencia. El proto-
colo adicional I y el derecho consuetudinario prohíben los ataques di-



rigidos contra objetivos civiles, incluidas las infraestructuras de servi-
cios públicos, que repercuten, entre otras cosas, en los derechos a la
educación, la alimentación, la salud, la vivienda y el agua, y en los de-
rechos culturales. Por último, el derecho internacional de los refugia-
dos también protege los derechos económicos, sociales y culturales de
los refugiados. Por ejemplo, la Convención sobre el Estatuto de los Re-
fugiados, de 1951.

9 P. Hunt y S. Leader, “Developing and applying the right to the hig-
hest attainable standard of health”, en Global health and human rights:
legal and philosophical perspectives, J. Harrington y M. Stuttaford,
editores (Londres, Routledge, 2010).

10 Boletín de prensa número 425/18, 25 de septiembre de 2018, pági-
na 1. Recuperado el 3 de febrero de 2019 del sitio web

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2018/EstSegPub/envipe2018_09.pdf

11 Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Conflic-
tos en Materia Penal. Ley Nacional de Ejecución Penal. Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes.

12 Estudio para elaborar una propuesta de política pública en mate-
ria de justicia transicional en México 2018, CIDE-CNDH.

13 United Nations, “Report of the United Nations High Commissioner
for Human Rights on human rights and transitional justice
A/HRC/18/23” 2011, páginas 6-8.

14 Larrandart (1992).

15 Despouy (2008), páginas 116-117.

16 Para saber más acerca de legislación, ejemplos de reparaciones en
diferentes países, y estudios temáticos compárese P. de Greiff (editor),
The handbook of reparations, Oxford, Oxford University Press, 2006.

17 United Nations. “Report of the United Nations High Commissioner
for Human Rights on human rights and transitional justice
A/HRC/18/23”, 2011, página 1, punto 43.

18 Sobre esta cuestión, cómparese A. MayerRieckh y P. de Greiff (edi-
tores), Justice as prevention: vetting public employees intransitional
societies, Social Science Research Council, 2007.

19 Th. Unger, “The European Union and transitional justice”, en J.
Wouters, T. Ruys y S. Blockmans (editores), The European Union and
peacebuilding. Policy and legal aspects, The Hague, Asser Press,
2010, páginas 387-406, aquí página 391.

20 Para una discusión acerca de los distintos tipos de criminales, mo-
tivaciones, justificaciones, excusas y mitigaciones compárese J. Elster,
Rendición de cuentas. Justicia transicional en perspectiva histórica,
Buenos Aires, Katz, 2006, página 248.

21 Ibídem.

22 Ibídem.

23 Ibídem.

24 Incluir en la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública y a su
vez en las leyes orgánicas y reglamentos de todas las instituciones en-
cargadas de administrar justicia, programas de vinculación ciudadana,
difusión y acción social con tendencia a generar empatía de las institu-
ciones con la población y las víctimas de los delitos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de
2019.— Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.

DECLARA EL TERCER JUEVES DE NOVIEMBRE
COMO “DÍA NACIONAL DE LA FILOSOFÍA”

«Iniciativa de decreto, que declara el tercer jueves de no-
viembre como Día Nacional de la Filosofía, a cargo del
diputado Édgar Guzmán Valdez, del Grupo Parlamentario
de Morena

Quien suscribe, Édgar Guzmán Valdez, diputado federal
de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, e integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nu-
meral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que el Congreso de la Unión declara el tercer jue-
ves del mes de noviembre de cada año, como “Día Na-
cional de la Filosofía”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Grupo Parlamentario de Morena reconoce que la educa-
ción es el motor de cualquier Estado, y es primordial para
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su desarrollo social, económico y tecnológico. Por ello, se
debe garantizar una educación de calidad que cumpla con
los estándares mínimos internacionales que permitan a los
educandos desarrollar sus capacidades, y al mismo tiempo
la formación de seres humanos sensibles a los problemas
que enfrenta nuestra sociedad.

La formación educativa de los niños, adolescentes y jóve-
nes es un proyecto que trasciende nuestra realidad, y que
debe ser revisada a través de cada plan de estudio, con el
fin de mejorar la formación de los educandos. 

La mejora de la educación debe ser un esfuerzo integral de
los diversos órdenes de gobierno que contribuyan a res-
ponder los retos y rezagos de la educación mexicana. El es-
fuerzo debe ser transversal, pues de acuerdo con la prueba
PISA (Programme for International Student Assessment),
es decir, el Programa para la Evaluación Internacional de
Alumnos, en 2015, México se encontró por debajo del pro-
medio de la OCDE en ciencias, lecturas y matemáticas, y
solo menos del 1 por ciento de los estudiantes logran al-
canzar niveles de competencia de excelencia.1

De acuerdo con la prueba PISA, en 2015, México obtuvo
los lugares más bajos entre los países que integran la OC-
DE, y cabe señalar, desde que México participa en esta
prueba internacional, los resultados siempre han estado por
debajo de la media. 

Lo anterior nos obliga a realizar un esfuerzo integral por
revisar y actualizar los planes de estudio, así como seguir
las recomendaciones de los organismos internacionales en
materia de educación, con el fin de mejorar nuestro Siste-
ma Educativo Nacional.

Dicho esfuerzo debe cumplir con la integración de la ense-
ñanza de la filosofía en todos los niveles educativos, en vir-
tud de que la enseñanza de la filosofía constituye una apor-
tación primordial a la formación de ciudadanos al poner en
ejercicio su capacidad de juicio, que es fundamental en to-
da democracia.

Este empeño de aumentar la calidad educativa debe cum-
plir con lo propuesto por la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Tecnología
(Unesco), que es un organismo especializado del Sistema
de las Naciones Unidas, en virtud de haber establecido des-
de 2005, el tercer jueves de noviembre de cada año, el “Día
Mundial de la Filosofía”, subrayando el valor perdurable

de la filosofía para el desarrollo del pensamiento humano,
para cada cultura y para cada individuo. 

Además, la Conferencia General de la Unesco está con-
vencida de que la “institucionalización del Día de la Filo-
sofía en la Unesco como día de la filosofía mundial ganará
reconocimiento y dará un fuerte impulso a la filosofía y en
particular, a la enseñanza de la filosofía en el mundo”.2

La enseñanza de la filosofía para la Unesco es primordial en
los educandos, pues ha señalado que es la única capaz de po-
ner en ejercicio su capacidad de juicio, elemento indispensa-
ble de toda democracia. De igual forma, estableció un “Día
Mundial de la Filosofía” que, de acuerdo con la Asamblea de
la ONU, sirve para sensibilizar a la opinión pública respecto
a este tema, y sea a través de dicha sensibilización, que los
gobiernos y los Estados actúen y tomen medidas para que los
ciudadanos lo exijan a sus representantes.3

Además de lo señalado por el organismo especializado de
la ONU, sobre la importancia de la enseñanza de la filoso-
fía, otros actores internacionales han señalado la enorme
importancia de la enseñanza de la filosofía.

Al respecto, la Declaración de París en favor de la Filoso-
fía, de 1995, indica:

“La enseñanza filosófica debe ser preservada o amplia-
da allá donde exista, creada donde no, y denominada ex-
plícitamente filosofía.

La enseñanza filosófica debe ser garantizada por profe-
sores competentes, formados expresamente al efecto,
sin que puedan subordinarse a ningún imperativo eco-
nómico, técnico, religioso, político o ideológico”. 

Dicha Declaración señala que la enseñanza de la filosofía
deber ser preservada o ampliada donde exista, por lo cual,
no hay razones para no integrarla en la educación básica,
media superior y superior, cuya integración debe ser a tra-
vés del “Día Nacional de la Filosofía”, en virtud de homo-
logar la celebración de un “Día Nacional de la Filosofía”,
con el marco internacional establecido por la Unesco.

Además, la celebración de un “Día Nacional de la Filoso-
fía” permitirá ampliar la enseñanza de la filosofía donde ya
está presente, o bien, integrarla donde no existe. Esto es
idóneo porque la enseñanza de la filosofía en un mundo
globalizado permitirá que los estudiantes tomen conciencia



de sus elecciones, tengan capacidad de modelar sus accio-
nes según una ley moral y en consecuencia asuman a cada
instante su responsabilidad humana y ciudadana, cuyo re-
sultado solo será posible a través de una educación basada
en la filosofía.

En razón de lo anteriormente señalado, es necesario impul-
sar un “Día Nacional de la Filosofía”, para garantizar una
sensibilización a la opinión pública sobre su importancia,
así como la homologación con el marco internacional esta-
blecido por la Unesco, y así contribuir a la enseñanza de los
educandos.

El sentido de la presente iniciativa es garantizar una en-
señanza de calidad para todos, y se logre integrar la en-
señanza de la filosofía a través de la celebración de un
día nacional.

Fundamento Legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas, en mi ca-
lidad de diputado integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión; con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I,
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presento
ante esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que el Congreso de la Unión declara el
tercer jueves de noviembre de cada año como “Día Na-
cional de la Filosofía”

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión decla-
ra el tercer jueves de noviembre de cada año como el “Día
Nacional de la Filosofía”.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA), PI-
SA 2015-Resulatados-México, disponible en 

https://www.oecd.org/pisa/PISA-2015-Mexico-ESP.pdf, en línea,
consultado el 09 de marzo de 2019.

2 Día Mundial dela Filosofía, Unesco, 

https://es.unesco.org/events/dia—mundial-filosofia, en línea, con-
sultado el 09 de marzo de 2019. 

3 ¿Para qué sirven los Días Internacionales?, ONU México, 

www.onu.org.mx/para-que-sirven-los-dias-internacionales/ en lí-
nea, consultado el 9 de marzo de 2019. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a los veinte días de mar-
zo de dos mil diecinueve.— Diputado Édgar Guzmán Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Maribel Martínez Ruiz y Ángel Benjamín Ro-
bles Montoya, del Grupo Parlamentario del PT

Los que suscribimos, diputada Maribel Martínez Ruiz y
diputado Ángel Benjamín Robles Montoya, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los artícu-
los 77, 78 y 102, numeral 2, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a la consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decre-
to por la que se reforma el párrafo segundo y se adiciona
un párrafo tercero, corriéndose el actual párrafo tercero,
para pasar a ser párrafo cuarto, y así sucesivamente de la
fracción I el artículo 115, párrafo segundo, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia
de paridad horizontal de género.

Exposición de Motivos

La participación política de las mujeres es un fenómeno
inacabado, todavía existen en nuestro país ámbitos de la
vida pública en los cuales las mujeres se encuentran 
subrepresentadas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV575



Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados576

Somos más del 50% de la población y del padrón electoral,
sin embargo, la participación política de las mujeres aún
enfrenta obstáculos que nos han impedido alcanzar la pari-
dad en la integración de todos los niveles de gobierno.

Uno de esos rubros que presenta un mayor rezago es la
postulación y el acceso al cargo de presidentas municipa-
les. Los ayuntamientos son el nivel del gobierno más cer-
cano a la población, a través de sus acciones pueden aten-
derse las necesidades más inmediatas de la población; sin
embargo, la participación de las mujeres en los gobiernos
municipales es aún muy limitada.

A partir de la reforma electoral de 1990 se incluyó en el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales (COFIPE) lo que podríamos denominar como una pe-
tición o sugerencia para los partidos políticos de propiciar
una mayor participación política de las mujeres.

Lo cierto es que está mera sugerencia no era suficiente pa-
ra compeler a los partidos para que impulsarán el desarro-
llo político de las mujeres y una mayor participación en la
vida política de nuestro país.

Por ello, en la reforma electoral subsecuente se incorpora
por primera vez, la obligación de los partidos políticos de
postular cuando menos, un 30% de candidaturas de un gé-
nero distinto, ésta a nivel federal. Es cierto que la norma no
señalaba que se postularán cuando menos el 30% de muje-
res, pero es evidente que esta disposición estaba dirigida a
beneficiar al género subrepresentado. En una nueva refor-
ma electoral, se incrementó el porcentaje mínimo de pos-
tulación de candidatos de género distinto a cuando menos
el 40%.

Si bien pudiera pensarse que estas normas propiciarían
una mayor participación política de las mujeres, lo cier-
to es que su impacto en las candidaturas todavía resulta-
ba insuficiente. 

En 2011, un grupo de mujeres, inspiradas por la necesidad
de potenciar el papel de las mujeres en la vida pública, pro-
movieron el juicio para la protección de los derechos polí-
tico electorales de las ciudadanas SUP-JDC-12624/2011,
el cual, al ser resuelto por la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación sentó impor-
tantes criterios, que posteriormente se convertirían en ley,
tendentes a garantizar un piso mínimo para que las mujeres
pudieran competir políticamente en mejores condiciones.

En la reforma electoral de 2014, se incorporó en la Consti-
tución el principio de paridad de género. Así, en el artículo
41 constitucional quedó establecida la obligación de los
partidos políticos de garantizar la postulación paritaria de
candidatos y candidatas a integrar órganos legislativos.

Esta disposición constitucional tuvo, sin lugar a dudas, un
efecto potenciador de la participación política de las muje-
res en los órganos legislativos; sin embargo, aún existen ni-
veles de gobierno en donde se debe consolidar la participa-
ción política de las mujeres.

Conforme a lo que dispone la Constitución, los ayunta-
mientos deben integrarse por un presidente municipal y el
número de síndicos y regidores que establezca cada una de
las legislaciones locales. A nivel municipal, el ejercicio del
poder ejecutivo se encuentra conferido a un órgano de ca-
rácter colegiado.

En relación con la integración de los ayuntamientos, las di-
versas legislaciones locales han establecido un criterio po-
blacional para determinar el número de integrantes de los
ayuntamientos, en relación con el síndico y los regidores,
es decir, a mayor población habrá mayor número de inte-
grantes del órgano de gobierno.

Conforme a esto, la elección de los ayuntamientos se reali-
za mediante el procedimiento de votación por lista, en la
que se vota por una planilla completa, es decir, por el pre-
sidente, sindico (s) y regidores que correspondan. Deriva-
do de esto, la planilla que haya obtenido la mayoría de vo-
tos, le corresponderá el ejercicio de la presidencia
municipal, el síndico y un número determinado de regidu-
rías, estas últimas no se asignan en su totalidad a la plani-
lla que haya obtenido la mayoría.

La paridad horizontal se traduce en que, si en una entidad
se va a elegir un número determinado de planillas para la
elección de integrantes de ayuntamientos, los presidentes
municipales (funcionarios de más alta jerarquía) se debe-
rán postular en igualdad de condiciones hombres y muje-
res, es decir, mitad y mitad, cuando esto sea posible, o lo
más cercano a esto, en el caso de que el número de muni-
cipios sea impar.

Según un estudio del Centro de Estudios para el Logro de
la Igualdad de Género de esta Cámara de Diputados, a la
fecha existe una “…limitada presencia de las mujeres en la
participación política como alcaldesas, únicamente en el
Estado de Querétaro se cumple la paridad, mientras que en



el Estado de Campeche no hay mujeres al frente de los Mu-
nicipios tomando decisiones para las mujeres y los hom-
bres que habitan en él. Las mujeres al frente de los gobier-
nos municipales se encuentran desdibujadas…”1

Por ello, consideramos esencial establecer a nivel Consti-
tucional la obligación de todas las entidades federativas de
incorporar la paridad horizontal de género en sus legisla-
ciones electorales, así como los mecanismos para asegurar
que las mujeres sean postuladas en ayuntamientos con po-
sibilidades reales de triunfo.

Esto, con el objeto de propiciar una mayor participación de
las mujeres en la vida política de sus comunidades.

Por lo expuesto proponemos la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que presentan los diputados Maribel Martínez
Ruiz y Benjamín Robles Montoya, que reforma el pá-
rrafo segundo y adiciona un párrafo tercero, corrién-
dose el actual párrafo tercero para pasar hacer párrafo
cuarto, y así sucesivamente, de la fracción I del artícu-
lo 115, párrafo segundo, de la constitución política de
los estados unidos mexicanos, en materia de paridad
horizontal de género

Artículo Único. Se reforma el artículo 115, párrafo segun-
do, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos para quedar como sigue: 

Artículo 115. …

I….

Las Constituciones de los estados deberán establecer la
elección consecutiva para el mismo cargo de presiden-
tes municipales, regidores y síndicos, por un período
adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de
los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postu-
lación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o
por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición
que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado
o perdido su militancia antes de la mitad de su manda-
to. Deberán garantizar la paridad entre los géneros
en la postulación de la totalidad de cargos a presi-
dentes municipales, en los términos que señalen las
legislaciones de cada entidad federativa.

La Ley General establecerá las bases conforme a las
cuales las legislaturas estatales deberán reglamentar
la postulación paritaria de mujeres en las presidencia-
les municipales con posibilidades reales de triunfo.

…

…

…

II. a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Cámara de Diputados-CELIG, Alcaldesas una perspectiva de la
igualdad política desde el municipio. 

file:///Users/rod/Downloads/Alcaldesas%20una%20perspecti-
va%20de%20la%20igualdad%20pol%C3%ADtica%20desde%20e
l%20municipio.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputado
y diputada: Ángel Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez
Ruiz (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 35 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del Gru-
po Parlamentario del PRD

Frida Alejandra Esparza Márquez, diputada a la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
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con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 35 y 73 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos en materia de partici-
pación ciudadana, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La presente iniciativa tiene por objeto reconocer en la
Constitución el derecho de la participación ciudadana en la
gestión pública, reconociendo ésta como un proceso de in-
cidencia en las decisiones públicas así como en la formula-
ción, ejecución y evaluación de la función pública, habili-
tando una nueva relación de la administración pública con
la ciudadanía.

También se propone incluir como facultad del Congreso de
la Unión legislar sobre la materia de participación ciudada-
na en la gestión pública, mandatando la expedición de una
ley general que establezca principios y bases para que las
autoridades de todos los órdenes de gobierno garanticen es-
te derecho.

Si bien se han venido reconociendo derechos políticos a la
ciudadanía mexicana, complementarios a los de votar y ser
votado, como el de participar en las consultas públicas y el
de presentar iniciativas ciudadanas, el derecho humano de
participación ciudadana en la gestión pública es un con-
cepto mucho más complejo y diverso, que no se limita ni
se agota en los mecanismos de participación ya reconoci-
dos en la Constitución y que el Estado mexicano debe ga-
rantizar en correspondencia con diversos tratados interna-
cionales suscritos.

En los últimos treinta años México ha transitado de ser un
sistema político con un partido hegemónico, a contar con
una democracia en consolidación que ha permitido varias
transiciones políticas. El cambio ha venido sobre todo des-
de la sociedad, acompañando procesos democratizadores y
muchas veces empujando desde fuera, con su participación
activa, los cambios que se requieren. Hoy la transición de-
mocrática no sería posible sin la participación decidida de
la sociedad civil y el acompañamiento de diversos sectores
de la sociedad.

Por otro lado, la complejidad de los problemas públicos ha
ido en aumento en los últimos años. Si antes era posible

que el gobierno se asumiera como el agente central y úni-
co para la resolución de los problemas públicos, las diver-
sas crisis fiscales y de legitimidad de los últimos tiempos
han ido demostrando que es necesario cambiar el modelo
de gobernanza sobre todo ante la complejidad de los pro-
blemas de nuestros tiempos. No se trata del tamaño del Es-
tado, sino de su funcionamiento.

En este sentido, la sociedad también puede ocupar un pa-
pel diferente. Si bien en los últimos años se han incorpora-
do reformas que reconocen y establecen ciertos mecanis-
mos de participación ciudadana, éstos son limitados con
respecto a la amplitud de posibilidades que significa incor-
porar a la ciudadanía, no como un problema sino como par-
te de la solución. En su diversidad, la sociedad puede con-
tribuir a identificar problemas públicos, estructurar sus
causas, a identificar errores en el diseño de programas y
políticas.

La capacidad técnica y presupuestal de cualquier gobierno
es limitada. La sociedad en general, y la sociedad civil or-
ganizada en particular, tiene recursos, conocimientos y ha-
bilidades que potencialmente pueden ser aprovechados pa-
ra la resolución de problemas públicos. Reconocer este
activo en el arte de las políticas públicas abre un panorama,
al ver a la democracia participativa como un complemento
de la democracia representativa.

Incorporar y reconocer en la Constitución el derecho a la
participación ciudadana en la gestión pública también pue-
de fortalecer que políticas públicas de gobierno abierto en
todos los órdenes de gobierno cuenten con el fundamento
legal necesario, fundamentando el actuar de los servidores
públicos al abrir el proceso de políticas públicas a toda la
diversidad que implica la participación ciudadana. 

Argumentación

Aunque aparentemente el concepto de participación social
y participación ciudadana pueden ser sinónimos, hay nu-
merosos académicos que distinguen de manera clara los al-
cances de una y otra.

De acuerdo con el análisis de Azucena Serrano Rodríguez,
la participación social es aquella en la cual los individuos
pertenecen a asociaciones u organizaciones para defender
los intereses de sus integrantes, pero el Estado no es el
principal locutor, sino otras instituciones sociales. Mientras
que:



“La participación ciudadana es aquella donde la socie-
dad posee una injerencia directa con el Estado; asimis-
mo, tiene una visión más amplia de lo público. Esta par-
ticipación está muy relacionada con el involucramiento
de los ciudadanos en la administración pública. Los me-
canismos de democracia directa (iniciativa de ley, refe-
réndum, plebiscito y consultas ciudadanas, la revoca-
ción de mandato y la cooperación de los ciudadanos en
la prestación de servicios o en la elaboración de políti-
cas públicas son formas de participación ciudadana”
(Serrano Rodríguez, 2015).

Todos estos tipos de participación son muy importantes en
los regímenes democráticos, porque nos permiten vigilar y
controlar la gestión de nuestros gobernantes; además es la
manera en la que la ciudadanía se hace escuchar y puede
tomar parte en los asuntos públicos. De acuerdo con Robert
Dahl (Poliarchy, Participation and Opposition, 1971), un
sistema no se puede considerar democrático si los ciudada-
nos no tienen la oportunidad de participar efectivamente en
el espacio público.

En el marco del Consejo Latinoamericano de Administra-
ción para el Desarrollo, México ha sido parte del diseño y
compromiso de las Cartas Iberoamericanas las cuales son
resultado de consensos alcanzados por los gobiernos ibero-
americanos en materia de buen gobierno y administración
pública. En las Cartas aparecen principios, orientaciones,
fundamentos, derechos y obligaciones para los Estados, los
funcionarios, incluyendo sus empleados y los ciudadanos.
(Sebastián, 2019)

En el centro de todas las cartas se encuentra el ciudadano y
sus derechos, y son un documento de referencia para nues-
tro contexto mexicano.

En lo que corresponde a la participación, México adoptó la
Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en el
marco de la Cumbre en Portugal en 2009. Cabe resaltar que
uno de los documentos pilares del CLAD, “Gestión Públi-
ca Iberoamericana para el siglo XXI”, y el documento Una
nueva gestión pública para América Latina constituyen
hoy una línea paradigmática que hasta la fecha sigue sien-
do vigente en los conceptos de administración pública en
América Latina y en México. (Sebastián, 2019).

En la Carta Iberoamericana referida, se entiende el con-
cepto de participación ciudadana en la gestión pública,
como:

El proceso de construcción social de las políticas públicas
que, conforme al interés general de la sociedad democráti-
ca, canaliza, da respuesta o amplía los derechos económi-
cos, sociales, culturales, políticos y civiles de las personas,
y los derechos de las organizaciones o grupos en que se in-
tegran, así como los de las comunidades y pueblos indíge-
nas (CLAD, 2009).

En este sentido, se considera que la participación es fun-
damental en la democracia, consustancial con los princi-
pios de representación política, y complementarios a és-
tos, y permite expandir y profundizar la democracia y su
gobernabilidad.

La participación ciudadana en la gestión pública, de acuer-
do con la Carta, refuerza la posición activa de los ciudada-
nos y las ciudadanas como miembros de sus comunidades,
permite la expresión y defensa de sus intereses, el aprove-
chamiento de sus experiencias y la potenciación de sus ca-
pacidades, contribuyendo de esta manera a mejorar la cali-
dad de vida de la población.

También establece la Carta que la participación ciudadana
en la gestión, debe combinar formas orgánicas con formas
procedimentales. Se añade, además, que el objeto es tender
a la institucionalización de la participación como a la mo-
dificación de los equilibrios de poder a favor de aquellos
que se encuentren sub-representados en los circuitos de de-
cisiones. Algo importante es que la Carta no efectúa distin-
ciones según el derecho a participar, sea colectivo o perso-
nal. En este sentido se supone que el derecho de
organizarse en colectivos sociales y organizaciones repre-
sentativas no limita la participación individual o personal
que pudiera realizarse.

Los componentes básicos del derecho de participación ciuda-
dana en la gestión pública aparecen desarrollados en el pun-
to 35 de la Carta. Allí se consigna la necesidad de que los or-
denamientos jurídicos estatales reconozcan a todos los
habitantes el derecho genérico de participación ciudadana en
la gestión pública y garanticen su ejercicio efectivo.

En la Carta también se señala el derecho de “seguir, medir
y evaluar la gestión pública y sus resultados, de conformi-
dad con las necesidades y ópticas de la ciudadanía, de los
colectivos sociales y pueblos indígenas”.

Aunque todavía no hay una incorporación del concepto de
gobierno abierto al marco jurídico constitucional o de leyes
secundarias, conviene considerar los conceptos de gobier-
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no abierto todavía que México ha sido parte de la funda-
ción de la Alianza por el Gobierno Abierto.

La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA -Open Go-
vernment Partnership) (CEPAL, 2018), es un esfuerzo
global para ampliar la frontera en la mejora del desem-
peño y de la calidad de los gobiernos. Esta iniciativa fue
creada en septiembre de 2011, y está orientada a propi-
ciar compromisos concretos desde los gobiernos para
promover la transparencia, aumentar la participación ciu-
dadana en el debate y en la decisión de los asuntos pú-
blicos, combatir la corrupción y aprovechar las nuevas
tecnologías para robustecer la gobernanza democrática y
la calidad de los servicios públicos.

La AGA definió como uno de sus valores centrales la pro-
moción de la participación ciudadana tanto en los procesos de
toma de decisiones como en la formulación de políticas pú-
blicas. A través de sus iniciativas enmarcadas dentro de sus
planes de Gobierno Abierto, las instituciones integrantes de la
AGA buscan la disponibilidad de espacios en los que la ciu-
dadanía pueda participar en la toma de decisiones.

Por su parte el Instituto Nacional de Acceso a la Informa-
ción Pública y Protección de Datos personales (INAI), se
considera que el gobierno abierto como un esquema de
gestión y producción de políticas orientado a la atención y
solución colaborativa de los problemas públicos con base
en colegiados plurales y, en cuyo trabajo, convergen la
transparencia y la participación ciudadana como criterios
básicos, en un ambiente de rendición de cuentas e innova-
ción social (INAI, 2016).

En este sentido, el INAI enumera los escenarios de la par-
ticipación, potencialidades que mejoran la calidad de la
gestión pública y la resolución de problemas:

• La participación propicia condiciones que posibilitan
el involucramiento informado de los ciudadanos en to-
das las fases de desarrollo de las políticas.

• Los espacios de participación aseguran la interlocu-
ción y la incidencia social efectiva en la toma de deci-
siones, así como en el diseño y evaluación institucional.

• La participación social detona soluciones social y tec-
nológicamente innovadoras a viejos problemas.

• La participación social implica la existencia de espa-
cios diversos que permiten 1) identificar y recolectar

preferencias, 2) consultar a los ciudadanos sobre las ac-
ciones y decisiones de gobierno, y 3) involucrar a los
públicos interesados en la co-creación de soluciones a
los problemas públicos.

• Las instituciones públicas propician la consolidación
de espacios formales de participación ciudadana, sin in-
hibir la participación espontánea e diversos actores so-
ciales en todas las fases del ciclo de políticas.

Los tipos y canales de participación ciudadana pueden in-
cluir múltiples formas de participación, relacionadas con la
resolución de problemas comunitarios, votaciones directas
en asambleas, involucramiento en campañas, protestas, ac-
ciones de voluntariado, peticiones ciudadanas, actividad de
grupos o asociaciones, o entrega de opiniones o propuestas
mediante el uso de consultas públicas. A nivel local, uno de
los mecanismos de participación ciudadana que involucran
el abrir el proceso de toma de decisiones lo constituyen los
presupuestos participativos. Es decir, la democracia parti-
cipativa no se limita a la consulta popular, referéndum o
plebiscito.

La Organización Internacional para la Participación Públi-
ca (IAPP por su siglas en inglés) desarrolló el Espectro de
la Participación a fin de identificar los niveles en los que
ocurre la misma, el objetivo de cada nivel, el tipo y alcan-
ce del compromiso el gobierno con el público y las posi-
bles herramientas que mayormente se usan en cada uno de
los niveles.

Los diferentes niveles de participación e involucramiento,
dan cuenta del orden del compromiso de los actores guber-
namentales con la distribución del poder mediante la toma
de decisiones colaborativa.



Tabla 1. Niveles y herramientas de la participación 
ciudadana

Fuente: Spectrum of Public Participation. Elaboración propia.

Como vemos, la consulta y los foros pueden ser apenas al-
gunos de los diferentes mecanismos y niveles de involu-
cramiento de la participación ciudadana en el proceso de
las políticas públicas.

En este sentido, reconocer el derecho a la participación en
la gestión pública como un derecho de la ciudadanía mexi-
cana, habilitaría la posibilidad de que se legisle una Ley
General de Participación Ciudadana, de tal manera que ha-
ya el marco jurídico que permita ampliar los causes de la
democracia participativa en México.

Ordenamientos a modificar

La presente iniciativa con proyecto de decreto se plantea la
modificación de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos de la siguiente manera:

Se propone incorporar la participación ciudadana en la ges-
tión pública como un derecho de los ciudadanos mexica-
nos, añadiendo una fracción al artículo 35 incorporando di-
rectamente la definición de este derecho como el proceso
mediante el cual la ciudadanía busca incidir en las decisio-

nes públicas así como en la formulación, ejecución, eva-
luación y control del ejercicio de la función pública.

Por otro lado se plantea en esta misma iniciativa la facul-
tad del Congreso de la Unión para legislar en materia de
participación ciudadana en la gestión pública. Este último
aspecto ha sido uno de los principales limitantes para la le-
gislación en esta materia, ya que expresamente la constitu-
ción no reconoce esta materia legislativa al Congreso de la
Unión.

Para ilustrar mejor lo expuesto, a continuación se presenta
el siguiente cuadro comparativo:

Tabla 2. Cuadro comparativo de las modificaciones
propuestas a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

De aceptarse esta iniciativa de reforma, incorporar en la
Constitución el establecimiento de la participación ciuda-
dana como un derecho y la facultad del Congreso de la
Unión a legislar sobre dicha materia, sería el inicio de un
proceso legislativo que daría lugar a una Ley General de
Participación Ciudadana, construido de ser posible me-
diante Parlamento Abierto, que establezca las característi-
cas generales, principios rectores, sujetos con facultad y
derecho, definiciones, procedimientos y demás requeri-
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mientos para que la sociedad mexicana pueda en la reali-
dad ejercer en plenitud la democracia participativa en los
asuntos públicos.

En virtud de lo anteriormente expuesto, se pone a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 35 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Primero. Se adiciona una fracción IX al artículo 35 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como se indica a continuación:

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:

I. al VIII. … 

IX. Ejercer la participación ciudadana en la gestión
pública, entendida ésta como el proceso mediante el
cual la ciudadanía, individual o colectivamente, tiene
por objetivo incidir en las decisiones públicas así co-
mo en la formulación, ejecución, evaluación y con-
trol del ejercicio de los asuntos de gobierno, con el
objetivo de contribuir en la solución de problemas
públicos, en los términos que la ley señale.

Segundo. Se adiciona una fracción al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como se indica a continuación:

Artículo 73. El Congreso tiene la facultad: 

I. a XXXI. …

XXXII. Para expedir la ley general reglamentaria
que establezca los principios y bases en materia de
participación ciudadana en la gestión pública de to-
dos los niveles de gobierno.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley
General de la fracción IX del Artículo 35, así como las re-
formas que correspondan a los demás ordenamientos nece-

sarios, en un plazo de un año a partir de la fecha de publi-
cación del presente decreto.

Tercero. Las legislaturas de los estados tendrán un plazo
de un año, contado a partir de su entrada en vigor, para ar-
monizar su normatividad conforme a lo establecido en el
presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputada
Frida Alejandra Esparza Márquez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE LA
INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA

«Iniciativa que reforma el artículo 11 de la Ley General de
la Infraestructura Física Educativa, a cargo del diputado
Juan Francisco Ramírez Salcido, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputado Juan Francisco Ramírez Salcido,
del Partido Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 11 de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestros días es de vital importancia reconocer que la
práctica de actividades físicas y deportivas juegan un papel
preponderante en el desarrollo y calidad de vida de las per-
sonas; el deporte es fundamental para mejorar la salud y el
bienestar, además de contribuir en la prevención de múlti-
ples enfermedades no transmisibles. 

Diversas investigaciones y estudios científicos señalan que
participar regularmente en programas de actividades de-
portivas proporciona a todas las personas beneficios físi-
cos, sociales y mentales.1 Dicha participación constante
complementa estrategias dirigidas a mejorar la dieta, di-
suadir el consumo de tabaco, alcohol y drogas. Por otra
parte, son consideradas como una plataforma para la pro-
moción de valores compartidos como la solidaridad, el res-
peto, el trabajo en equipo, la responsabilidad, la honesti-
dad, entre otros. 

Es por lo anterior, que la presencia de actividades deporti-
vas en la vida cotidiana de las personas debe ser vista co-

mo algo más que un lujo o una simple forma de entreteni-
miento; la libre participación en las mismas debe conside-
rarse como un derecho humano fundamental a fin de que
los individuos de cualquier edad puedan alcanzar una vida
sana y plena. 

A nivel mundial, la Carta Internacional de la Educación Fí-
sica y el Deporte, adoptada por la UNESCO en 1978, se-
ñala que: “Todo ser humano tiene el derecho fundamental
de acceder a la educación física y el deporte.” 

En este orden de ideas, el deporte es considerado más que un
simple método práctico para lograr el desarrollo y crecimien-
to de las sociedades, el fácil acceso a actividades deportivas
es un derecho que los gobiernos deben garantizar. En Méxi-
co, dicho derecho se encuentra consagrado en el artículo 4°
de nuestra ley fundamental, mismo que a la letra señala “to-
da persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del
deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y es-
tímulo conforme a las leyes en la materia.”

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud (OMS),
considera a la actividad física como el factor que intervie-
ne directamente en el estado de salud de las personas y la
define como la principal estrategia en la prevención de la
obesidad entendiéndola como: “cualquier movimiento cor-
poral producido por los músculos esqueléticos que produ-
ce un gasto energético. Ello incluye actividades realizadas
al trabajar, jugar, viajar, tareas domésticas y actividades
recreativas.”2

Siguiendo con recomendaciones emitidas por la OMS,
donde señala que la práctica regular de cualquier actividad
física en niveles adecuados mejora considerablemente la
calidad de vida y salud de las personas, ayudando a con-
trarrestar daños en nuestro estado muscular y cardiorrespi-
ratorio; mejorando la salud ósea y funcional; reduciendo
significativamente el riesgo de padecer enfermedades cró-
nico degenerativas como hipertensión, cardiopatía corona-
ria, diabetes, diferentes tipos de cáncer, entre otras. 

Asimismo, indica que la nula o poca actividad física entre
las personas se ha colocado como uno de los principales
factores de riesgo de mortalidad a escala mundial, afectan-
do directamente el estado general de salud de la población,
en este sentido, las personas que no realizan ninguna acti-
vidad física-deportiva presentan un riesgo de mortalidad
entre un 20% y 30% superior al de aquellas que son sufi-
cientemente activas. 
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De la misma forma, estadísticas afirman que a nivel mun-
dial aproximadamente el 23% de los adultos mayores de 18
años no mantienen una actividad física constante; en los
países con ingresos altos, el 26% de los hombres y el 35%
de las mujeres no realizan suficiente ejercicio físico; asi-
mismo, un 81% de los adolescentes de entre 11 y 17 años
de edad no se mantienen suficientemente activos.3

El escenario en nuestro país no es diferente, de acuerdo con
datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IN-
EGI), a junio de 2018 en nuestro país más de la mitad de la
población mayor de 18 años no realiza ningún tipo de acti-
vidad física en sus tiempos libres; dichos resultados sobre
la falta de actividad deportiva entre los mexicanos se en-
cuentran estrechamente relacionados con las cifras arroja-
das por la Encuesta Nacional de Nutrición (ENSATU
2016), las cuales revelaron que aproximadamente el 70%
de los ciudadanos padecen algún tipo de obesidad.

Por su parte, los resultados obtenidos demostraron que el
nivel de escolaridad influye directamente en la activación
física, es decir, aquellas personas con mayor nivel educati-
vo son quienes tienen el mayor porcentaje en la práctica de
algún deporte. 

Es importante señalar que, para alcanzar estándares más
elevados en el proceso educativo, los programas deportivos
deben considerarse prioritarios con el objetivo fundamen-
tal de generar un desarrollo integral en los menores duran-
te su etapa formativa. 

En ese mismo sentido, el relevante papel que debe jugar el
deporte durante el proceso educativo de los menores, tanto
en lo referente a conocimientos y habilidades como en lo
relacionado con valores, hábitos y costumbres, radica en
que la presencia de actividades físicas desde la infancia po-
tencializa los beneficios para el desarrollo de los niños al
encontrarse inmersos en un ambiente rico en experiencias
formativas, educativas y afectivas, las cuales les permitirán
plantearse metas y desarrollar su autonomía, creatividad y
actitudes fundamentales durante su desempeño personal y
social. 

Por otro lado, no debemos perder de vista que el fácil y li-
bre acceso a actividades físicas es un derecho que debe es-
tar al alcance de todas las niñas y niños, el cual fungirá co-
mo un elemento esencial para la prevención de
enfermedades, ya que mejorará significativamente la salud
de los menores combatiendo enfermedades cada vez más
frecuentes como la obesidad mórbida. 

Actualmente, una de las principales problemáticas que aque-
jan la salud de los niños mexicanos es la obesidad infantil, re-
sultado de la prevalencia de actividades sedentarias entre los
menores, lo que deriva en una ausencia de actividad física.
Las cifras en torno al tema son alarmantes, se tiene registro
que en los últimos 40 años el número de niños obesos en el
mundo se ha multiplicado por diez, y de mantener las condi-
ciones actuales para el año 2022 existirá más población in-
fantil y adolescente con obesidad que desnutrida.4

En la mayoría de los países de ingresos medianos, como
los que integran América Latina y el Caribe, los niños y
adolescentes han pasado rápidamente de tener predomi-
nantemente un peso demasiado bajo a presentar sobrepeso;
de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, entre
los principales factores de riesgo que desencadenan el so-
brepeso y la obesidad infantil se encuentran, el cambio de
una dieta saludable y equilibrada hacia un aumento en la
ingesta de alimentos hipercalóricos con abundantes grasas
y azúcares, por otro lado, tenemos la disminución de acti-
vidades físicas entre niños y jóvenes. 

En este orden de ideas, contar con espacios adecuados pa-
ra la práctica deportiva es de vital importancia para estar en
condiciones de contrarrestar la grave problemática de obe-
sidad infantil y reducir el riesgo de que las futuras genera-
ciones desarrollen enfermedades crónico degenerativas, es
por ello, que las escuelas se convierten en el primer espa-
cio donde se requiere contar con la infraestructura deporti-
va necesaria para el pleno desarrollo de actividades físicas. 

La incorporación de la educación física al sistema educati-
vo ha adquirido una importancia especial a medida que se
considera a la escuela no solo como un espacio en donde se
desarrolla únicamente el conocimiento formal de los niños,
sino que también se transmiten valores, habilidades y com-
petencias relacionadas con el cuerpo y con la actividad mo-
triz de los alumnos.

La presencia de efectivos programas deportivos durante la
estancia de los niños en las escuelas derivará en que los
alumnos desarrollen un amplio conocimiento de sí mismos,
su capacidad comunicativa y de relación, además de habi-
lidades y destrezas motrices con diversas manifestaciones
que favorezcan su estado de salud y corporal, así como la
construcción y adopción de normas, reglas y nuevas for-
mas de organización y convivencia. 

Es por lo antes expuesto, que contar con una adecuada in-
fraestructura deportiva en los centros educativos toma es-
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pecial relevancia, cualquier política en materia de planifi-
cación deportiva escolar, debe colocar en primer término
las necesidades de los espacios para la educación física en
las escuelas. Los espacios deportivos dentro de los centros
escolares son el marco idóneo donde los alumnos van ad-
quiriendo importantes hábitos de activación física dentro
de un ambiente en donde se potencializan las relaciones so-
cio-afectivas. 

Como ya fue expuesto, la importancia de la presencia de
actividades físicas y deportivas en la vida de la población
en edad escolar radica en que la práctica regular de depor-
te trae consigo beneficios que contribuyen directamente al
bienestar de las personas en los ámbitos físico, psíquico y
social. 

De acuerdo con los razonamientos que se han venido reali-
zando, sabemos que nuestros niños y jóvenes requieren del
desarrollo de verdaderos ambientes de aprendizaje aptos
para una formación física, mental e intelectual; por ello, es
necesario disponer de infraestructura deportiva con ade-
cuados diseños y planificación dentro de los centros edu-
cativos, ya que los espacios considerados como deportivos,
desde las zonas de juego hasta los más estructurados, son
los que posibilitan que la actividad física se encuentre es-
trechamente ligada al desarrollo del menor. La organiza-
ción, planeación y calidad de dichos espacios, así como la
dotación de los materiales adecuados son tareas fundamen-
tales para la construcción de un ambiente de aprendizaje
idóneo, por ello someto a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 11 de la Ley
General de la Infraestructura Física Educativa

Artículo Único. Se reforma el artículo 11 de la Ley Gene-
ral de la Infraestructura Física Educativa, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 11. En la planeación de los programas y proyec-
tos para la construcción, equipamiento, mantenimiento, re-
habilitación, reforzamiento, reconstrucción y habilitación
de la INFE deberán cumplirse las disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
y las leyes en la materia de las entidades federativas. Asi-
mismo, se garantizará la existencia de bebederos suficien-
tes y con suministro continuo de agua potable en cada in-
mueble de uso escolar conforme a los lineamientos que
emita la Secretaría de Salud en coordinación con la Secre-

taría de Educación Pública. Se asegurará la atención a las
necesidades de las comunidades indígenas y las comunida-
des con escasa población o dispersa, se asegurará la apli-
cación de sistemas y tecnologías sustentables, y se tomarán
en cuenta las condiciones climáticas y la probabilidad de
contingencias ocasionadas por desastres naturales, tecnoló-
gicos o humanos, procurando la satisfacción de las necesi-
dades individuales y sociales de la población. Se garanti-
zará la existencia de espacios deportivos adecuados
para el pleno desarrollo de las actividades físicas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las entidades federativas deberán adecuar sus
legislaciones locales en un lapso no mayor a 180 días, con-
tados a partir de la publicación del presente Decreto para
dar cumplimiento a las disposiciones en materia de espa-
cios deportivos.

Notas

1 Véase: “Deporte para el desarrollo y la Paz. Disponible en: 

https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/Deporte06.pdf

2 Véase: ¿Qué es la actividad física? Disponible en: 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/physical-acti-
vity

3 Véase “Actividad Física, Organización Mundial de la Salud”. Dispo-
nible en: 

http://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/physical-acti-
vity

4 Véase: http://www.who.int/es/news-room/detail/11-10-2017-tenfold-
increase-in-childhood-and-adolescent-obesity-in-four-decades-new-
study-by-imperial-college-london-and-who

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputado
Juan Francisco Ramírez Salcido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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REGLAMENTO DE TRANSPARENCIA, 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Regla-
mento de Transparencia, Acceso a la Información Pública
y Protección de Datos Personales de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, a cargo de la diputada Fri-
da Alejandra Esparza Márquez, del Grupo Parlamentario
del PRD

Frida Alejandra Esparza Márquez, diputada federal de la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, someto a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones del Reglamento de Transparencia, Acceso a la In-
formación Pública y Protección de Datos Personales de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, al tenor de
los siguientes elementos: 

Planteamiento del problema 

En la presente iniciativa se plantean reformas al Regla-
mento de Transparencia, Acceso a la Información Pública
y Protección de Datos Personales de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con el objetivo de incor-
porar una definición clara y precisa del concepto de “par-
lamento abierto” así como de contribuir a su
materialización mediante la incorporación de principios,
indicadores y variables. 

Argumentación

Transparentar las acciones de los Congresos se ha conver-
tido en un ejercicio vital del fortalecimiento democrático
alrededor del mundo, son muchos los países, entre ellos
México, los que están tratando de acercar a los ciudadanos
a la labor legislativa con la finalidad de impulsar mayor
apertura, transparencia y conexión con sus gobernados.

Es en este marco que se hace referencia a un parlamento
abierto como aquel cuerpo legislativo que pone a disposi-
ción de la ciudadanía información de forma transparente,
sencilla y accesible, es aquel que rinde cuentas y permite la

vigilancia y el monitoreo de los ciudadanos, es aquel que
utiliza las tecnologías de información para redefinir el vín-
culo con la ciudadanía y hacerla participe de las decisiones
de los asuntos públicos.

En ese sentido la idea de parlamento abierto ha alcanzado
una dimensión global en el contexto de la Alianza para el
Gobierno Abierto, un acuerdo cuyo objetivo es fomentar la
participación ciudadana y mejorar la capacidad de los go-
biernos hacia los ciudadanos respecto al derecho a la infor-
mación, los instrumentos internacionales contra la corrup-
ción y los principios internacionales de un buen gobierno.

En 2011 México se adhiere a la Alianza para el Gobierno
Abierto y materializa dos años después sus compromisos
con ésta alianza en dos instrumentos, el primero un Plan de
Acción 2013-2015 para la transparencia ciudadana, la ren-
dición de cuentas y la innovación tecnológica; y el segun-
do, un Programa de Gobierno Cercano y Moderno 2013-
2018, cuyo fin es el de promover un gobierno con políticas
y programas enmarcados en la administración pública de
resultados, eficiente y con mecanismos de evaluación que
mejore el desempeño y optimice el uso de los recursos pú-
blicos, que simplifique la normatividad y trámites guber-
namentales, que rinda cuentas de manera clara y oportuna
a la ciudadanía.

Cabe decir que el 24 de septiembre de 2014, en el marco
del 69° Periodo de sesiones de la Asamblea General de la
ONU en Nueva York, México asumió la presidencia de la
Alianza para el Gobierno Abierto por el periodo 2014-2015
y presentó la visión estratégica para impulsar en México la
Alianza para el Gobierno Abierto, principalmente a través
de 3 ejes de acción:

i) Generar esquemas que permitan la evaluación de las
acciones de gobierno abierto, a fin de que sean un ins-
trumento de desarrollo incluyente;

ii) Identificar y promover la participación de agentes de
cambio que impulsen los datos y gobierno abierto en
distintos sectores, y;

iii) Fortalecer las capacidades nacionales de los países
miembros y hacer de la Alianza una verdadera platafor-
ma de cooperación e intercambio de buenas prácticas.

Por su parte, el Senado de la República fue el primer órga-
no que adoptó en coordinación con organizaciones de la
sociedad civil y el instituto garante de la transparencia y
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acceso a la información en el país, un acuerdo para iniciar
la transición de los Congresos hacia el Parlamento Abierto,
suscrito el 22 de septiembre de 2014 bajo la denominación
de “Declaración de Lanzamiento de la Alianza para el Par-
lamento Abierto en México”. Dicha declaración cumplió
una doble función por una parte género una serie de condi-
ciones normativas para implementar al interior del Congre-
so políticas de parlamento abierto y por otra, fue una guía
orientadora de los Congresos Locales para asumir compro-
misos concretos para avanzar en la perspectiva del Gobier-
no Abierto. La declaración precisa que:i

1. Se comprometen a instalar, de acuerdo con la norma-
tividad y requisitos legales aplicables, un Secretariado
Técnico Tripartita con representación de cada una de las
partes de la Alianza para el Parlamento Abierto que ten-
drá como objetivos:

a) Establecer las normas internas de participación de
sus integrantes y el funcionamiento interno de la
Alianza;

b) Convenir la política de comunicación e identidad
de la Alianza para el Parlamento Abierto;

c) Generar la metodología para la elaboración de los
Planes de Acción correspondientes con la imple-
mentación progresiva de los compromisos enmarca-
dos en los 10 principios de parlamento abierto y sus
variables generados por el grupo de las organizacio-
nes de la sociedad civil impulsoras de la Alianza pa-
ra el Parlamento Abierto y así como otros documen-
tos de referencia en la materia;

d) Establecer entre las partes un cronograma de tra-
bajo para el cumplimiento de los objetivos de esta
Alianza;

e) Acordar el posicionamiento conjunto y la partici-
pación de la Alianza para el Parlamento Abierto en
el contexto de la Alianza para el Gobierno Abierto
en México y a nivel internacional.

2. Señalan su intención de convocar a los Congresos de
las Entidades Federativas, a los organismos garantes del
derecho de acceso a la información y protección de da-
tos personales de las Entidades Federativas y a la socie-
dad en general a sumarse a la Alianza de acuerdo con los
lineamientos, metodología y procedimientos de partici-
pación previamente acordados por las partes.

Si bien la declaración es un instrumento no vinculante, la
importancia de esta propuesta legislativa radica en que se
reconoce un decálogo de principios para adoptar un parla-
mento abierto en México al tiempo que se constituye una
plataforma tripartita en la que se da participación de la So-
ciedad Civil y al Instituto Nacional de Transparencia, Ac-
ceso a la Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales en lo sucesivo INAI. Los diez principios que
establece la Declaración en comento son los siguientes:

“1. Derecho a la Información.

2. Participación Ciudadana y Rendición de Cuentas.

3. Información parlamentaria.

4. Información presupuestal y administrativa.

5. Información sobre legisladores y servidores públicos.

6. Información histórica.

7. Datos abiertos y no propietario.

8. Accesibilidad y difusión.

9. Conflictos de interés.

10. Legislan a favor del gobierno abierto.”

De lo anterior se desprende que parlamento abierto es mu-
cho más que transparentar el uso de recursos, es incorporar
la participación ciudadana en la labor de los Congresos, es
utilizar los medios de comunicación y las plataformas tec-
nológicas a su alcance y es generar capacidades en los ór-
ganos de gobierno, partidos, grupos parlamentarios o co-
misiones para alcanzar su objetivo. Es en este punto de su
adopción por los Congresos que se genera legitimidad en
sus decisiones y en el actuar de sus integrantes, se multi-
plica la efectividad de las funciones constitucionales que
les atañen y se les da mayor visibilidad a la representativi-
dad que los caracteriza.

A pesar de que se han presentado diversas iniciativas de re-
forma a la Ley Orgánica del Congreso de la Unión y a los
reglamentos de ambas cámaras legislativas, el concepto y
práctica de parlamento abierto todavía no tiene un marco
jurídico sólido que habilite y reconozca derechos y obliga-
ciones, y no sea sólo una moda o una estrategia parlamen-
taria que dependa de la voluntad de los liderazgos parla-
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mentarios. Es por esto que hoy consideramos útil presentar
una iniciativa de reforma al Reglamento de Transparencia,
porque precisamente en este instrumento legislativo ya se
ha incorporado el concepto de parlamento abierto que sin
embargo no tiene una definición precisa de éste término y
no establece una metodología clara. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, se pone a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el Reglamento de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, en materia de parlamento abierto

Único. Se adicionan las fracciones IX y XXIX al artículo 2
recorriéndose las subsecuentes; se reforma el nombre al
Capítulo II; se adiciona el artículo 6o. recorriéndose los
subsecuentes; se deroga el inciso D del artículo 17 y se adi-
ciona el artículo 18, recorriéndose los subsecuentes; todos
ellos del Reglamento de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión para quedar
como sigue: 

Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión

Artículo 2. Definiciones.

Además de las definiciones establecidas en los artículos 3
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, 3 de la Ley General de Protección de Datos
Personales en Posesión de los Sujetos Obligados y 4 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública, para los efectos de este Reglamento se entiende
por:

… 

IX. Comité de Parlamento Abierto: El comité de
Parlamento Abierto de la Cámara de Diputados

…

XXVIII. Parlamento Abierto. Modelo de gobernanza
desarrollado desde el órgano legislativo orientado a
la atención y solución colaborativa de los problemas
públicos, que tiene como criterios básicos la transpa-

rencia y la participación ciudadana, propiciando un
ambiente de rendición de cuentas e innovación social
en todas las funciones constitucionales y legales; que
utiliza las tecnologías de la información y comunica-
ción para redefinir el vínculo con la ciudadanía, per-
mitiendo establecer un canal bidireccional que no só-
lo informa, sino que también se retroalimenta del
contacto ciudadano. 

… 

Capítulo II. 
De los Principios Generales en 

Materia de Transparencia, Acceso a la Información Públi-
ca y Parlamento Abierto. 

Artículo 5. Principios en materia de Transparencia y
Acceso a la Información. 

… 

Artículo 6. Principios en materia de Parlamento Abierto. 

En la Implementación de Parlamento Abierto en la Cá-
mara de Diputados, se deberán observar, además de los
principios orientadores referidos en el artículo 3º, al
menos los siguientes principios y sus contenidos: 

I. Accesibilidad y difusión: A través de la certeza de
que las instalaciones, las sesiones y reuniones de todos
los órganos sean accesibles y abiertas al público y en
tiempo real, salvo aquellas que por disposición legal o
convencional tengan el carácter de privadas;

II. Cabildeo: A través de la regulación, ordenación y
transparencia de las acciones de cabildeo de conformi-
dad con lo que dispone la Ley Orgánica del Congreso de
la Unión y demás normativa aplicable;

III. Conflicto de intereses: A través de mecanismos pa-
ra evitar conflictos de intereses y asegurar la conducta
ética de los representantes populares de conformidad
con lo que dispone la Ley Orgánica del Congreso de la
Unión y demás normativa aplicable;

IV. Datos abiertos: Mediante la presentar de la infor-
mación que reúna característica de datos abiertos, inter-
activos e históricos y con la utilización de software libre
y código abierto;
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V. Derecho a la información: Con el empleo de plata-
formas, mecanismos, sistemas y procedimientos que
permitan la obtención de la información de manera sim-
ple, sencilla, verificable, integral y sistematizada;

VI. Información histórica: Mediante la presentación
de la información sobre la actividad legislativa que con-
forma el archivo histórico, accesible y abierto, en un lu-
gar que se mantenga constante en el tiempo con una
URL permanente y con hiperenlaces de referencia de los
procesos legislativos;

VII. Información parlamentaria: A través de la publi-
cación y difusión de la mayor cantidad de la informa-
ción para las personas de manera proactiva, utilizando
formatos sencillos, mecanismos de búsqueda simples y
bases de datos en línea con actualización periódica, su-
jetándose para ello a lo dispuesto en las leyes de la 
materia;

VIII. Información presupuestal y administrativa:
Mediante la publicación y divulgación de la informa-
ción oportuna y detallada sobre la gestión, administra-
ción y gasto del presupuesto asignado al Poder Legisla-
tivo en estricto apego a las disposiciones legales que
regulan la materia;

IX. Información sobre legisladores y servidores pú-
blicos: A través de la publicación detallada de la infor-
mación sobre las actividades y participación de los re-
presentantes populares en lo que corresponda al
ejercicio de su función como tales, y en lo conducente,
del resto de los servidores públicos del Poder Legislati-
vo, incluidas la declaración patrimonial y el registro de
intereses; 

X. Legislar a favor del Gobierno Abierto: Mediante la
presentación y en su caso, aprobación de leyes que fa-
vorezcan políticas de Gobierno Abierto; y

XI. Participación ciudadana y rendición de cuentas:
A través del fomento e inclusión de las opiniones, co-
mentarios, sugerencias, propuestas y propuestas emana-
das de la sociedad civil que contribuyan a la integración
y toma de decisiones en la actividad legislativa, así co-
mo al fomento de la rendición de cuentas.

…

Título Tercero
Transparencia Proactiva y Parlamento Abierto

Artículo 17. Transparencia Proactiva. 

… 

Artículo 18. Parlamento Abierto. 

A. Implementación de buenas prácticas de Parlamento
Abierto.

En la implementación del Parlamento Abierto, con inde-
pendencia de lo que señalen otras disposiciones normati-
vas, se deberán implementar al menos las siguientes prác-
ticas de transparencia y participación ciudadana: 

I. Establecer las políticas internas necesarias para con-
ducirse de forma transparente;

II. Crear mecanismos para rendir cuentas de sus acciones;

III. Promover la eficacia, tanto en la organización de su
trabajo como en su propio desempeño;

IV. Adoptar mecanismos de consulta, participación y co-
laboración de la ciudadanía y grupos de interés en el
proceso legislativo, por conducto de las Comisiones 
legislativas;

V. Publicar activamente información legislativa en lí-
nea, que permita a las personas interesadas conocer las
responsabilidades, tareas y funciones de los diputados y
de la Cámara;

VI. Publicar información relevante sobre el proceso de
consulta, investigación y deliberación llevado a cabo
para formular iniciativas de ley o dictámenes;

VII. Facilitar la formación de alianzas con grupos exter-
nos, para reforzar la participación ciudadana en la 
Cámara;

VIII. Permitir que la ciudadanía tenga información más
comprensible, a través de múltiples canales;

IX. Publicar la información legislativa con formatos
abiertos;
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X. Utilizar, implementar y en su caso desarrollar plata-
formas digitales y otras herramientas que permitan la
interacción ciudadana con la Cámara;

XI. Publicar explicaciones claras y sencillas sobre los
principales contenidos de las leyes aprobadas;

XII. Desarrollar programas divulgativos dirigidos a jó-
venes y comunidades históricamente marginadas;

XIII. Tomar las medidas necesarias para garantizar que
la apertura parlamentaria adopte las mejores prácticas
internacionales;

XIV. Publicar la explicación sobre los principales rubros
del gasto aprobado en el Presupuesto de Egresos de la
Federación;

XV. Publicar explicaciones sobre la creación de nuevos
impuestos, derechos o aprovechamientos aprobados en
la Ley de Ingresos de la Federación;

XVI. Propiciar que los Grupos publiquen su Agenda
Legislativa;

XVII. Reforzar la participación ciudadana en el ejerci-
cio de sus funciones, a través de los mecanismos que
apruebe el Pleno;

XVIII. Publicar la información que reciba de los grupos
de interés, organizaciones de la sociedad civil, institu-
ciones gubernamentales y cabilderos registrados, que
sea relevante como insumo para la deliberación y el pro-
ceso legislativo, y

XIX. Las demás que, acorde a los avances tecnológicos
y las mejores prácticas internacionales, resulten útiles
para mejorar la participación y colaboración ciudadana
en las funciones de la Cámara.

B. De la participación ciudadana en el proceso legislativo. 

Sin menoscabo de las atribuciones y facultades que tienen
las y los diputados para llevar a cabo el ejercicio de la fun-
ción legislativa, durante los trabajos de dictaminación de
las iniciativas y proposiciones las comisiones podrán acor-
dar abrirlas a la consulta y participación de la ciudadanía,
habilitando por medios electrónicos los canales que facili-
ten y posibiliten la participación, con independencia de

cualquier otro mecanismo de participación que las comi-
siones pudieran establecer. 

…

Transitorios 

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Tercero. La Junta de Coordinación Política de la Cámara
de Diputados presentará al Pleno de la misma para su apro-
bación, el acuerdo de integración del Comité de Parlamen-
to Abierto a más tardar a los cuarenta y cinco días natura-
les posteriores a la publicación de este Decreto en el Diario
Oficial de la Federación. 

Nota

i Declaración de Lanzamiento de la Alianza para el Parlamento Abier-
to en México”, México, 22 de septiembre de 2014, 

www.senado.gob.mx/comisiones/cogati/eventos/docs/Declara-
cion_220914.pdf.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, a los quince días
del mes de marzo del año dos mil diecinueve.— Diputada Frida Ale-
jandra Esparza Márquez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

DECLARA EL DÍA 7 DE MARZO DE CADA
AÑO COMO “DÍA NACIONAL DEL HUIPIL”

«Iniciativa de decreto, que declara el 7 de marzo como Día
Nacional del Huipil, a cargo de la diputada Araceli Ocam-
po Manzanares, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada Araceli Ocampo Manzanares, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que declara el 7 de marzo de cada
año como Día Nacional del Huipil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, 21.5 por ciento de la población se reconoce co-
mo parte de un pueblo indígena, es decir, 26 millones de
personas, asimismo, 6.5 por ciento de la población de tres
años y más es hablante de una de las 68 lenguas indígenas
que existen en el país.1

Las entidades con mayor población indígena, de acuerdo
con datos de la Comisión Nacional de Población, son Oa-
xaca, Yucatán, Chiapas, Quintana Roo y Guerrero, esta úl-
tima con 15.3 por ciento. Sin embargo, pese a que las cifras
anteriores son una muestra de diversidad lingüística y cul-
tural, persisten ideas y prácticas discriminatorias que me-
noscaban los derechos de las personas pertenecientes a al-
gún pueblo indígena. Un ejemplo es que, de acuerdo con
datos de la Encuesta Nacional sobre Discriminación 2017,
20.3 por ciento de la población indígena dice haber sido
discriminada, mientras que 49.3 por ciento considera que
sus derechos se respetan poco o nada.2

Lo anterior, contrasta con el papel que los pueblos indíge-
nas han tenido en la historia de México y la construcción
de la identidad nacional. Las grandes transformaciones del
país no habrían sido posibles sin la participación de los
pueblos, desde la guerra de independencia, la revolución
mexicana, hasta nuestros días.

La lucha de los pueblos por el reconocimiento de sus dere-
chos quedó plasmada en nuestra Constitución Política, espe-
cíficamente en el artículo 27, referente al régimen de propie-
dad de las tierras, que conserva una perspectiva comunitaria
proveniente de la época prehispánica. Igual importancia po-
see el artículo 2 de la Carta Magna, reformado en 2001, lue-
go del alzamiento armado neozapatista y la realización de
multitudinarias movilizaciones por el reconocimiento de los
derechos y la cultura de los pueblos indígenas. Dicho artícu-
lo reconoce que la nación tiene una composición pluricultu-
ral, sustentada en los pueblos originarios, además de estable-
cer la obligación del Estado mexicano en cuanto a la
protección de sus derechos culturales.

En ese tenor, los derechos culturales de los pueblos indíge-
nas también se encuentran garantizados por el Convenio

169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),
que establece el derecho a conservar sus costumbres e ins-
tituciones propias, ya que constituyen elementos funda-
mentales de su identidad y existencia.

Los derechos culturales comprenden la contribución a la
vida cultural, que implica el derecho de toda persona a
participar en la creación de las diferentes manifestacio-
nes espirituales, materiales, intelectuales y emocionales
de la comunidad.3

Una de esas expresiones podemos encontrarla en el arte
textil popular y las artesanías, pues Marta Turok señala
que: “Las artesanías abren una ventana para comprender y
visualizar la conexión integral entre los elementos natura-
les, sociales y simbólicos del grupo social en cuestión,
[...]”4, en este caso los pueblos indígenas.

De esta manera, el arte textil popular es más que un objeto
ornamental, constituye la objetivización de la cosmovisión
de los pueblos indígenas, en cuya elaboración y preserva-
ción las mujeres son un elemento esencial. Mediante las
prendas de vestir se muestra la identidad y pertenencia a un
pueblo o comunidad, además de expresar la particularidad
de las formas de concebir a las personas y al mundo. 

La palabra huipil proviene del vocablo náhuatl huipilli, que
significa “gran colgajo”, este vestido contiene en cada uno
de sus brocados la expresión misma de la mujer que los
porta, sus alegrías, dolores, sueños, pasado y porvenir.
Existe una gran diversidad de huipiles, como pueblos en la
República Mexicana, por ejemplo, en la Costa chica de
Guerrero, en el municipio de Xochistlahuaca, el pueblo
amuzgo lo conoce como chuey. En dicha región, las muje-
res conservan este tradicional vestido, consistente en tres
lienzos elaborados en el telar de cintura, en el que plasman
diferentes figuras relativas a la flora y fauna con las que
conviven, ya sean cucarachas de agua, flores o semillas de
calabaza.

Por su parte, Turok refiere de la siguiente forma el signifi-
cado de los huipiles en el estado de Chiapas: “al vestirse
con el huipil y pasar la cabeza por el ojal, las mujeres se co-
locan simbólicamente en el centro del universo. Así el hui-
pil es un lienzo con una historia no escrita, una tela donde
se reconfigura y preserva la memoria de un pueblo.”5

Así, la especial relación de los pueblos con su territorio, y
de ambos como elementos constitutivos de la identidad, se
manifiesta de múltiples formas, entre ellas las celebracio-
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nes religiosas. Ejemplo de ello es la fiesta tradicional del
Primer Viernes de Cuaresma, en honor al Señor de los Tra-
bajos, que se lleva a cabo cada 7 de marzo en el municipio
de Metlatónoc, en el estado de Guerrero. Este evento con-
centra a la población del municipio y los municipios cerca-
nos, como Cochoapa El Grande, Tlacoachistlahuaca, Ome-
tepec y Tlapa de Comonfort.

Durante la celebración, las mujeres portan orgullosamente
el huipil, elaborado sobre manta blanca, bordada con algo-
dón artesanal, con una combinación de flores, pájaros, cor-
deros y águilas devorando serpientes. Asimismo, dentro de
la organización de la fiesta del pueblo, las mujeres se pre-
paran confeccionando huipiles para su comercialización
directa, tanto a nivel local como regional, ya que también
representa una importante fuente de ingresos para las fami-
lias del área. De manera análoga, en toda la República Me-
xicana los pueblos recrean su particular forma de ser y es-
tar en el mundo.

La declaración del 7 de marzo como Día Nacional del Hui-
pil, significará ampliar el reconocimiento de la identidad y
cultura de los pueblos indígenas y, de manera especial, a
las mujeres como preservadoras de la memoria y reproduc-
toras de la cosmovisión de los pueblos originarios.

En este contexto, es preciso enfatizar que la Organización
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura (UNESCO), en el artículo 6 de la Declaración Uni-
versal sobre la Diversidad Cultural, señala que ésta es tan
necesaria para el género humano como la diversidad bioló-
gica para los organismos vivos, es parte del patrimonio co-
mún de la humanidad y debe ser reconocida y respetada en
beneficio de las generaciones presentes y futuras, asimis-
mo, debe velarse porque todas las culturas puedan expre-
sarse y darse a conocer, ya sea través del pluralismo en los
medios de comunicación, el plurilingüismo, la igualdad de
acceso a las expresiones artísticas, o el saber científico y
tecnológico.

Así, en concordancia con el principio de progresividad y
las obligaciones del Estado en materia de derechos huma-
nos, establecidas en el párrafo tercero del artículo 1 consti-
tucional, es menester tomar acciones que contribuyan a ga-
rantizar los derechos culturales de los pueblos indígenas y
al reconocimiento de sus aportaciones culturales como pa-
trimonio común de la humanidad.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se declara el 7 de marzo de cada año
como Día Nacional del Huipil

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión declara
el 7 de marzo de cada año como el Día Nacional del Huipil.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 Comisión Nacional de Población (2015), Encuesta Intercensal.

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (2017), Encuesta Na-
cional sobre Discriminación.

3 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Na-
ciones Unidas, Observación General No. 21.

4 Turok, Marta, 1988, Cómo acercarse a la artesanía, Editorial Plaza y
Janés, México, pág. 19.

5 Crónica de Oaxaca, Un acercamiento al Significado del Huipil Cere-
monial de Magdalenas, Chiapas, 3 de noviembre de 2015, disponible en: 

http://cronicadeoaxaca.com/un-acercamiento-al-significado-del-
huipil-ceremonial-de-magdalenas-chiapas/.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputada
Araceli Ocampo Manzanares (rúbrica).» 

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY GENERAL DE
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

«Iniciativa que reforma los artículos 19 y 91 de la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, a cargo de la
diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada federal Maiella Martha Gabriela
Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano de la LXIV Legislatura de la Cá-

Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados592



mara de Diputados del Congreso de la Unión, en uso de las
facultades que confieren la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 16 y
91 de la Ley General de Responsabilidades Administrati-
vas, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

México es un país gravemente golpeado por la corrupción;
ha sido calificado dicho fenómeno como un problema cul-
tural, constantes escándalos en la materia ya es una cons-
tante en los medios de comunicación, y ante tal, la solución
lógica sería la construcción de una nueva cultura ética en la
sociedad mexicana. 

Del mismo modo, el fenómeno de la corrupción se ha vuel-
to un elemento común en la vida diaria de la población, al
grado de que acorde a estimaciones de la Confederación
Patronal de la República Mexicana,1 los hogares mexica-
nos destinan en promedio el 14 por ciento de su ingreso
promedio anual a pagos relacionados con actos de corrup-
ción; a las empresas les significa un daño equivalente a un
5 por ciento de las ventas anuales; y al país entre un 8 por
ciento y 10 por ciento del Producto Interno Bruto.2

Los mexicanos están convencidos3 de que la policía es un
órgano indisoluble a la delincuencia, que determinados ac-
tores políticos se encuentran por encima del Poder Legisla-
tivo, Judicial, Ejecutivo u órganos a los que constitucional-
mente se les otorga autonomía, y que, respondiendo
generalmente a intereses particulares, se esmeran en hacer
lo posible por mantener su estatus de élite, sin existir inte-
rés genuino en mejorar las condiciones de vida de quienes
les otorgaron su confianza, los votantes.

Con estrecha relación a lo anterior y como resultado de la
falta de confianza en la eficiencia de las autoridades, en
nuestro país siempre ha existido el temor a ser objeto de re-
presalias o conductas hostiles cuando se denuncia4 y exhi-
be públicamente a una autoridad por la comisión de actos
constitutivos de delito, que generalmente se circunscriben
a los multicitados actos de corrupción, todo esto por no
existir una efectiva protección al denunciante,5 lo cual se
traduce necesariamente como un resultado del intento de
desalentar o impedir el ejercicio de derechos protegidos.6

Lo anterior se refleja con lo manifestado por organismos
internacionales como Washington Office on Latin America
y Committee to Protect Journalists, que han señalado a Mé-
xico como uno de los países más peligrosos para ejercer el
periodismo en el mundo después de países como Iraq o Co-
lombia;7 la desaparición u homicidio de periodistas tras de-
nunciar públicamente corrupción de jueces, militares, polí-
ticos y fiscales, se ha vuelto ya ordinario y un obstáculo
casi insuperable para ejercer la libertad de expresión como
un mecanismo efectivo de control democrático de la ges-
tión gubernamental, sin existir respuesta efectiva del Esta-
do Mexicano a esta grave problemática.8

En términos de la Agencia de los Estados Unidos para el
Desarrollo Internacional (en inglés: United States Agency
for International Development, USAID), podríamos cata-
logar a México como un país vulnerable o propenso a una
situación de crisis interna, en virtud de la incapacidad o fal-
ta de voluntad para asegurar a la mayoría de su población
el adecuado ejercicio de los derechos humanos, que con-
lleva a su vez a una falta de legitimidad en el Estado,9 sin
descartar a la corrupción como un factor fundamental que
contribuye a la permanencia de este problema.

Consecuencia de dicha realidad y de diversas circunstan-
cias entre ciudadanía y corrupción, impunidad, costos so-
ciales, políticos y económicos,10 fue la génesis de la incor-
poración de México a tres convenciones internacionales
anticorrupción como muestra de su iniciativa de combate al
multicitado fenómeno:

1. Convención de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico (OCDE) para Combatir el
Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en
Transacciones Comerciales Internacionales, adoptada
por la Conferencia Negociadora el 21 de noviembre de
1997;11

2. Convención Interamericana contra la Corrupción
(CICC) adoptada por la Conferencia Especializada so-
bre el Proyecto de Convención Interamericana Contra
La Corrupción el 29 de marzo de 1996;12

3. Convención de las Naciones Unidas contra la Co-
rrupción (CNUCC), adoptada en la Conferencia de Mé-
rida, el 9 de diciembre de 2003, de conformidad con la
Resolución 58/4 de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, de 31 de octubre de 2003.13
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Aunado a ello, surgieron importantes impulsos legislativos
en materia de combate a la corrupción. 

Así, el 27 de mayo de 2015 fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) la reforma constitucional que
dio causa al Sistema Nacional Anticorrupción (SNA),14 el
cual pretende establecer las bases de coordinación entre los
distintos órdenes de gobierno para que dentro de su com-
petencia prevengan, investiguen y sancionen las faltas ad-
ministrativas y los hechos de corrupción cometidos en per-
juicio de la nación mexicana, pretendiendo componer la
relación de confianza entre sociedad y gobierno, pues re-
sulta inconcuso que aquellos que participen en la organiza-
ción de un Estado deberán ser estimulados a creer en sus
pares y en el sistema en el que actúan; es una cuestión ra-
cional, no moral, seguida de la lógica sancionatoria si al-
guien pretende quebrantarla. 

Posteriormente en el periodo extraordinario de la LXII le-
gislatura de este Poder Legislativo, se aprobaron 7 paque-
tes de legislación secundaria para prevenir y combatir la
corrupción,15 que contemplan la expedición en 2016 de la
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación;
Ley General de Responsabilidades Administrativas; y en el
mismo año reformas a la Ley de Coordinación Fiscal de
1978; a la Ley General de Contabilidad Gubernamental de
2008; a la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
la República de 2009; al Código Penal Federal de 1931;
y a la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral de 1976.

Aun cuando se afirmaba la consolidación de la primera eta-
pa de implementación del SNA, ello no fue suficiente para
frenar la comisión de continuos y mayores escándalos de
corrupción en todo el país, que paralelamente llevaría a
México a descender 28 posiciones en el índice de Percep-
ción de la Corrupción 2016, ocupando el deplorable lugar
123 de 176 países en la escala de percepción del problema,
siendo el peor evaluado dentro de la OCDE, además de al-
canzar un lastimoso lugar 18º en la materia del G-20,16 y
nuevamente en 2017 cayendo al lugar 135 de 180 países
evaluados, situándose en el mismo último lugar dentro de
la OCDE17 no obstante ya se habían aprobado importantes
modificaciones en el ordenamiento jurídico nacional para
contrarrestar y prevenir dicho fenómeno. 

Hoy en día, en parte por la exposición anterior, no queda
duda de que ninguna de las medidas legislativas imple-
mentadas en los últimos años en la materia han coadyuva-

do eficazmente a la transformación hacia el Estado de De-
recho que se pretende alcanzar; podría hablarse que pueden
existir determinadas mejoras legislativas que, hasta no pro-
ponerse, aprobarse e implementarse, su ausencia genera
una atmósfera de complicidad, encubrimiento y conse-
cuente impunidad.

Como muestra de aquello en un sector sensible, que es la
procuración de justicia, derivado de una solicitud de infor-
mación resuelta por la Coordinación de Planeación, Desa-
rrollo e Innovación Institucional,18 se desprende:

1. Que existe un total de 618 probables responsables in-
diciados en la Dirección General de Delitos Cometidos
por Servidores Públicos de la Procuraduría General de
la República por el presumible delito de ejercicio inde-
bido del servicio público, previsto en el artículo 214 del
CPF, anotando que a partir del 2012 las cifras de indi-
ciados por el referido se han visto considerablemente
aumentadas, v.gr. en el año 2008 existieron 47 indicia-
dos dentro de una averiguación previa por el delito se-
ñalado, mientras que en el año 2015 la cifra ascendió a
97;

2. Que el visitador general de la Procuraduría General
de la República manifestó el inicio de procedimientos
de remoción en contra de servidores públicos de esa de-
pendencia por diversas faltas administrativas graves, in-
formando que tiene registro de 381 servidores públicos
sancionados con remoción entre enero de 2010 al mes
de julio de 2016, de los cuales 283 son agentes del mi-
nisterio público de la federación, 97 son policías federa-
les ministeriales y un perito.19

De manera paralela y complementaria, en solicitud de in-
formación diversa realizada, dentro del plazo de 2014 a
2017, 607 servidores públicos se encuentran sujetos a pro-
ceso penal; de 2015 a 2017, se han removido 333 servido-
res públicos; y 561 investigaciones se han iniciado contra
funcionarios de la institución citada por hechos de corrup-
ción y delitos cometidos contra la administración de justi-
cia, de las que únicamente se han consignado ante juez la
pequeña cantidad de 43 investigaciones.20

Lo expuesto únicamente hace evidente la corrupción in-
mersa dentro de las instituciones públicas, ya en este caso
de procuración de justicia, además de presumir por la na-
turaleza del fenómeno, que la situación material y no la
formal como la citada es mucho más grave, atendiendo a
todos los servidores públicos a los cuales no obstante actú-
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an en un plano de ilicitud aún no han sido investigados o
sido sujetos de un procedimiento sancionador, ya sea por la
corrupción que permea en las Unidades Internas de Control
y Procuradurías, los deficientes recursos materiales y hu-
manos para dar seguimiento o iniciar las mismas, o bien la
simple omisión -por miedo o motivo que fuere- en el ejer-
cicio de dicha obligación de denuncia. 

Con relación a lo último afirmado, en nuestro país, al no
existir credibilidad en los medios institucionales de impar-
tición de justicia, no solo es el ciudadano quien no recurre
a ellas para ejercer su derecho y a la vez deber de denun-
cias, sino también los mismos servidores públicos dentro
de la administración pública ante los órganos internos de
control o demás vías instauradas para tal efecto. 

En este contexto, si bien es cierto esta denuncia puede ser
realizada por cualquier persona, sean particulares o servi-
dores públicos, es pretensión nuestra pronunciarse única-
mente sobre estos últimos debido a ellos se encuentran en
el corazón de la corrupción pública, que son las dependen-
cias gubernamentales, y por tal razón pueden tener conoci-
miento de graves irregularidades que se desprenden de in-
formación que cualquier ciudadano normal no podría
obtener ordinariamente. 

Así, mientras que un ciudadano normal vive la corrupción
en situaciones comunes de la vida diaria, como ser deteni-
do por un policía de tránsito por infringir una norma de
tránsito y evadir la imposición de una multa por extender
una dádiva, determinados servidores públicos vivirán la
corrupción de manera distinta, v.gr. encontrando una irre-
gularidad de millones pesos en la construcción de obra pú-
blica, prestación de servicios relacionados con la misma,
adquisiciones y arrendamientos del sector público, entre
otras situaciones, pero en esencia a determinados hechos
que superan, por mucho, la gravedad de otros cotidianos. 

En el marco del derecho internacional, la CNUCC21 obli-
ga a los Estados a implementar medidas apropiadas de pro-
tección a todo aquél que tenga conocimiento de posibles
actos de corrupción. Dichas exigencias se encuentran con-
signadas en sus artículos 32 y 33, en la que el primero de
ellos se denomina Protección de testigos, peritos y vícti-
mas, y el segundo Protección de los denunciantes. 

La diferencia consiste en que el artículo 32 se dirige a la
protección del individuo como testigo ya inmiscuido en un
proceso penal en curso, en el que existe evidencia sólida de
la posible comisión o participación del servidor público

acusado de un hecho de corrupción, mientras que el artícu-
lo 33 se encauza a la protección del individuo que con ba-
ses razonables y buena fe denuncia la posible comisión de
un ilícito en materia de corrupción, o su riesgo, es decir,
aún no existe procedimiento sancionador incoado y por
tanto la naturaleza del acto atiende más a una cuestión pre-
ventiva. En México, pareciere que se han tomado medidas
razonables en términos del artículo 32 citado, pero no así
del diverso 33, cuyo fortalecimiento es el fin de esta pro-
puesta legislativa.

Dicho brevemente ¿Las condiciones para denunciar en
nuestro país son idóneas? En términos del numeral 7 de los
Lineamientos generales para propiciar la integridad de los
servidores públicos y para implementar acciones perma-
nentes que favorezcan su comportamiento ético, a través de
los Comités de Ética y de Prevención de Conflictos de In-
terés (ahora en adelante Lineamientos) publicados en
2015,22 únicamente puede realizarse una delación ante el
Comité de Ética y de Prevención de Conflictos de Interés
sobre posibles incumplimientos al Código de Ética de los
Servidores Públicos del Gobierno Federal, de Conducta o a
las Reglas de Integridad para el ejercicio de la función pú-
blica,23 recalcando que si bien no necesariamente todo in-
cumplimiento de los ordenamientos citados puede implicar
la comisión de una falta administrativa o un delito, la co-
misión de una falta administrativa o un delito siempre con-
llevará al incumplimiento de aquellos ordenamientos.

Respecto de la delación, señala el numeral 724 de los Line-
amientos vigentes antes de agosto de 2017 aplicables úni-
camente para los servidores públicos del orden federal, que
cuando resulte necesario, la identidad y demás datos per-
sonales del delator se mantendrán en estricta confidenciali-
dad, así como del o de los terceros a los que les consten los
hechos, a no ser que el delator o los terceros tengan el ca-
rácter de servidores públicos.

Como se advierte, anteriormente a 2017, no obstante se se-
ñaló en la LGRA que las denuncias pueden ser anónimas,25

por acuerdo de la Secretaría de la Función Pública la dela-
ción de todo incumplimiento normativo que debió iniciar
ante el Comité de Ética y de Conflictos de Interés (Comi-
té) no encontraba protección de confidencialidad del de-
nunciante si este era servidor público, por lo que si poste-
riormente el Comité daba vista a una autoridad
investigadora superior que contemplara tal protección en la
denuncia –dígase ante el Órgano Interno de Control o bien
ante el agente del ministerio público-, esta no tenía efecto
positivo ulterior alguno, en virtud de que la identidad del
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denunciante/delator pudo haber sido conocida desde un
inicio, al momento en el que se denunció ante el Comité.

Como se observó, en dichos lineamientos no se incorporó
un criterio objetivo que permitiere justificar el por qué un
particular sí pudo ser protegido en la confidencialidad del
procedimiento de denuncia contra un servidor público,
cuando este no pudo serlo, incluso cuando se atiende al
mismo objeto,26 además, ¿Qué situación debe entenderse
por necesaria? Claramente queda tal definición al arbitrio
del Comité, lo cual generaba inseguridad jurídica y vulne-
raba la confianza del mecanismo de denuncia ante posibles
represalias una vez conocida la identidad del delator. 

Posteriormente, por acuerdo publicado el 22 de agosto de
2017, fue modificado dicho numeral para permitir que
los servidores públicos también fueran protegidos bajo
confidencialidad, sin embargo, dicha modificación que-
dó al arbitrio de la Secretaría de la Función Pública, y no
así implementado por un medio que garantizare perma-
nencia sobre la protección al denunciante, es decir, que
quedare plasmada en una ley así aprobada por el poder
legislativo e inmodificable por la misma instancia admi-
nistrativa ante sí. 

Lo anterior solo permite a que, atendiendo a un cambio de
circunstancia política en el país, la misma autoridad admi-
nistrativa pueda nuevamente modificar sin límite aparente
alguno dicha normatividad, regresándola a su redacción
original, o bien, incorporando mecanismos que atentaren
contra la promoción de la denuncia anónima y confiden-
cialidad de los datos del delator en el servicio público.

Baste, como efecto muestra de los escenarios negativos
afirmados, que 6 de cada 10 mexicanos, servidores públi-
cos o no, opta por no denunciar conductas alejadas de la le-
galidad. Simultáneamente, 52 por ciento del universo en-
cuestado refiere no haber denunciado por falta de
confianza en las autoridades, y de manera paralela, un 34
por ciento manifestó miedo a represalias por parte de la
persona que se denuncia.27

En atención a ello, es pilar reconocido de un Estado de De-
recho que la protección de todo aquel que denuncia alguna
conducta delictiva en nuestro país es primordial, ya que no
resulta raro que cualquier denunciante que estime pueda
ser objeto de cualquier tipo de represalia por parte de los
servidores públicos denunciados, o efectivamente lo haya
sido, preferirá guardar silencio al respecto, generando indi-
rectamente una afectación indeterminada, pues continuará

el actuar administrativo ilícito y/o irregular, máxime al tra-
tarse de servidores públicos que como mencionábamos
previamente se encuentran en una posición especial sus-
ceptible de descubrir mayores, en gravedad y cantidad, ac-
tos posiblemente constitutivos de corrupción.

Así, es justamente por estas consecuencias inhibidoras de la
cultura de la denuncia que la recomendación emitida por el
Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados
miembros sobre protección de delatores, de 2014, se encauza
ampliamente a fomentar la protección de los whistleblowers
(informantes, delatores, denunciantes) en el combate a la co-
rrupción tanto en el sector público como en el privado.

Por tales razones se propone ampliar la obligación de pro-
tección al denunciante expresamente en ley, lo cual genera
certeza y mayor garantía de las acciones pretendidas al no
permitir que la regulación de aspectos fundamentales en el
procedimiento de delación recaigan a la consideración y
beneficio de quien eventualmente puede ser denunciado, es
decir, la misma entidad administrativa.

Además, se propone reiterar la obligación de los órdenes
de gobierno de garantizar la confidencialidad del nombre y
demás datos personales del denunciante, y adicionar que
tal protección se extiende a los terceros a los que les cons-
ten hechos denunciados y que colaboren además en su in-
vestigación, sean particulares o servidores públicos.

Se pretende en el mismo sentido incorporar en la esfera de
protección del denunciante a los datos personales, más allá
de solo señalar que se deberá proteger la “identidad”, toda
vez que al no ser el término “identidad” un elemento deli-
mitado en norma, el alcance de su contenido puede caer en
el juicio del operador jurídico, a diferencia del término
“datos personales”, que conforme a la Ley General de Pro-
tección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obli-
gados es plenamente cognoscible, y su contenido es cual-
quier información concerniente a una persona física
identificada o identificable, considerándose que una perso-
na es identificable cuando su identidad pueda determinarse
directa o indirectamente a través de cualquier información.

Por otra parte, como precisión jurídica y en pro del derecho
a la seguridad jurídica, se advierte que la ley únicamente
obliga a los servidores públicos a observar el Código de
Ética emitido por las Secretarías u Órganos Internos de
Control, conforme a los Lineamientos expedidos por el
Sistema Nacional Anticorrupción para la emisión del men-
cionado Código de Ética. 
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Sobre este previo se observa, primero, que conforme a la
LGRA, el servidor público únicamente está obligado a ob-
servar el Código de Ética, pero no así las Reglas de Inte-
gridad para el ejercicio de la función pública, el Código de
Conducta,28 ni los Lineamientos generales para propiciar
la integridad de los servidores públicos y para implementar
acciones permanentes que favorezcan su comportamiento
ético, a través de los Comités de Ética y de Prevención de
Conflictos de Interés29 o sus análogos en las entidades fe-
derativas; segundo, que atendiendo a dicha omisión, pu-
diere interpretarse de manera restrictiva que no le son apli-
cables al servidor público las demás normas en la materia
atendiendo a un principio de jerarquía normativa, es decir,
un acuerdo administrativo no puede exigir más de lo que la
misma Ley requiere, sobre todo porque la norma hace la
distinción expresa, lo cual infiere exclusión en la interpre-
tación literal, cuando debió de redactarse de manera gené-
rica como se propone en este documento. Simultáneamen-
te, la misma norma solo prevé la obligación de publicar y
hacer de conocimiento a los servidores públicos el Código
de Ética, y no así la demás normativa relacionada y citada.

Como solución jurídica, se propone una redacción más am-
plia que permita incorporar la obligación del servidor pú-
blico de observar cualquier norma que tenga como finali-
dad la promoción de la cultura de la ética, integridad y
responsabilidad en el ejercicio del servicio público, lo cual
es acorde al contenido de los mandatos previstos en los ar-
tículos 109, fracción III de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 5 de la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción y 7 de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, consistente en regirse el
servicio público por los principios de legalidad, objetivi-
dad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, efi-
ciencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, inte-
gridad y competencia por mérito, así como la obligación de
publicitar y hacer del conocimiento de aquellos todas las
demás normas relacionadas y ya multicitadas.

Por último, cabe referir que la presente iniciativa encuentra
identidad y además obedece al potencial mandato interna-
cional contenido en el United States-Mexico-Canada Agre-
ement (USMCA),30 que exige al Estado Mexicano, prime-
ro, la incorporación de políticas anticorrupción en materia
de garantía a whistleblowers, delatores, o denunciantes,
cualesquiera sea su denominación, con la finalidad de que
sean protegidos ante represalias y acciones que les perjudi-
quen con motivo de su denuncia; y segundo, la ampliación
de la promoción de la cultura ética en el servicio público.31

Para mejor exposición, se integra el siguiente cuadro 
comparativo:

Es por lo anteriormente expuesto, con la única pretensión
de atacar de manera más eficiente y eficaz este fenómeno
delictivo que merma el adecuado funcionamiento de las
instituciones del estado, circunstancia indispensable para el
disfrute de otros derechos fundamentales, que someto a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforman los artículos 16 y 91 de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas

Único. Se reforman los artículos 16 y 91 de la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas, para quedar 
como sigue:

Artículo 16. Los servidores públicos deberán observar el
código de ética, conducta, reglas de integridad, lineamien-
tos generales y toda norma que tenga como finalidad la
promoción de la cultura de la ética, integridad y responsa-
bilidad en el ejercicio del servicio público que al efecto se-
an emitidos por las Secretarías o los Órganos internos de
control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema
Nacional Anticorrupción, para que en su actuación impere
una conducta digna que responda a las necesidades de la
sociedad y que oriente su desempeño.

Las normas a que se refiere el párrafo anterior deberán ha-
cerse del conocimiento de los servidores públicos de la de-
pendencia o entidad de que se trate, así como darles la má-
xima publicidad.

(…)

Artículo 91. La investigación por la presunta responsa-
bilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, por
denuncia o derivado de las auditorías practicadas por
parte de las autoridades competentes o, en su caso, de au-
ditores externos. 

Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, las autori-
dades investigadoras mantendrán con carácter de confiden-
cial la identidad y demás datos personales de las personas
que denuncien las presuntas infracciones, así como de los
terceros a los que les consten los hechos y colaboren en la
investigación de la conducta denunciada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Es un sindicato nacional de afiliación voluntaria que reúne empresa-
rios de los diferentes sectores económicos del país, y tiene como uno

de sus objetivos formular proposiciones estratégicas con base en el es-
tudio y el análisis de la realidad económica, política, social y empresa-
rial mexicana. 

2 Vid. De la Rosa, Eduardo (24 de mayo de 2017) “Coparmex: hoga-
res mexicanos destinan 14% de ingresos en corrupción” publicado en
portal electrónico de noticas “Milenio”. Recuperado de: 

http://www.milenio.com/negocios/corrupcion_mexico-inflacion-
c o p a r m e x - i n v e r s i o n - g e n e r a c i o n _ e m p l e o s - p i b - m i l e -
nio_0_962304057.html (Consultado el 24 de mayo de 2017)

3 Cfr. HERNÁNDEZ DURÁN, Leopoldo: “Hilan siete años de bajas,
en credibilidad” publicado el 27 de noviembre de 2016 en portal elec-
trónico de noticias “El Economista”. Consúltese en:

http://eleconomista.com.mx/sociedad/2016/11/27/hilan-siete-
anos-bajas-credibilidad (Consultado el 29 enero de 2017)

4 La denuncia social, no cabe duda, es el mecanismo de control políti-
co más importante que posee la ciudadanía sobre el gobierno.

5 Vid. Comité de Derechos Humanos (1995) caso Gauthier c. Canadá,
párr. 13.4. El comité de Derechos Humanos abordó este tema en el
cual, después de citar su doctrina relativa a la relación entre los dere-
chos políticos y la libertad de expresión, comentó que todo individuo,
en particular por conducto de los medios de información, deberían te-
ner amplio acceso a la información y la oportunidad de difundir infor-
mación y opiniones acerca de las actividades de los órganos del Esta-
do constituidos por elección y de sus miembros. 

6 Vid. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (1997) caso
Medina Charry c. Colombia, párrs. 73-74. Consúltese informe: 

https://www.cidh.oas.org/annualrep/97span/Colombia11.221.htm
(Consultado 20 marzo de 2017)

7 Consultado en: 

http://www.theguardian.com/news/datablog/2014/jan/07/where-
deadliest-most-dangerous-place-journalists-syria y https://www.
cpj.org

8 Por mencionar ejemplos: SANCHO, Víctor. (3 de mayo de 2017)
“Corrupción acorrala periodistas: informe” Publicado en portal elec-
trónico de noticias “El Universal”. Consúltese en: 

ht tp: / /www.eluniversal .com.mx/art iculo/nacion/seguri-
dad/2017/05/3/corrupcion-acorrala-periodistas-informe; 
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AFP: “Desaparece periodista mexicano que denunciaba casos de
corrupción en Sinaloa”, publicado en periódico digital “Emol” el
18 de octubre de 2014. Consúltese: 

http://www.emol.com/noticias/internacional/2014/10/18/685656/d
esaparece-periodista-de-mexico-que-denunciaba-casos-de-corrup-
cion-en-sinaloa.html; 

URESTE, Manu: “Con Peña Nieto persisten la corrupción y las
violaciones a derechos humanos, dice Estados Unidos”. Publicado
en periódico digital “Animal Político” el 14 de abril de 2017. 
Consúltese: 

http://www.animalpolitico.com/2016/04/con-pena-nieto-persisten-
la-corrupcion-y-las-violaciones-a-derechos-humanos-dice-estados-
unidos/  

9 Vid. United States Agency for International Development (2005)
Fragile States Strategy. USAID. Washington. PD-ACA-999. Pág. 6. 
Consúltese en: 

http://pdf.usaid.gov/pdf_docs/PDACA999.pdf 

10 “Costos económicos: Inversión – Hasta 5% menor en países con
mayor corrupción (FMI); Ingreso de las empresas – Pérdida de 5% de
las ventas anuales (Ernst & Young); Piratería – Pérdida de 480 mil em-
pleos al año (CEESP); Producto Interno Bruto – 2% del PIB (WEF),
9% (Banco de México, Banco Mundial y Forbes), 10% (CEESP). Cos-
tos políticos: Insatisfacción con la democracia: Sólo 37% apoya a la
democracia; Sólo 27% se encuentra satisfecho con la democracia (La-
tinobarómetro 2013). Crisis de representación: 91% no confía en par-
tidos políticos; 83% no confía en legisladores; 80% no confía en insti-
tuciones del sistema judicial (Barómetro Global de la Corrupción,
Transparencia Mexicana). Costos sociales: Bienestar: 14% del ingreso
promedio anual de los hogares destinado a pagos extraoficiales (Trans-
parencia Mexicana). Violencia: Existe una correlación positiva entre
corrupción y niveles de violencia (Institute for Economics and Peace).”
Estos y más datos duros en: Amparo Casar, María (2015) México: Ana-
tomía de la Corrupción. Instituto Mexicano para la Competitividad A.
(IMCO) y Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE).
México. Consúltese: 

http://imco.org.mx/politica_buen_gobierno/mexico-anatomia-de-
la-corrupcion/ 

11 Consúltese en: 

https://www.oecd.org/daf/anti-bribery/ConvCombatBribery_Spa-
nish.pdf 

12 Consúltese en: 

http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interameri-
canos_B-58_contra_Corrupcion.asp 

13 Consúltese en: 

https://www.unodc.org/pdf/corruption/publications_unodc_con-
vention-s.pdf 

14 Se reformaron 19 artículos constitucionales, mismos en los que se
exigió la expedición de por lo menos 4 leyes nuevas y diversas modi-
ficaciones a varias ya existentes.

15 Pueden consultarse libremente de manera electrónica en el portal
oficial del Diario Oficial de la Federación: 

http://www.dof.gob.mx/

16 Vid. Transparencia Mexicana (24 de enero de 2017) “Reformas le-
gislativas no logran frenar caída en el índice de Percepción de la Co-
rrupción: Transparencia Mexicana” Publicado en portal electrónico
“Transparencia Mexicana”.  Consúltese: 

http://www.tm.org.mx/ipc2016/ 

17 Vid. Transparencia Internacional (2018) Corruption Perceptions In-
dex 2017. S.P. Consúltese en: 

https://www.transparency.org/news/feature/corruption_percep-
tions_index_2017 

18 Solicitud de información por medio electrónico realizada por Ar-
mando López Torres a la Dirección General de Quejas, Orientación y
Transparencia de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, me-
diante oficio No. 063604, de folio 00054216. Resuelta en la Ciudad de
México el 22 de septiembre de 2016 por el licenciado Carlos Manuel
Borja Chávez, Director General de la citada Dirección.

19 Ídem. 

20 Solicitud de información por medio electrónico realizada por Ar-
mando López Torres a la Oficina del C. Procurador, a través de su Uni-
dad de Transparencia y Apertura Gubernamental, mediante oficio
PGR/UTAG/02109/2017, de folio 0001700069617. Resuelta en la Ciu-
dad de México el 4 de abril de 2017 por el Licenciado Miguel Ángel
Cerón Cruz, encargado del Despacho de la Unidad de Transparencia y
Apertura Gubernamental.
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21 Vid. Oficina contra la Droga y el Delito de las Naciones Unidas (31
de octubre de 2003) Resolución 58/4 de la Asamblea General. Con-
vención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. Consúltese: 

https://www.unodc.org/pdf/corruption/publications_unodc_con-
vention-s.pdf 

22 Vid. Acuerdo que tiene por objeto emitir el Código de Ética de los
servidores públicos del Gobierno Federal, las Reglas de Integridad pa-
ra el ejercicio de la función pública, y los Lineamientos generales pa-
ra propiciar la integridad de los servidores públicos y para implemen-
tar acciones permanentes que favorezcan su comportamiento ético, a
través de los Comités de Ética y de Prevención de Conflictos de Inte-
rés, publicado el 20 de agosto de 2015 en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Consúltese: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5404568&fe-
cha=20/08/2015 

23 Ibídem.

24 7.  (…) Cuando resulte necesario el Comité mantendrá estricta con-
fidencialidad del nombre y demás datos de la persona que presente una
delación, y del o los terceros a los que les consten los hechos, a no ser
que tengan el carácter de servidores públicos. (…) –énfasis añadido-.

25 Artículo 91. La investigación por la presunta responsabilidad de
Faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las
auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su
caso, de auditores externos. 

Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, las autoridades in-
vestigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad
de las personas que denuncien las presuntas infracciones.

26 Cfr. Transparencia Internacional (15 de mayo de 2013) “Whistle-
blower protection and the UN Convention Against Corruption”. ISBN:
978-3-943497-33-5. Recuperado de: 

https://www.transparency.org/whatwedo/publication/whistleblo-
wer_protection_and_the_un_convention_against_corruption 

27 Vid. INE y Colmex (2014) Informe País sobre la calidad de la Ciu-
dadanía en México. Citado en: Amparo Casar, María. Op. Cit. Pág. 35

28 De conformidad con el Acuerdo multicitado, el Código de Conduc-
ta es distinto al Código de Ética, siendo el primero el instrumento emi-
tido por el Titular de la dependencia o entidad a propuesta de los Co-
mités de Ética y de Prevención de Conflictos de Interés, y el segundo

el Código de Ética de los Servidores Públicos del Gobierno Federal, a
que se refiere el referido Acuerdo;

29 Lineamientos que son distintos a los previstos en el artículo 16 de
la LGRA, ya que unos son para propiciar una conducta y fueron emi-
tidos por la Secretaría de la Función Pública, y otros para emitir un Có-
digo de Ética, emitidos por el Comité Coordinador del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción. Véase: Acuerdo por el que se dan a conocer los
Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el ar-
tículo 16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de octubre de 2018.
Consúltese: 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5540872&fe-
cha=12/10/2018 

30 Mecanismo internacional que reemplazó el Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte (TLCAN, o NAFTA por su denominación
en inglés North American Free Trade Agreement).

31 Vid. Baker Mckenzie (27 de octubre de 2017) “Remarkable Anti-
Corruption Framework in the new United States-México-Canadá
Agreement. Publicado en revista académica electrónica “Lexology”.
Consultado el 10 de noviembre de 2018. Recuperado de: 

https://www.lexology.com/library/detail.aspx?g=ddb7ac17-880c-
477d-97d5-1bf376dabf16&utm_source=lexology+daily+newsfe-
ed&utm_medium=html+email+-+body+-+general+section&utm_
campaign=lexology+subscriber+daily+feed&utm_content=lexo-
logy+daily+newsfeed+2018-11-05&utm_term=

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputada
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE
PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS 

HUMANOS Y PERIODISTAS

«Iniciativa que reforma los artículos 27 a 29 de la Ley pa-
ra la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, suscrita por el diputado José Salvador
Rosas Quintanilla e integrantes del Grupo Parlamentario
del PAN
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El suscrito José Salvador Rosas Quintanilla y los inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, sometemos a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 27, 28 y 29,
de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas.

Exposición de Motivos

La crisis de violencia que el país ha sufrido desde princi-
pios de esta década ha implicado una serie de eventos pre-
ocupantes para el mantenimiento de la libertad de expre-
sión por parte de dirigentes de movimientos sociales y
periodistas. Según información publicada en medios nacio-
nales, en enero y febrero de 2019 se han cometido 6 asesi-
natos de activistas y 2 de periodistas,1 lo que implica un
tercio de los 13 asesinatos de activistas y los 12 de perio-
distas cometidos en 2018,2 situando a México como unos
de los peores países para el ejercicio libre de la organiza-
ción de movimientos y el ejercicio del periodismo profe-
sional ante el temor de represalias que atentan contra la vi-
da de estas personas y sus respectivos allegados.

Esto es algo indignante y preocupante en una nación que
pretende apegarse a los altos estándares de seguridad que
una nación democrática contemporánea debería de ga-
rantizar. Salvaguardar las libertades de la ciudadanía, así
como el derecho a disentir y manifestarse, es algo indis-
pensable en el desarrollo de un país plural y con las he-
rramientas para encontrar diversas soluciones a los pro-
blemas cotidianos. 

La crítica, si es acallada, sólo da paso al establecimiento de
políticas que pueden ser traficadas como la voluntad de la
mayoría, pero que no necesariamente reflejan los deseos de
la opinión pública. En un periodo de ascenso de gobiernos
con características totalitarias alrededor del mundo, la la-
bor de callar a la disidencia, ya sea por parte de actores en
cargos públicos o por parte del crimen organizado, de-
muestra lo mucho que nos hace falta trabajar en términos
de seguridad y mantenimiento de las libertades individua-
les ante el temor de un escenario de esta clase en el futuro
de nuestro país.

Mantener una normatividad que garantice los lineamientos
indispensables en favor de la protección de actividades de
alto riesgo, como podrían considerarse esta clase de labo-
res en el México contemporáneo, resulta ser un trabajo
obligatorio para nosotros como legisladores. 

Más allá de posicionamiento ideológicos y políticos, ga-
rantizar las bases del pensar diferente y tener la posibilidad
de comunicarlo o manifestarlo, es algo que cualquiera, ya
sea como régimen u oposición, necesitan para mantener un
espacio de diálogo, pluralidad y una potencial transición
ante resultados deficientes respecto a las expectativas de la
ciudadanía.

Por ello, como una medida para dar cabida a posteriores
modificaciones en la normatividad acerca de la protección
de esta clase de labores, proponemos una modificación a la
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas en materia de los tiempos ne-
cesarios para dotar de protección a actores que se ven com-
prometidos en su seguridad en el ejercicio de estas clase de
funciones. 

Consideramos que los 10 días necesarios para la validación
del estudio de riesgo es tiempo que debería de acortarse de-
bido a la urgencia de un caso de esta clase. Si bien, la car-
ga es mayor para los evaluadores, la situación requiere de
que exista disposición de recursos y material humano para
desarrollarse en tiempos que sean lo suficientemente útiles
para mantener la integridad de los afectados. 

Por otra parte, la necesidad de agilizar los procesos y así
poder garantizar la calidad de la evaluación requiere un re-
ajuste en los lineamientos a los cuales se apegue al mo-
mento de emplear sus criterios. Si bien, se encuentra con-
tenida en la ley en su artículo 28, la ambigüedad de
palabras como “mejor” y “buenas prácticas”, apela más a
un juicio de valor moral o subjetivo y no a metodología ve-
rificada y reutilizable para los casos en México. 

Por último, el periodo de confirmación de las solicitudes,
su difusión ante los canales pertinentes y su aplicación re-
mite a tiempos sumamente extensos ante la situación tan
grave que atraviesa el actor o actores involucrados. En
tiempos donde los dispositivos electrónicos cuentan con la
capacidad de transmitir información en tiempo real y reco-
lectar vastas cantidades de información, alargar el proceso
a un mes para su aplicación deriva en un alto riesgo para
activistas y periodistas. Usar esta clase de herramientas pa-
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ra agilizar los procesos y darle un uso apegado a la ley, de-
manda reajustar los tiempos en los cuales se realiza dicha
operación ante la existencia de las herramientas y tecnolo-
gías que facilitan el poder hacerlo. 

Así entonces, es necesario contar con un marco normativo
que exija la presencia de estos elementos para el cumpli-
miento de las expectativas ligadas a la eficiencia para la
salvaguarda de actores vulnerables, por lo que se propone
una modificación a los artículos 27, 28 y 29 de la Ley pa-
ra la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, en favor de implementar mejores he-
rramientas y agilizar los procesos para el mantenimiento de
la seguridad de activistas y periodistas. Esto refuerza la se-
guridad y el mantenimiento de las libertades individuales al
demostrar que la labor estatal respalda la diversidad de
perspectivas y la apertura a la información, donde cual-
quier que pretenda vulnerarla se topará con todo el peso de
la ley.

A efecto de clarificar los cambios que se proponen se
muestra continuación el siguiente cuadro:

Con esto, se ejemplifica de manera explícita el argumento
para proponer la siguiente iniciativa con proyecto de; 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del
artículo 27, el artículo 28 y las fracciones I y II del ar-
tículo 29; todos de la Ley para la Protección de Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas

Único. Se reforman el segundo párrafo del artículo 27; el
artículo 28 y las fracciones I y II del artículo 29; todos de
la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas, para quedar de la siguiente
manera;

Artículo 27. …

La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término de sie-
te días naturales contados a partir de la presentación de la
solicitud, procederá a:

I. a III. …

Artículo 28. El Estudio de Evaluación de Riesgo y el
Estudio de Evaluación de Acción Inmediata se realiza-
rán de conformidad con las mejores metodologías ve-
rificadas y probadas, el apego a los estándares in-
ternacionales de organismos de alto prestigio y
buenas prácticas asociadas a un total respeto a los as-
pectos éticos y técnicos que conllevan el desarrollo de
evaluaciones profesionales de este tipo.
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Artículo 29. …

I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de
Gobierno a las autoridades correspondientes en un pla-
zo no mayor a 48 horas;

II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Pre-
ventivas o Medidas de Protección decretadas por la Junta
de Gobierno en un plazo no mayor a 14 días naturales;

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Héctor Briseño. (2019). Reporta ONU-DH el asesinato de seis acti-
vistas y dos periodistas en 2019 en México, de La Jornada Guerrero.
Sitio web: https://www.lajornadaguerrero.com.mx/index.php/socie-
dadyjusticia/item/6161-reporta-onu-dh-el-asesinato-de-seis-activistas-
y-dos-periodistas-en-2019-en-mexico

2 Ídem

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de
2019.— Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 165 del Có-
digo Penal Federal y 2o. de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, a cargo de la diputada Maiella Martha
Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada federal Maiella Martha Ga-
briela Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parla-
mentario del Movimiento Ciudadano de la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
en uso de las facultades que confieren la fracción II del ar-

tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y el artículo 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta honorable asamblea la presente, con 
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La vida diaria nos presenta una serie de hechos contrarios
a la norma y que, por dañar en alto grado la convivencia so-
cial, se sancionan con una pena.

Como es sabido, en el marco de la delincuencia organiza-
da la comisión de un delito será obra de varios individuos
que se ponen de acuerdo y dividen entre sí el esfuerzo pa-
ra realizar un hecho criminal. La actividad delincuencial se
asemeja a una empresa industrial; el delito suele ser con-
ducta de un solo hombre, pero con frecuencia aparecen va-
rios cooperando a la ejecución de acciones criminales que
en ocasiones el tipo legal no requiere.1

En la lucha contra este fenómeno delictivo, los denominados
cárteles, con la finalidad de mejorar y prolongar su operación
delictiva cuentan con una extensa red de vigilancia en ciuda-
des, pueblos y autopistas para monitorear la actividad de las
autoridades en materia de seguridad pública.

A esto se le denomina labor de halconeo,2 y consiste, en
parte, en informar a un grupo criminal, por cualquier me-
dio, toda actividad ejecutada por autoridades de la rama de
seguridad pública, procuración y administración de justi-
cia, que signifique un riesgo para la operación de aquel,
con la pretensión de propiciar la continuidad operativa de
la organización criminal, o bien la ejecución inminente de
un delito.

Por mencionar uno de varios ejemplos mediáticos más re-
levantes a nivel local, El Ojos, líder abatido de la organi-
zación criminal denominada Cártel de Tláhuac, contaba
con una red de halconeo conformado por mototaxis3 que
operaban en distintas demarcaciones de la Ciudad de Mé-
xico y que, se infiere, gracias a dicho monitoreo pudo eva-
dir los operativos implementados por la Secretaría de Ma-
rina y Policía Federal en el mes de mayo de 2017.4

En estricta relación con lo previamente manifestado, po-
dría explicarse doctrinalmente que uno de los factores que
influye en la efectividad de las operaciones de fuerzas ar-
madas y federales de seguridad pública, y por otra en el in-
cremento del fenómeno delictivo del halconeo, es la falta
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de atención legislativa bajo premisas similares de la teoría
denominada de “las ventanas rotas”, elaborada por James
Q. Wilson y George Kelling,5 misma que se basa en la pre-
misa de que el crimen es, en resumen, el resultado inevita-
ble de la falta de atención particular al caso.6

Un hecho ilícito de común comisión al que no se le dirige
atención suficiente en su combate (señala dicha teoría)7 tie-
ne como efecto contagiar en personas cercanas al infractor el
quebrantamiento de los códigos de convivencia; es el resul-
tado de la falta de atención gubernamental; ausencia de ley,
idea misma que se reafirma y multiplica cada vez que se co-
mete nuevamente el ilícito sin respuesta contundente alguna
contra ella, hasta volverse incontenible.8

El halconeo, más ahora que nunca, es una actividad que re-
presenta un grave obstáculo a la seguridad pública, procu-
ración de justicia y mantenimiento de un estado de dere-
cho; la constante interacción nociva entre grupos de
delincuencia organizada denominados cárteles y población
en general9 han elevado el grado de reacción penal de por
lo menos 21 congresos locales, al tipificar en sus respecti-
vos ordenamientos tal conducta.10

A manera de precisión, algunos de los diversos intentos le-
gislativos por tipificar esta conducta han resultado fallidos
v.gr. legislaturas de los estados de Michoacán11 y Chiapas,12

mismos que han sido calificados de inconstitucionales por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación derivado de la reso-
lución de acciones de constitucionalidad interpuestas por la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en virtud de
que la descripción típica relativa al halconeo en su oportuni-
dad propuesta resultó ser tan amplia que no aportaba sufi-
cientes elementos que acotaran adecuadamente la conducta
que se pretendió prohibir de aquellas permitidas, por lo que
conllevaba a forzar al juez a una intensa interpretación de la
norma y se podía afirmar que se prohibía, prima facie, cual-
quier pretensión genérica de obtención de información en
materia de seguridad pública. 

En otros términos, la tipificación local era violatoria del
principio de legalidad en su vertiente de taxatividad y de
los derechos humanos a la libertad de expresión e informa-
ción contemplados en los artículos 6o. y 7o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Ahora, si bien es cierto la conducta en comento se encuen-
tra regulada en el marco local, no lo es así en el federal. El
Código Penal Federal contempla en su Título Noveno “Re-
velación de secretos y acceso ilícito a sistemas y equipos

de informática”, en su Capítulo II “Acceso ilícito a siste-
mas y equipos de informática”, el artículo 211 Bis 2,13 mis-
mo que en sus párrafos tercero y cuarto tipifica la conduc-
ta que en mayor medida podría asemejarse, pero no
equipararse, siendo esta la correspondiente a conocer, ob-
tener, copiar o utilizar información contenida en cualquier
sistema, equipo o medio de almacenamiento informáticos
de seguridad pública sin autorización para ello, y se agrava
cuando la conducta obstruye, entorpece, obstaculiza, limi-
ta o imposibilita la procuración o impartición de justicia. 

El Código Penal únicamente sanciona la obtención de la in-
formación, y en dado caso su resultado, pero de ninguna
manera la difusión de la misma con una intención específi-
ca, además de que se limita a la información que puede ser
obtenida de algún medio de soporte documental o informá-
tico del Estado, dejando sin sanción la comunicación de in-
formación que podría ser obtenida en campo, es decir, por
el sujeto que v.gr. conduce un vehículo de transporte públi-
co y que al percatarse del despliegue de un operativo de se-
guridad pública, informa vía celular su desarrollo con la fi-
nalidad de que el destinatario (posiblemente un criminal) lo
eluda. 

Manifestado lo previo, la regulación aquí propuesta está
orientada a la protección del interés general, concretamen-
te en el marco seguridad pública, definida en el artículo 21
constitucional como la función que desempeñan los tres ni-
veles de gobierno y que comprende la prevención de los
delitos, la investigación y persecución para hacerla efecti-
va, lo cual se logra actualmente en el marco federal a tra-
vés de instituciones como la Policía Federal, Marina Na-
cional, Ejército Nacional y Fuerza Aérea, mismas que, en
virtud del Pacto Federal, dependen exclusivamente del
Congreso de la Unión, por lo que cualquier falta hacia es-
tas se traduce necesariamente en una falta a la Federación,
y es tal motivación, aunado a los argumentos ya vertidos,
por lo cual debe regularse en el Código Penal Federal tal
hecho que perjudica su adecuado funcionamiento.

¿Qué justifica la ampliación de la reacción penal? De nin-
guna manera pueden desconocerse los efectos instrumenta-
les de la nueva integración de tipos penales a la legislación
sustantiva vinculados al fin o la función de protección de
bienes jurídicos, pues estos tienen capacidad para modifi-
car la realidad social por la vía de prevenir la realización de
comportamientos indeseados.14

La norma penal cumple una función de motivación que
pretende que los ciudadanos se abstengan de cometer deli-
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tos15 y de reafirmar la obediencia a la norma; hacer pre-
valecer el estado de derecho.

Atendiendo a ello, indubitablemente deben existir como
presupuesto para tal integración dos realidades sociales:
por un lado, la efectiva producción en nuestra sociedad de
graves lesiones o puestas en peligro de bienes jurídicos
fundamentales para la convivencia, en este caso el de la se-
guridad pública; y por otro, la existencia de individuos a
los que en alguna medida se les puede hacer responsables
de tales daños sociales,16 que serían no solo los grupos de
delincuencia organizada que generan una afectación conti-
nua derivado de la comisión de actividades previstas en la
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, sino los
que participan para facilitar su comisión: los denominados
halcones, quienes también obstaculizan o impiden su per-
secución, investigación, proceso y eventual sanción.

De esta manera, la tipificación de una conducta, y por con-
secuente la precisión de la pena correspondiente cumple
también una función simbólica sobre sus destinatarios.17

Los efectos simbólicos están conectados al fin o la función
de transmitir a la sociedad ciertos mensajes o contenidos
valorativos, y su capacidad de influencia quedaría confina-
da a las mentes o las conciencias en las que producirían
emociones o, cuando más, representaciones mentales.18

Con respecto al bien jurídico tutelado, la seguridad adquie-
re el carácter de pública cuando el Estado asume el com-
promiso de otorgarla. Por tal, la prevención del delito co-
mo mecanismo de garantía implica, generalmente, una
legítima intrusión parcial a la esfera de derechos de los go-
bernados,19 particularmente con los derechos de acceso a
la información y libertad de expresión tratándose del hal-
coneo (pues que se sancione que una persona reporte vía
telefónica un operativo militar de revisión vehicular reali-
zado en vía pública para restar eficacia a su finalidad in-
discutiblemente significa una restricción legítima al dere-
cho fundamental de libertad de expresión).

Avanzando en nuestro razonamiento, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación ha sostenido durante los últimos años
que la libertad de expresión constituye un derecho prefe-
rente, ya que sirve de garantía para la realización de otros
derechos y libertades. En efecto, tener plena libertad para
expresar, recolectar, difundir y publicar informaciones e
ideas es imprescindible, no solamente como instancia esen-
cial de auto-expresión y auto-creación, sino también como
premisa para poder ejercer plenamente otros derechos hu-

manos y como elemento funcional que determina la calidad
de la vida democrática de un país.20

En esta línea intrusiva, los costos constitucionales de res-
tricciones a derechos humanos deben ser evaluados con ex-
trema cautela en el diseño de un modelo democrático de
prevención del delito, ya que el dilema de la prevención
surge del hecho de que constituya, a la vez, tanto una pro-
tección de la libertad, como una interferencia a la misma;21

lo que es válido para el principio de “defensa del ordena-
miento jurídico” es válido para todos los fines de la pena
orientados de forma preventiva, especialmente para la teo-
ría de la prevención general positiva.22

Y es habiendo considerado los argumentos doctrinales y
fundamentación histórica previa que la propuesta de adi-
ción en comento se encuentra no solo justificada hacia el
interior, en la que debe demostrar a efectos de validez ante
la jerarquía normativa (constitución; leyes), sino también
al exterior, es decir, cuya ejecución no solo sea correcta, si-
no eficaz (lograr la resocialización; reintegración; control
de la criminalidad). 

Justamente atendiendo a estos precedentes, la propuesta tí-
pica a continuación expuesta se visualiza como un meca-
nismo jurídico que contribuya al combate al crimen orga-
nizado, y contiene las precisiones necesarias que permiten
generar certeza jurídica en la población respecto de qué ti-
po de conducta será sancionada a diferencia de aquella le-
gítima consistente en el ejercicio al derecho a la expresión;
esto conlleva a una actuación legislativa respetuosa de los
principios de seguridad jurídica, legalidad en materia pe-
nal, tipicidad, taxatividad y plenitud hermética, contenidos
de los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución.

Al mismo tiempo, los artículos 6 y 723

constitucionales así como los diversos 13 y 19 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos24 y Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos,25 respecti-
vamente, establecen restricciones legítimas al derecho a la
libertad de expresión, siendo algunas de estas las que se
orienten a garantizar el orden público o la seguridad nacio-
nal, por lo que la regulación de la restricción del mismo
también se funda en normas con supremacía de grado cons-
titucional, acorde con los criterios de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, en cuanto a que las restricciones
constitucionales expresas al ejercicio de los derechos hu-
manos tiene supremacía como norma fundamental en el or-
den jurídico mexicano.26
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Por lo previamente manifestado y con mera finalidad di-
dáctica, se expone a continuación el tipo penal propuesto:

Ciertamente, se propone la génesis de un delito de resultado
en el que impera el dolo: existió posibilidad cognoscitiva de
la producción de un acontecimiento dañoso determinado.27

Es importante recalcar la exigencia de un elemento subje-
tivo distinto del dolo, siendo este el conocimiento del re-
sultado que pretende alcanzar el sujeto activo, que es la de
impedir u obstaculizar la adecuada ejecución de labores
operativas en materia de seguridad pública y/o nacional.

Remitiéndonos a la Real Academia de la Lengua Española,
“impedir” es un verbo transitivo que significa “estorbar o
imposibilitar la ejecución de algo”, y obstaculizar, igual-
mente verbo transitivo, significa “impedir o dificultar la
consecución de un propósito”, por lo cual bastará acreditar
que el emisor de la comunicación pretendió desde un inicio
que, por ejemplo, el operativo militar con fines de deten-
ción de diversos individuos investigados por delincuencia
organizada que se encuentran en un inmueble determinado,
se frustrara en su totalidad, o bien, por lo menos parcial-
mente, pudiendo evadir el referido operativo precisamente
por conocer con antelación la ejecución de este,28 conoci-
miento derivado de la acción del sujeto activo. Dicho bre-
vemente, se tutela la eficacia de los servicios tendientes a
garantizar la seguridad pública; la capacidad de lograr el
efecto que se desea o espera en la materia. 

Por otra parte, se debe precisar qué tipo de información
proporcionada es la que se encuentra fuera del alcance de
protección del ejercicio a un derecho humano:

Teniendo como presupuesto los elementos subjetivos, se
sanciona en primer lugar toda comunicación o procuración
de información de cualquier tipo de operativo que las fuer-
zas de seguridad pública federales, Guardia Nacional y
fuerzas armadas ejecuten por sí o en conjunto con autori-
dades locales y municipales, con fines de investigación,
preventivos o de reacción, orientada a cualquiera de los fi-
nes descritos previamente, por lo que la simple publicación
periodística o informativa en general que no tenga como
intención frustrar actividades de seguridad pública queda-
rá al margen de la sanción. Fuerzas armadas comprende el
Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada mexicanos, en tér-
minos de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, Guardia Nacional a todas
aquellas previstas como integrantes de la misma en térmi-
nos de su ley orgánica, y fuerzas de seguridad pública fe-
derales a la Policía Federal. 

A manera de complemento, la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública aporta en su artículo 75 las
funciones que deberán realizarse en materia de seguridad
pública, entendidas también como fin, y que por tanto brin-
da elementos para determinar lo que deberá entenderse por
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Prevención, siento esta toda acción tendiente a evitar la co-
misión de delitos e infracciones administrativas, a través de
acciones de investigación, inspección, vigilancia y vialidad
en la circunscripción correspondiente; Reacción, las ten-
dientes a garantizar, mantener y restablecer el orden y la
paz públicos; e Investigación.29 Para efectos de Deten-
ción, nos remitimos a los supuestos previstos en el artículo
16 constitucional: flagrancia o inmediatamente después,
caso urgente u orden de aprehensión.

En segundo lugar, se sanciona en mayor medida la divul-
gación de información clasificada como Reservada, en tér-
minos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública. La razón es evidente, es una excepción
a la regla general de publicidad de la información en poder
de las autoridades, y se clasifica en ese sentido ya que la
publicación de la misma, en términos del artículo 110,30

puede comprometer la seguridad o defensa nacional y/o la
seguridad pública, así como obstruir la prevención o perse-
cución de los delitos. 

La información Reservada puede abarcar, por ejemplo, la
relativa a todo tipo de acto preparatorio por parte de las
fuerzas armadas, Guardia Nacional y de seguridad pública
federal, precisiones de despliegues estratégicos como la
reubicación o reorganización de unidades, entre otros as-
pectos logísticos y operativos, pero además supone que, en
principio, los sujetos obligados en términos de la citada ley
serían los principales infractores de la norma, lo cual re-
sulta de especial y mayor gravedad, ya que violentan los
principios de profesionalismo, honradez, legalidad del ser-
vidor público en su actuar, así como la confianza que les
fue delegada al ser custodios de información de suma im-
portancia en materia de seguridad pública y nacional. 

Cabe también refrendar que la hipótesis delictiva es clara y
precisa, ya que contiene todos los elementos necesarios pa-
ra acreditarla, con lo que se dota de certeza jurídica a los
gobernados en la medida en que pueden conocer claramen-
te que lo que se pretende sancionar es la comunicación o
procuración de información a otro individuo miembro de la
delincuencia organizada, relacionada con los operativos de
distinta naturaleza que ejecutan las Fuerzas Armadas,
Guardia Nacional o Fuerzas de Seguridad Pública Federal,
con la pretensión de obstaculizar o impedir la ejecución o
consecución de los fines de aquellos, por lo que resulta
irrelevante la inexistencia de un catálogo exhaustivo de
conductas que lo actualizan, pues sería imposible agotar to-
das las variantes del actuar humano. Así lo ha resuelto
nuestro máximo tribunal constitucional.31

Se establecen, además, agravantes motivadas por la expe-
riencia en lo referente a que debe considerarse que deter-
minadas profesiones u oficios, por su misma naturaleza,
permiten mayores facilidades al sujeto para la comisión del
ilícito, ya que los medios con los cuales pueden auxiliarse
para la ejecución de la conducta en comento pueden ser sus
mismas herramientas de trabajo, de uso diario, paralelo a
tratarse de actividades que la ciudadanía en general depo-
sita su confianza, como sucede con los individuos que la-
boralmente se desenvuelven como operadores del trans-
porte público de pasajeros, o bien los mismos servidores
públicos a quienes se les ha confiado la garantía de la se-
guridad pública o nacional.32

Atendiendo a esto último, se proponen dos agravantes
atendiendo a la calidad del sujeto activo: 

Primero, si el delito fuere cometido por servidor público de
alguna corporación policial, se le impondrá, además, la
destitución del empleo, cargo o comisión públicos e inha-
bilitación de uno a cinco años para desempeñar otro, y si el
delito lo cometiere un miembro de las Fuerzas Armadas
Mexicanas o de la Guardia Nacional en situación de retiro,
de reserva o en activo, se le impondrá, además de la pena
de prisión señalada, la baja definitiva de la Guardia Nacio-
nal o Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará
de uno a cinco años para desempeñar cualquier cargo o co-
misión públicos;

Segundo, si el delito se comete por operadores de vehícu-
los de transporte público terrestre de pasajeros, o de cual-
quier tipo de embarcación marítima o aeronave, durante su
operación, se aumentará la pena de prisión en una mitad.
Cabe resaltar la precisión de la calidad especial del sujeto
activo, que sea directamente el que opera la unidad de
transporte, entiéndase conductor de autobús de transporte
público, piloto de helicóptero o capitán de un navío, y no
cualquier sujeto que utilice tales como simple pasajero de
modo contingente.

Por otra parte, respecto de estas redes de vigilancia se ha
observado y alertado de la creciente tendencia de incorpo-
ración de menores de edad, sobre todo del género femeni-
no. Medios periodísticos afirman que, por ejemplo, en la
región del Triángulo Rojo, tres de cada diez menores de
edad son halcones;33 simultáneamente existe, alegan, un
incremento de menores de edad presuntamente víctimas de
la trata de personas34 que son sometidos a la realización
forzada de dicha actividad.
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En estrecha conexión con el párrafo previo y conscientes
de dicha circunstancia, se pretende adicionar a las activi-
dades delictivas referidas en el artículo 2o. de la Ley Fede-
ral Contra la Delincuencia Organizada, la que aquí preten-
de tipificarse con dos finalidades:

La primera, de mayor importancia y en estrecha armonía
con los artículos 10 y 25 de la Ley General para Prevenir,
Sancionar y Erradicar los delitos en materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas
de estos Delitos, que se sancione de 10 a 20 años de prisión
y de 1 mil a 20 mil días multa (Unidad de Medida y Ac-
tualización) a quien utilice a menores de 18 años en labo-
res de halconeo. 

Y segundo, que dada la propensión al incremento de la es-
pecialización y diversificación de grupos criminales entre
sí, hoy existen agrupaciones delictivas que con estructura
independiente actúan de manera concertada con el propósi-
to exclusivo de ejecutar la acción en estudio, y de manera
debatible, sin ceñir su actuar a cualquiera de los fines san-
cionados por la Ley Federal Contra la Delincuencia Orga-
nizada, pero de igual modo, es indudable la estrecha rela-
ción y necesidad que existe entre la continuidad de
operación de grupos de delincuencia organizada y la con-
ducta aquí propuesta, por lo que se pretende reafirmar ex-
presamente que el halconeo forma parte de los fines que
constituyen la delincuencia organizada, disminuyendo las
posibles lagunas de punibilidad frente a su combate. 

A modo de conclusión, de esta acción legislativa propues-
ta (como sucede por extensión también toda acción judicial
y de ejecución penal) se desprenden consecuencias con
efectos instrumentales, expresivos o integradores.35

En principio, por efecto instrumental entenderíamos aquel
que supone cierta modificación de la realidad social; de los
comportamientos humanos, es decir, es una cuestión obje-
tiva, que en este caso sería la disminución de la actividad
calificada como halconeo. 

Consideraríamos efecto expresivo al que suscita emocio-
nes o sentimientos en las conciencias, que en este caso se-
ría el temor a cometer dicho delito por la mera aplicación
de la pena, y estaríamos ante un efecto integrador cuando
se generan determinadas representaciones valorativas en
las mentes,36 es decir, reafirmar que la sociedad vea la ac-
tividad que se expone en este proyecto legislativo como
una conducta reprobable, ilegítima, contraria a la justicia. 

En la misma línea de razonamientos, el tipo penal pro-
puesto guarda equilibrio entre los beneficios y la intromi-
sión en la esfera jurídica del individuo que el ejercicio del
derecho en comento genera, por lo que es proporcional, ya
que, por una parte, se pretende garantizar el buen funcio-
namiento de los cuerpos de seguridad pública federales,
nacionales y de las Fuerzas Armadas, y por otra, se exige
al ciudadano el ejercicio diligente de su derecho a la infor-
mación sin provocar un efecto inhibidor ilegítimo en el
mismo, ya que lo que pretende inhibirse es, precisamente,
la simulación de un acto lícito pero en el fondo lesivo que
menoscaba la seguridad pública, derechos fundamentales y
consecuentemente la dignidad humana. 

Es por lo anteriormente expuesto, con el objetivo de atacar
de manera más eficiente y eficaz este fenómeno delictivo
que merma la seguridad pública y nacional circunstancia
indispensable para el disfrute de otros derechos fundamen-
tales, que someto a la consideración de esta honorable so-
beranía la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones del Código Pe-
nal Federal y de la Ley Federal Contra La Delincuencia
Organizada

Artículo Primero. Se adiciona el capítulo V “Delitos con-
tra la eficacia de los servicios de seguridad pública” al tí-
tulo cuarto, y a este el artículo 165, recorriéndose los sub-
secuentes del Código Penal Federal, para quedar como
sigue:

Capítulo V
Delitos contra la Eficacia de los 
Servicios de Seguridad Pública

Artículo 165. El que dolosamente impida u obstaculice la
adecuada ejecución de las labores operativas de detención,
investigación, prevención y reacción de las Fuerzas Arma-
das, Guardia Nacional o de Seguridad Pública Federal, ya
sea las ejecuten por sí o conjuntamente con instituciones de
seguridad pública estatales y municipales, al proporcionar
o comunicar a miembros de la delincuencia organizada in-
formación de cualquier tipo sobre aquellas, se le impondrá
la pena de tres a seis años de prisión y multa de quinientas
a novecientas veces el valor de la Unidad de Medida y 
Actualización.

La pena anterior se duplicará si dicha comunicación con-
sistiere en información clasificada como reservada y fuere
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realizada por las personas responsables de su resguardo en
términos de la ley aplicable.

Si el delito fuere cometido por un operador de vehículos de
transporte público terrestre de pasajeros o de cualquier tipo
de embarcación marítima o aeronave durante su operación,
se aumentará la pena de prisión en una mitad.

Si el delito fuere cometido por servidor público de alguna
corporación policial, se le impondrá, además la destitución
del empleo, cargo o comisión públicos, inhabilitación de
uno a cinco años para desempeñar otro, y si el delito lo co-
metiere un miembro de la Guardia Nacional o Fuerzas Ar-
madas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en ac-
tivo, se le impondrá, además de la pena de prisión
señalada, la baja definitiva de la Guardia Nacional o Fuer-
za Armada a que pertenezca y se le inhabilitará de uno a
cinco años para desempeñar cualquier cargo o comisión
públicos.

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 2o. con una
fracción XI, de la Ley Federal Contra la Delincuencia Or-
ganizada, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Cuando tres o más personas se organicen de
hecho para realizar, en forma permanente o reiterada, con-
ductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resul-
tado cometer alguno o alguno de los delitos siguientes, se-
rán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la
delincuencia organizada:

(…)

XI. Contra la eficacia de los servicios de Seguridad Pú-
blica, previsto en el artículo 165 del Código Penal Fe-
deral.

(…)

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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na inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque
a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún
delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido
en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será
garantizado por el Estado. (…)

Artículo 7o. (…) Ninguna ley ni autoridad puede establecer la pre-
via censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene más lí-
mites que los previstos en el primer párrafo del artículo 6o. de esta
Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los bienes utili-
zados para la difusión de información, opiniones e ideas, como ins-
trumento del delito

24 Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión (…) 2. El ejer-
cicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar suje-
to a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a)
el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la pro-
tección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral
públicas.

25 Artículo 19 

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este dere-
cho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informacio-
nes e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea
oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cual-
quier otro procedimiento de su elección.
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3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo
entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente,
puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo,
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la sa-
lud o la moral públicas.

(…)

26 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. Fuente: Ga-
ceta del Semanario Judicial de la Federación. No. 2006224 Instancia:
Pleno. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I. Pag. 202

27 Vid. Jiménez de Asúa, Luis. Op. Cit. Pág. 217.

28 La distinción de los verbos utilizados es importante, ya que pueden
comprender tanto la finalidad de que un v.gr. operativo no se efectúe
en virtud de ser revelado –imposibilitó la ejecución-, y por lo tanto ca-
rente de objeto –debido al cese de actividad delictiva, reubicación de
grupo criminal, etc.-, así como la de frustrar el propósito planteado una
vez aquél ejecutado.

29 Artículo 75.- Las Instituciones Policiales, para el mejor cumpli-
miento de sus objetivos, desarrollarán, cuando menos, las siguientes
funciones:

I. Investigación, que será aplicable ante:

a) La preservación de la escena de un hecho probablemente 
delictivo;

b) La petición del Ministerio Público para la realización de actos de
investigación de los delitos, debiendo actuar bajo el mando y con-
ducción de éste;

c) Los actos que se deban realizar de forma inmediata; o

d) La comisión de un delito en flagrancia.

II. Prevención, que será la encargada de llevar a cabo acciones ten-
dientes a prevenir la comisión de delitos e infracciones administra-
tivas, a través de acciones de investigación, inspección, vigilancia
y vialidad en su circunscripción, y

III. Reacción, que será la encargada de garantizar, mantener y res-
tablecer el orden y la paz públicos.

30 Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley
General, como información reservada podrá clasificarse aquella cuya
publicación: (…)

I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la de-
fensa nacional y cuente con un propósito genuino y un efecto de-
mostrable; (…)V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud
de una persona física; (…)VII. Obstruya la prevención o persecu-
ción de los delitos; (…)VIII. La que contenga las opiniones, reco-
mendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deli-
berativo de los Servidores Públicos, hasta en tanto no sea adoptada
la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada; XII. Se en-
cuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la
ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público, y
(…)

31 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. Fuente: Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta. No. 2001920. Instancia:
Primera Sala. Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2. Pag. 1202

32 Vid. Animal político. (8 de abril de 2011). Halcones trabajan para el
crimen organizado, revelan mandos militares. Publicado en portal elec-
trónico Animal Político. Consúltese: 

http://www.animalpolitico.com/2011/04/halcones-trabajan-para-el-
crimen-organizado-revelan-mandos-militares/; Jiménez, Benito (7
de octubre de 2016). Halconea Policía a militares. Reforma. Con-
súltese: http://www.reforma.com/aplicacioneslibre/preacceso/arti-
culo/default.aspx?id=956912&urlredirect=http://www.reforma.co
m/aplicaciones/articulo/default.aspx?id=956912

33 Vid. Vera Cortés, Samuel (13 de marzo de 2017) “3 de cada 10 me-
nores de edad son halcones”. Megalópolis Consúltese: https://megalo-
polismx.com/noticia/17614/3-de-cada-10-menores-de-edad-son-hal-
cones; S.A. (5 de junio de 2017) “Huachicoleros utilizan a niños
también como Halcones: Gali”. El Universal. Consúltese: 

http://www.eluniversal.com.mx/articulo/estados/2017/05/5/huachi-
coleros-utilizan-ninos-tambien-como-halcones-gali 

34 Toribio, Laura. (11 de julio de 2012). Mujeres, menores de edad,
son usadas como halcones o sicarias. Excélsior. Consúltese: 

http://www.excelsior.com.mx/2012/07/11/nacional/847160; S.A.
(3 de julio de 2015). Cae grupo de mujeres que lideraban “Halco-
nes” en Anáhuac, NL. La Silla Rota. Consúltese: https://lasillaro-
ta.com/estados/cae-grupo-de-mujeres-que-lideraban-halcones-en-
anahuac-nl/84241; 

35 Cfr. Ripollés Diéz, José Luis. Op. Cit. Pág. 151.
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36 Ibid.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputada
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, suscrita por el dipu-
tado Carlos Alberto Valenzuela González e integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Carlos Alberto Valenzuela Gon-
zález, y los diputados federales integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional de la LXIV Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 77, Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un Capítulo XII,
Del estímulo fiscal a periodistas con actividades en zonas
de alto riesgo, y el artículo 205 al Título VII.- De los Estí-
mulos Fiscales de la Ley del Impuesto Sobre la Renta
(ISR) en materia de estímulos fiscales, con base en el 
siguiente

I. Planteamiento del Problema.

La actividad del periodismo en México se ha ejercido en
las décadas recientes, como una actividad reservada a per-
sonas valientes que cubren zonas de peligro o investigacio-
nes periodísticas que pueden poner en peligro su vida o ac-
tividad derivado de atacar intereses de grupos de
delincuencia organizada. 

Además de que el gremio del periodismo es un sector que
no cuenta con niveles de remuneración altos, y que por el
riego que toman los periodistas dejan de cubrir las notas
asociadas a estos riesgos o abandonan la profesión; po-
niendo en riesgo la labor social y su contribución al desa-
rrollo democrático del país.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa.

Como dato relevante, Artículo 19 señaló que el gobierno de
Javier Duarte, que comenzó en diciembre de 2010 y finali-
zó el 30 de noviembre de 2016, ha sido el más letal para los
comunicadores: 17 periodistas asesinados (incluyendo el
asesinato del periodista Rubén Espinosa). Veracruz perma-
nece con el mayor registro de asesinatos de periodistas por
entidad, con 26. Para el periodo del año 2000 a la fecha,
Article 19 ha documentado el asesinato de 123 periodistas
en México, en posible relación con su labor periodística.
De los cuales114 son hombres y 9 son mujeres. De estos,
47 se registraron durante el mandato anterior del presiden-
te Enrique Peña Nieto y 3 en el actual de Andrés Manuel
López Obrador; el último caso es el de Samir Flores, el 20
de febrero de 2019, en Morelos.1

Asimismo, de acuerdo al Inegi la incidencia delictiva en el
país al cierre de 2017 es de 39 mil 369 delitos por cada 100
mil habitantes; encontrándose por arriba del índice nacio-
nal los estados de Aguascalientes, Baja California, Ciudad
de México, Guerrero, Jalisco, Morelos, Puebla, Sonora y
Tabasco.
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Notas y llamadas:
La tasa se calcula dividiendo el número total de delitos ocurridos entre
la población de 18 años y más multiplicado por 100 000 habitantes.
/1 Para 2010 incluye 41 delitos por cada 100 000 habitantes entre la po-
blación de 18 años y más en donde no se especificó la entidad de ocu-
rrencia del delito.
/2 Para 2011 incluye 28 365 delitos entre la población de 18 años y más
en donde no se especificó la entidad de ocurrencia del delito.
/3 Para 2012 incluye 20 825 delitos entre la población de 18 años y más
en donde no se especificó la entidad de ocurrencia del delito.
/4 Para 2013 en la cifra nacional se consideraron 3 779 delitos en los
que no se especificó la entidad federativa de ocurrencia.
Fuente: https://www.inegi.org.mx/temas/incidencia/

Esta propuesta busca atender y compensar la reducción del
presupuesto federal que se ha venido realizando al “Fondo
para la protección de personas defensoras de derechos huma-
nos y periodistas”, así como establecer un medio por el cual
las autoridades federales revaloren la importancia de la acti-
vidad periodística y de la figura de los periodistas que reali-
zan su labor en zonas de alto riesgo para desempeñar su acti-
vidad, que de acuerdo a la página de internet de la
dependencia el disponible para el 2019 es de 49.1 millones de
pesos, que es solo el 14.7 por ciento de lo que se disponía en
2015, año que alcanzó su saldo disponible más alto.

Tabla I.-

Tabla II.- 

Tablas I y II extraídas de: https://www.gob.mx/defensorasyperiodis-
tas/articulos/fideicomiso-1032

De acuerdo al Mecanismo de Protección a Periodistas en
2018 se asesinaron a 18 periodistas en estados como Gue-
rrero, Tamaulipas, estado de México, Quintana Roo, Naya-
rit, Chiapas, Guanajuato, Ciudad de México, Oaxaca, Nue-
vo León, Tabasco y Nuevo León. Leonardo Vázquez Atzin,
en Veracruz.2

Tan solo en agosto de 2018, la Oficina en México del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos (ONU-DH) hizo un llamado al gobierno mexica-
no para que destine los fondos necesarios para el funciona-
miento del Mecanismo para la protección de personas de-
fensoras de derechos humanos y periodistas. 

La ONU-DH expresó su preocupación sobre la insuficien-
cia de recursos financieros en el fideicomiso del “Fondo
para la Protección de Personas Defensoras de Derechos
Humanos y Periodistas”. 

Mediante este fondo se financian algunas de las medidas
otorgadas por el mecanismo para la protección de personas
defensoras de derechos humanos y periodistas y, señaló en
aquel momento que el fin de ese recurso supondría un ries-
go para las 959 personas beneficiarias del mecanismo; y
también ocasionaría que nuevas personas en riesgo no pu-
dieran recibir protección.3

Actualmente, en el Padrón Nacional de Medios Impresos
de la Segob, cuenta con mil 664 registros. Lo cual nos da
un parámetro del universo de posibles periodistas que co-
rren un riesgo y que no se les ha considerado que también
no solo requiere protección sino también estímulos fiscales
para permanecer en su actividad que en estos tiempos im-
plica un riesgo.
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Es de señalar que la plataforma Indeed obtuvo datos de sa-
larios de los periodistas en México; y este oscila en pro-
medio es de 6 mil 987 pesos mensuales. Los datos se han
recopilado de una estimación a partir de 230 fuentes obte-
nidas directamente de las empresas, usuarios y empleos en
Indeed en los últimos 36 meses.4

Asimismo, la Ley del Impuesto sobre la Renta establece
una tabla que establece el porcentaje de contribución de di-
cho impuesto se debe cubrir de acuerdo al ingreso mensual.
Misma que a continuación se presenta:

Tabla: De los ingresos por salarios y en general por la
prestación de un servicio personal subordinado 
(Artículo 96). 

Tabla: Régimen de incorporación fiscal (Artículo 111)

Es decir, con esta propuesta de estímulo fiscal del 10 por
ciento del ISR a quienes desempeñen la actividad periodís-
tica en zonas de alto riesgo, si bien no resuelve los gravísi-
mos problemas a que se enfrentan, les permitirá tener un

ingreso disponible que no merme su salario, y que a la vez
incentive su actividad mediante este estímulo.

I. Fundamento legal de la iniciativa

A esta iniciativa les son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 

b) Ley del Impuesto sobre la Renta.

II. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
Capítulo XII. Del estímulo fiscal a periodistas con activi-
dades en zonas de alto riesgo; y el artículo 205 al Título
VII.- De los Estímulos Fiscales de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta (ISR)

III. Ordenamientos a modificar

- Ley del Impuesto sobre la Renta.

IV. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto para quedar como sigue:

Único. Se adiciona un Capítulo XII. Del estímulo fiscal a
periodistas con actividades en zonas de alto riesgo; y el ar-
tículo 205 al Título VII.- De los Estímulos Fiscales de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Título VII. 
De los Estímulos Fiscales de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta (…)

Capítulo XII. 
Del estímulo fiscal a periodistas 

con actividades en zonas de alto riesgo.

Artículo 205. Se otorga un estímulo fiscal a los contri-
buyentes del Impuesto sobre la Renta, consistente en
aplicar un crédito fiscal equivalente al 10 por ciento, en
el ejercicio fiscal de que se trate, cuando realicen per-
manente el periodismo en zonas de alto riesgo en las
que se lleve a cabo esta actividad.
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Este crédito fiscal no será acumulable para efectos del im-
puesto sobre la renta. En ningún caso, el estímulo podrá ex-
ceder del 10 por ciento del impuesto sobre la renta causa-
do en el ejercicio inmediato anterior al de su aplicación.

Cuando dicho crédito fiscal sea mayor al impuesto sobre la
renta que tengan a su cargo en el ejercicio fiscal en el que
se aplique el estímulo, los contribuyentes podrán acreditar
la diferencia que resulte contra el impuesto sobre la renta
que tengan a su cargo en los cinco ejercicios siguientes
hasta agotarla. En el caso de que el contribuyente no apli-
que el crédito en el ejercicio en el que pudiera hacerlo, per-
derá el derecho a acreditarlo en los ejercicios posteriores y
hasta por la cantidad en la que pudo haberlo efectuado.

Para los efectos de este artículo, se considerarán como ac-
tividad periodística la que es efectuada por personas físicas
o morales que consiste en recabar, generar, procesar, edi-
tar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer in-
formación, a través de cualquier medio de difusión y
comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, di-
gital o imagen.

Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refiere el pre-
sente artículo, se estará a lo siguiente:

I. Se creará un Comité Interinstitucional que estará for-
mado por un representante de la Junta de Gobierno
del Mecanismo para la Protección de Personas De-
fensoras de Derechos Humanos y Periodistas, uno del
Servicio de Administración Tributaria y uno de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, quien presidirá
el Comité Interinstitucional y tendrá voto de calidad.

II. El monto total del estímulo a distribuir entre los as-
pirantes del beneficio, no excederá de 200 millones de
pesos por cada ejercicio fiscal ni de 200 mil pesos por
contribuyente.

El Comité podrá autorizar un monto superior al límite
de 200 mil de pesos a que se refiere el párrafo anterior,
cuando se trate de personas físicas que dentro del
ámbito del periodismo requieran o sean beneficia-
rios de las medidas de protección que establece la
Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas.

III. Las zonas de alto riesgo para la actividad perio-
dística, serán determinadas por el Secretariado Eje-

cutivo del Consejo Nacional de Seguridad Pública,
esto de acuerdo al índice de incidencia delictiva por
cada entidad federativa; misma que deberá publi-
carse en el Diario Oficial de la Federación a más tar-
dar el 31 de enero del ejercicio fiscal que corresponda.

IV. El Comité Interinstitucional publicará a más tardar
el último día de febrero de cada ejercicio fiscal, el nom-
bre de los contribuyentes beneficiados, los montos auto-
rizados durante el ejercicio anterior. 

V. Los contribuyentes deberán cumplir con lo dispuesto
en las reglas generales que para el otorgamiento del es-
tímulo publique el Comité Interinstitucional.

Los contribuyentes a que se refiere el primer párrafo de es-
te artículo, además de cumplir las obligaciones estableci-
das en otros artículos de esta ley, deberán presentar en el
mes de febrero de cada año, ante las oficinas autorizadas,
una declaración informativa en la que se detallen los gas-
tos e inversiones realizados por su actividad periodística
validado por contador público registrado, así como llevar
un sistema de cómputo mediante el cual se proporcione al
Servicio de Administración Tributaria, en forma perma-
nente, la información relacionada la aplicación de los re-
cursos del estímulo en cada uno de los rubros de gasto e in-
versión que dicho órgano desconcentrado determine. El
Servicio de Administración Tributaria establecerá, median-
te reglas de carácter general, las características técnicas, de
seguridad y requerimientos de información del sistema de
cómputo señalado.

El estímulo fiscal a que se refiere este artículo, no podrá
aplicarse conjuntamente con otros tratamientos fiscales
que otorguen beneficios o estímulos fiscales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro del siguiente ejercicio fiscal al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
realizará los ajustes de estimaciones de recaudación en la
propuesta de la Ley de Ingresos de la Federación del ejer-
cicio siguiente que se trate y las estimaciones de los gastos
fiscales que correspondan.
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Notas

1 Véase 

https://articulo19.org/periodistasasesinados/

2 Véase 

https://www.gob.mx/defensorasyperiodistas/es/articulos/personas-
periodistas-asesinadas?idiom=es 

3 Véase 

http://www.hchr.org.mx/index.php? option=com_k2&view=item&
id=1159%3Aonu-dh-exhorta-gobierno-mexicano-agarantizar-re-
cursos-para-mecanismo-de-proteccion-a-periodistas-ydefenso-
res&Itemid=265

4 Véase 

https://www.indeed.com.mx/salaries/PeriodistaSalaries (Actualiza-
ción al 6 de marzo de 2019).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputado
Carlos Alberto Valenzuela González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 33 y 35
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Fran-
cisco Javier Ramírez Navarrete, del Grupo Parlamentario
de Morena

Francisco Javier Ramírez Navarrete, diputado federal del
Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto por el que se
adiciona y reforma los artículos 33 y 35 de la Ley General
de Salud, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En los años 50 la expectativa de vida era de 50 años (to-
mando en cuenta la alta mortalidad materno-infantil) y las
causas de muerte eran principalmente por enfermedades
transmisibles conocidas como infecciones. Actualmente,
gracias a la difusión tan importante que tuvo el uso de an-
tibióticos, nuestra expectativa de vida se ha elevado de ma-
nera significativa hasta 78 años de edad, siendo hoy otras
las causas principales de muerte, como las enfermedades
crónico-degenerativas, la diabetes, la alimentación inade-
cuada, las cardiopatías y la hipertensión arterial. Además,
existen factores de riesgo, factores hereditarios (que pue-
dan significar hasta 80 por ciento de los casos), procesos
cancerosos, o bien factores que nosotros hemos provocado,
como el tabaquismo, alcoholismo, sedentarismo, obesidad
y abuso en el consumo de grasas.

Es por esto que se recomienda realizar una adecuada valo-
ración que generalmente los medios hospitalarios impor-
tantes han diseñado, apegados principalmente a las estadís-
ticas mundiales.

Todo esto inicia con estudios de laboratorio, como biome-
tría hemática, perfil bioquímico, hemoglobina glicosilada
(herramienta muy valiosa para detección de diabetes), per-
fil de lípidos, examen general de orina y de heces fecales.
Después, se realizan estudios como electrocardiograma y
prueba de esfuerzo y estudios de radiología e imagen como
tele de tórax y ultrasonido (ecografía) de abdomen; pero en
muchas ocasiones solo en centros de alto nivel se realizan
tomografías de tórax, abdomen y score de calcio coronario
para ver el grado de grasas calcificadas en las arterias del
corazón, así como pruebas de función respiratoria (espiro-
metría) , algún padecimiento o lesión interna del enfermo.

A partir de los 45 años se recomienda realizar las evalua-
ciones cuando menos cada 3 años; después de los 45, cada
1 o 2 años, para lograr detectar oportunamente y sobre to-
do tratar adecuadamente enfermedades que no presentan
síntomas, pues cuando les permitimos avanzar causan da-
ños irreversibles, difíciles de controlar y de tratamientos
costosos.

Estas enfermedades son algunas de las causas que nos ha-
cen insistir en una adecuada y oportuna valoración médica
de tipo curativa, preventiva, de rehabilitación y por su-
puesto de especialidades, para así decidir qué opciones to-
mar, siempre teniendo conveniente un estilo de vida salu-
dable, logrando asegurar que la detección oportuna de
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enfermedades en beneficio de la salud y calidad de vida a
futuro.

La salud en México sustentada en el artículo 4 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sirve
como marco para la Ley General de Salud, que tiene como
primicias de desarrollo: el bienestar físico, mental, social,
la prolongación y mejoramiento de la calidad de vida; la
protección y acrecentamiento de los valores que impulsen
la creación, conservación y condiciones de salud, lo más
óptimamente posible; de igual manera, se aboca al aprove-
chamiento de los servicios de salud, compartiendo el cono-
cimiento mediante la investigación científica y tecnológi-
ca, así como generar las medidas de control y calidad de los
servicios que prestan a la población.

El tema de salud en México, no es un asunto que se pueda
soslayar y dejarlo para un segundo momento de la historia;
de conformidad a los censos realizados por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía y la Comisión Nacional
de Población, la pirámide generacional que se tiene el día
de hoy cambiará en los próximos 15 años, motivo por el
cual, se tienen que analizar diversos aspectos de lo que se
debe atender en el corto, mediano y largo plazo, ya que las
necesidades estarán cambiando.

El nivel de desarrollo, así como el aspecto humano, ubican
a México como uno de los países con mayores logros, aun
a pesar de las transiciones que se han vivido; tal es el caso
de las grandes reformas estructurales en los temas: econó-
mico, social y laboral.

La salud; tema por demás trascendente, complejo y deter-
minante en la subsistencia del ser humano; viene acompa-
ñado por una infinidad de aristas y retos que exigen accio-
nes concretas, programadas y diseñadas; ninguna medida
de prevención estará por demás cuando de salud se trata, la
continuidad de la raza humana depende de este hecho y ba-
jo esta premisa el costo viene a ser relativo o mínimo.

¿Qué necesita un mexicano para vivir sano?

¡Requiere una transformación!, que el sistema de salud me-
xicano cuente con los servicios de atención médica pre-
ventiva, curativa, paliativa, de rehabilitación incluyendo
las especialidades para la protección de su salud indepen-
dientemente si se cuenta o no con una institución que re-
presente al paciente, dentro de las Instituciones que depen-
den del gobierno federal como lo establece la Constitución. 

Objetivos

Por lo anterior, es que se busca mediante esta iniciativa,
generar las condiciones y perfeccionar tal atribución en be-
neficio de los más necesitados en cuanto atención médica
con un programa de detención temprana acompañada de
especialidades medico oportunas enfocadas a la atención
de mecanismos de generación de imagen.

Antes de que un programa de detección temprana sea am-
pliamente aceptado y recomendado por los médicos, se de-
be hacer algo más que detectar la enfermedad en una etapa
temprana.

Dicho programa exitoso debe producir mayores beneficios
que perjuicios, y hacerlo a un costo que la sociedad pueda
afrontar.

Existen pruebas médicas que han demostrado ser eficaces
reduciendo la tasa de mortalidad como las de Papanicolaou
para el cáncer de cuello uterino, la mamografía para el cán-
cer de mama, detección de pequeños tumores, para emba-
razos los conocidos ultrasonidos, etcétera.

Una gran parte de esta atención se centra en el uso de exá-
menes por imágenes como ya se mencionó. Las tecnologí-
as médicas tales como la tomografía computarizada (TC),
la resonancia magnética (RMN) y la adquisición de imáge-
nes moleculares son cada vez más capaces de detectar en-
fermedades y otras anomalías en sus primeras fases.

Estos servicios médicos en específico se deben incluir den-
tro del artículo 33 y 35 de la Ley General de Salud puesto
que la detección temprana, y cualquier otra evidencia mé-
dica ayudaría a orientar a los pacientes para la protección
de la salud, conforme lo indica el artículo 4 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto y fundado se propone ante esta honorable
asamblea la siguiente

Decreto por el que se adiciona y reforma los artículos 33
y 35 de la Ley General de Salud

Artículo Único: Se adiciona una nueva fracción V al ar-
tículo 33 y modifica el segundo párrafo del artículo 35 de
la Ley General de Salud.

Artículo 33. Las actividades de atención médica son:
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I. a IV. …

V. Especialidades, como los son equipos médicos nu-
cleares enfocados a imágenes capaces de detectar en-
fermedades y otras anomalías en sus primeras fases.

Artículo 35. Son servicios públicos a la población en ge-
neral los que se presten en establecimientos públicos de sa-
lud a los residentes del país que así lo requieran, preferen-
temente a favor de personas pertenecientes a grupos
sociales en situación de vulnerabilidad, regidos por crite-
rios de universalidad y de gratuidad en el momento de usar
los servicios, fundados en las condiciones socioeconómi-
cas de los usuarios.

Los derechohabientes de las instituciones de seguridad so-
cial podrán acceder a los servicios a que se refiere el pá-
rrafo anterior y de atención médica, en los términos de los
convenios que al efecto se suscriban con dichas institucio-
nes, de conformidad con las disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Su entrada en vigor será el día siguiente al de su
publicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputado
Francisco Javier Ramírez Navarrete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, Y LEY GENERAL
PARA LA INCLUSIÓN DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma los artículos 35 del Código Civil
Federal y 32 de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, a cargo de la diputada Claudia Pé-
rez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Claudia Pérez Rodríguez, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de

Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el
artículo 35 del Código Civil Federal y se adiciona una frac-
ción V al artículo 32 de la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud considera a la disca-
pacidad como una amplitud que abarca limitaciones a lar-
go plazo, tanto físicas como intelectuales, las cuales res-
tringen la participación en la vida social de los sujetos que
la padecen, en mayor o menor medida. Dichas deficiencias
afectan las estructuras corporales, causando una considera-
ble dificultad a la hora de realizar actividades cotidianas.

Quienes presentan algún tipo de discapacidad se ven con
graves dificultades para integrarse en los factores persona-
les y ambientales de la sociedad; por ejemplo, lidian con
distintos tipos de rechazo, con accesos complicados al
transporte público y edificios, así como con un reducido
apoyo del Estado.

Cifras de la Organización Mundial de la Salud indican que
más de mil millones de personas en el planeta (equivalen-
tes a 15 por ciento de la población) padecen algún tipo de
discapacidad. Dicha tasa se acentúa a causa del envejeci-
miento y el aumento de enfermedades crónicas, entre otros
factores.1

Las personas en la descrita situación tienen mayor apremio
por acceder a los servicios de salud que ofrecen los países,
dependiendo de su nivel de desarrollo, e irónicamente son
quienes más padecen a la hora hacer uso de ellos, debido a
que rara vez se centra la atención médica en dicho sector y,
en menor medida, dichas prestaciones se adecuan a las li-
mitaciones físicas o intelectuales que presentan.

Ante esa situación, la Organización de las Naciones Unidas
presentó en 2006 la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad y protocolo facultativo, que Mé-
xico ratificó al año siguiente y que tiene por objeto promover,
salvaguardar y asegurar las condiciones de igualdad y las li-
bertades de las personas que padecen algún tipo de discapa-
cidad, así como promover el respeto de su dignidad.2

La ratificación de la convención marcó un hito, pues Mé-
xico se manifestó a favor de la promoción y protección de
los derechos de los connacionales que padezcan algún gra-
do de inhabilidad, a la vez que se compromete a generar las
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condiciones necesarias para garantizar que todas las perso-
nas puedan desarrollarse de manera integral y sin padecer
discriminación.3

Y es que en el país, durante 2014, 6.4 por ciento de la po-
blación (7.65 millones de personas) manifestó padecer al-
gún grado de discapacidad, en su mayoría adultos mayores
de 60 años, siendo la motriz (2.6 millones de personas) el
principal padecimiento, y se estimó que aproximadamente
en 19 de cada 100 hogares vivía alguna persona en esta
problemática. En cuanto a la situación económica de las
ellas, 54.1 por ciento se encontraba en condición de pobre-
za y, en este rubro, 12.7 estaba en pobreza extrema.4

Ante ese escenario, mientras que en el país se realizan
grandes esfuerzos por lograr una inclusión justa de las per-
sonas con discapacidad en los ámbitos social, laboral y
educativo, entre otros, en la parte jurídica y legislativa, no
se han realizado cambios sustanciales que permitan inte-
grar con total igualdad a las personas que se encuentran en
dicha situación.

El Estado mexicano debe proporcionar las atenciones per-
tinentes para que las personas con alguna disminución de
sus capacidades puedan gozar de autonomía en todos los
sentidos, de manera que, sean capaces de tomar resolucio-
nes propias y se incorporen de forma efectiva a la partici-
pación plena en la sociedad, a la vez que se les retira el es-
tigma de ser individuos que siempre requieren cuidados
especiales.

Un ejemplo concreto de la compleja situación que repre-
senta la discapacidad, es lo referente a las deficiencias vi-
suales; quienes las padecen, se enfrentan a un entorno com-
plejo, el cual la mayoría de las ocasiones, no se encuentra
completamente adaptado a sus necesidades, aunado a la
carga económica que representa tanto para ellos, como pa-
ra sus familiares, lo que contribuye a que los padecimien-
tos no puedan ser tratados de la mejor manera por parte de
muchos de los individuos que la experimentan.

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía re-
velan que la ceguera es la segunda causa de incapacidad en
el país, donde las cataratas, retinopatías y glaucoma, son
las principales afectaciones responsables de provocarla.
Según cifras de la misma institución, estos padecimientos
afectan a más dos millones de personas, muchas de las cua-
les carecen de atención médica especializada y casi la mi-
tad de los afectados no utilizan ningún tipo de ayuda, lo

que en ocasiones se debe a que no tienen acceso a estos ins-
trumentos.5 Todo lo anterior contribuye a una grave pérdi-
da en la calidad de vida de las personas con ceguera.

En el contexto latinoamericano, países como Chile y Costa
Rica han implantado medidas para otorgar a sus ciudadanos
pasaportes, actas de nacimiento, tarjetas bancarias y demás
documentos oficiales en sistema braille, basados en los prin-
cipios de vida independiente y acceso universal para que sus
efectos puedan ser comprensibles, utilizables y accesibles por
el total de su población, de forma autónoma.6

Resulta primordial que las personas con discapacidad puedan
ejercer de manera personal sus derechos, pues en ocasiones
son víctimas de personas mal intencionadas que se aprove-
chan para obtener ventaja de su vulnerabilidad. De esta ma-
nera, al obtener documentos oficiales en formatos que permi-
tan su comprensión sin ayuda de terceros, podrán administrar
individualmente sus bienes, controlar asuntos económicos y
sociales, acceder a recursos financieros, etcétera.

La presente propuesta pretende reducir la brecha en el ac-
ceso a la información que tienen las personas que padecen
algún tipo de discapacidad, pues en la actualidad no tienen
garantía de recibir documentos, acorde a sus necesidades;
de tal suerte, que en ocasiones carecen de autonomía al re-
querir asistencia adicional de terceros para la realización de
trámites gubernamentales, limitando su capacidad de ejer-
cicio y dando pauta a que en ocasiones no se realicen de
manera adecuada u oportuna, en perjuicio del interesado.

Es prudente que las leyes implanten disposiciones que han
sido adoptadas en otros países y han sido consideradas co-
mo buenas prácticas de gobierno, lo cual permite alcanzar
los objetivos establecidos en la agenda 2030, que en su dé-
cimo objetivo establece la necesidad de “potenciar y pro-
mover la inclusión social, económica y política de todas las
personas, independientemente de su edad, sexo, discapaci-
dad, raza, etnia, origen, religión o situación económica u
otra condición”.7

Debemos legislar con visión de futuro, estableciendo las con-
diciones que permitan erradicar la discriminación estructural,
ya que hoy en día, muchos ordenamientos aún no contemplan
acciones concretas para estos fines; de tal manera, que indi-
rectamente se violenta lo ordenado en el artículo 1o. de la
Constitución Política, que señala el reconocimiento de los de-
rechos humanos y la obligación del Estado para que éstos se
ejerzan por todas y todos los mexicanos.
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Por ello es necesario generar políticas públicas y progra-
mas que complementen el marco jurídico que germine
las condiciones para que estas personas no vuelvan a ser
víctimas de la discriminación. Por lo anterior, esta pro-
puesta abonará al esfuerzo de los últimos años, con la en-
comienda de mejorar la calidad de vida y favoreciendo la
inclusión.

En este sentido se presentan los siguientes cuadros compa-
rativos, con la intención de reforzar lo fundamentado:

En el cuadro anterior se aprecia la ambigüedad con que en
la actual ley se soslaya el acceso a la información y la ade-
cuación de los formatos que deberán ser proporcionados.
Con la redacción propuesta se pretende crear un compro-
miso con los mexicanos que padecen discapacidad para ga-
rantizar que la información referida en el artículo 35 del
Código Civil Federal les sea proporcionada en los forma-
tos que les resulten más adecuados.

En virtud de lo expuesto es clara la necesidad de propor-
cionar a las personas que padecen algún tipo de discapaci-
dad los documentos personales que señala el artículo 35 del

Código Civil Federal en formatos que les sean adecuados,
dependiendo del tipo de condición que presenten. Lo ante-
rior, a fin de lograr su autonomía, libre participación en los
asuntos públicos del país, así como la igualdad de oportu-
nidades, haciéndose cada vez menos dependientes de ter-
ceras personas.

Todo, en completa observancia de lo establecido en la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad, haciendo énfasis en la conminación que se hace al Es-
tado mexicano de salvaguardar la inclusión, promoción y
autonomía de las personas que padecen discapacidad.

En virtud de lo anterior propongo el siguiente

Decreto por el que se modifican los artículos 35 del Có-
digo Civil Federal y 32 de la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad

Primero. Se modifica el artículo 35 del Código Civil Fe-
deral, para quedar como sigue:

Código Civil Federal

Título Cuarto

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 35. En los Estados Unidos Mexicanos estará a
cargo de los jueces u oficiales del Registro Civil autorizar
los actos del estado civil y extender las actas relativas a na-
cimiento, reconocimiento de hijos, adopción, matrimonio,
divorcio administrativo y muerte de los mexicanos y ex-
tranjeros residentes en los perímetros de las entidades fe-
derativas, así como inscribir las ejecutorias que declaren
la ausencia, la presunción de muerte, el divorcio judicial, la
tutela o que se ha perdido o limitado la capacidad legal pa-
ra administrar bienes. En caso de que el solicitante pre-
sente alguna discapacidad, se deberá cumplir lo esta-
blecido en el artículo 32 de la Ley General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Segundo. Se modifica la fracción I del artículo 32 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad, para quedar como sigue:
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Ley General para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad

Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión 

y Acceso a la Información

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la libertad de expresión y opinión; incluida la libertad de
recabar, recibir y facilitar información mediante cualquier
forma de comunicación que les facilite una participación e
integración en igualdad de condiciones que el resto de la
población. Para tales efectos, las autoridades competentes
establecerán entre otras, las siguientes medidas:

I. Proporcionar en el momento en que sea solicitada
y sin costo adicional, la información dirigida al público
en general, en formatos accesibles y con las tecnologías
adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad;

II. a IV. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Registro Civil contará con 180 días para rea-
lizar las adecuaciones necesarias, a fin de dar cumplimien-
to a lo establecido en el presente mandato.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/disability-and-
health

2 http://www.un.org/disabilities/documents/convention/convoptprot-s.
pdf

3 http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/
D39TER.pdf

4 https://www.gob.mx/publicaciones/articulos/diagnostico-sobre-la-si-
tuacion-de-las-personas-con-discapacidad-en-mexico?idiom=es

5http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_se
rv /con ten idos /espano l /bv ineg i /p roduc tos /nueva_es t ruc /
702825090203.pdf

6 https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriojudicial/vol96/noti-
cias_prensa/np13.htm

7 http://www.sela.org/media/2262361/agenda-2030-y-los-objetivos-
de-desarrollo-sostenible.pdf

Dado en el salón de sesiones del Palacio de San Lázaro, a 20 de mar-
zo de 2019.— Diputada Claudia Pérez Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
opinión.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, Y LEY

GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y
GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
Generales del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, y para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, a cargo de la diputada María Guadalupe Edith Casta-
ñeda Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz, dipu-
tada de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción XXIII al artículo 5, la fracción XXIII
al artículo 7, la fracción XXIII al artículo 8, las fracciones
XXI y XXII al artículo 15, se modifica el artículo 16 y se
reforma el artículo 17 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente; se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 6; se adicionan las fracciones
XIV y XV al artículo 96 y se adiciona un tercer párrafo a
la fracción III del artículo 100 de la Ley General para La
Prevención y Gestión Integral de los Residuos.

Exposición de Motivos

México, al igual que el mundo enfrenta problemas graves
en la generación de basura, un estudio del Banco Mundial
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señala que se prevé que en el curso de los próximos 30
años la generación de desechos a nivel mundial, impulsada
por la rápida urbanización y el crecimiento de las pobla-
ciones, aumentará de 2,010 millones de toneladas registra-
das en 2016 a 3,400 millones.

El estudio en comento menciona que los plásticos son es-
pecialmente problemáticos. Si no se recolectan y gestionan
adecuadamente, no sólo contaminarán y afectarán los cur-
sos de aguas y los ecosistemas durante cientos, sino miles
de años. Según el informe, en 2016 se generaron en el
mundo 242 millones de tonelada de deshechos de plástico
que representan el 12% del total de los desechos sólidos. 

La comodidad que implica el uso de productos desechables
ha sido un justificante para incrementar su uso desmedido.
Todos los seres humanos, la flora y la fauna el suelo y el
mar sufren las consecuencias de este acto irresponsable.

El reciclado de tales materiales solamente aplaza el tiempo
de desecharlos al medio ambiente. Además, de que para es-
te proceso se requiere tanta energía o más que la que se re-
quiere para fabricarlos con materia prima original, con lo
que también se emiten contaminantes al medio ambiente.

Son los órganos de gobierno quienes tienen la obligación
de impulsar una cultura del cuidado del medio ambiente y
de dar el ejemplo a la sociedad con sus acciones al usar
utensilios reusables. Es un acto vergonzoso que los órganos
de gobierno, simplemente se limiten al separado de basura
y no se impulse una cultura de su reducción e incluso de su
nula generación.

Resulta paradójico y a manera de ejemplo, es inconcebible
que la Comisión Nacional del Agua, institución encargada
de la política del agua potable en el país, en el año 2014 ha-
ya gastado más en botellas de agua dentro del Gobierno Fe-
deral, erogando al menos 3 millones 177 mil 700 pesos pa-
ra su demanda en todas las instalaciones del país.

Otro ejemplo es el Instituto Mexicano en Tecnología del
Agua, entidad pública que interviene en la política de agua,
en 2104 reportó un gasto de 170 mil 158 pesos en la com-
pra de 9 mil 29 garrafones de 20 litros para el consumo del
personal y visitantes en un año. El organismo adquirió bo-
tellones a precios que oscilaron entre 19 y 20 pesos. La de-
pendencia también adquirió 81 cajas con 24 botellas de 0.5
litros a un precio de 6 mil 885 pesos.

Para darnos una idea, la propia Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente (Profepa) adquirió agua saborizada
embotellada en presentación de 500 mililitros. En el 2014
compró mil 300 botellas por 7 mil 228 pesos.

Otro caso inimaginable es el del Instituto de Ecología del
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) deci-
dió invertir en agua embotellada, gastando en el 2014, 75
mil 388 pesos, en 3 mil 960 garrafones de 19 y 20 litros.

Así como he señalado casos negativos, es necesario men-
cionar y poner casos de ejemplos de cómo si se puede que
organismos de la administración pública federal dejen de
consumir agua embotellada, tal es el caso de Pemex, antes
de 2012 contaba con su propia potabilizadora de agua para
satisfacer los requerimientos del personal que labora en el
centro administrativo, por tal motivo no existió la necesi-
dad de contratar a compañía alguna para el suministro de
este recurso; luego entonces, en el periodo de referencia
hubo cero gastos en la compra de agua embotellada.

En nuestro país según datos de la propia Secretaria del Me-
dio Ambiente, se recolectan 86 mil 343 toneladas de basu-
ra por día. Es decir 770 gramos por persona, además de la
cantidad que es arrojada directamente a los terrenos, mil-
pas, barrancas, caminos, cuerpos de agua etc., que no pue-
de ser cuantificada.

Por ello, la presente iniciativa tiene por objeto reducir en
gran medida la generación de basura en los poderes de la
unión y en los tres órdenes de gobierno, así como en los en-
tes autónomos, buscando desincentivar el consumo en ofi-
cinas de productos desechables nocivos para el medio am-
biente, tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas,
tenedores, cuchillos, charolas, contenedores y botellas de
PET (Polietileno Tereftalato).

Por tal razón se pretende adicionar la fracción XXIII al ar-
tículo 5, la fracción XXIII al artículo 7, la fracción XXIII
al artículo 8, las fracciones XXI y XXII al artículo 15, mo-
dificar el artículo 16 y reformar el artículo 17 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te; igualmente se plantea adicionar un segundo párrafo al
artículo 6; adicionar las fracciones XIV y XV al artículo 96
y adicionar un tercer párrafo a la fracción III del artículo
100 de la Ley General para La Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, y que en esencia se plantea prohibir
el uso en oficinas, de productos desechables.
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Para mayor comprensión de lo aquí expuesto, me permito
realizar el siguiente comparativo de lo que se pretende adi-
cionar, modificar y reformar:

Estoy cierta que falta cultura dentro de la población mexi-
cana para reducir al mínimo la generación basura, pero es-
toy convencida que mediante la educación del consumidor
y mediante el ejemplo que impere en las oficinas de go-
biernos federales, estatales y municipales, con programas y
acciones coordinadas se podrá mitigar el problema de la
basura.

Además, conforme al artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, toda persona tiene derecho
a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, el
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Estado garantizará el respeto a este derecho. Para garantizar
ese derecho y la obligación, es necesario en gran medida, re-
ducir el uso de material desechable en oficinas gubernamen-
tales e inhibir el uso en la población en general.

Por todo lo anteriormente expuesto, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la
consideración de esta asamblea proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XXIII al ar-
tículo 5, la fracción XXIII al artículo 7, la fracción
XXIII al artículo 8, las fracciones XXI y XXII al ar-
tículo 15, se modifica el artículo 16 y se reforma el ar-
tículo 17 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente; se adiciona un segundo párra-
fo al artículo 6; se adicionan las fracciones XIV y XV al
artículo 96 y se adiciona un tercer párrafo a la fracción
III del artículo 100 de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos.

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XXIII al artícu-
lo 5, fracción XXIII al artículo 7, fracción XXIII al artícu-
lo 8, fracciones XXI y XXII al artículo 15, se modifica el
artículo 16 y se reforma el artículo 17 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 5. Son facultades de la Federación:

I. a XXII.

XXIII. Desincentivar en la población el uso de pro-
ductos desechables nocivos para el medio ambiente,
tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedo-
res, cuchillos, charolas, contenedores y botellas de
PET (Polietileno Tereftalato).

Artículo 7. Corresponden a los Estados, de conformidad
con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la mate-
ria, las siguientes facultades:

I. a XXII.

XXIII. Desincentivar en la población el uso de pro-
ductos desechables nocivos para el medio ambiente,
tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedo-
res, cuchillos, charolas, contenedores y botellas de
PET (Polietileno Tereftalato). 

Artículo 8. Corresponden a los Municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

I…XXII.

XXIII. Desincentivar en la población el uso de pro-
ductos desechables nocivos para el medio ambiente,
tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedo-
res, cuchillos, charolas, contenedores y botellas de
PET (Polietileno Tereftalato).   

Artículo 15. Para la formulación y conducción de la polí-
tica ambiental y la expedición de normas oficiales mexica-
nas y demás instrumentos previstos en esta Ley, en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y
protección al ambiente, el Ejecutivo Federal observará los
siguientes principios: 

I…XX.

XXI. Las autoridades y los particulares deben asu-
mir la responsabilidad de la protección del equilibrio
ecológico, por lo que, se prohíbe en oficinas de go-
bierno Federal, Estatal, de la Ciudad de México y
Municipal, a los funcionarios en actividades públi-
cas, a los partidos políticos, asociaciones civiles, or-
ganizaciones sociales y religiosas, el uso de productos
desechables nocivos para el medio ambiente, tales
como platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedores,
cuchillos, charolas y contenedores; en sus respectivos
reglamentos y manuales se cancelarán partidas eco-
nómicas para la adquisición de estos materiales.

XXII. Con la finalidad de reducir la generación de
botellas de PET (Polietileno Tereftalato) en las ofici-
nas de Gobierno Federal, Estatal, de la Ciudad de
México y Municipal, se prohíbe la adquisición de
agua embotellada y tienen la obligación de instalar
filtros o algún otro equipo que garantice que el agua
es apta para su consumo humano, por lo que, en sus
respectivos reglamentos y manuales se cancelaran
partidas económicas para la adquisición de estos 
materiales. 

Artículo 16. Las entidades federativas y los municipios en
el ámbito de sus competencias, observarán y aplicarán los
principios a que se refieren las fracciones I a XV, XXI y
XXII del artículo anterior. 
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Artículo 17. En la planeación nacional del desarrollo se
deberá incorporar la política ambiental y el ordenamiento
ecológico que se establezcan de conformidad con esta Ley
y las demás disposiciones en la materia.

…

En la planeación nacional de desarrollo se observarán
invariablemente los principios referidos en el artículo
15 de ésta Ley.

En la Administración Pública Federal, el Poder Legis-
lativo Federal, Poder Judicial, en las administraciones
públicas estatales y municipales, en los poderes legisla-
tivos y judiciales estatales, así como en los entes autó-
nomos constitucionales, se prohíbe el uso de productos
desechables nocivos para el medio ambiente, tales como
platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedores, cuchillos,
charolas y contenedores; en sus respectivos reglamen-
tos y manuales se cancelarán partidas económicas para
la adquisición de estos materiales.

Con la finalidad de reducir la generación de botellas de
PET (Polietileno Tereftalato) en la Administración Pú-
blica Federal, el Poder Legislativo Federal, Poder Judi-
cial, en las administraciones públicas estatales y muni-
cipales, en los poderes legislativos y judiciales estatales,
así como en los entes autónomos constitucionales. se
prohíbe la adquisición de agua embotellada y tienen la
obligación de instalar filtros o algún otro equipo que ga-
rantice que el agua es apta para su consumo humano,
por lo que, en sus respectivos reglamentos y manuales
se cancelaran partidas económicas para la adquisición
de estos materiales. 

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 6; se adicionan las fracciones XIV y XV al artículo
96 y se adiciona un tercer párrafo a la fracción III del ar-
tículo 100 de la Ley General para La Prevención y Gestión
Integral de los Residuos para quedar como sigue: 

Artículo 6. La Federación, las entidades federativas y los
municipios, ejercerán sus atribuciones en materia de pre-
vención de la generación, aprovechamiento, gestión inte-
gral de los residuos, de prevención de la contaminación de
sitios y su remediación, de conformidad con la distribución
de competencias prevista en esta Ley y en otros ordena-
mientos legales.

Igualmente ejercerán sus atribuciones para prohibir
que en la Administración Pública Federal, el Poder Le-
gislativo Federal, Poder Judicial, en las administracio-
nes públicas estatales y municipales, en los poderes le-
gislativos y judiciales estatales, así como en los entes
autónomos constitucionales, el uso de productos des-
echables tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas,
tenedores, cuchillos, charolas, contenedores y botellas
de PET (Polietileno Tereftalato), igualmente en sus res-
pectivos reglamentos y manuales se cancelarán parti-
das económicas para la adquisición de estos materiales.

Artículo 96. Las entidades federativas y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósi-
to de promover la reducción de la generación, valorización
y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de ma-
nejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y con-
trolar la contaminación ambiental producida por su mane-
jo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

I…XIII. 

XIV. Prohibir en oficinas de gobierno, el uso de pro-
ductos desechables nocivos para el medio ambiente,
tales como platos, vasos, cubiertos, cucharas, tenedo-
res, cuchillos, charolas y contenedores, en sus res-
pectivos reglamentos y manuales se cancelarán par-
tidas económicas para la adquisición de estos
materiales. 

XV. Con la finalidad de reducir la generación de bo-
tellas de PET (Polietileno Tereftalato) en las oficinas
de gobierno, se prohíbe la adquisición de agua em-
botellada y tienen la obligación de instalar filtros o
algún otro equipo que garantice que el agua es apta
para su consumo humano, por lo que, en sus respec-
tivos reglamentos y manuales se cancelaran partidas
económicas para la adquisición de estos materiales.   

Artículo 100. La legislación que expidan las entidades fe-
derativas, en relación con la generación, manejo y disposi-
ción final de residuos sólidos urbanos podrá contener las
siguientes prohibiciones: 

I. y II.

III. Abrir nuevos tiraderos a cielo abierto.

…
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…

Reglamentar dentro de su competencia la prohibi-
ción, el uso de productos desechables nocivos para el
medio ambiente, tales como platos, vasos, cubiertos,
cucharas, tenedores, cuchillos, charolas y contenedo-
res y de botellas de PET (Polietileno Tereftalato), en
establecimientos comerciales y de servicios, así como
en la población general.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
26 de marzo de 2019.— Diputada María Guadalupe Edith Castañe-
da Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabi-
lidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen.

LEY DE MIGRACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Migración, a cargo de la diputada María Tere-
sa Rebeca Rosa Mora Ríos, del Grupo Parlamentario de
Morena

La suscrita, María Teresa Rebeca Rosa Mora Ríos, dipu-
tada federal de la LXIV Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, me permito
presentar ante esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Migración en materia de seguridad
humana, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La presente iniciativa tiene por objeto, fortalecer los prin-
cipios bajo los cuales el Estado mexicano formula y ejecu-

ta la política migratoria en México, permitiendo la incor-
poración del concepto de seguridad humana como un mo-
delo y enfoque que contribuya a garantizar el respeto irres-
tricto a los derechos humanos de las personas migrantes e
impulsar el desarrollo.

La migración, es un proceso dinámico que ha formado par-
te de la conducta humana a lo largo de la historia. No obs-
tante, México en la actualidad al ser un país de origen, trán-
sito, destino y retorno de migrantes, debe atender con una
nueva perspectiva el desafío frente a la integración, des-
plazamiento y la gobernanza de una migración segura, or-
denada y regular.

En términos de la legislación en materia migratoria de Mé-
xico, esta ha evolucionado desde principios del siglo XIX.
En 1908, fue publicada la primera Ley de Inmigración, la
cual contenía las normas regulatorias para la admisión de
extranjeros en territorio nacional. Dicho marco jurídico,
fue sustituido y abrogado por la Ley de Migración en 1926,
cuyas disposiciones establecían el sometimiento de extran-
jeros a procesos de inspección por parte de las autoridades
mexicanas y limitaciones a la inmigración de los mismos.1

Durante la administración del Presidente Lázaro Cárdenas
del Río, se promulgó la Ley General de Población, fijando
el marco institucional para la formulación e implementa-
ción de política demográfica del país, cuyas acciones con-
templaban la atención del fenómeno migratorio.2

En materia de regulación de los flujos migratorios al inte-
rior del país, la vigente Ley de Migración, que fue publica-
da el 25 de mayo de 2011 en el Diario Oficial de la Fede-
ración, se convirtió en el marco normativo que permitió
desvincular la política demográfica de la política migrato-
ria, teniendo como objeto:

Artículo 1. … “regular lo relativo al ingreso y salida de
mexicanos y extranjeros al territorio de los Estados Uni-
dos Mexicanos y el tránsito y la estancia de los extran-
jeros en el mismo, en un marco de respeto, protección y
salvaguarda de los derechos humanos, de contribución
al desarrollo nacional, así como de preservación de la
soberanía y de la seguridad nacionales”.

En este tenor, la Ley de Migración contiene dos compo-
nentes esenciales que derivan en los principios de la políti-
ca migratoria en México, uno de ellos es el enfoque de res-
peto a los derechos humanos y el otro la preservación de la
seguridad nacional.
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Como bien lo mencionan algunos expertos en la materia,
esta política del Estado Mexicano se inscribe dentro de un
paradigma de seguridad nacional y gestión de fronteras,
por encima de la protección de las personas migrantes,
siendo la actual un conjunto de acciones que tienden a cri-
minalizar la migración catalogada como irregular.3

A su vez, el Estado Mexicano se ha suscrito a instrumentos
internacionales como la Declaración de Nueva York para
los Refugiados y los Migrantes, con el cual se asume el
compromiso de “proteger la seguridad, la dignidad y los
derechos humanos y las libertades fundamentales de to-
dos los migrantes, sea cual fuere su estatus migratorio, en
todo momento”.4

En concordancia con dichas premisas, la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos en su artículo 3, estable-
ce que: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la li-
bertad y a la seguridad de su persona”.5 En el mismo
sentido, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos señala que: “Todo individuo tiene derecho a la liber-
tad y a la seguridad personales”.6

La reforma constitucional en materia de los derechos hu-
manos del 2011, permitió centrar la protección del Estado
Mexicano sobre la persona humana. De esta manera, se es-
tipuló en el Artículo 1 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos que:

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece”.

Asimismo, fue adicionado al Artículo 33 Constitucional, el
término persona para referirse a los individuos extranjeros;
al igual que la incorporación del derecho a la movilidad en
territorio mexicano y de solicitud de refugio en el Artículo
11 de la ley fundamental.

En este sentido y como parte de la agenda de gobierno de
la actual administración pública federal, los titulares de las
Secretarías de Gobernación y Relaciones Exteriores, así
como del Instituto Nacional de Migración y de la Comisión
Mexicana de Ayuda a Refugiados, presentaron el pasado 12
de diciembre el esquema general de la Nueva Política Mi-
gratoria en el país.

Dicho instrumento, contenía una serie de medidas alinea-
das con el Pacto Mundial para una Migración Segura, Or-
denada y Regular, considerando transitar de una política de
contención y seguridad nacional, hacia una sustentada en el
respeto y promoción de los derechos humanos, así como de
desarrollo social y económico.7

Los funcionarios en cuestión, señalaron que este cambio de
paradigma permite analizar el fenómeno migratorio tam-
bién como una consecuencia, en gran medida, de eventos
de desplazamiento forzado por factores sociales, económi-
cos y de violencia generalizada.

II. Consideraciones

El cambio de paradigma de la política migratoria del país,
como ha sido enunciado por el Gobierno de México, debe
plantearse desde un enfoque de seguridad humana, obser-
vando los principios enfocados en la seguridad nacional,
sin desatender las funciones estratégicas con las que debe
cumplir todo Estado.

La seguridad humana es un enfoque que ha sido empleado
dentro de la formulación de políticas públicas de algunos
organismos internacionales como la Organización de las
Naciones Unidas (ONU), teniendo su primera aparición en
el Reporte Mundial de Desarrollo Humano de 1994.

Como concepto, la seguridad humana se refiere a “la pro-
tección del núcleo vital de todas las vidas humanas de for-
ma que se mejoren las libertades humanas y la realización
de las personas. La seguridad humana significa proteger las
libertades fundamentales, aquellas libertades que son la
esencia de la vida. Significa proteger a las personas en si-
tuaciones y amenazas críticas (graves) y más presentes (ex-
tendidas). Significa utilizar procesos que se basen en las
fortalezas y aspiraciones de las personas. Significa crear
sistemas políticos, sociales, medioambientales, económi-
cos, militares y culturales que, de forma conjunta, aporten
a las personas los fundamentos para la supervivencia, el
sustento y la dignidad”.8

De acuerdo con la Dra. Sabina Alkire, Directora de la Ini-
ciativa de Pobreza y Desarrollo Humano de la Universidad
de Oxford, la protección en si misma se refiere al recono-
cimiento y prevención de eventos que pueden amenazar a
personas y comunidades; el núcleo vital de las vidas hu-
manas, representa a los derechos humanos que engloban a
la supervivencia, a la integridad personal y a la dignidad. 
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La supervivencia, está estrechamente ligada al derecho a
la vida, es decir, el Estado está obligado a no privar de la
vida a persona alguna, así como a “…adoptar las medidas
razonables y necesarias… tendientes a preservarla, a mini-
mizar el riesgo de que se pierda en manos del Estado o
de otros particulares, y las necesarias para investigar
efectivamente los actos de privación de la vida”.9

Por su parte, la dignidad humana como derecho funda-
mental, no parte de una declaración meramente ética, sino
“como el interés inherente a toda persona, por el mero he-
cho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a
no ser humillada, degradada, envilecida o cosificada”, lo
cual mandata a todas las autoridades y particulares a respe-
tarla y protegerla por disposición del artículo primero
Constitucional antes citado.

Ambos derechos se vinculan con el derecho a la integri-
dad personal, el cual “consiste en la protección de la per-
sona, en su ámbito físico, psicológico y moral”, derecho el
cual encuentra su justificación en la protección del ser hu-
mano y su dignidad inherente.

Si bien, la Ley de Migración establece el respeto, protec-
ción y salvaguarda de los derechos humanos como objeto
y eje transversal del mismo marco normativo, es necesario,
recalcar la protección de derechos vitales como el derecho
a la vida y el derecho a la integridad personal, como
protección imprescindible para el goce y ejercicio del res-
to de los derechos humanos que el Estado debe garantizar.

Cabe resaltar que el término seguridad, forma parte de
los instrumentos internacionales de los cuales México es
Estado miembro. En este sentido, el Estado Mexicano es-
tá obligado a garantizar el ejercicio de los derechos y li-
bertades de los extranjeros, en términos del artículo sex-
to de la Ley de Migración, independientemente de su
situación migratoria.

La importancia de garantizar la seguridad humana de las
personas migrantes en México, resulta de la necesidad de
atender el derecho a la vida e integridad personal, el cual
ha sido vulnerado en territorio nacional, registrando las
muertes y desapariciones de 376 inmigrantes en 2018, 415
en 2017, 306 en 2016, 399 en 2015 y 306 en 2014.10

De acuerdo con la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos (CNDH), el 20.3 por ciento de las personas mi-
grantes que transitan por nuestro país, ha sido víctima de
hechos relacionados con robos, el 15.3 por ciento ha en-

frentado problemas con sus procesos migratorios; el 10.7
por ciento ha sido objeto de secuestros, el 10.2 por ciento
del crimen organizado, el 7.6 por ciento de muerte, el 4.6
por ciento de actos de discriminación y racismo; el 3.9 por
ciento ha decidido caminar por rutas arriesgadas, y el 3.7
por ciento ha padecido de violencia física y psicológica.11

Asimismo, la CNDH ha manifestado en diversos informes
algunas recomendaciones y pronunciamientos sobre la vul-
nerabilidad de las personas migrantes que transitan por
México, los cuales se ven expuestos a situaciones de ries-
go de ser víctimas de la delincuencia, de secuestros y/o de
abusos de autoridad.

En este último punto, resalta que, entre las principales au-
toridades relacionadas con presuntas violaciones de dere-
chos humanos de las personas migrantes, se encuentran el
Instituto Nacional de Migración, la Comisión Mexicana de
Ayuda a Refugiados, la Policía Federal y la Secretaría de
Relaciones Exteriores, mismas instituciones que paradóji-
camente intervienen en la implementación de la política
migratoria en México.12

Por ello, el enfoque de seguridad humana debe ser atendi-
do y empleado por el Estado, cuya principal razón de ser es
la preservación de la seguridad de la sociedad. No obstan-
te, es importante señalar que si bien, el término puede ser
adaptado a diferentes materias y contextos como el migra-
torio, también se distingue de la seguridad nacional.

A diferencia de la seguridad nacional, que comprende ac-
ciones destinadas a mantener la integridad, estabilidad y
permanencia del Estado, la seguridad humana protege de
riesgos y amenazas a las personas, y se vincula directa-
mente a la generación del desarrollo y el respeto irrestricto
de los derechos humanos, de la misma manera en que lo ha
anunciado el actual Gobierno de México. 
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Es importante mencionar que la administración federal,
encabezada en su momento por el Presidente Enrique Peña
Nieto, publicó el Programa Especial de Migración 2014-
2018, el cual contenía el objetivo de: Consolidar una ges-
tión migratoria eficaz fundamentada en criterios de facili-
tación, corresponsabilidad internacional, seguridad
fronteriza y seguridad humana”.13 Es decir, ya existe un
precedente en la incorporación de este modelo para el di-
seño de políticas públicas en la materia, sin embargo, es
necesario precisar los componentes de este enfoque y sus
alcances.

Es importante destacar, que el mismo artículo primero
constitucional señala que está prohibida toda discrimina-
ción que atente contra la dignidad humana. Se hace nece-
sario fortalecer las bases de las políticas públicas enfocadas
en brindar protección a las personas migrantes, conside-
rando que son grupos en estado de vulnerabilidad.

El presidente de México y el secretario de Relaciones Ex-
teriores, han dado a conocer los fundamentos para el dise-
ño de un Plan de Desarrollo Integral, firmado en un acuer-
do multilateral entre los presidentes de El Salvador,
Guatemala, Honduras y México, con la finalidad de aten-
der las causas estructurales, es decir, el origen de la migra-
ción como parte del ciclo de este fenómeno, apostando por
la generación del desarrollo y otras acciones complementa-
rias en la región.

Con dicha medida, México refrendó su compromiso con el
cumplimiento del Pacto Mundial por la Migración Segura,
Ordenada y Regular, integrando en sus ejes estratégicos pa-
ra su implementación el desarrollo económico y social; en-
foque de seguridad humana; modificación de procesos mi-
gratorios; y asistencia social para atender el origen,
tránsito, destino y retorno de personas migrantes.14

Dicho escenario, permite analizar a México como un país
que debe colocar como una de sus prioridades en su agen-
da de gobierno el fenómeno migratorio, entendiendo lo
multidimensional de sus causas y consecuencias con una
política migratoria integral. Por tal motivo, la presente ini-
ciativa propone en un primer momento, la adición del en-
foque y concepto de seguridad humana como parte de los
principios de la política migratoria de nuestro país:

En el mismo sentido, se busca incorporar este término a
otros artículos del mismo ordenamiento jurídico que se re-
lacionan a la protección de los migrantes que transitan por
el territorio nacional:

Se debe tener un planteamiento amplio de la migración en
coordinación bilateral con otros países, tanto en la regula-
ción de flujos migratorios y protección de los derechos hu-
manos, como en la suscripción de acuerdos que impulsen
el desarrollo de manera conjunta, con el propósito de aten-
der las causas estructurales de la emigración. Por ello, se
propone adicionar al artículo 21 la siguiente atribución a la
Secretaría de Relaciones Exteriores, como uno de los acto-
res claves de la nueva política migratoria en México:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV629



Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Migración

Artículo Único. Se reforman los párrafos quinto y octavo del
artículo 2; el párrafo segundo del artículo 66; y se adiciona
una fracción III al artículo 21, recorriéndose las subsecuen-
tes, de la Ley de Migración, para quedar como sigue:

Artículo 2…

…

…

…

Enfoque integral de seguridad humana acorde con la
complejidad de la movilidad internacional, que garantice
el derecho a la vida y a la integridad personal de los mi-
grantes mediante su protección de situaciones y amena-
zas de riesgo, y que atienda las diversas manifestaciones
de migración en México como país de origen, tránsito, des-
tino y retorno, considerando sus causas estructurales y sus
consecuencias inmediatas y futuras.

…

…

Facilitación de la movilidad internacional de personas, sal-
vaguardando el orden y la seguridad humana. Este princi-
pio reconoce el aporte de los migrantes a las sociedades de

origen y destino. Al mismo tiempo, pugna por fortalecer la
contribución de la autoridad migratoria a la seguridad pú-
blica y fronteriza, a la seguridad regional y al combate con-
tra el crimen organizado, especialmente en el combate al
tráfico o secuestro de migrantes, y a la trata de personas en
todas sus modalidades.

Artículo 21…

I. a II. …

III. Promover la suscripción de instrumentos interna-
cionales que impulsen el desarrollo regional para la
atención de las causas estructurales de la migración;

IV. Promover conjuntamente con la Secretaría de Go-
bernación, la suscripción de acuerdos bilaterales que re-
gulen el flujo migratorio;

V. En los casos previstos en esta Ley, tramitar y resolver
la expedición de visas, y

VI. Las demás que le señale esta Ley, su Reglamento y
otras disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 66…

El Estado mexicano garantizará el derecho a la seguridad
humana de los migrantes, con independencia de su situa-
ción migratoria.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques. (2015). Méxi-
co en la encrucijada: Implicaciones internas e internacionales de la
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3 Gutiérrez, Eduardo. (2018). Análisis del discurso en la Ley de Mi-
gración de México, Autoctonía. Revista de Ciencias Sociales e Histo-
ria, Volumen II, No I, 57-73.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 19 días del mes de marzo del
2019.— Diputada María Teresa Rebeca Rosa Mora Ríos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 18 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Laura Martínez González, del Grupo
Parlamentario de Morena

La qué suscribe Laura Martínez González, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72, inciso H) y
135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos
y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante este honorable pleno de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo ter-
cero al artículo 18 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, recorriéndose los subsecuentes, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el contenido del artículo 18 constitucional,
tenemos que en este se prevé como derecho fundamental la
reinserción social de las personas privadas de su libertad,
por lo que para ello en su segundo párrafo, se ordena que
el sistema penitenciario se organizará sobre la base del res-
peto a los derechos humanos, del trabajo, de la capacita-
ción, la educación la salud y el deporte como medios para
lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad.

Asimismo, es de resaltar que dentro de dicho párrafo segun-
do, se prevé en su última parte un derecho especial a favor de
las mujeres, el cual señala que estas compurgarán sus penas
en lugares separados de los destinados a los hombres.

Sin embargo, si bien el espíritu y esencia de dicha norma
constitucional en esa parte es la de ordenarse que el siste-
ma penitenciario se lleve a cabo bajo ciertas bases cuyo ob-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV631



jetivo sea la reinserción social de los sentenciados; en tan-
to que a su vez se determina que las mujeres reclusas ten-
gan el derecho a que sean separadas de los hombres al mo-
mento de compurgar sus penas, lo cierto es que dicho
precepto se ha quedado rezagado o rebasado frente a la du-
ra realidad que viven las mujeres privadas de su libertad, y
que en su más reciente estudio se demuestra por la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) conforme a
su Informe especial sobre las mujeres internas en los
Centros de Reclusión de la República Mexicana de
2015.1

Por lo que ante dicha situación, al no considerarse nada en
dicho precepto constitucional que pueda atajar tan delicado
tema que evidentemente requiere de una atención legal ur-
gente dado que dentro del sistema penitenciario femenino
verdaderamente se están violando contumazmente los de-
rechos de las mujeres que se encuentran privadas de su li-
bertad, es que resulta indispensable realizar modificaciones
a dicho precepto constitucional de modo que en este se
pueda ordenar a las autoridades competentes, la elabora-
ción de políticas públicas con perspectivas de género que
entre otras, procuren el respeto irrestricto de los derechos
de las mujeres reclusas.

Puesto que el texto constitucional si bien atinadamente el
legislador en un primer momento estableció como derecho
de las mujeres el que estas compurguen sus penas en luga-
res distintos a los de los hombres, ello definitivamente no
ha sido suficiente para que con el resto del contenido de la
ley, pueda dar lugar a que las autoridades penitenciarias ac-
túen con ciertos estándares de bienestar en pro de sus dere-
chos humanos convirtiéndose ello por tanto, en un trato
digno de las mujeres reclusas.

Ya que como se ha establecido, derivado de las serias vio-
laciones cometidas a los derechos de las mujeres privadas
de su libertad según se constata en el informe antes aludi-
do de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, es que
se requiere que urgentemente se les dote de una protección
desde el texto constitucional.

Y para lo cual se estima que para que ello ocurra, es nece-
sario adicionar en el precepto constitucional materia de
propuesta, un párrafo que establezca fundamentalmente
con claridad que, el sistema penitenciario implante polí-
ticas públicas que garanticen en favor de las mujeres
reclusas, condiciones de estancia digna y segura libres
de todo tipo de violencia; y que, en el caso de que cuen-
ten con hijos menores, dichos sistemas penitenciarios

tomen medidas que garanticen una adecuada conviven-
cia con estos bajo condiciones óptimas, seguras y salu-
dables, que de antemano velen por el interés superior
de los menores.

Lo anterior, con el fin de que éste implante irrestrictamen-
te dichas políticas de modo que con las mismas se atienda
y corrija las graves condiciones en que se encuentran las
mujeres privadas de su libertad como se demuestra en el in-
forme referido correspondiente al Informe especial sobre
las mujeres internas en los Centros de Reclusión de la Re-
pública Mexicana de 2015, formulado por la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos CNDH.

Pues en efecto, de acuerdo con dicho Informe especial de
2015 de la CNDH, quedó acreditado la falta de un debido
cumplimiento al artículo 18 constitucional por lo que hace
al derecho de las mujeres privadas de su libertad, puesto
que, para empezar y verificar el tamaño del problema, po-
demos resumir que de 81 centros de reclusión existentes en
el país, sólo 11 son exclusivos para mujeres, en tanto que
de ellos 70 se compone de una población mixta.

Luego entonces que evidentemente se aprecie que desde
ahí se encuentre acreditado en lo fundamental, la violación
contumaz al contenido del artículo 18 constitucional tan
sólo en la parte que ordena que las mujeres compurguen
sus penas en lugares distintos a los de los hombres; y lo an-
terior, con independencia de que también resulta importan-
te mencionar, que se encuentra por igual acreditado con-
forme a dicho informe lo siguiente:

- La necesidad apremiante de que se implementen polí-
ticas públicas con perspectiva de género en materia pe-
nitenciaria “a fin de integrar en ellas como una prioridad
en la planeación, construcción ampliación, y remodela-
ción de centros de reclusión, las necesidades propias de
las mujeres a fin de garantizarles el acceso en igualdad
de condiciones a instalaciones específicas para ellas, en
buen estado, con espacios suficientes para alojarlas en
condiciones de estancia digna y segura, con la infraes-
tructura que permita una estricta separación por catego-
rías jurídicas, así como para ofrecerles el acceso a los
servicios y actividades necesarios para lograr el objeti-
vo de reinserción social”.2

- Que no se les atiende su derecho fundamental a la ali-
mentación con alimentos verdaderamente nutritivos pa-
ra su salud y de sus menores hijos para cuando las
acompañan.
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- Que no se ha evitado la sobrepoblación y hacinamien-
tos de modo que se cuide la distribución equitativa de la
población.

- Que por ejemplo, “en atención a los numerales 49 y 52
de las Reglas de Bangkok, se recomienda implementar
acciones a efecto de garantizar que en los centros de re-
clusión con población femenil, toda decisión de permi-
tir que los niños permanezcan con sus madres y respec-
to del momento en que se deben separar de ellas, se
adopte en función del caso y teniendo presente el inte-
rés superior del niño con arreglo a la normatividad co-
rrespondiente y tras comprobarse que se han adoptado
disposiciones alternativas para su cuidado, en cuyo caso
se brindará a las internas el máximo de posibilidades y
servicios para reunirse con sus hijos, siempre que ello
no impacte de manera negativa en el interés superior de
éstos.”3

- Que no se encuentra garantizada la protección a la sa-
lud de las mujeres internas, ni se ha procurado personal
médico especializado, y demás equipo pertinente de ser-
vicios de salud, así como medicamentos suficientes, en
tanto que a su vez tampoco se ha procurado el cuidado
médico de embarazos y partos, así como el cuidado me-
diante revisiones periódicas para la detección oportuna
del cáncer cervicouterino y de mama.

- Siendo que tales acciones deben incluir a los niños
que viven con sus madres internas, a fin de garanti-
zarles el acceso a los servicios de salud especializados
que requieren en la etapa de desarrollo en que se en-
cuentran, particularmente la atención materno in-
fantil que comprende, entre otras acciones, la aten-
ción y la vigilancia de su crecimiento, desarrollo
integral, incluyendo la promoción de la vacunación
oportuna, atención prenatal, la prevención y detec-
ción de las condiciones y enfermedades hereditarias
y congénitas, así como su salud visual.

- Que no se ha garantizado el orden y disciplina de las in-
ternas mediante personal de seguridad exclusivamente fe-
menino y debidamente capacitado, con el fin de resguar-
dar su integridad personal y seguridad de modo que las
internas se encuentren libres de todo acto de violencia.

- Que no se ha procurado que los centros penitenciarios
cuenten con personal técnico especializado de modo
que pueda brindar a las reclusas asistencia en materia de

criminología, psicología, pedagogía, trabajo social, la-
boral, educativa y deportiva, así como implementar me-
didas que faciliten el acceso y desplazamiento de muje-
res con discapacidad física o con padecimientos
mentales o de aquellas con discapacidad psicosocial de
modo que sean alojadas en áreas especiales dignas y se-
guras; entre otras.

Por lo que como se puede apreciar, derivado del contenido
del Informe en comento por la CNDH, se acredita una ver-
dadera crisis por lo que hace a los derechos fundamentales
de las mujeres privadas de su libertad lo cual resulta muy
pertinente atender por el legislador.

Ahora bien, en adición a lo anterior, no se omite señalar
que de acuerdo con la nueva Ley Nacional de Ejecución
Penal publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16
de junio de 2016, se prevén en esta una serie de medidas
“ad hoc” que en principio se pensaría que pueden atender
y resolver las serias deficiencias del sistema penitenciario
mexicano en relación con los derechos fundamentales de
las mujeres reclusas, puesto que en la misma por ejemplo
se ordena en sus artículos 3, 4, 5, 10, y 14 que:

Artículo 3. Glosario

Para los efectos de esta ley, según corresponda, debe en-
tenderse por:

XXIV. Sistema penitenciario: Al conjunto de normas
jurídicas y de instituciones del Estado que tiene por ob-
jeto la supervisión de la prisión preventiva y la ejecu-
ción de sanciones penales, así como de las medidas de
seguridad derivadas de una sentencia, el cual está orga-
nizado sobre la base del respeto de los derechos huma-
nos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la edu-
cación, la salud y el deporte como medios para lograr la
reinserción de la persona sentenciada a la sociedad y
procurar que no vuelva a delinquir;

Artículo 4. Principios rectores del sistema peniten-
ciario

El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema
Penitenciario debe regirse por los siguientes principios:

Dignidad. Toda persona es titular y sujeta de derechos
y, por lo tanto, no debe ser objeto de violencia o arbitra-
riedades por parte del Estado o los particulares.
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Igualdad. Las personas sujetas a esta Ley deben recibir
el mismo trato y oportunidades para acceder a los dere-
chos reconocidos por la Constitución, tratados interna-
cionales y la legislación aplicable, en los términos y ba-
jo las condiciones que éstas señalan. No debe admitirse
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el
color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, económica, de sa-
lud o jurídica, la religión, la apariencia física, las carac-
terísticas genéticas, la situación migratoria, el embara-
zo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la
identidad o filiación política, el estado civil, la situación
familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los
antecedentes penales o cualquier otra que atente contra
la dignidad humana y con el objeto de anular o menos-
cabar los derechos y las libertades de las personas.

Las autoridades deben velar porque las personas su-
jetas a esta ley, sean atendidas a fin de garantizar la
igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio de
sus derechos. En el caso de las personas con discapa-
cidad o inimputabilidad deben preverse ajustes razo-
nables al procedimiento cuando son requeridos, así
como el diseño universal de las instalaciones para la
adecuada accesibilidad.

Legalidad. El órgano jurisdiccional, el juez de ejecu-
ción y la autoridad penitenciaria, en el ámbito de sus
atribuciones, deben fundar y motivar sus resoluciones y
determinaciones en la Constitución, en los tratados, en
el Código y en esta ley.

Debido proceso. La ejecución de medidas penales y
disciplinarias debe realizarse en virtud de resolución
dictada por un Órgano Jurisdiccional, el Juez de Ejecu-
ción o la autoridad administrativa de conformidad con
la legislación aplicable, mediante procedimientos que
permitan a las personas sujetas a una medida penal ejer-
cer debidamente sus derechos ante la instancia que co-
rresponda, de conformidad con los principios interna-
cionales en materia de derechos humanos.

Transparencia. En la ejecución de las sanciones pena-
les, exceptuando el expediente personal de la persona
sentenciada, debe garantizarse el acceso a la informa-
ción, así como a las instalaciones penitenciarias, en los
términos que al efecto establezcan las leyes aplicables.

Confidencialidad. El expediente personal de la persona
privada de su libertad tendrá trato confidencial, de con-

formidad con la ley en la materia, y sólo podrán impo-
nerse de su contenido las autoridades competentes, la
persona privada de la libertad y su defensor o las perso-
nas directamente interesadas en la tramitación del caso
salvo las excepciones establecidas en la Constitución y
las leyes aplicables.

Publicidad. Todas las cuestiones que impliquen una
sustitución, modificación o extinción de las penas y que
por su naturaleza e importancia requieran celebración
de debate o producción de prueba, se ventilarán en au-
diencia pública ante el juez de ejecución. La publicidad
sólo podrá restringirse en los casos de excepción que de-
terminen las leyes aplicables.

Proporcionalidad. Toda intervención que tenga como con-
secuencia una afectación o limitación de los derechos de las
personas privadas de la libertad por parte de las autoridades
competentes debe ser adecuada, estrictamente necesaria y
proporcional al objeto que persigue la restricción.

Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de
las libertades tras el cumplimiento de una sanción o me-
dida ejecutada con respeto a los derechos humanos.

Artículo 5. Ubicación de las personas privadas de la
libertad en un centro penitenciario

Los centros penitenciarios garantizarán la separación de
las personas privadas de la libertad, de conformidad con
lo siguiente:

I. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares sepa-
rados de los destinados a los hombres;

II. Las personas procesadas y sentenciadas ocuparán
instalaciones distintas;

III. Las instalaciones destinadas a los inimputables se
ajustarán a lo dispuesto en el capítulo IX, Título Quin-
to, de la presente ley;

IV. Las personas en prisión preventiva y en ejecución de
sentencias por delincuencia organizada, o sujetas a me-
didas especiales de seguridad se destinarán a espacios
especiales.

Adicionalmente la autoridad administrativa podrá esta-
blecer sistemas de clasificación de acuerdo en los crite-
rios de igualdad, integridad y seguridad.
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Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su
libertad en un centro penitenciario

Además de los derechos establecidos en el artículo an-
terior, las mujeres privadas de la libertad tendrán dere-
cho a:

I. La maternidad y la lactancia;

II. Recibir trato directo de personal penitenciario de se-
xo femenino, específicamente en las áreas de custodia y
registro. Tratándose de la atención médica podrá solici-
tar que la examine personal médico de sexo femenino,
se accederá a esa petición en la medida de lo posible,
excepto en las situaciones que requieran intervención
médica urgente. Si pese a lo solicitado, la atención mé-
dica es realizada por personal médico de sexo masculi-
no, deberá estar presente un miembro del personal del
Centro Penitenciario de sexo femenino;

III. Contar con las instalaciones adecuadas y los artícu-
los necesarios para una estancia digna y segura, siendo
prioritarios los artículos para satisfacer las necesidades
de higiene propias de su género;

IV. Recibir a su ingreso al Centro Penitenciario, la valo-
ración médica que deberá comprender un examen ex-
haustivo a fin de determinar sus necesidades básicas y
específicas de atención de salud;

V. Recibir la atención médica, la cual deberá brindarse
en hospitales o lugares específicos establecidos en el
centro penitenciario para tal efecto, en los términos es-
tablecidos en la presente ley;

VI. Conservar la guardia y custodia de su hija o hijo me-
nor de tres años a fin de que pueda permanecer con la
madre en el Centro Penitenciario, de conformidad a las
disposiciones aplicables;

VII. Recibir la alimentación adecuada y saludable para
sus hijas e hijos, acorde con su edad y sus necesidades
de salud con la finalidad de contribuir a su desarrollo fí-
sico y mental, en caso de que permanezcan con sus ma-
dres en el centro penitenciario;

VIII. Recibir educación inicial para sus hijas e hijos,
vestimenta acorde a su edad y etapa de desarrollo, y
atención pediátrica cuando sea necesario en caso de que

permanezcan con sus madres en el Centro Penitenciario,
en términos de la legislación aplicable;

IX. Acceder, a los medios necesarios que les permitan a
las mujeres con hijas e hijos a su cargo adoptar disposi-
ciones respecto a su cuidado.

Para el caso de las mujeres que deseen conservar la cus-
todia de la hija o el hijo menor de tres años, durante su
estancia en el Centro Penitenciario y no hubiera familiar
que pudiera hacerse responsable en la familia de origen,
la Autoridad Penitenciaria establecerá los criterios para
garantizar el ingreso de la niña o el niño.

Se notificará a la Procuraduría Federal de Protección de
Niñas, Niños y Adolescentes o a sus equivalentes en las
entidades federativas;

X. Contar con las instalaciones adecuadas para que sus
hijas e hijos reciban la atención médica, de conformidad
con el interés superior de la niñez, atendiendo a su edad,
condiciones y a sus necesidades de salud específicas, y

XI. Los demás previstos en las disposiciones legales
aplicables.

La autoridad penitenciaria coadyuvará con las autorida-
des corresponsables, en el ámbito de su competencia,
para proporcionar las condiciones de vida que garanti-
cen el sano desarrollo de niñas y niños.

Para los efectos de las fracciones I y IV de este ar-
tículo, las mujeres en reclusión podrán conservar la
custodia de sus hijas e hijos en el interior de los cen-
tros penitenciarios. La autoridad penitenciaria, aten-
diendo el interés superior de la niñez, deberá emitir
el dictamen correspondiente.

Si la hija o el hijo tuvieran una discapacidad, se podrá
solicitar a la autoridad penitenciaria la ampliación del
plazo de estancia al cuidado de la madre. En todo caso,
se resolverá ponderando el interés superior de la niñez.

En el supuesto de que la madre no deseara conservar la
custodia de sus hijas e hijos, estos serán entregados a la
institución de asistencia social competente, en un térmi-
no no mayor a veinticuatro horas, en donde se harán los
trámites correspondientes, de acuerdo con la legislación
aplicable.
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La autoridad penitenciaria deberá garantizar que en los
centros penitenciarios para mujeres haya espacios ade-
cuados para el desarrollo integral de las hijas o hijos de
las mujeres privadas de su libertad, o en su defecto, pa-
ra el esparcimiento del niño o niña en las visitas a su
madre.

En el supuesto en el que las autoridades determinen el
traslado de una mujer embarazada o cuyos hijas o hijos
vivan en el centro penitenciario con ella, se garantizará
en todo momento el interés superior de la niñez.

Las disposiciones aplicables preverán un régimen espe-
cífico de visitas para las personas menores de edad que
no superen los diez años y no convivan con la madre en
el Centro Penitenciario. Estas visitas se realizarán sin
restricciones de ningún tipo en cuanto a frecuencia e in-
timidad, y su duración y horario se ajustarán a la orga-
nización interna de los centros.

Artículo 14. De la autoridad penitenciaria

La autoridad penitenciaria organizará la administración
y operación del sistema penitenciario sobre la base del
respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacita-
ción para el mismo, la educación, la salud y el deporte,
como medios para procurar la reinserción de la persona
sentenciada a la sociedad y procurar que no vuelva a de-
linquir, y supervisará las instalaciones de los Centros
Penitenciarios para mantener la seguridad, tranquilidad
e integridad, de las personas privadas de la libertad, del
personal y de los visitantes, ejerciendo las medidas y ac-
ciones pertinentes para el buen funcionamiento de éstas.

Corresponde al Poder Ejecutivo federal o local, según
su competencia, a través de las Autoridades Penitencia-
rias señaladas en las disposiciones legales, la ejecución
material de la prisión preventiva, así como de las san-
ciones y medidas de seguridad previstas en las leyes pe-
nales, así como la administración y operación del Siste-
ma Penitenciario.

Sin embargo lo cierto es que el texto normativo no ha sido
suficiente para para poder contenerse y resolver la serie de
violaciones que se cometen en la realidad dentro del siste-
ma penitenciario nacional, lo cual incluso quedó refrenda-
do en el reciente foro sobre Mujeres privadas de su liber-
tad realizado en la honorable Cámara de Diputados el
pasado 24 de octubre de 20184 mediante el cual el presi-

dente de la CNDH y el comisionado de la Comisión Na-
cional de Seguridad hicieron una serie reflexiones en torno
al tema destacando que efectivamente, las mujeres en pri-
sión sufren una serie de violaciones a sus derechos como
las ya acreditadas por esa misma autoridad según el infor-
me en que se funda la presente iniciativa.

Por lo que en virtud que el problema expuesto está latente
y sigue sin resolverse en la actualidad a pesar de los conte-
nidos expresos en la ley en cita, es que se considera perti-
nente que los derechos de las mujeres reclusas se eleven a
una categoría constitucional, de modo que éstos puedan
volverse exigibles desde la Constitución federal al orde-
narse un sistema penitenciario basado en políticas públicas
con perspectiva de género.

En virtud de lo anteriormente expuesto, se propone la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero al ar-
tículo 18 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, recorriéndose los subsecuentes, a efecto
de garantizar los derechos humanos de las mujeres pri-
vadas de su libertad mediante la implantación de polí-
ticas públicas a cargo de las autoridades competentes
del sistema penitenciario de la federación y los estados

Único. Se adiciona un nuevo párrafo tercero al artículo 18
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, modificando el orden de los párrafos subsecuentes re-
corriéndose en sus términos, para quedar como sigue:

Artículo 18.

…

…

El sistema penitenciario de la federación y de las enti-
dades federativas implementarán políticas públicas que
garanticen en favor de las mujeres reclusas, condiciones
de estancia digna y segura, así como libres de todo tipo
de violencia. En el caso de que cuenten con hijos meno-
res, se deberán tomar medidas que garanticen una ade-
cuada convivencia bajo condiciones óptimas, seguras y
saludables, que de antemano velen por el interés supe-
rior de los menores.

…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Informe especial sobre las mujeres internas en los Centros de Reclu-
sión de la República Mexicana. CNDH. 2015

2 Ídem, página 68

3 Ídem página 70

4 Memoria del evento en Servicios Parlamentarios de la honorable Cá-
mara de Diputados LXIV Legislatura.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, a los 2 días de abril de dos mil diecinueve.—
Diputada Laura Martínez González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 58 del Código Civil Fe-
deral, suscrita por la diputada Antonia Natividad Díaz Ji-
ménez e integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, Antonia Natividad Díaz Jiménez y las dipu-
tadas y diputados del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 5, 6, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, someten a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa que reforma el artículo 58 del
Código Civil Federal, en materia de transmisión de apelli-
dos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objetivo promover accio-
nes encaminadas a generar condiciones de igualdad y evi-

tar la discriminación de personas o grupos, en especial de
las mujeres mexicanas.

Hoy en día la igualdad de género es fundamental para el ade-
cuado desarrollo de la sociedad, por lo que se ha propuesto
evitar que se reproduzcan los roles y estereotipos de género
que motiven la desigualdad, la exclusión y discriminación.

Contrario a lo que propone la igualdad sustantiva, el ar-
tículo 58 del Código Civil Federal no se reconoce el dere-
cho de la pareja, en particular el de la mujer, a decidir el
orden de los apellidos, es decir, qué apellido corresponde-
rá en primer lugar y cuál en segundo lugar.

Nuestro país ha suscrito tratados internacionales que nos
obligan a respetar los derechos y libertades de todas y to-
dos, así como a garantizar su pleno ejercicio en un marco
de libertad y no discriminación entre mujeres y hombres.

El 26 de junio de 1945 México suscribió la Carta de las Na-
ciones Unidas en la que se obliga “a reafirmar la fe en los
derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el va-
lor de la persona humana, en la igualdad de derechos de
hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas”.

El 17 de julio de 1980 nuestro país suscribió la Convención
para la Eliminación de todas las formas de Discriminación
en contra de la Mujer la cual establece en su declaración
que “Al suscribir, ad referéndum, la Convención sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer, abierta a firma por la Asamblea General el 18 de
diciembre de 1979, el gobierno de los Estados Unidos Me-
xicanos declara que se deberá entender que las disposicio-
nes de esta Convención, que corresponden esencialmente
con lo previsto por la legislación mexicana, se aplicarán en
la República conforme a las modalidades y procedimientos
prescritos por esta legislación y que el otorgamiento de
prestaciones materiales que pudiesen resultar de la Con-
vención se hará en la medida que lo permitan los recursos
con que cuenten los Estados Unidos Mexicanos”.

Dicha Convención ha sentado bases importantísimas para
lograr evitar la discriminación de mujeres, en su numeral 5
inciso a) señala lo siguiente:

“Artículo 5. Los estados parte tomarán las medidas
apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de
hombre y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación
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de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de
cualquier otra índole que estén basados en la idea de in-
ferioridad o superioridad de cualquier de los sexos o en
funciones de hombres y mujeres.”

Mientras que el artículo 16 en sus incisos d y g del mismo
ordenamiento señala que:

“Artículo 16.

1. Los estados parte adoptarán todas las medidas ade-
cuadas para eliminar la discriminación contra la mujer
en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y
las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:

(…)

d. los mismos derechos y responsabilidades como pro-
genitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias
relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los inte-
reses de los hijos serán la consideración primordial;

(…)

g) Los mismos derechos personales como marido y mu-
jer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y
ocupación;”

Por otro lado, nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, mandata en sus artículos 1o., 2o. y 4o.
que la mujer y el hombre son iguales ante la ley y prohíbe
todo tipo de discriminación, tal como se desprende a 
continuación:

“Artículo 1o.

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

(...)

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.

Artículo 2o.

Los estados parte condenan la discriminación contra la
mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por to-
dos los medios apropiados y sin dilaciones, una política
encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer
y, con tal objeto, se comprometen a: 

a) …

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro ca-
rácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban
toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de
la mujer sobre una base de igualdad con los del hom-
bre y garantizar, por conducto de los tribunales na-
cionales competentes y de otras instituciones públi-
cas, la protección efectiva de la mujer contra todo
acto de discriminación;

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de dis-
criminación contra la mujer y velar porque las autorida-
des e instituciones públicas actúen de conformidad con
esta obligación;

(…)

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de ca-
rácter legislativo, para modificar o derogar leyes, regla-
mentos, usos y prácticas que constituyan discriminación
contra la mujer; 

Artículo 4o.

El varón y la mujer son iguales ante la ley. Ésta prote-
gerá la organización y el desarrollo de la familia.

(…)

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser regis-
trado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado
garantizará el cumplimiento de estos derechos. La auto-
ridad competente expedirá gratuitamente la primera co-
pia certificada del acta de registro de nacimiento.”
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Por otro lado, el artículo 2o. del Código Civil Federal se-
ñala que:

“La capacidad jurídica es igual para el hombre y la mu-
jer, en consecuencia, la mujer no queda sometida, por
razón de su sexo, a restricción alguna en la adquisición
y ejercicio de sus derechos civiles.”

Los ordenamientos antes mencionados establecen la igual-
dad tanto del hombre como de la mujer, quienes además
tienen los mismos derechos ante la ley, sin embargo, en la
vida cotidiana aun esta igualdad no se cristaliza. Igualdad
no cristalizada que motiva esta motivación, en la hipótesis
concreta de la prelación de los apellidos al momento de re-
gistrar al menor, ya que actualmente no se reconoce el de-
recho a la pareja a decidir el orden de los apellidos que lle-
varán sus hijos; es decir, sigue existiendo esa preeminencia
de que sea el apellido del progenitor el que se inscriba 
primero.

La prelación del hombre sobre la mujer, al disponer que su
apellido se inscriba primero al registrar el nombre de sus
hijos, contraviene convenciones y tratados internaciones en
materia de derechos humanos y desconociendo el derecho
a la igualdad de género.

Lo anterior debido a que actualmente el artículo 58 esta-
blece que “El acta de nacimiento contendrá el día, la hora
y el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el nom-
bre o nombres propios y los apellidos paterno y materno
que le correspondan”.

El derecho al nombre y al apellido es un derecho humano
fundamental que tiene plena validez en el sistema jurídico
mexicano, sin embargo, ante la realidad de millones de ma-
dres implica una violación a la igualdad y por ende limita
el derecho a que de mutuo consentimiento los padres de-
terminen el orden de los apellidos, por lo que es necesario
garantizar la igualdad sustantiva entre el hombre y la mu-
jer especialmente en materia de transmisión de apellidos.

Por todo lo anteriormente expuesto, sometemos a conside-
ración de esta soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el Código Civil Federal 

Artículo Único. Se reforma el artículo 58 del Código Ci-
vil Federal, para quedar como sigue:

El acta de nacimiento se levantará con asistencia de dos
testigos. Contendrá el día, la hora y el lugar del nacimien-
to, el sexo del presentado, el nombre y apellidos que co-
rresponda, para ello de común acuerdo los progenitores
determinarán, tomando en cuenta los apellidos pater-
nos y maternos, el orden del primer y segundo apellido
y, en caso de llegar a un acuerdo, el juez y oficial del Re-
gistro Civil lo determinará, atendiendo al interés supe-
rior del menor; asimismo, la razón de si se ha presentado
vivo o muerto; la impresión digital del presentado. Si éste
se presenta como hijo de padres desconocidos, el juez del
Registro Civil le pondrá el nombre y apellidos, haciéndose
constar esta circunstancia en el acta.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2019.— Diputada
Antonia Natividad Díaz Jiménez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 100 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Ángel Benjamín Robles Montoya y Maribel
Martínez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PT

Los que suscribimos, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y por los artículos 77, 78 y 102, nume-
ral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto.

Exposición de Motivos

I. Antecedentes legislativos

El 31 de diciembre de 1994 se publicó una de las refor-
mas más trascendentales relacionadas con el Poder Judi-
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cial federal. Uno de sus principales aspectos consistió en
la creación del Consejo de la Judicatura Federal, como
un órgano de administración y disciplina de este Poder,
con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción y, posteriormente, del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación.

En la exposición de motivos de la iniciativa de reforma, se
señaló la necesidad de descargar a la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN) de un sinnúmero de atribu-
ciones de carácter administrativo relacionadas con el fun-
cionamiento de todo el Poder Judicial federal.

Bajo esa lógica, se pretendía que el máximo tribunal se en-
focara en su función esencial de carácter jurisdiccional, co-
mo tribunal constitucional intérprete y garante de la norma
fundamental.

El dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, de Pun-
tos Constitucionales y de Estudios Legislativos Primera, de
la Cámara de Senadores, en relación la creación del Con-
sejo, señala que ésta se basa en la experiencia comparada
de países como Italia, Francia o España que han estableci-
do órganos similares de administración del Poder Judicial.

Se precisa que la finalidad de la reforma es que exista un
órgano especializado del propio Poder Judicial que atienda
las actividades no jurisdiccionales, aquellas de carácter ad-
ministrativo que tienen relación, entre otras, con la desig-
nación de jueces y magistrados, su adscripción, la aplica-
ción del régimen sancionador y, en general, todas aquellas
vinculadas con el funcionamiento del Poder Judicial.

Por su parte, en el dictamen de las comisiones competentes
de la Cámara de Diputados, en su carácter de colegislado-
ra, se señala que el Consejo de la Judicatura Federal es un
órgano subordinado a la SCJN, cuya finalidad (del Conse-
jo) es preservar para la Corte el ejercicio de la función ju-
risdiccional, por ello se consideró pertinente la creación de
este órgano administrativo.

Uno de los aspectos más relevante de esta reforma es la
creación y consolidación de una verdadera carrera judicial,
como lo señala el dictamen: “…ya que, al depender los
nombramientos de un órgano colegiado, las decisiones al
respecto deberán considerar los factores que den certeza
sobre la capacidad y la actuación profesionales, así como la
vocación y los valores personales.”

II. El sistema de gobierno judicial

En la experiencia comparada se pueden identificar básica-
mente tres modelos o mecanismos en los que se da el go-
bierno de lo poderes judiciales. En el modelo externo, las
principales decisiones están conferidas a órganos ajenos
del Poder Judicial (Estados Unidos de América, EUA), en
el modelo interno son las mismas instancias judiciales las
que resuelven las cuestiones que afectan al ente judicial; fi-
nalmente, en el modelo institucional, es un órgano ubicado
fuera de la esfera de influencia del Poder Ejecutivo, el cual
resuelve conforme a las normas previstas en la Constitu-
ción y la ley.1

En México, hemos adoptado un sistema mixto, con notas
preponderantes de un sistema institucional, esto ya que to-
davía existe intervención del Poder Ejecutivo en la desig-
nación de los ministros de la Suprema Corte de Justicia;
además, en el Consejo de la Judicatura el titular de este Po-
der tiene la facultad de designar a uno de sus integrantes;
sin embargo, también hay un fuerte componente de auto-
gobierno judicial, ya que la mayor parte de sus integrantes
son funcionarios judiciales.

Ahora, están por cumplirse 25 años de la creación del Con-
sejo de la Judicatura Federal, es indiscutible que este ha si-
do un órgano fundamental en la consolidación del sistema
judicial federal; no obstante, a últimas fechas se han pre-
sentado diversos casos de corrupción, nepotismo, inefi-
ciencia, dilación en la impartición de justicia; por ello, con-
sideramos que es necesario dar una nueva visión en la
conformación de este fundamental órgano de justicia, me-
diante la modificación de su estructura.

Se debe destacar que, contrariamente a lo afirmado por los
dictámenes de la reforma judicial de 2014, el Consejo de la
Judicatura Federal no es un órgano subordinado a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación; así, como no lo son
los jueces de distrito de los tribunales colegiados, o los po-
deres judiciales locales del Poder Judicial Federal.

La Suprema Corte y el Consejo (además del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación) son los órganos
cúspide del Poder Judicial, los cuales tienen competencias
y atribuciones concretas, el hecho de que uno de estos ór-
ganos, la Suprema Corte, pueda revisar ciertas determina-
ciones del órgano de administración judicial, no significa
que exista una relación jerárquica, sino que simplemente se
establece un mecanismo de revisión de ciertos actos (no
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todos) a efecto de dar certeza jurídica a los propios inte-
grantes del ente judicial.

Esto se hace evidente, si tomamos en cuenta que los inte-
grantes del Consejo adoptan, o deben adoptar, sus decisio-
nes con absoluta libertad, sin presiones o indicaciones de
ningún órgano ya sea interno (la Suprema Corte) o bien, de
entes externos (el Poder Legislativo o Ejecutivo) eso, con
todo y que, en su seno, se incorporan consejeros designa-
dos por estos poderes; sin embargo, como la propia consti-
tución lo señala, no representan a quienes los designan.

Lo anterior pone de relieve la absoluta independencia de que
goza el Consejo frente a otras instancias del poder público.

Es precisamente esta lógica la que inspira esta iniciativa,
consolidar la independencia y autonomía del Consejo de la
Judicatura, incluso, como ya se dijo, de las propias instan-
cias judiciales.

Actualmente existen dos mecanismos o correas de transmi-
sión mediante las que se dan injerencias en las decisiones
que toma el Consejo.

Por una parte, el presidente de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación es a su vez, presidente del Consejo de la
Judicatura, esto puede implicar (no afirmamos que así sea)
la subordinación de ciertas actividades o decisiones del
Consejo, dada la relevancia que detenta el presidente de la
Corte.

Estimamos que es necesario que el presidente de la Corte
deje de formar parte del Consejo, esto contribuiría a sepa-
rar claramente las funciones administrativas de las de ca-
rácter judicial.

Además, es evidente que esta doble función implica eleva-
das cargas de trabajo para quien desempeña el cargo de
presidente de ambos órganos, ya que no sólo debe hacerse
cargo de la administración del máximo tribunal, su repre-
sentación y las funciones inherentes a su calidad de juzga-
dor, las que son de la mayor relevancia, sino también, de
todos los actos relacionados con la administración del res-
to del Poder Judicial.

Bajo la misma lógica que inspiró la reforma judicial de
2014, se pretende descargar al presidente de la Suprema
Corte, de las funciones administrativas de la totalidad del
Poder Judicial, para dedicarse a su función principal, aque-
lla de carácter judicial.

Otra forma en que se incide en las decisiones del órgano
administrativo judicial es a través de la designación de los
consejeros que provienen de la carrera judicial.

El modelo actual de designación de estos tres integrantes es
por decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La idea de que el Consejo esté integrado por jueces y ma-
gistrados es enriquecer la visión del órgano mediante la in-
corporación de aquellas personas que día a día ejercen la
función jurisdiccional.

Hemos visto muchos casos de dependencias de gobierno,
incluso en la iniciativa privada, donde la burocracia (sin
ánimo despectivo) desvinculada de la forma en que se pro-
cesan las actividades diarias “a ras de tierra” toman deci-
siones que en poco o nada abonan al adecuado desarrollo
de las actividades fundamentales de los órganos.

Para evitar una visión sesgada o alejada de la realidad de la
función judicial, se ha considerado fundamental, la aporta-
ción de la visión experimentada de jueces y magistrados,
que puedan propone e implementar políticas públicas judi-
ciales que redunden en un mejor desarrollo de la prestación
del servicio público de impartición de justicia.

A nuestro juicio, el actual esquema de designación por par-
te de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, ha generado incentivos negativos que no necesa-
riamente permiten la elección de perfiles diversos, sino que
la lógica de la designación se vuelve, en muchos casos, en
un reparto de cuotas entre los ministros de la Corte, hay ca-
sos de jueces o magistrados considerados “rebeldes”, por
criticar en público o en privado ciertas decisiones de la Su-
prema Corte y quienes no han sido considerados para inte-
grar el órgano administrativo.

Por ello, estimamos que es necesario dar una mayor y me-
jor oxigenación al Consejo de la Judicatura Federal, y mo-
dificar la designación de los integrantes que vienen de la
rama judicial, esto mediante la elección por voto libre, se-
creto y directo de los propios jueces y magistrados, para
que sean la voz y la expresión de las necesidades de estos
que los ayuden a mejorar su función.

Es cierto que a nivel mundial no existe un esquema unifor-
me de selección de los integrantes de los órganos superio-
res de administración del Poder Judicial; no obstante, el
procedimiento que proponemos ya se implementa en otros
países.
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En los Estados Unidos de América, existe la Judicial Con-
ference of the United States (Conferencia Judicial de los
Estados Unidos) la cual se encarga de la administración del
Poder Judicial. De entre sus integrantes, destacan jueces de
distrito de los doce circuitos geográficos, electos por los
jueces del distrito del circuito.

La Constitución de la República Italiana en su artículo 103,
crea el Consejo Superior de la Magistratura que se integra,
entre otros, por magistrados electos por la totalidad de
los funcionarios judiciales ordinarios entre los pertene-
cientes a las diferentes categorías.

En la Constitución de la República Portuguesa se establece
en el artículo 223 que el Consejo Superior de la Magistra-
tura deberá incluir miembros elegidos por los jueces de en-
tre ellos mismos.

En el caso argentino, la Ley número 24.937 –Ley del Con-
sejo de la Magistratura de la Nación, establece que el Con-
sejo se integra entre otros, por tres jueces del Poder Judi-
cial de la Nación, mediante un sistema de representación
proporcional (D’Hont).

Es evidente que es necesario evitar una excesiva politiza-
ción del proceso de selección; por ello, en la ley secunda-
ria se deberán establecer condiciones concretas para que
este proceso no se convierta en un mecanismo de polariza-
ción al interior del Poder Judicial.

Tomando en cuenta, que el presidente de la Suprema Cor-
te dejaría de serlo a su vez del Consejo, consideramos que
se debe incorporar un nuevo integrante del propio poder ju-
dicial, es decir, un juez o magistrado.

Otra modificación que se propone es que los consejeros
que son designados por el Senado y el presidente de la Re-
pública no puedan ser integrantes del Poder Judicial.

En efecto, se han dado casos en que estos consejeros pro-
vienen de la propia rama judicial, esto se aparta de la ló-
gica propia de la integración del Consejo, la naturaleza o
finalidad de estos funcionarios, designados por otros en-
tes de gobierno, es la de oxigenar, con visiones distintas,
la administración del Poder Judicial, evitar que éste se
convierta en un poder endogámico, en el que sólo prive
la visión judicial, lo cual puede generar un anquilosa-
miento de la función al sólo privar la visión interna res-
pecto a su funcionamiento.

Finalmente, pero no menos importante, es la necesidad de
potenciar la participación de las mujeres en el ejercicio de
la función jurisdiccional, en donde todavía se presenta un
importante rezago.

A la fecha de los 7 integrantes del Consejo sólo dos son
mujeres (28 por ciento), en la Suprema Corte de Justicia de
la Nación sólo hay dos mujeres (18 por ciento) en la Sala
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración, dos de sus integrantes son de género femenino
(28 por ciento).

En el caso de las cinco salas regionales del mismo tribunal,
sólo 6 son mujeres, de sus 18 integrantes2 (38 por ciento).

Por lo anterior, consideramos que es necesario impulsar
una mayor política de igualdad de género, de ahí que pro-
ponemos que en el Consejo no pueda haber más de cuatro
integrantes de un mismo género.

Por lo expuesto proponemos la siguiente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto que reforma el segundo párrafo y adiciona un
tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo párrafos pasan-
do el actual tercer párrafo hacer el octavo y así sucesi-
vamente del artículo 100 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, relativa a la integración
del Consejo de la Judicatura Federal

Artículo Primero. Se reforma el artículo 100 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos para
quedar como sigue:

Artículo 100. El Consejo de la Judicatura Federal será un
órgano del Poder Judicial de la Federación con indepen-
dencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.

El Consejo se integrará por siete miembros, de los cuales,
cuatro serán designados por voto universal, libre, se-
creto y directo de entre los magistrados de circuito y
jueces de distrito que hayan adquirido la definitividad,
por la totalidad de los propios funcionarios judiciales;
dos consejeros designados por el Senado, y uno por el
presidente de la República.

El Consejo no podrá estar integrado por más de cuatro
miembros de un mismo género.

Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados642



Los consejeros designados por el Senado y el Presiden-
te de la República no podrán ser magistrados o jueces
de distrito.

La ley regulará los requisitos, mecanismos y órganos
competentes para el desarrollo del proceso de selección
de los consejeros electos por el voto del de los funciona-
rios judiciales.

El Consejo designará a su presidente, de entre sus inte-
grantes, por mayoría absoluta de votos. El presidente
del Consejo durará en su cargo tres años y no podrá ser
electo para un nuevo periodo.

Todos los consejeros deberán reunir los requisitos señala-
dos en el artículo 95 de esta Constitución y los que señale
la ley, y ser personas que se hayan distinguido por su ca-
pacidad profesional y administrativa, honestidad y honora-
bilidad en el ejercicio de sus actividades, en el caso de los
designados por la Suprema Corte, deberán gozar, además
con reconocimiento en el ámbito judicial.

El Consejo funcionará en pleno o en comisiones. El pleno
resolverá sobre la designación, adscripción, ratificación y
remoción de magistrados y jueces, así como de los demás
asuntos que la ley determine.

Los consejeros durarán cinco años en su cargo, serán subs-
tituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados
para un nuevo periodo.

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Ver Ron Latas Ricardo y Lousada Arochena José Fernando, Los con-
sejos de la magistratura y otros modelos de gobierno judicial, Anuario

da Faculta de Dereito da Universidade da Coruña, Vol. 21, 2017,
pp 301

2 Actualmente, en la Sala Especializada funge un magistrado por mi-
nisterio de ley ya que a la fecha el Senado no ha designado a un 
magistrado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2019.— Dipu-
tado y diputada: Ángel Benjamín Robles Montoya, Maribel Mar-
tínez Ruiz (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD Y LEY FEDERAL
DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de las Leyes General de Salud, y Federal de Protec-
ción al Consumidor, a cargo del diputado Juan Martín
Espinoza Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, por lo que se somete a con-
sideración de esta honorable asamblea, la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

A nivel mundial se ha triplicado la obesidad en el mundo, ya
que de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS) en 2016 se registró que el 39 por ciento de adultos te-
nían sobrepeso y alrededor de 41 millones de infantes meno-
res de cinco años ya padecían de sobrepeso u obesidad.1

En nuestro país radica potencialmente la obesidad y el so-
brepeso como uno de los mayores problemas que enfrenta
el sector salud. De acuerdo con el Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia (UNICEF), México ocupa el pri-
mer lugar de obesidad infantil a nivel mundial y en segun-
do lugar la obesidad en adultos. 
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La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (Organization for Economic Cooperation and De-
velopment), realizó un informe en el 2012 Overweigth &
Obesity (sobrepeso y obesidad), en donde la población me-
xicana femenina cuenta con un 37 por ciento, lo que la si-
túa en primer lugar con mayor sobrepeso y obesidad a ni-
vel mundial, y a diferencia de la población mexicana
masculina cuenta con un 26.8 por ciento, ubicándolo en
cuarto lugar a nivel mundial. 

Grafica Overweigth & Obesity, OCDE, 2012.2

Gráfica Overweigth & Obesity, OCDE, 2012. 2

“El sobrepeso y la obesidad es una acumulación anor-
mal o excesiva de grasa que puede ser perjudicial para
la salud. El índice de masa corporal (IMC) es un indica-
dor simple de la relación entre el peso y la talla que se
utiliza para identificar el sobrepeso y la obesidad en
adultos. El índice de masa corporal (IMC) es un indica-
dor simple de la relación entre el peso y la talla que se
utiliza frecuentemente para identificar el sobrepeso y la
obesidad en los adultos. Se calcula dividiendo el peso de
una persona en kilos por el cuadrado de su talla en me-
tros (kg/m2)”.3

La población mexicana, además de sufrir de sobrepeso y
obesidad, existe también una enfermedad que es mas dis-
creta que el cáncer pero a diferencia de esta no tiene cura,
la diabetes mellitus o mejor conocida como diabetes.

“La diabetes es una enfermedad crónica que aparece
cuando el páncreas no produce insulina suficiente o
cuando el organismo no utiliza eficazmente la insulina
que produce. La insulina es una hormona que regula el
azúcar en la sangre. El efecto de la diabetes no contro-
lada es la hiperglucemia (aumento del azúcar en la san-
gre), que con el tiempo daña gravemente muchos órga-
nos y sistemas, especialmente los nervios y los vasos
sanguíneos4

Existen tres tipos principales de diabetes que perjudican a
miles de personas en el mundo, sin mencionar que puede

heredarse a los parientes consanguíneos o incluso saltarse
generaciones:

“a) La diabetes tipo 1: está causada por una reacción au-
toinmune, en la que el sistema de defensas del organis-
mo ataca las células productoras de insulina del páncre-
as. Como resultado, el organismo deja de producir la
insulina que necesita. La enfermedad puede afectar a
personas de cualquier edad, pero suele aparecer en niños
o jóvenes adultos. Las personas con esta forma de dia-
betes necesitan inyecciones de insulina a diario a fin de
controlar sus niveles de glucosa en sangre.

b) La diabetes tipo 2: es el tipo más común de diabetes.
Suele aparecer en adultos, pero cada vez más hay más
casos de niños y adolescentes. Donde el organismo pue-
de producir insulina, pero no es suficiente o el organis-
mo no responde a sus efectos, provocando una acumu-
lación de glucosa en la sangre”.

c) Diabetes mellitus gestacional (DMG): cuando se le diag-
nostica a una mujer diabetes por primera vez durante el
embarazo. Cuando una mujer desarrolla diabetes durante el
embarazo, suele presentarse en una etapa avanzada y surge
debido a que el organismo no puede producir ni utilizar la
suficiente insulina necesaria para la gestación”.5

Esta enfermedad la contraen aproximadamente 442 millones
de personas del todo el mundo, según cifras la Organización
Mundial de la Salud, la cual es ocasionada por una la mala
alimentación. De acuerdo con el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi) en el 2013 en México había alre-
dedor un 14 por ciento de la población de adultos mayores de
20 años que padecían diabetes y según un estudio de la Uni-
versidad de Michigan, una tercera parte de la generación de
mexicanos a partir de 2010 tendrá diabetes.6

Exactamente como señala la Organización Mundial de la
Salud el sobrepeso, obesidad e incluso la diabetes son oca-
sionadas mayormente por una mala alimentación, donde se
puede originar desde el hogar o por una mala educación
alimenticia fomentada por familiares, amigos, etcétera; que
con el transcurso del tiempo puede ocasionar estas enfer-
medades anteriormente ya mencionadas.

México no es el único país del continente americano que
padece sobrepeso, obesidad y diabetes; como Chile que de
todos los países de América Latina tenía un 30 por ciento
del total de su población con sobrepeso y obesidad, algo
sumamente preocupante.7
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Chile en el 2015 al observar que sus ciudadanos sufren de
estas mismas enfermedades que generan posteriormente
muertes cardiovasculares, promovieron un etiquetado es-
pecial en sus productos de alimentos y bebidas, para con-
cientizar y contrarrestar el alto consumo de azúcares, gra-
sas saturadas, sodio y grasas trans. Conforme a los criterios
establecidos por la Organización Mundial de la Salud, que
sugiere una base máxima de 10 por ciento de ingesta caló-
rica total de azúcares añadidos, es decir, unos 50 gramos. 

Prueba de ello, se encuentra establecida en su Ley número
20.606 sobre la “Composición Nutricional de los Alimen-
tos y su Publicidad” y la modificación al Decreto Supremo
número 977 de 1996, sobre el “Reglamento Sanitario de
los Alimentos”, en la que establece:

“Artículo 2o. Los fabricantes, productores, distribuido-
res e importadores de alimentos deberán informar en sus
envases o etiquetas los ingredientes que contienen, in-
cluyendo todos sus aditivos expresados en orden decre-
ciente de proporciones, y su información nutricional,
expresada en composición porcentual, unidad de peso o
bajo la nomenclatura que indiquen los reglamentos 
vigentes.

Será el Ministerio de Salud, mediante el Reglamento
Sanitario de los Alimentos, el que determinará, además,
la forma, tamaño, colores, proporción, características y
contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de los
alimentos, velando especialmente porque la informa-
ción que en ellos se contenga sea visible y de fácil com-
prensión por la población.

El etiquetado a que se refiere el inciso anterior deberá
contemplar, al menos, los contenidos de energía, azúca-
res, sodio, grasas saturadas y los demás que el Ministe-
rio de Salud determine.

Artículo 3o. No se podrá adicionar a los alimentos y co-
midas preparadas ingredientes o aditivos que puedan in-
ducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falseda-
des, o que de alguna forma sean susceptibles de crear
una impresión errónea respecto a la verdadera naturale-
za, composición o calidad del alimento, según lo esta-
blecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos”.8

Es decir que de conformidad con el artículo 2 párrafo ter-
cero de la Ley número 20.606, ya se contempla un etique-
tado especial que indique principalmente la energía, los

azúcares, el sodio y las grasas saturadas; ya que considera
que son las principales causas de obesidad y sobrepeso. 

A su vez, el artículo 3 crea un reglamento especial para tra-
tar de manera más específica como se llevará a cabo el eti-
quetado; a través del Decreto Supremo número 977 sobre
el Reglamento Sanitario de los Alimentos, establece que:

“Artículo 1. Este reglamento establece las condiciones
sanitarias a que deberá ceñirse la producción, importa-
ción, elaboración, envase, almacenamiento, distribución
y venta de alimentos para uso humano, así como las
condiciones en que deberá efectuarse la publicidad de
los mismos, con el objeto de proteger la salud y nutri-
ción de la población y garantizar el suministro de pro-
ductos sanos e inocuos”9

Este reglamento se aplica tanto personas físicas como mo-
rales que se relacionen o tengan alguna intervención en la
producción, importación, elaboración, envase, almacena-
miento, distribución o venta de alimentos para consumo
humano.

Asimismo, se establece que las reglas deberán de regir las
definiciones y requisitos que su texto establece conforme a
los siguientes artículos del Reglamento Sanitario de los
Alimentos:

“Artículo 110. La rotulación y publicidad de cualquier
tipo no deberá contener palabras, ilustraciones y/u otras
representaciones graficas que puedan inducir a equívo-
cos, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean
susceptibles de crear una impresión errónea respecto a
la naturaleza, composición o calidad del producto. Asi-
mismo, no deberán sugerirse ni indicarse efectos tera-
péuticos, curativos ni posologías.

Artículo 110 Bis. Tratándose de cualquier alimento o
producto alimenticio que, en su composición nutricio-
nal, contenga energía, sodio, azúcares o grasa saturada
en cantidades superiores a las establecidas en la Tabla 1
del artículo 120 Bis de este reglamento, no se podrá re-
alizar publicidad dirigida a menores de 14 años, cual-
quiera sea el lugar donde ésta se realice”.10
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Tabla 1: Límites de contenido de energía, sodio, azúcares
totales y grasas saturadas en alimentos”.11

El Reglamento Sanitario de los Alimentos ya establece de
manera comprensible a través de la Tabla 1, los lineamien-
tos que deberán ser índice para los productores. Por lo que
se adecua de manera eficaz a la sugerencia de la Organiza-
ción Mundial de la Salud. Además, si dicho producto o ali-
mento, se excediere a los límites establecidos dentro de la
Tabla 1, deberá rotularse con un símbolo que mencione que
es alto en azúcares, energía (calorías), sodio y/o grasas sa-
turadas, establecido en los siguientes artículos del mismo
Reglamento:

“Artículo 120 Bis. Cuando a un alimento o producto ali-
menticio se le haya adicionado sodio, azúcares o grasas
saturadas, y su contenido supere el valor establecido en
la Tabla 1 del presente artículo, deberá rotular la o las
características nutricionales relativas al nutriente adicio-
nado. En el caso de la energía, se deberá rotular su con-
tenido cuando se le haya adicionado azúcares, miel, ja-
rabes, o grasas saturadas, y se supere el valor
establecido en la referida tabla.

La forma de destacar las características nutricionales indi-
cadas en el inciso primero de este artículo será rotulando
un símbolo octagonal de fondo color negro y borde blanco,
y en su interior el texto “Alto En”, seguido de: “Grasas Sa-
turadas”, “Sodio”, “Azúcares” o “Calorías”, en uno o más
símbolos independientes, según corresponda. Las letras del
texto deberán ser mayúsculas y de color blanco. Además,
en el mismo símbolo, deberá inscribirse en letras blancas,
la frase “Ministerio de Salud”, según el diagrama 1 del pre-
sente artículo”.12

De acuerdo con el Reglamento Sanitario de los Alimentos,
el etiquetado que ya se utiliza y es mostrado a los consu-
midores en Chile, siempre deberán de ir con las medidas,
forma, color de letras, fondo blanco y negro; siempre en la
parte frontal del producto y de forma muy visible.

Este diseño fue realizado por el Instituto de Nutrición y
Tecnología de Alimentos, el Ministerio de Salud y expertos
independientes, con la finalidad que fuera manera entendi-
ble para toda la población de todas las edades, es decir, des-
de niñas, niños y adolescentes hasta adultos mayores.

Otro modelo que se implementó para que de igual manera
se trate de reducir el consumo y realizar conciencia sobre
el consumo de productos que pueden perjudicar a la salud,
fue el semáforo nutrimental que muestra de forma sencilla
y rápida el nivel de azúcares, grasas y sodio, mediante el
uso de bandas de colores alusivos a un semáforo (ya que es
mundial). El color verde indica que el producto tiene un
bajo contenido, el amarillo un contenido medio y el rojo un
alto contenido y la banda de dicho color aumenta de tama-
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ño, que ya se emplea a los consumidores en el país de
Ecuador.

Con fundamento en el Acuerdo número 00004522 que es-
tablece el Reglamento Sanitario de Etiquetado de Alimen-
tos Procesados para el Consumo Humano, que menciona:

“Artículo 1. El presente Reglamento tiene como objeto
regular y controlar el etiquetado de los alimentos proce-
sados para el consumo humano, a fin de garantizar el
derecho constitucional de las personas a la información
oportuna, clara, precisa y no engañosa sobre el conteni-
do y características de estos alimentos, que permitan al
consumidor la correcta elección para su adquisición y
consumo”.13

A diferencia de México, existe un etiquetado igual para
productos o alimentos pero que ha causado controversia,
ya que es por su complejidad, es de difícil entendimiento
aparte que en vez que se realizará por la Secretaría de Sa-
lud, universidades o especialistas, fue promovido por el
Consejo Mexicano de la Industria de Productos de Consu-
mo, AC, con el nombre de Guía Diaria de Alimentación
(GDA) o también conocido como etiquetado nutrimental
frontal. 

Formato del etiquetado nutrimental frontal

Que se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF)
el 14 de abril del 2014, “Acuerdo por el que se emiten los li-
neamientos a que se refiere el artículo 25 del Reglamento de

Control Sanitario de Productos y Servicios que deberá, ob-
servar los productores de alimentos y bebidas no alcohólicas
preenvasadas para efectos de la información que deberán os-
tentar en el área frontal de exhibición, así como los criterios
y las características para la obtención y uso del distintivo nu-
trimental a que se refiere el artículo 25 Bis del Reglamento de
Control Sanitario de Productos y Servicios “.14

Este acuerdo establece las especificaciones de cómo debe
de ir el etiquetado nutricional en nuestro país, pero sin au-
nar a ello, este etiquetado no es entendible para la pobla-
ción en general, incluso sus medidas no estar acorde con
los sugerido por la Organización Mundial de la Salud.

Incluso diversas organizaciones y especialistas consideran
limitativa este etiquetado al no partir de evidencia científi-
ca, ya que la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris) informó que no se realizó
ningún estudio o evaluación que respaldara la elección del
etiquetado tipo GDA.

De acuerdo con información del Instituto Nacional de Sa-
lud Pública indicaba que únicamente el 1.8 por ciento es-
tudiantes de la carrera de nutrición tuvieron una interpreta-
ción correcta sobre el formato GDA.15

Además, el azúcar en los alimentos ha proliferado en el
consumo ocasionado sobrepeso, obesidad, diabetes que
ocasionan futuras muertes cardiovasculares; a pesar de ello
el etiquetado GDA en México, cambió el límite máximo
recomendando por la OMS para consumir azúcar al día, lo
que genero que El Poder del Consumidor, AC, interpusiera
un amparo.

“El 22 de julio del 2015 El Poder del Consumidor, AC,
interpuso un amparo indirecto, denunciando que el eti-
quetado frontal mexicano se realizó sin evidencia cien-
tífica, no es entendible para la población, establece un
criterio de azúcar que es un riesgo para la salud y viola
los derechos de los consumidores”.16

“Por lo que el juez de distrito, que fue quien le corres-
pondió atender el juicio de amparo, declaró la inconsti-
tucionalidad del artículo tercero, fracción III, incisos a)
y b), de los lineamientos a que se refiere artículo 25 del
Reglamento de Control Sanitario de Productos y Servi-
cios y del punto 4.2.9.2, fracción II, incisos a) y b), de
la modificación a la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, en la
parte que refiere a “azúcares totales”, porque en su opi-
nión transgreden el derecho al nivel más alto de salud,
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el derecho a la alimentación, el principio de progresivi-
dad y el derecho de los consumidores a contar con in-
formación clara y veraz sobre el contenido energético de
los productos…

El juez concluyó que en el sistema normativo impugnado
fueron expresados los azúcares totales con base en un por-
centaje de 360 calorías y no 200 calorías respecto de azú-
cares añadidos, además de utilizar solo el criterio de azú-
cares totales sin diferenciar entre azúcares añadidos o
azúcares naturales, lo que imposibilita a las personas cono-
cer el contenido específico de un nutrimento nocivo para su
salud, por lo que consideró que la información incluida en
el etiquetado referido es compleja para los consumidores y
no les permite contar con información comprensible para
tener certeza sobre impacto que los productos que consu-
men generan en su salud”.17

El juez de distrito hace mención precisa que el criterio que
utiliza el GDA sobre azúcares totales no precisa la diferen-
cia si se trata de azúcares añadidos y naturales, por lo que
le imposibilita al consumidor conocer el cometido especí-
fico de la cantidad de azúcar que consume, además de que
el GDA es casi incompresible lo que genera una mínima
certeza sobre el impacto de los productos consumidos ge-
neran en la salud.

Además, declaró la inconstitucionalidad del artículo 25 del
Reglamento de Control Sanitario de Productos y Servicios
que establece:

“… Además de lo señalado en este artículo, el etiqueta-
do de alimentos y bebidas no alcohólicas Preenvasados,
con excepción del agua para consumo humano, alimen-
tos para lactantes y niños de corta edad, goma de mas-
car sin azúcar, pastillas para el aliento sin azúcar, hari-
nas con excepción de las preparadas, productos y
materias primas destinados exclusivamente para uso y
consumo interno de instituciones, y materias primas de
uso industrial, deberá señalar en el área frontal de exhi-
bición del producto:

I. El contenido energético total que el producto aporta
expresado en kilocalorías o calorías. Este valor no de-
berá expresarse en términos porcentuales de una inges-
ta diaria recomendada, y

II. El contenido de grasas saturadas, otras grasas, azúca-
res totales y sodio que estén presentes en el producto,
conforme a lo siguiente:

a) En el caso de grasas saturadas, otras grasas, y azúca-
res totales, deberá expresarse el aporte energético de ca-
da nutrimento, indicando el porcentaje que cada uno de
ellos represente con base en los valores establecidos en
la siguiente tabla:

Fuente de aporte calórico Valor base para el cálculo
Grasas saturadas  200 calorías
Otras grasas 400 calorías
Azúcares Totales 360 calorías”18

Porque en lo establecido en el caso de los azúcares totales
debía expresarse el aporte energético indicando el porcen-
taje que representa con base en el valor de 360 calorías. Ya
que la base para determinar los azúcares añadidos como
máximo es el 10 por ciento de la ingesta calórica total, lo
que equivale a 50 g (200 calorías) como lo establece la Or-
ganización Mundial de la Salud.

Aunado a ello la segunda sala de la Suprema Corte de la
Justicia de la Nación utilizó su facultad de atracción por lo
que dio a conocer que la asociación civil (la quejosa) ma-
nifestó que se violentó la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, resolviendo que la justi-
cia de la Unión ampara y protege a El Poder del Consumi-
dor, AC. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en el artículo 4o., párrafos tercero y cuarto, que:

“Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará”.19

Por lo que el Estado está obligado a garantizar la nutrición
de todas y todos los mexicanos, además la Ley General de
Salud establece que las finalidades de la protección de la
salud son:

“Artículo 2o. El derecho a la protección de la salud, tie-
ne las siguientes finalidades: 

I. El bienestar físico y mental de la persona, para contri-
buir al ejercicio pleno de sus capacidades;

II. La prolongación y mejoramiento de la calidad de la
vida humana…
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Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de
salubridad general:

XII. La prevención, orientación, control y vigilancia en
materia de nutrición, sobrepeso, obesidad y otros tras-
tornos de la conducta alimentaria, enfermedades respi-
ratorias, enfermedades cardiovasculares y aquellas atri-
buibles al tabaquismo;

Artículo 111. La promoción de la salud comprende: 

I. Educación para la salud; 

II. Nutrición, orientación alimentaria y activación 
física.”20

Aunque el gobierno federal en el 2014 impuso un nuevo
impuesto a bebidas azucaradas, no ha sido suficiente para
contrarrestar estas enfermedades que provocan la muerte
de miles de mexicanos al año.

Así como países como Chile y Ecuador que buscaron la
forma de contrarrestar la obesidad y sobrepeso en sus ciu-
dadanos, nuestro país no debe ser la diferencia, nuestra le-
gislación se debe adecuar en torno a lo que sucede en nues-
tra sociedad por lo que se debe garantizar el derecho
humano a la salud, a obtener una nutrición de calidad y res-
petar los derechos del consumidor. 

Por lo que en materia de esta iniciativa propongo reformar
la Ley General de Salud, para establecer un etiquetado
acorde a lo recomendado por la Organización Mundial de
la Salud, que sea de fácil comprensión para la población en
general. Asimismo, deberá de realizarse en armonía con la
Secretaría de Salud, universidades, expertos en la materia
y cualquier otro instituto o asociación que busque mitigar
el impacto de trastornos alimenticios que pueden causar la
muerte.

Cabe mencionar que esta propuesta de iniciativa tiene la
misma esencia -pero con modificaciones tanto de exposi-
ción de motivos como de los artículos reformados- que la
iniciativa presentada en la LXIII Legislatura de esta Cáma-
ra de Diputados Federal, por la anteriormente diputada Ma-
ría Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, porque es tema prioritario y rele-
vante para este grupo parlamentario el derecho humano de
la salud de los mexicanos; por lo que decidí continuar con
este tema que beneficiaria a todo el país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforman diversos artículos de la Ley Ge-
neral de Salud y de la Ley Federal de Protección al
Consumidor

Artículo Primero. Se reforma la fracción IV del artículo
115, el artículo 210, el segundo párrafo del artículo 212, el
artículo 301 y los párrafos segundo y tercero del artículo
307 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I. a III. (…)

IV. Normar el valor nutritivo y características de la ali-
mentación principalmente en productos con alto con-
tenido en azúcares, grasas saturadas, otras gra-
sas, [CES10] [CES11] sodio y/o energía, en
establecimientos de servicios colectivos y en alimentos
y bebidas no alcohólicas.

Normar el valor nutritivo y características de la alimenta-
ción en establecimientos de servicios colectivos y en ali-
mentos y bebidas no alcohólicas.

Artículo 210. Los productos que deben expenderse empa-
cados o envasados llevarán etiquetas que no deberán de
tener ilustraciones y/o representaciones gráficas que
puedan crear o inducir una percepción errónea de ma-
nera dolosa, culposa o por omisión, al consumidor, ade-
más deberán cumplir con las normas oficiales mexicanas o
disposiciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebi-
das no alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Se-
cretaría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de
otras dependencias competentes.

Artículo 212. (…)

Las etiquetas o contra etiquetas para los alimentos y bebi-
das no alcohólicas, deberán incluir datos de valor nutricio-
nal, que consideren el contenido energético total que apor-
ta el producto, y establecer etiquetas especiales si
contienen alto contenido en azúcares, grasas saturadas,
otras grasas, sodio y/o energía. Dicha información será
presentada en los términos que determine la Secretaría de
Salud conforme a lo previsto en las disposiciones regla-
mentarias y demás disposiciones jurídicas aplicables, la
cual deberá contener elementos comparativos con los reco-
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mendados por las autoridades sanitarias, a manera de que
contribuyan a la educación nutricional de la población.

Artículo 301. Será objeto de autorización por parte de la
Secretaría de Salud, la publicidad que se realice sobre la
existencia, calidad y características, así como para promo-
ver el uso, venta o consumo en forma directa o indirecta de
los insumos para la salud, las bebidas alcohólicas, así co-
mo los productos y servicios que se determinen en el re-
glamento de esta ley en materia de publicidad. Queda pro-
hibida la publicidad de alimentos y bebidas con bajo valor
nutricional y alto contenido en azúcares, grasas satura-
das, otras grasas, sodio y/o energía, dentro de los centros
escolares.

Artículo 307. (…)

La publicidad no deberá inducir a hábitos de alimentación
nocivos principalmente con alto contenido en azúcares,
grasas saturadas, otras grasas, sodio y/o energía, ni atri-
buir a los alimentos industrializados un valor superior o
distinto al que tengan en realidad. 

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas debe-
rá incluir en forma visual auditiva y/o braille, según sea
para impresos, radio o cine y televisión, respectivamente,
mensajes precautorios de la condición del producto, si se
trata principalmente con alto contenido en azúcares,
grasas saturadas, otras grasas, sodio o energía; o men-
sajes promotores de una alimentación equilibrada.

Artículo Segundo.- Se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 19 y el artículo 34 de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 19. (…)

Dicha Secretaría está facultada para expedir normas oficia-
les mexicanas y normas mexicanas de conformidad a los
organismos internacionales; respecto de:

(…)

Artículo 34. Los datos que ostenten los productos o sus
etiquetas, envases y empaques y la publicidad respectiva,
tanto de manufactura nacional como de procedencia ex-
tranjera, se expresarán en idioma español y su precio en
moneda nacional en términos comprensibles y legibles
conforme a los organismos internacionales y al sistema

general de unidades de medida, sin perjuicio de que, ade-
más, se expresen en otro idioma u otro sistema de medida.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2020, siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal emitirá las disposiciones re-
glamentarias correspondientes, dentro de los noventa días
posteriores a la entrada en vigor del presente decreto.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2019.—
Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica).»

Se turna a la Comisiones Unidas de Salud, y de Econo-
mía, Comercio y Competitividad, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo del diputado Azael Santiago Chepi, del
Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, Azael Santiago Chepi, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario Movimiento de Re-
generación Nacional en la LXIV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en la fracción II del artículo 71 y artículo
135 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración del pleno de esta soberanía, la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
el párrafo tercero; el inciso d) de la fracción II; las frac-
ciones III y VIII del artículo 3o.; la fracción XXV del ar-
tículo 73; se deroga la fracción IX del artículo 3o. y se
adicionan una fracción XXV Bis al artículo 73 y una
fracción XV al apartado B del artículo 123, todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
al tenor de lo siguiente:

Planteamiento del problema

La Ley del Servicio Profesional Docente (DOF 11 de sep-
tiembre de 2013), fue el eje de la Reforma Educativa del
2013, con el fin de normar el ejercicio de la función ma-
gisterial de educación básica y media superior. Para su im-
plementación, se explicita la rectoría del Estado y se invo-
lucran los tres niveles de gobierno con responsabilidades
concurrentes, además se crea el Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación (INEE) (DOF 11 de septiem-
bre de 2013), con el objeto de regular y coordinar el Siste-
ma Nacional de Evaluación Educativa (SNEE), a partir de
evaluar la calidad, el desempeño y resultados del Sistema
Educativo Nacional (SEN) en la educación preescolar, pri-
maria, secundaria y media superior.

En el marco de la creación de un servicio profesional do-
cente, el uso de la evaluación del desempeño docente fue
instrumento para tener referentes cuantificables de la capa-
cidad de memoria del personal educativo en funciones,
pretendiendo medir sus conocimientos, capacidades y ha-
bilidades a partir de informes y pruebas estandarizadas. Es-
ta evaluación la realizaba la Coordinación Nacional del
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Servicio Profesional Docente (CNSPD) (Decreto de crea-
ción DOF 14 de septiembre de 2013), órgano administrati-
vo desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública. 

Con el criterio de que el elemento central de las fallas en
el proceso de enseñanza aprendizaje eran los docentes, se
implementaron procesos de evaluación para el ingreso, la
promoción, el reconocimiento y la permanencia en el
servicio educativo público, a partir de la creación de per-
files, parámetros e indicadores, como referentes de lo
que debía ser la práctica docente para garantizar la “cali-
dad educativa”; con todo ello se tuvieron diferentes re-
percusiones para el magisterio en los ámbitos pedagógi-
co y laboral. 

La Ley General del Servicio Profesional Docente
(LGSPD) establece las reglas a que deberán ajustarse los
que quieran ingresar a laborar en los niveles de educación
básica y media superior, entre las que se destaca el hecho
de que en adelante solo se podrán acceder por concurso de
oposición, mediante convocatoria que señale el perfil que
deberán cubrir los aspirantes; el número de plazas vacan-
tes; requisitos, fechas y sedes de aplicación; etapas, aspec-
tos, métodos e instrumentos para la evaluación; guías de
estudio y bibliografía de apoyo; procedimiento de califica-
ción, publicación de resultados y criterios de asignación de
plazas. 

En estos concursos se convoca a participar a egresados de
escuelas normales, instituciones formadoras de docentes,
instituciones de educación superior del país, con carreras
afines a la educación, públicas y particulares, con recono-
cimiento de validez oficial. 

Otro aspecto relevante es que el ingreso a una plaza do-
cente es a partir de que los aspirantes obtengan un resulta-
do aprobatorio, con vigencia de un año; con ello se forma-
ban listas de prelación, que nunca fueron públicas; por el
contrario, fueron sujetas a la discrecionalidad de asigna-
ción de parte de la Autoridad Educativa Local, argumen-
tando que era información confidencial ya que tenía datos
personales de los aspirantes. Las plazas a ocupar en el ser-
vicio público educativo, dependía de la naturaleza de las
vacantes disponibles, ya sean definitivas o temporales, y en
función de los resultados obtenidos por los participantes
para el ingreso a funciones docentes y técnico docentes, se
les adscribía de manera provisional, a pesar de que el ar-
tículo 22 de la LGSPD, plantea que el ingreso a una plaza
docente dará lugar a un nombramiento definitivo de base

después de seis meses de servicio sin nota desfavorable en
su expediente. Asimismo, durante dos años el personal de
nuevo ingreso tendrá el acompañamiento de un tutor de-
signado por la Autoridad Educativa o el Organismo Des-
centralizado, según corresponda. Al término del primer año
le realizarán una evaluación diagnóstica a fin de brindar
apoyos y programas pertinentes para fortalecer las capaci-
dades, conocimientos y competencias del docente; y al tér-
mino del segundo año les realizan una evaluación de de-
sempeño al docente para determinar si en la práctica
favorece el aprendizaje de los alumnos y, en general, si
cumple con las exigencias propias de la función.

En caso de que el personal no atienda los apoyos y progra-
mas, incumpla con la obligación de evaluación o si resulta
“insuficiente” en su evaluación de desempeño, se dan por
terminados los efectos del nombramiento, sin responsabili-
dad para la Autoridad Educativa o para el Organismo 
Descentralizado.

En cuanto a la promoción a cargos con funciones de direc-
ción, supervisión y asesor técnico pedagógico los maestros
en servicio activo pueden participar para ocupar los cargos
mediante concursos de oposición, en donde se les aplican dos
exámenes un mismo día por un periodo de 8 horas, estanda-
rizado, autoadministrable y controlado por un aplicador para
medir los conocimientos y habilidades de la práctica profe-
sional, habilidades intelectuales y responsabilidades ético-
profesionales, los resultados obtenidos serán inapelables; y
de igual manera que para el ingreso, las convocatorias y el
examen estarán basados en perfiles, parámetros e indicado-
res; también la asignación será por medio de un listado de
prelación conforme a las vacantes disponibles. Quienes no
acepten las condiciones para su promoción en el servicio, se-
rán eliminados del proceso. 

La promoción a una plaza con funciones de dirección y su-
pervisión tendrá un nombramiento temporal, será sujeto a
un periodo de inducción de dos años, en el que deberá cur-
sar programas de desarrollo de liderazgo y gestión escolar
determinados por la Autoridad Educativa Local, al término
de este periodo se le evaluará el desempeño, para determi-
nar si cumple con las exigencias propias de la función, si
aprueba se le da un nombramiento definitivo de base, si no
se regresa a la función docente que desempeñaba anterior-
mente. Para el caso de educación media superior el nom-
bramiento es por tiempo fijo, al término vuelven a ocupar
su función docente. 
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También se encuentra la promoción en la función por in-
centivos, la participación en ésta es voluntaria individual, y
deja sin efecto el anterior programa de Carrera Magisterial,
conforme lo señala el Artículo 37 de la LGSPD, en educa-
ción media superior también se encuentra la promoción en
la función con cambio de categoría, en los que serán bene-
ficiados quienes destaquen en los procesos de evaluación
del desempeño; se sometan a los procesos de evaluación
adicionales, tener nombramiento definitivo con un mínimo
en el servicio de 2 ininterrumpidos, tener mínimo licencia-
tura. Sin embargo, tiene muchas ambigüedades como no
precisar montos de los incentivos, sólo categorías. 

La redacción del artículo 36 de la LGSPD tiene un margen de
opacidad en el manejo de las reglas de operación de las pro-
mociones horizontales, además de que no fija compromisos
permanentes del monto destinado a este efecto, por lo que los
alcances de este beneficio están sujetos a disponibilidad pre-
supuestal de cada ejercicio fiscal Lo que sí está definido son
las variantes evaluativas a las que se deberá sujetar el perso-
nal docente de acuerdo con el programa de incentivos adi-
cionales, permanentes o temporales,; así como a la vigencia
de estímulos económicos recibidos, que será de hasta cuatro
años en algunos casos, o permanentes en otros. No obstante,
queda sujeto a la disponibilidad presupuestal el acceso al pri-
mer nivel y el avance de niveles (artículo 39), abriendo una
posibilidad a la discrecionalidad de decisión de la autoridad,
pues a igual esfuerzo y desempeño docente no siempre habrá
la misma compensación.i

Este servicio profesional docente, también tiene regulación
sobre la permanencia de los maestros que se encuentren ya
en servicio activo con nombramiento definitivo de base,
aun cuando la entrada en vigor de la LGSPD sea posterior,
violentando lo que el Artículo 14 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos establece “a ninguna
ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona algu-
na”, imposibilitando la progresividad de los derechos fun-
damentales de los trabajadores al servicio de la educación
en México. 

Esta obligatoriedad impone al SEN crear plazas para eva-
luadores, certificados por el INEE, así como de instrumen-
tos laborales que fijen los niveles de desempeño mínimos,
perfiles, parámetros e indicadores, a los que deberá res-
ponder el docente cada ciclo escolar (Art. 55 LGSPD).
También establecen nuevas condiciones institucionales pa-
ra la formación continua, capacitación actualización y de-
sarrollo profesional de los docentes en los diferentes pro-
cesos de evaluación, es decir ahora estos servicios, serán

prestados en función de las evaluaciones docentes; que a
decir de la Auditoria de Desempeño no. 16-0-11100-07-
0153 de la Auditoria Superior de la Federación (ASF), re-
alizó al Programa para el Desarrollo Profesional Docente
en Educación Básica las instancias formadoras contratadas
no eran de alto nivel ni prestigio, la detección de necesida-
des de formación no eran acordes a las necesidades de las
figuras educativas, ni a los procesos de acompañamiento
obligatorio de los docentes que fueron sujetos de algún ti-
po de evaluación, toda vez que la capacitación sólo fue me-
diante cursos y diplomados casi en su totalidad en línea,
con contenidos genéricos. 

Además, no quedan claros los mecanismos ni estrategias
con que estas opciones académicas se podrán hacer efecti-
vas dentro de los tiempos laborales del ciclo escolar, si los
docentes están obligados a cumplir con sus cargas de tiem-
po/horas frente a grupo, y con los días de clase que señala
el calendario escolar establecido por la SEP; o si estas ac-
tividades de actualización se tendrán que realizar en hora-
rio extraescolar, en el tiempo libre -no remunerado- de los
docentes, sea fines de semana, periodos vacacionales o fue-
ra de los turnos diarios de actividades docentes.ii

También, debían ser acompañados los docentes por el Ser-
vicio de Asistencia Técnica a la Escuela (SATE), mismo
que apenas tuvo su regulación en el año 2017, mediante li-
neamientos generales para la prestación del servicio, que
no hace más que conceptualizar los elementos y describir
competencias concurrentes entre los actores, sin asumir
que aún no cuentan con la mitad del personal con funcio-
nes de Asesor Técnico Pedagógico en los campos requeri-
dos, por la poca “idoneidad” que las evaluaciones han di-
cho que tienen los maestros que se han querido promover
a esta función, incluso muchos de ellos por años la estu-
vieron ejerciendo. 

La permanencia en servicio obliga a quienes ejercen fun-
ciones de dirección y de supervisión en educación básica y
media superior, a someterse a evaluación de desempeño
para su permanencia cada cuatro años (artículo 52
LGSPD). Así mismo establece plazos de los que dispone el
docente para revertir resultados no favorables y la alterna-
tiva en caso de no lograrlo (artículo 53 LGSPD): 

1. Primera insuficiencia en el nivel de desempeño de la
función respectiva: el personal se incorporará a los pro-
gramas de regularización incluyendo un esquema de 
tutoría.
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2. Segunda oportunidad de evaluación a un año de insu-
ficiencia de la 1ª evaluación: para tener oportunidad de
hacer esta evaluación el personal debe acreditar la regu-
larización y la tutoría, esta evaluación deberá efectuarse
antes del inicio del siguiente ciclo escolar. De ser insu-
ficientes los resultados en la segunda evaluación, el eva-
luado se reincorporará a los programas de regulariza-
ción para sujetarse a una nueva evaluación. 

3. Tercera evaluación a un año de la 2ª evaluación insu-
ficiente: el personal debe acreditar la regularización y la
tutoría; en caso de que el personal no alcance un resul-
tado suficiente en la tercera evaluación que se le practi-
que, se darán por terminados los efectos del nombra-
miento correspondiente sin responsabilidad para la
Autoridad Educativa o el Organismo Descentralizado,
según corresponda.

4. El artículo 8º Transitorio de la LGSPD establece que
el personal que no alcance un resultado suficiente en la
tercera evaluación, no será separado de la función pú-
blica y será readscrito para continuar en otras tareas
dentro de dicho servicio, conforme a lo que determine la
Autoridad Educativa o el Organismo Descentralizado
correspondiente, o bien, se le ofrecerá incorporarse a los
programas de retiro que se autoricen. 

Sin embargo, la Ley no determina que la readscripción
necesariamente cambiaría la naturaleza del nombra-
miento original, y no sólo las funciones (aunque tampo-
co se dice que sería una de carácter administrativo),
tampoco dice que no garantiza el mismo horario, salario
y lugar de trabajo. 

5. El personal que no se sujete a los procesos de evalua-
ción o no se incorpore a los programas de regulariza-
ción, será separado del servicio público sin responsabi-
lidad para la Autoridad Educativa o el Organismo
Descentralizado, según corresponda.

6. Los docentes que obtengan una plaza de nuevo ingre-
so tendrán nombramiento definitivo después de seis me-
ses, pero deberán someterse a evaluación diagnostica al
término del primer año y al término del segundo eva-
luación del desempeño, y si sus resultados son de sufi-
ciencia, seguirá en la plaza por cuatro años más, y se
volverán a evaluar para su permanencia. En caso de ob-
tener resultado de insuficiencia se darán por terminado
los efectos del nombramiento sin responsabilidad para
la autoridad educativa.

Por la naturaleza de la Reforma Constitucional de 2013 en
materia educativa y las implicaciones a las condiciones la-
borales del magisterio, desde el ingreso, la promoción, el
reconocimiento, la permanencia y el retiro, abroga, en lo
que contraviene al Reglamento General de Condiciones de
Trabajo de la Secretaría de Educación Pública, aunque no
elimina las prestaciones y derechos laborales de los traba-
jadores al servicio de la educación como el aguinaldo, pri-
ma vacacional, días económicos, permisos, entre otras. 

También sustituye la aplicación de procedimientos de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
tanto en lo individual como en lo colectivo, como la facul-
tad de determinación de los efectos del nombramiento de-
finitivo de los trabajadores, quien ahora la ostenta la Auto-
ridad Educativa, sin acudir al Tribunal Federal de
Conciliación y Arbitraje. 

Con esto se hace evidente que dicha reforma a los Artícu-
los 3º y 73 Constitucional, y la creación de la Ley General
del Servicio Profesional Docente, fue una reforma al régi-
men laboral de los maestros, teniendo como una de sus
consecuencias más indignante es perturbar el espíritu filo-
sófico del Artículo 3º Constitucional, mientras este artícu-
lo consagra el derecho humano a la educación, por otro
niega los derechos laborales adquiridos al magisterio, cuya
norma fundamental se encontraba regulada en el Articulo
123 aparatado B, para el caso de los maestros de educación
básica y media superior, y apartado A, para el caso de edu-
cación superior. Por lo que se trastocan los principios de
estabilidad en el empleo, certeza jurídica y progresividad
de los derechos laborales individuales y gremiales que ha-
bían alcanzado a lo largo de décadas de lucha sindical. 

Por lo anterior no se puede negar el carácter punitivo de la
reforma constitucional y sus leyes reglamentarias; la eva-
luación de corte tecnicista, más que una evaluación cientí-
fica y pedagógica, responde a criterios de medición des-
contextualizados y estandarizados, trayendo consecuencias
laborales, si los resultados no cumplen con los parámetros
establecidos por las Autoridades Educativas. 

Argumentos

Al referirnos a los derechos laborales de los trabajadores al
servicio de la educación es necesario retomar el derecho
burocrático. De acuerdo con el criterio de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (SCJN), el derecho burocrático,
se perfila como rama autónoma que evoluciona a partir del
administrativo y tiende a asemejarse al laboral; al excluir-
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se a los empleados públicos de la regulación de la Ley Fe-
deral del Trabajo, surgieron intentos de normatividad hasta
1938 que se promulgó el Estatuto de los Trabajadores al
Servicio de los Poderes de la Unión, sucedido por otro es-
tatuto en 1941, y hasta 1960 se adicionó el Artículo 123
constitucional por un apartado B en que se reguló lo relati-
vo a la relación de los Poderes de la Unión y del Gobierno
del Distrito Federal con sus servidores; en 1963 se expidió
su ley reglamentaria, la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado (LFTSE).iii

Los ordenamientos estatutarios burocráticos encuentran
origen en la exclusión de los empleados públicos de la re-
glamentación de la materia de trabajo entre particulares,
como ordenamientos encargados de regular una relación de
servicio que surgió del derecho administrativo y no laboral.
Según Acosta Romero, es propiamente “una rama del de-
recho laboral que se encarga de regular las relaciones entre
el Estado y sus trabajadores en sus diversos niveles (fede-
ración, estados y municipios), así como los derechos y
obligaciones que de ella surjan”.

El primer párrafo del Apartado B) del Artículo 123 consti-
tucional señala que esta relación laboral se establece entre
los “Poderes de la Unión y sus trabajadores”. La LFTSE,
señala que, para los efectos de esa ley, la relación jurídica
se establece entre el trabajador de base y el titular de la de-
pendencia correspondiente. Alberto Trueba Urbina consi-
dera que la relación se establece directamente entre el ór-
gano estatal y el servidor público, porque los titulares de
las dependencias son únicamente representantes del órgano
estatal.

El artículo 3o. de la LFTSE indica que un trabajador es:
“toda persona que preste un servicio físico, intelectual o de
ambos géneros, en virtud de nombramiento expedido o por
figurar en las listas de raya de los trabajadores temporales”.

El nombramiento expedido es la característica que diferen-
cia el derecho burocrático del derecho laboral en general:
El “nombramiento”, un acto jurídico por medio del cual se
designa a una persona como servidor público para el cum-
plimiento de ciertas funciones, servicios o actividades. Al
referirse al nombramiento, desde una perspectiva formal,
Acosta Romero indica que es el documento por el que se
designa a una persona, por autoridad competente, para ocu-
par un puesto, cargo o empleo determinado. Dicho docu-
mento deberá señalar el nombre, la nacionalidad, la edad,
el sexo, el estado civil y el domicilio del trabajador desig-
nado, los servicios que éste deberá prestar, el carácter del

nombramiento (definitivo, interino, provisional, por tiem-
po fijo o por obra determinada), la duración de la jornada
de trabajo, el sueldo y las demás prestaciones que habrá de
percibir el trabajador, así como el lugar en el que éste pres-
tará sus servicios (art. 15 de la LFTSE).iv

El criterio de la SCJN, en el amparo en revisión 295/2014,
Octavo analiza que el funcionario o servidor público es una
categoría constitucional que define un tipo de relación la-
boral, salarial, de obligaciones, responsabilidades y cargas
dependientes de un nombramiento para el desempeño de
una función pública. El concepto de servidor público se
desprende de la conjunción de estos elementos, desde el
nombramiento y la protesta (art 128), pasando por el dere-
cho de recibir una remuneración proporcional a sus res-
ponsabilidades, adecuada e irrenunciable por el desempeño
de su función, empleo, cargo o comisión, fijada en los pre-
supuestos respectivos, sin que su cuantía pueda ser dismi-
nuida (art 127); terminando con un régimen de responsabi-
lidades administrativas por lo actos u omisiones en que
incurran en el desempeño de sus funciones (art 108 y 109);
gozando además de las garantías establecidas en el Artícu-
lo 123, apartado B en materia laboral.

En el artículo 8° de la LFTSE, se puede observar que las y los
trabajadores de la educación, no se encuentran de ninguna
manera excluidos del régimen de dicho ordenamiento:

“Quedan excluidos del régimen de esta ley los Trabaja-
dores de confianza a que se refiere el artículo 5o.; los
miembros del Ejército y Armada Nacional con excep-
ción del personal civil de las Secretarías de la Defensa
Nacional y de Marina; el personal militarizado o que se
militarice legalmente; los miembros del Servicio Exte-
rior Mexicano; el personal de vigilancia de los estable-
cimientos penitenciarios, cárceles o galeras y aquellos
que presten sus servicios mediante contrato civil o que
sean sujetos al pago de honorarios.”

Hasta antes de la reforma educativa de 2013, las relaciones
laborales de los docentes que prestan sus servicios al Esta-
do eran sólo reguladas por el apartado B del Artículo 123
Constitucional, como se rigen todas las relaciones burocrá-
ticas en general. Aunque, si bien existían regímenes legales
especiales dentro del mismo apartado B, las relaciones bu-
rocráticas de los trabajadores de la educación no constituí-
an un régimen de excepción. 

Es en 2013 cuando se crean condiciones de excepción a las
relaciones laborales de los docentes al servicio del Estado, si-
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milar a los regímenes especiales vigentes en la fracción VIII
del apartado B, del Artículo 123 Constitucional, referente a
los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes
del Ministerio Público, peritos y los miembros de las institu-
ciones policiales, regidos por sus propias leyes. 

A fin de atender todas las demandas causadas por esta im-
posición de cambio de régimen laboral que les impusieron
a los trabajadores al servicio de la educación en servicio, el
7 de septiembre de 2015, el Pleno de la SCJN, aprobó la te-
sis jurisprudencial 30/2015 (10a.), referente al Personal
Docente al Servicio del Estado. Indica que: “Sus relaciones
laborales se rigen tanto por el Artículo 123, apartado B, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y su Ley reglamentaria, como por el diverso 3o., fracciones
II y III, Constitucional. Previo a la reforma al artículo 3o.,
fracciones II y III, de la Constitución Federal, publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 26 de febrero de 2013,
las relaciones laborales del personal docente al servicio del
Estado se regulaban por el apartado B del Artículo 123
constitucional. Sin embargo, a partir de la entrada en vigor
de dicha reforma, se introdujeron algunas modalidades re-
lacionadas con el trabajo que prestan los docentes; por tan-
to, si la reforma incorporó cambios al texto constitucional
en materia de relaciones laborales del aludido personal, se
concluye que, a partir de su entrada en vigor, esas relacio-
nes también se rigen por el artículo 3o. reformado”. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT), en su
Coloquio de la Oficina de Actividades para los Trabajado-
res (ACTRAV) sobre el Trabajo Precario, celebrado en
Suiza en 2011, definió que “la precariedad de los acuerdos
de trabajo es heterogéneo y multifacético…, dependiendo
del país, región, y la estructura económica y social de los
sistemas políticos y mercados de trabajo. El ámbito de apli-
cación y las diferentes formas son cada vez más amplios,
ya que algunos empleadores están siempre tratando de elu-
dir las regulaciones o encontrar lagunas en la normativa
con el fin de aumentar la rentabilidad de sus negocios a
costa de sus empleados. Sin embargo, las características
comunes de la precariedad son la ausencia o el nivel insu-
ficiente de los derechos y protección en el lugar de trabajo.
Si bien el empleo informal es, obviamente, precario, esto
también es cierto para muchas formas de empleo formal,
incluida la subcontratación”.v

Y concluye que la precarización “trae como consecuencia el
crecimiento de la incertidumbre, la inseguridad y la vulnera-
bilidad de los trabajadores individuales, y priva a las perso-
nas de la estabilidad necesaria para tomar decisiones a largo

plazo y planificar sus vidas, así como participar en acciones
colectivas como sindicalistas y como ciudadanos en una so-
ciedad democrática. Por lo tanto, tiene un gran impacto en el
carácter de nuestras sociedades y la calidad de vida en nues-
tras comunidades y sociedades en general”.vi

Este referente, hace alusión a las relaciones laborales a las
que ahora son sujetos los trabajadores de la educación, al
ser vulnerados sus derechos laborales adquiridos a partir de
una reforma que los somete a régimen en condiciones de
excepción al resto de los servidores públicos. 

Otros derechos vulnerados en el ámbito convencional son: 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,
que en su artículo 23 afirma el derecho al trabajo:vii

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elec-
ción de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfac-
torias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación algu-
na, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remu-
neración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así
como a su familia, una existencia conforme a la digni-
dad humana y que será completada, en caso necesario,
por cualesquiera otros medios de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a
sindicarse para la defensa de sus intereses.

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, establece los siguientes preceptos so-
bre el derecho al trabajo: 

Artículo 6. Derecho al trabajo. Comprende el derecho a con-
tar con un trabajo elegido o aceptado libremente, mediante el
que las personas se puedan ganar la vida. Los Estados deben
garantizarlo y adoptar programas de formación, normas y
técnicas para el desarrollo económico, social y cultural, así
como la ocupación plena y productiva.

Artículo 7. Derecho a condiciones equitativas y satisfacto-
rias de trabajo. Establece el salario mínimo y el goce del
mismo salario por trabajo igual; medidas de seguridad e hi-
giene; igualdad de oportunidades en promociones por ca-
pacidad y tiempo de servicio; el límite del horario laboral
y la remuneración de días festivos, entre otras.
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Artículo 8. Derecho a fundar sindicatos, afiliarse y el dere-
cho de huelga. Se establece también el derecho de los sin-
dicatos a formar federaciones o confederaciones y el de és-
tas a fundar y afiliarse a organizaciones sindicales
internacionales, así como su derecho a funcionar sin obstá-
culos, sólo con las limitaciones establecidas por ley, nece-
sarias para proteger los derechos y libertades ajenas.

El Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre
Derechos Humanos En Materia De Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales “Protocolo De San Salvador”
Adoptado en la Ciudad de San Salvador, el diecisiete de no-
viembre de mil novecientos ochenta y ocho, reconoce: 

Artículo 6. Derecho al trabajo

1. Todo (sic) persona tiene derecho al trabajo, el cual in-
cluye la oportunidad de obtener los medios para llevar
una vida digna y decorosa a través del desempeño de
una actividad lícita libremente escogida o aceptada.

2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las me-
didas que garanticen plena efectividad al derecho al tra-
bajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo,
a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos
de capacitación técnico-profesional, particularmente
aquellos destinados a los minusválidos...

Artículo 7. Condiciones justas, equitativas y satisfacto-
rias de trabajo

Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen
que el derecho al trabajo al que se refiere el artículo an-
terior, supone que toda persona goce del mismo en con-
diciones justas, equitativas y satisfactorias, para lo cual
dichos Estados garantizarán en sus legislaciones nacio-
nales, de manera particular:

a. Una remuneración que asegure como mínimo a todos
los trabajadores condiciones de subsistencia digna y de-
corosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e
igual por trabajo igual, sin ninguna distinción;

b. El derecho de todo trabajador a seguir su vocación y
a dedicarse a la actividad que mejor responda a sus ex-
pectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la re-
glamentación nacional respectiva;

c. El derecho del trabajador a la promoción o ascenso
dentro de su trabajo, para lo cual se tendrán en cuenta

sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de
servicio;

d. La estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de
acuerdo con las características de las industrias y profe-
siones y con las causas de justa separación. En casos de
despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una
indemnización o a la readmisión en el empleo o a cuales-
quiera otra prestación prevista por la legislación nacional;

En el Comité de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el derecho al trabajo incluye: 

“El derecho de todo ser humano a decidir libremente
aceptar o elegir trabajo. También supone no ser obliga-
do de alguna manera a ejercer o efectuar un trabajo y el
derecho de acceso a un sistema de protección que ga-
rantice a cada trabajador su acceso a empleo. Además,
implica el derecho a no ser privado injustamente de 
empleo”.viii

La Convención número 158 de la Organización Inter-
nacional del Trabajo sobre la terminación de la relación
de trabajo,ix condiciona todo despido a la existencia de
motivos validos e impone reparaciones en materia de des-
pidos injustificados: 

Artículo 4. No se pondrá término a la relación de traba-
jo de un trabajador a menos que exista para ello una cau-
sa justificada relacionada con su capacidad o su con-
ducta o basada en las necesidades de funcionamiento de
la empresa, establecimiento o servicio.

Artículo 7. No deberá darse por terminada la relación de
trabajo de un trabajador por motivos relacionados con
su conducta o su rendimiento antes de que se le haya
ofrecido la posibilidad de defenderse de los cargos for-
mulados contra él, a menos que no pueda pedirse razona-
blemente al empleador que le conceda esta posibilidad.

Artículo 10. Si los organismos mencionados en el ar-
tículo 8 del presente Convenio llegan a la conclusión de
que la terminación de la relación de trabajo es injustifi-
cada y si en virtud de la legislación y la práctica nacio-
nales no estuvieran facultados o no consideraran posi-
ble, dadas las circunstancias, anular la terminación y
eventualmente ordenar o proponer la readmisión del tra-
bajador, tendrán la facultad de ordenar el pago de una
indemnización adecuada u otra reparación que se consi-
dere apropiada.
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De lo expuesto, se observa un régimen laboral desarrolla-
do para los servidores públicos, pero para los docentes
existe una doble regulación con excepciones que los limi-
tan el pleno ejercicio de sus derechos, lo cual es contrario
a los derechos humanos, pero también es contrario a una
administración eficiente, pues se olvida la función sustan-
tiva de la educación y que sólo con la integración de los
trabajadores a las funciones de Estado, obtendrán los me-
jores resultados. Es posible identificar claramente aspectos
del retroceso en la regulación jurídica de los docentes, es
decir, una precarización en sus derechos laborales.

Antes de la reforma en mención, los conflictos derivados
de las relaciones de trabajo de los docentes se ventilaban y
resolvían ante los Tribunales de Arbitraje de los Estados o
en las Juntas de Conciliación y Arbitraje, aplicando la
LFTSE, las leyes burocráticas locales y la Ley Federal del
Trabajo, según fuera la naturaleza jurídica del ente contra-
tante; Esto daba certeza a la regulación jurídica de las rela-
ciones laborales de los trabajadores de la educación.

Posterior a la reforma se limita el derecho de audiencia y
debido procedimiento, por lo que se generarán varias con-
troversias laborales, en particular por lo estipulado en los
artículos 22 y 53 de la LGSPD, mencionados anteriormen-
te; por una parte, la ley establece como legítimo despedir a
trabajadores sin la indemnización correspondiente y, por
otra, no contiene disposición en la que defina cuál será la
autoridad jurisdiccional o tribunales especiales que habrán
de conocer y resolver los conflictos laborales que se pre-
senten con la aplicación de las disposiciones emitidas por
la Autoridad Educativa. Lo que imposibilita la estabilidad
en el empleo, sin leyes especiales claras, en claro detri-
mento a los derechos adquiridos, pues con esto nace a la vi-
da jurídica una nueva causal de despido.

Los docentes anteriormente recibían una plaza base, pro-
ducto de un contrato colectivo, que garantizaba el ingre-
so y la permanencia en el servicio, además de ciertas
condiciones de seguridad social ligadas íntimamente a la
antigüedad laboral y permanencia en el servicio. A partir
de la citada reforma, los trabajadores de la educación tie-
nen que aprobar satisfactoriamente sus evaluaciones do-
centes para estar en aptitud de ser contratados de forma
temporal o ser promovidos. Con esto se condiciona su
empleo y la estabilidad a una serie de nuevos criterios, y
se disminuye al mínimo la protección y participación de
su ente sindical, con el argumento de recuperar la recto-
ría del Estado en la educación.

En general, las relaciones laborales regidas por el apartado
B del Artículo 123, que incluye las excepciones menciona-
das, dependen de las finalidades y objetivos constituciona-
les de la función específica que desempeñan, para la defi-
nición de su régimen laboral, en el caso de los trabajadores
de la educación se integran en las disposiciones constitu-
cionales de los Artículos 123 y 3° Constitucional, enten-
diéndola como una restricción constitucional a la estabili-
dad de los docentes y se plantea como la oposición de dos
derechos, donde debe prevalecer la educación de calidad
que deben recibir todos los individuos y el interés superior
de la niñez. 

Es por ello, que inminente al conflicto de las excepciones
al pleno disfrute de los derechos laborales de los trabaja-
dores al servicio de la educación, deben quedar excluidos
del Artículo 3° Constitucional y respetar el espíritu filosó-
fico del derecho a la educación, como derecho humano, y
derivarse en una fracción del apartado B del Artículo 123
Constitucional que les permita tener condiciones de certe-
za jurídica, respeto y valoración a su labor de educar a to-
da una nación. 

Asimismo, la reforma de 2013 dio origen a la fracción IX,
que crea al INEE como organismo público autónomo, con
personalidad jurídica y patrimonio propio, su estructura or-
gánica y dotándolo de facultades para realizar mediciones
del SEN, expedir lineamientos en cuanto a evaluación pa-
ra la Autoridad Educativa federal y local; y generar infor-
mación y emitir directrices para la toma de decisiones para
la mejora de la calidad de la educación. 

A siete años de su creación, la Auditoria Superior de la Fe-
deración hace constar que la estrategia para lograr los ob-
jetivos del Sistema Educativo Nacional a través del Siste-
ma Nacional de Evaluación Educativa implementado por
el órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación
Pública, Coordinación Nacional del Servicio Profesional
Docente (CNSPD), coordinado por el INEE (órgano autó-
nomo constitucional), no han sido exitosos, sino al contra-
rio han sido onerosos y no se cuentan con evidencias de
que la mejora de la calidad de la educación haya mejorado,
mediante los hallazgos expuestos en sus auditorías 140 –
DS “Diseño de la Política de Educación Básica” y 141 –
DS “Diseño de la Política de Educación Media Superior”. 

En opinión de la Auditoría Superior de la Federación…, el
problema relativo a que el diseño de la política de educa-
ción básica se sustentaba en un proceso de planeación dé-
bil y en información insuficiente, lo cual propició un esca-
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so seguimiento de la política educativa federal y una limi-
tada comunicación del quehacer de la SEP, persistió, ya
que no se dispuso de lineamientos para regular los proce-
sos de planeación, seguimiento y evaluación en los que se
establecieran los procedimientos y responsabilidades de
cada unidad administrativa que participa en dichos proce-
sos, y el Sistema de Información y Gestión Educativa, que
tiene la finalidad de ofrecer al SEN información para la
planeación, operación, administración y evaluación, aún
no está concluido; lo anterior ha limitado la retroalimen-
tación del diseño de la política, lo que incide en el margi-
nal avance en la mejora de la calidad, la cobertura, la in-
clusión y la equidad de la educación básica.

El pasado 11 de septiembre de 2018, el Pleno de la H. Cá-
mara de Diputados aprobó la proposición con Punto de
Acuerdo para su urgente y obvia resolución para “suspen-
der de manera inmediata e indefinida los procesos de eva-
luación… hasta en tanto sea revisado y en su caso refor-
mado el marco normativo que rige dichos procedimientos”.
El debate fue basado en argumentos y hechos que motiva-
ron a la mayoría de los legisladores a aprobar el Acuerdo
para frenar los abusos, las inconsistencias y los procedi-
mientos punitivos, y así dar voz a las demandas de todos
los actores del Sistema Educativo Nacional (maestros,
alumnos, padres de familia).

Ante esto, el 9 de octubre del mismo año, se publica en la
Gaceta Parlamentaria el documento remitido por el INEE,
el 7 de septiembre, para dar respuesta a sobre el Acuerdo
aprobado, en el que menciona no puede atender a la dispo-
sición de requerida por la Cámara de diputados, ya que en
su calendario de evaluaciones, ya ejerció su función desde
mayo de 2018; mientras que la ejecución de los procesos
de evaluación, dice que le corresponden a las autoridades
educativas locales y a la Secretaría de Educación Pública,
a través de la CNSPD.

Es entonces que no se comprende que se la haya asigna-
do por seis años consecutivos, presupuestos de más de
Mil Doscientos millones de pesos, a una Institución que
no ejecuta funciones de evaluación y que sólo determi-
na lineamientos y directrices, sin vigilar su correcta 
implementación. 

Las características de los órganos autónomos, desconcen-
trados y descentralizados son: 

1. Autónomos constitucionales (Artículos 3, 6, 28, 41,
102,116 y 122 Constitucional)

a) Deben de estar directamente establecidos por la
Constitución;

b) Deben mantener con los órganos de Estado rela-
ciones de coordinación;

c) Deben contar con autonomía e independencia fun-
cional y financiera; y

d) Deben atender funciones coyunturales del Estado
que requieren ser eficazmente atendidas en benefi-
cio de la sociedad

2. Órganos administrativos desconcentrados (artículo 17
de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal)

a) Son subordinados a la dependencia de la adminis-
tración pública federal, que centraliza las funciones
y tienen un nivel jerárquico inferior; 

b) Se les asignan competencias exclusivas, que se
ejercen dentro de las facultades del Gobierno 
Federal; 

c) Tienen libertad de acción en trámite y decisión; 

d) Existe vínculo jerárquico, aunque atenuado, pues
el poder central se reserva amplias facultades de
mando, decisión, vigilancia y competencia, ya que
fija la política, desarrollo y orientación de los órga-
nos desconcentrados para mantener la unidad y de-
sarrollo de la acción de la administración pública 
federal; 

e) No tienen autonomía económica, su manteni-
miento corre a cargo del Presupuesto de Egresos o
de la institución que lo crea —algunos gozan de ma-
nejo autónomo de su patrimonio—; y 

f) La autonomía técnica es su verdadera justificación;

La desconcentración surge como un medio para facilitar
el dinamismo de la actividad de determinados órganos
de la administración.

Desconcentrar es un procedimiento administrativo para
facilitar la ejecución de las leyes administrativas, pero
los órganos superiores conservan íntegramente sus po-
deres de mando, control, revisión, decisión, vigilancia,
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etcétera, cuya finalidad es aligerar la acumulación de
asuntos del Poder Central, con beneficio del propio ser-
vicio público y de los particulares.

Son entes del Estado establecidos constitucionalmente
que cuentan con un estatuto orgánico que asegura su in-
dependencia funcional y financiera para asegurar que
cumplan sin influencias externas, alguna función estatal
primordial, manteniendo relación de coordinación con
el Estado.

3. Organismos descentralizados (Art. 90 Constitucional;
art. 1o., 3o., 45, 48, 49 y 50 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal; y art. 14 de la Ley Fede-
ral de Entidades Paraestatales)

a. Se crea una persona moral, siempre por ley o de-
creto del Ejecutivo; 

b. Se les asignan competencias exclusivas, para la
atención de un fin de interés general o un servicio
público determinado; 

c. Tienen autonomía orgánica y técnica; 

d. Tienen personalidad jurídica propia —indepen-
diente de la personalidad jurídica del ente de la ad-
ministración pública—; 

e. Tienen patrimonio propio —sus bienes son del Es-
tado, pero están sometidos a un régimen jurídico es-
pecial, pues cuando desaparecen dichos órganos, los
bienes vuelven al patrimonio del Estado—; 

f. Tienen una relación de tutela sui generis respecto
de la administración pública federal, que no es je-
rarquía (el poder central conserva su poder de vi-
gilancia para el control de los órganos descentrali-
zados); y 

g. Tienen poder de decisión.

Son organismos descentralizados las personas jurídicas
creadas conforme a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y cuyo objeto sea:

I. La realización de actividades correspondientes a las
áreas estratégicas o prioritarias;

II. La prestación de un servicio público o social; o

III. La obtención o aplicación de recursos para fines de
asistencia o seguridad social

Todo este tipo de inconsistencias en el marco regulatorio
de la evaluación educativa, violaciones a los procesos y a
los derechos de los trabajadores de la educación, dan la jus-
ta razón de la necesidad de reformular los marcos de ac-
tuación, las estructuras que lo operan y vincularlas a los
objetivos que se pretenden en la educación nacional. 

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de Diputado Federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento de Regeneración Nacional en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión; con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76; 77,
numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presento ante esta Soberanía el presente

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

Artículo Único. Se reforman el párrafo tercero; el inciso d)
de la fracción II; las fracciones III y VIII del artículo 3o.;
la fracción XXV del artículo 73; se deroga la fracción IX
del artículo 3o. y se adicionan una fracción XXV Bis al ar-
tículo 73 y una fracción XV al Apartado B del artículo 123,
todos, artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. ...

…

El Estado garantizará la educación obligatoria de manera
que los materiales y métodos educativos, la organización
escolar, la infraestructura educativa, garanticen el mejora-
miento de la educación.

I. …

II. …

…

a) a la c) …
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d) Será transformadora en el mejoramiento inte-
gral, constante de los educandos, que promueva
su aprendizaje desarrollando su pensamiento crí-
tico y propositivo y, además que fortalezca víncu-
los entre escuela y comunidad con la finalidad de
alcanzar la transformación social y el bienestar;

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el se-
gundo párrafo de la fracción II, el Ejecutivo Federal de-
terminará los planes y programas de estudio de la edu-
cación preescolar, primaria, secundaria y normal para
toda la República. Para tales efectos, el Ejecutivo Fede-
ral considerará la opinión de los gobiernos de las enti-
dades federativas, así como de los diversos sectores so-
ciales involucrados en la educación, los maestros y los
padres de familia en los términos que la ley señale.

IV. a VII. …

VIII. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y
coordinar la educación en toda la República, expedirá
las leyes necesarias, destinadas a distribuir la función
social educativa entre la Federación, las entidades fede-
rativas y los Municipios, a fijar las aportaciones econó-
micas correspondientes a ese servicio público y a seña-
lar las sanciones aplicables a los funcionarios que no
cumplan o no hagan cumplir las disposiciones relativas,
lo mismo que a todos aquellos que las infrinjan.

XI. Se deroga

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIV. …

XXV. Para legislar sobre el establecimiento, organi-
zación y sostenimiento, en toda la República escuelas
rurales, elementales, superiores, secundarias y profesio-
nales; de investigación científica, de bellas artes y de
enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y de
minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, obser-
vatorios y demás institutos concernientes a la cultura
general de los habitantes de la nación y legislar en todo
lo que se refiere a dichas instituciones; para legislar so-
bre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos ar-
queológicos, artísticos e históricos, cuya conservación
sea de interés nacional; así como para dictar las leyes
encaminadas a distribuir convenientemente entre la Fe-
deración, las entidades federativas y los Municipios el
ejercicio de la función educativa y las aportaciones eco-

nómicas correspondientes a ese servicio público, bus-
cando unificar y coordinar la educación en toda la Re-
pública, y para asegurar el cumplimiento de los fines de
la educación y su mejora continua en un marco de in-
clusión y diversidad. Los Títulos que se expidan por los
establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en
toda la República. Para legislar en materia de derechos
de autor y otras figuras de la propiedad intelectual rela-
cionadas con la misma;

XXV Bis. Para legislar respecto al establecimiento
del Sistema de Carrera Profesional del Magisterio en
términos de la fracción II del apartado B,  del Ar-
tículo 123 de esta Constitución; así como para legis-
lar en función del organismo público descentraliza-
do, que contribuya a cumplir con los objetivos para
la mejora continua de la educación y todo el Sistema
Educativo Nacional, a fin de establecer parámetros
que faciliten la toma de decisiones; para dictar las le-
yes encaminadas a distribuir las competencias entre
la Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y demarcaciones territoriales; legislar sobre la
implementación de los procesos de ingreso, promo-
ción, reconocimiento, formación continua, actualiza-
ción, capacitación y profesionalización del personal
al servicio de la educación;

XXVI. a XXXI. …

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

…

A. …

B. …

I. a XIV. …

XV. Respecto a los trabajadores del magisterio, adi-
cionalmente a lo anteriormente establecido: 

a) La jornada diaria máxima de trabajo será de
ocho horas, exceptuando los que tengan funcio-
nes por horas/semana, tiempo completo o doble
plaza, cuya asignación será conforme su nombra-
miento respectivo, y la remuneración acordada
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conforme a los tabuladores generales de presta-
ción del servicio. 

b) Por cada cinco días de trabajo, disfrutará el
trabajador de dos días de descanso, con goce de
salario íntegro, respecto de las modalidades semi-
presenciales, a distancia, en línea su correlativo
será en horas trabajo, en caso de ser necesario y
por necesidades del servicio educativo, se podrá
disponer del tiempo de descanso de los trabaja-
dores educativos, sin que represente una obliga-
ción adicional de pago; 

c) Los trabajadores de la educación gozarán de
las vacaciones que marca el ciclo escolar o lectivo,
sin contemplar los recesos de reunión para plane-
ación pedagógica;

d) A trabajo igual corresponderá salario igual,
sin tener en cuenta el sexo, raza, condición, ori-
gen y ninguna condición de vulnerabilidad;

e) Se crea el Sistema de Carrera Profesional del
Magisterio con la finalidad de contribuir al cum-
plimiento satisfactorio de los objetivos y propósi-
tos del Sistema Educativo Nacional, sus funciones
y atribuciones quedarán establecidas en la ley re-
glamentaria del apartado B de este Artículo. Co-
rresponderá a la Federación su rectoría y su im-
plementación estará a cargo de las Entidades
Federativas. 

f) El Sistema de Carrera Profesional del Magiste-
rio coordinará los procesos de ingreso, reconoci-
miento, promoción, formación continua, actuali-
zación, capacitación, profesionalización y mejora
continua del personal docente, directivo y de su-
pervisión, en pleno respeto a sus derechos indivi-
duales y colectivos; siendo responsabilidad de di-
cho Sistema, posibilitar las buenas prácticas de
sus integrantes, acompañadas de evaluaciones
formativas orientadas a la mejora profesional
continua para que ésta impacte de manera signi-
ficativa en el aprendizaje de los educandos. 

g) El ingreso del personal educativo se hará me-
diante el Sistema de Carrera Profesional del Ma-
gisterio, a través de mecanismos que considera-
rán los conocimientos, aptitudes y experiencia
necesarios para facilitar el aprendizaje y desarro-

llo integral de los educandos; estos mecanismos
serán públicos, transparentes, equitativos e im-
parciales y se encontrarán establecidos en la ley
reglamentaria.

A las instituciones referidas en la fracción VII del
Artículo 3o. de esta Constitución, no les serán
aplicables estas disposiciones; 

h) El Sistema de Carrera Profesional del Magis-
terio, contemplará también los procesos de pro-
moción y reconocimiento del personal educativo
en funciones; estos serán conforme a los derechos
de escalafón a fin de que se otorguen de acuerdo
a los conocimientos, aptitudes y antigüedad, mis-
mos que estarán sujetos a lo que determine la ley
reglamentaria;

i) Los trabajadores al servicio de la educación pú-
blica, tienen el derecho y la obligación de acceder
y participar en los procesos de actualización, ca-
pacitación, formación continua y profesionaliza-
ción, que determine el Sistema de Carrera Profe-
sional del Magisterio, a fin de cumplir con los
objetivos y propósitos del Sistema Educativo Na-
cional. La ley definirá los requisitos y criterios
aplicables, así como las competencias concurren-
tes entre las Autoridades Educativas federales y
locales; 

j) Para cumplir con los objetivos y principios del
Sistema de Carrera Profesional del Magisterio, la
Autoridad Educativa contará con un organismo
público descentralizado con autonomía técnica y
de gestión; el cual, coordinará los procesos seña-
lados en los incisos f), g), h) e i); además, realiza-
rá estudios, evaluaciones formativas, investiga-
ciones, que permita establecer criterios y
lineamientos con la finalidad de contribuir a la
transformación social y al bienestar individual y
colectivo. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente decre-
to se abroga la Ley General del Servicio Profesional Docen-
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te y la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación, y se derogan todas las disposiciones contenidas
en las leyes secundarias, reglamentos, acuerdos y disposicio-
nes de carácter general contrarias al presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las
entidades federativas deberán realizar la armonización le-
gislativa que correspondan para dar cumplimiento a lo pre-
visto en el presente decreto, dentro de los 180 días si-
guientes a la entrada en vigor del mismo.

En tanto esto ocurre, la autoridad educativa federal, transi-
toriamente, proveerá las medidas necesarias para dar cum-
plimiento a las modificaciones establecidas en el presente
Decreto y quedará suspendida la aplicación de evaluacio-
nes que tengan implicaciones en la permanencia del em-
pleo de los maestros, en tanto entre en vigor la legislación
secundaria que establezca los criterios y parámetros de ve-
rificación de resultados aplicables a las distintas activida-
des desarrolladas en el ámbito educativo del país.

Asimismo, la Autoridad Educativa, iniciara medidas para
revisar los casos de maestros afectados por evaluaciones
anteriores. 

El Estado respetará los derechos laborales adquiridos con
la implementación de las leyes abrogadas, así como, eva-
luará los casos en los que se ejecutaron acciones punitivas,
para su reparación procedente.

Cuarto. Los recursos humanos, financieros y materiales
con que cuenta el Instituto Nacional para la Evaluación de
la Educación para la ejecución de las funciones que por vir-
tud del presente Decreto se extinguen, serán transferidos al
organismo descentralizado, descrito el inciso j) de la frac-
ción XV del apartado B del Artículo 123 de este Decreto.
En tanto estos sean transferidos la autoridad educativa fe-
deral administrará temporalmente dichos recursos.

Quinto. Los recursos humanos, financieros y materiales
con que cuenta la Coordinación Nacional para el Servicio
Profesional Docente, en su carácter de organismo descon-
centrado, serán transferidos al organismo descentralizado,
descrito en el inciso j) de la fracción XV, del apartado B del
Artículo 123 de este Decreto. En tanto estos sean transferi-
dos la autoridad educativa federal administrará temporal-
mente dichos recursos.

Los derechos laborales de los servidores públicos que sean
transferidos a otras unidades administrativas en virtud del
presente Decreto, se respetarán conforme a la Ley.

Notas

i García Duarte, Nohemy; “El Discurso docente sobre evaluación y la
Reforma Educativa de 2013”, Universidad Pedagógica Nacional, Ho-
rizontes Educativos, 1ª Ed, México 2017. 

ii Ibídem, página 124. 

iii Jurisprudencia laboral Suprema Corte de Justicia de la Nación “Tra-
bajadores de confianza al servicio del estado. Origen histórico de los
catálogos de puestos en los ordenamientos burocráticos”. Segunda Sa-
la. Tomo VIII, mayo de 1998. 

iv García Ramírez, Sergio; “Derechos de los servidores públicos”; IN-
AP, tercera edición 2014. México pág. 31.

v Disponible en: 

https://www.ilo.org/actrav/events/WCMS_153975/lang—es/in-
dex.htm 

vi Ibídem. 

vii Disponible en: http://www.un.org/es/universal-declaration-human-
rights/ 

viii Observación General número 18 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, adoptada el 24 de noviembre de 2005. 

ix Adoptada el 22 de junio de 1982 durante la 68ª sesión de la Confe-
rencia General de la OIT en Ginebra y en vigor desde el 23 de no-
viembre de 1985. 

h t tps : / /www. i lo .o rg /dyn/normlex /es / f?p=NORMLEX-
PUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C158

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 2 de abril de 2019.—
Diputado Azael Santiago Chepi (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Educación, y de
Puntos Constitucionales, para dictamen.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, en materia de empleo de pe-
riodistas, suscrita por la diputada Mariana Dunyaska Gar-
cía Rojas e integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita diputada federal, Mariana Dunyaska García
Rojas, y demás integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentamos a
la consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un Capítulo XVIII al Tí-
tulo Sexto, se reforman diversos artículos y se adicionan
las fracciones VIII y IX al artículo 994, todos de la de la
Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el contexto de una sociedad democrática, una de las ma-
nifestaciones más importantes de la libertad de expresión e
información, es el periodismo. Efectivamente, las labores
periodísticas y las actividades de la prensa son elementos
fundamentales para el funcionamiento de las democracias,
ya que son los periodistas y los medios de comunicación
quienes mantienen informada a la sociedad sobre lo que
ocurre y sus distintas interpretaciones son una condición
necesaria para que el debate público sea fuerte, informado
y vigoroso.1

Inexcusablemente, el ejercicio del periodismo se halla uni-
do directamente al ejercicio pleno de la libertad de expre-
sión y es precisamente en atención a este vínculo, que el
periodismo se diferencia de otras profesiones.

En efecto, al interior de una democracia, como ya se preci-
saba, el periodismo adquiere una importancia relevante, su
encomienda es ejercer tal derecho con independencia y
pluralidad, llevando a la sociedad información que le ayu-
de a formarse una postura sobre los distintos temas de su
interés, enriqueciendo así el debate y la opinión pública;
por su parte, la obligación del Estado es garantizar el ejer-
cicio pleno de este derecho, no sólo por salvaguardar el de-
recho de los periodistas a expresar libremente sus pensa-
mientos y sus posturas, sino también para salvaguardar el
derecho de su sociedad a recibir y buscar información e

ideas. Lo anterior, aun cuando tales expresiones sean críti-
cas de la actuación estatal.

El ejercicio periodístico, tal y como lo ha precisado la Cor-
te Interamericana, sólo puede efectuarse libremente cuan-
do las personas que lo realizan no son víctimas de amena-
zas ni de agresiones físicas, psíquicas o morales u otros
actos de hostigamiento.2

Desafortunadamente, la violencia contra periodistas es una
problemática muy presente en nuestro País. Las cifras son
alarmantes, afectando gravemente ambas dimensiones de
la libertad de expresión, la de los periodistas a informar y
expresarse libremente y, por supuesto, la de la colectividad
a recibir tales datos y notas informativas. 

Cada 26.7 horas se agrede a un periodista en el país, sien-
do el asesinato la forma de censura más extrema y es, a
desgracia, una práctica común que va en aumento en nues-
tro País.

Durante la visita in loco a México por parte de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos realizada del 28 de
septiembre al 2 de octubre de 2015, la delegación pudo
constatar el aumento acelerado en las agresiones de distin-
to tipo y homicidios de periodistas y comunicadores en
México; en este sentido, según lo vertido en sus observa-
ciones preliminares, en la última década 67 periodistas fue-
ron asesinados, 6 de ellos en 2014 y 6 más en lo recorrido
hasta su visita en 2015. 

En 2016 se registraron tres homicidios más: el de Anabel
Flores (8 de febrero de 2016); el de Manuel Torres (14 de
mayo); y el de Pedro Tamayo (20 de julio). 

En 2017 fue brutalmente asesinado en nuestro país, en el mes
de marzo, un periodista más: Ricardo Monlui. Durante este
año, 65 periodistas fueron asesinados en el mundo (esta cifra
incluye a periodistas profesionales, periodistas-ciudadanos y
a colaboradores de los medios de comunicación). 26 de ellos
perdieron la vida cuando ejercían su labor informativa, vícti-
mas colaterales en lugares muy peligrosos (bombardeos,
atentados, etcétera); 39 fueron asesinados de manera inten-
cional, debido a su trabajo de investigación, que afectaba los
intereses de las autoridades políticas, religiosas, económicas
o de grupos criminales. Al igual que el año pasado, es mayor
el porcentaje de periodistas que fueron agredidos de manera
deliberada (60 por ciento). El objetivo común de sus detrac-
tores: hacerlos callar.3
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México fue, durante 2018, el segundo país en el que más
asesinatos de periodistas se registraron en el mundo, con 11
muertes de acuerdo con la Federación Internacional de Pe-
riodistas (FIP), el más mortífero fue Afganistán con 16 ase-
sinatos de acuerdo con la confederación internacional de
sindicatos y asociaciones de periodistas. 

Ya en 2019, Murúa Manríquez - quien previamente había
reportado amenazas a su vida y que se encontraba bajo pro-
tección federal es el primer periodista asesinado este año
en México, uno de los países más mortíferos del mundo pa-
ra ejercer el periodismo.4

En las observaciones preliminares de esta visita, también
se precisa que la violencia contra comunicadores se ha vis-
to especialmente agudizada en las Entidades Federativas
donde existe presencia del crimen organizado, y los perio-
distas víctimas son aquéllos que han denunciado actos de
corrupción administrativa, narcotráfico, delincuencia orga-
nizada, seguridad pública y demás asuntos afines.5

A este respecto Artículo 19, en su informe anual “Estado de
Censura”, que da cuenta del deterioro del ejercicio pleno
de la libertad de expresión y la violencia a la prensa duran-
te 2014, precisa que del total de agresiones que ésta ha su-
frido, 48 por ciento son responsabilidad de funcionarios,
constituyéndose al efecto, en los principales atacantes de la
prensa. (Artículo 19, 2015)

Lo anterior, pone en evidencia que el gremio periodístico
se encuentra en una situación de vulnerabilidad en el ejer-
cicio de su profesión. Ante esto, el Estado debe mostrar una
genuina voluntad política por cambiar el estado actual de
las cosas, garantizando a los periodistas y a la sociedad en
su conjunto, el ejercicio pleno del derecho humano a la li-
bertad de expresión.

Es preciso reconocer que aun cuando el asesinato de perio-
distas constituye la forma de censura más extrema y es, por
desgracia, una práctica común que ha ido en aumento en
nuestro País, no es la única forma en la que los periodistas
son violentados, pues también son víctimas de graves tras-
gresiones y violaciones a sus derechos laborales. Cuestión
que indudablemente afecta el ejercicio pleno de su derecho
humano a la libertad de expresión y es, sin duda, causal
importante del ambiente hostil y de violencia que aqueja al
gremio periodístico.

La necesidad de legislar en materia de protección de los de-
rechos laborales de los periodistas deviene del estado ac-

tual de las cosas, en el que el gremio de la comunicación es
objeto de múltiples violaciones, tales como:

• La falta de formalización de la relación laboral, a tra-
vés de la firma de un contrato de trabajo, lo que genera
que el periodista en cualquier momento sea despedido
sin ninguna implicación para el patrón.

• La carencia de las prestaciones de ley, tales como agui-
naldo, prima vacacional, seguridad social, créditos de
vivienda, entre otras.

• No se les garantiza, ni respeta, el salario mínimo pro-
fesional decretado en México desde 1990, como pro-
ducto de la presión de organizaciones civiles de perio-
distas, que lograron que la profesión de Reportero
quedara reconocida en la tabla de profesiones de la Co-
misión Nacional de Salarios Mínimos (CNSM), el cual
quedó conformado en tres salarios mínimos generales.
De hecho, Según datos elaborados por la Comisión Es-
tatal para la Atención y Protección a Periodistas, la me-
dia sobre el salario percibido por reporteros y camaró-
grafos va entre los dos mil a los tres mil pesos
quincenales. Aunque es preciso reconocer que el monto
en mención ha quedado superado y debe ser actualizado
en aras de garantizar a los periodistas un salario digno.

En aras de lo anterior, es posible concluir que dada la im-
portancia y el contexto actual en el que se desarrolla el tra-
bajo periodístico, quienes lo ejercen, deben contar con ma-
yores garantías para su protección y realización, siendo una
de las más relevantes las reformas que en el ámbito econó-
mico-laboral puedan materializarse. En este tenor, se con-
sidera oportuna y necesaria una reforma a la Ley Federal
del Trabajo, más precisamente en su Título Sexto relativo
a los “Trabajos Especiales”, en este Título, hasta ahora, no
se reconoce la labor periodística como una que requiera
protección especial, siendo que el estado actual de las co-
sas evidencia la necesidad apremiante que se tiene de in-
cluirla en este ordenamiento jurídico, a fin de dotar al pe-
riodista de una protección especial y más amplia.

El proyecto de adición de este capítulo especial busca re-
forzar y materializar las aspiraciones de trabajo “digno” y
“decente” que ampara el artículo 2 de la Ley Federal del
Trabajo, así como el artículo 123 constitucional, atendien-
do a las condiciones generales de trabajo para el ámbito es-
pecífico, como lo son: La formalidad y las modalidades de
contratación permitidas; el salario mínimo profesional; las
mejores garantías para la seguridad con motivo del trabajo;
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la capacitación; la exclusión taxativa del régimen de out-
sourcing que elimine ambigüedades de interpretación res-
pecto del artículo 15 de la Ley en la materia; y, comple-
mentario de lo anterior, la parte sancionadora cuando los
patrones incumplan con sus obligaciones.

Así, la presente iniciativa tiene como finalidad la adición
de un capítulo especial denominado “Trabajador periodis-
ta”, dentro del Título de Trabajos Especiales de la Ley Fe-
deral del Trabajo, así como el establecimiento de penas a
los patrones que violen dichas disposiciones. 

Finalmente,  el presente proyecto atiende la Reforma a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos re-
lativa a la desindexación del salario mínimo, misma que
obliga al Congreso de la Unión, las Legislatura de los Es-
tados y de la Ciudad de México, así como a las Adminis-
traciones Públicas Federal, Estatales, del Distrito Federal y
Municipales a realizar las adecuaciones que correspondan
en las leyes y ordenamientos de su competencia, en un pla-
zo máximo de un año contado a partir de la entrada en vi-
gor del Decreto en mención, a efecto de eliminar las refe-
rencias al salario mínimo como unidad de cuenta, índice,
base, medida o referencia y sustituirlas por las relativas a la
Unidad de Medida y Actualización.

Para su mejor comprensión, se presenta el siguiente cuadro
comparativo:

Ley Federal del Trabajo
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Indudablemente, el reconocimiento legal de la profesión de
periodista como trabajo especial en la legislación laboral es
una necesidad apremiante, que no admite más demoras, la
tutela especial que propone el presente proyecto responde
a una añeja demanda de los periodistas y comunicadores
que debe ser atendida en aras de dignificar su labor y de
privilegiar el derecho humano a la libertad de expresión de
los mexicanos.
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Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un Capítulo XVIII al Tí-
tulo Sexto, se reforman diversos artículos y se adicio-
nan las fracciones VIII y IX al artículo 994, todos de la
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona un capítulo XVIII al Título
Sexto de la Ley Federal del Trabajo, se modifican los artí-
culos 48, 343E, 429, 485, 729, 731, 856, 992, 993, 994,
995, 995 bis, 996, 997, 998, 999, 1000, 1001, 1002, 1003,
1004, 1004 A, 1004 B, 1004 C, 1005 y 1006; y se adicio-
nan las fracciones VIII y IX al artículo 994, para quedar 
como sigue:

Artículo 48...

...

...

...

Los abogados, litigantes o representantes que promuevan
acciones, excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimien-
to de pruebas, recursos y, en general toda actuación en for-
ma notoriamente improcedente, con la finalidad de prolon-
gar, dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución de
un juicio laboral, se le impondrá una multa de 100 a 1000
veces la Unidad de Medida y Actualización.

...

Artículo 343-E. ...

I. Multa de hasta 2,000 veces la Unidad de Medida y
Actualización, cuando por su omisión se produzca un
riesgo de trabajo, que genere a uno o varios trabajado-
res una incapacidad permanente parcial.

II. Multa de hasta 3,500 veces la Unidad de Medida y
Actualización, cuando por su omisión se produzca un
riesgo de trabajo, que genere a uno o varios trabajado-
res una incapacidad permanente total.

Título Sexto

Capítulo XVIII
“De los Trabajadores Periodistas”

Artículo 353 V. Las disposiciones de este Capítulo se
aplican a las relaciones de trabajo que se desarrollen
entre trabajadores periodistas y las personas físicas o
morales que se dediquen a la producción, transmisión,
difusión de información de noticias de interés público y
social en calidad de patrones.

Artículo 353-W. Trabajador Periodista es la persona fí-
sica que con independencia de la naturaleza de la rela-
ción contractual que mantenga con cualquier persona
física o moral dedicada a la producción, transmisión,
difusión de información de noticias de interés público y
social, materialmente cumple, en forma personal, sub-
ordinada y remunerada, la función de comunicar u opi-
nar ante la sociedad, a través de la búsqueda, recepción
y divulgación de datos, sucesos y documentos por cual-
quier medio de comunicación, en formato literario, grá-
fico, electrónico, audiovisual o multimedia.

Artículo 353-X. El trabajo periodístico sólo podrá con-
tratarse en la modalidad de jornada y trabajo por obra.

En el primer caso. La Comisión Nacional de los Sala-
rios Mínimos fijará mediante resolución publicada en el
Diario Oficial de Federación, el salario mínimo profe-
sional que deberá pagarse a los trabajadores periodis-
tas por la actividad profesional calificada como trabajo
especial por jornada, para lo cual considerará como pa-
rámetro de referencia los estudios actualizados elabo-
rados por instituciones especializadas sobre remunera-
ción por profesiones que fije el mercado laboral estatal
y nacional.

En el trabajo por obra, éste se valorará de común
acuerdo entre patrón y trabajador atendiendo a la na-
turaleza del trabajo, en lo relativo a sus prestaciones y
a la remuneración justa y digna que proceda, con su-
pervisión de la autoridad del trabajo que corresponda,
la cual deberá sancionar los contratos suscritos entre
las partes. En ningún caso la remuneración del trabajo
por obra podrá ser inferior al de una jornada diaria pa-
ra el salario profesional del trabajador periodista.

Artículo 353-Y. Las relaciones laborales entre los Tra-
bajadores Periodistas y la persona física o moral dedi-
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cada a la producción, transmisión, difusión de informa-
ción de noticias de interés público y social, en calidad de
patrón, se regirán por las disposiciones de este Capítu-
lo y por las estipulaciones contenidas en el contrato res-
pectivo, en tanto no las contradigan.

Artículo 353-Z. Son derechos de los Trabajadores Pe-
riodistas que deberán consignarse en los contratos que
se otorguen, además de los previstos en esta Ley, dis-
frutar de las prestaciones que sean necesarias para el
cumplimiento del trabajo.

Se enumera, de manera no limitativa, las siguientes que
tengan relación con su actividad:

I. Apoyo para transporte;

II. Apoyo para comunicaciones; y,

III. Dotación, reparación o reemplazo de materiales
y herramientas de trabajo útiles para recolectar,
procesar y difundir datos.

Artículo 353-Bis. El contrato que se celebre entre los Tra-
bajadores Periodistas, profesionistas o no, con la persona
física o moral que solicita los servicios, deberá constar
siempre por escrito, en los términos previstos por los artí-
culos 24 y 25 de la presente Ley. El contrato deberá incluir
el derecho de seguridad social correspondiente.

Queda prohibida la simulación de actos con el fin de
eludir el cumplimiento de las obligaciones patronales.

Artículo 353-Ter. El trabajo periodístico no podrá con-
siderarse dentro del régimen de subcontratación.

Artículo 353 Quater. Por riesgo grave fundado en su se-
guridad y/o familia, así determinado por institución es-
pecializada oficial, relacionado con su actividad perio-
dística, el patrón deberá contratar un seguro de vida
especial para el trabajador periodista, vigente durante
el periodo que dure la situación prevista y podrá ser
causal de modificaciones justificadas en el contrato de
trabajo en lo estrictamente relacionado con la materia
para garantizar la seguridad del trabajador.

Queda prohibido al patrón la rescisión del contrato del
trabajador periodista durante el periodo a que se refie-
re el párrafo anterior

Artículo 353 Quinquis. Las Jornadas de trabajo serán
las que establece el artículo 60 y 61 de esta Ley, y en ca-
so de ampliación de las mismas, deberá ser de mutuo
acuerdo, con el pago que corresponde a las horas ex-
traordinarias a que se refiere el presente ordenamiento.

Artículo 353 Sexties. Los periodistas, tienen el derecho
de mantener la secrecía de sus fuentes informativas, sin
que ello pueda suponer sanción o perjuicio para éstos.

Artículo 353 Septies. Los Inspectores del Trabajo tienen
las atribuciones y deberes especiales siguientes:

I. Practicar visitas en los locales donde se ejecute el
trabajo;

II. Vigilar que los salarios no sean inferiores a lo es-
tablecido por la Comisión Nacional de Salarios 
Mínimos;

III. Vigilar que se respete la jornada laboral de los
Trabajadores Periodistas;

IV. Vigilar la existencia de los contratos formales, el
respeto de las condiciones generales de trabajo y el
otorgamiento de las prestaciones necesarias.

V. Vigilar el cumplimiento de la capacitación.

Artículo 429. En los casos señalados en el artículo 427, se
observarán las normas siguientes:

I. a III...

IV. Si se trata de la fracción VII, el patrón no requerirá
aprobación o autorización de la Junta de Conciliación y
Arbitraje y estará obligado a pagar a sus trabajadores
una indemnización equivalente a una Unidad de Medi-
da y Actualización, por cada día que dure la suspen-
sión, sin que pueda exceder de un mes.

Artículo 485. La cantidad que se tome como base para el
pago de las indemnizaciones no podrá ser inferior al sala-
rio mínimo.

Artículo 729. Las correcciones disciplinarias que pueden
imponerse son:

I. ...
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II. Multa, que no podrá exceder de 100 veces la Unidad
de Medida y Actualización vigente en el tiempo en
que se cometa la violación. Tratándose de trabajadores,
la multa no podrá exceder del importe de su jornal o sa-
lario en un día. Para los efectos de este artículo, no se
considera trabajadores a los apoderados; y

III. ...

Artículo 731. ...

Los medios de apremio que pueden emplearse son:

I. Multa, que no podrá exceder de 100 veces la Unidad
de Medida y Actualización vigente en el tiempo en
que se cometió el desacato. Tratándose de trabajadores,
la multa no podrá exceder del importe de su jornal o sa-
lario de un día. Para los efectos de este artículo, no se
considerará trabajadores a los apoderados;

II. y III ...

Artículo 856. Los Presidentes de las Juntas podrán impo-
ner a la parte que promueva la revisión o la reclamación en
forma notoriamente improcedente una multa de hasta 100
veces la Unidad de Medida y Actualización vigente en el
tiempo en que se presentaron

Título XVI
Responsabilidades y Sanciones

Artículo 992...

La cuantificación de las sanciones pecuniarias que en el
presente Título se establecen, se hará tomando como base
de cálculo la Unidad de Medida y Actualización, al mo-
mento de cometerse la violación.

...

I. a V... 

...

...

...

...

Artículo 993. Al patrón que no cumpla las normas que de-
terminan el porcentaje o la utilización exclusiva de trabaja-
dores mexicanos en las empresas o establecimientos se le
impondrá una multa por el equivalente de 250 a 2500 ve-
ces la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 994. Se impondrá multa, por el equivalente a:

I. De 50 a 250 veces la Unidad de Medida y Actuali-
zación, al patrón que no cumpla las disposiciones con-
tenidas en los artículos 61, 69, 76 y 77;

II. De 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que no cumpla las obligaciones
que le impone el Capítulo VIII del Título Tercero, rela-
tivo a la Participación de los Trabajadores en las Utili-
dades de las Empresas;

III. De 50 a 1500 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización al patrón que no cumpla las obligaciones
señaladas en el artículo 132, fracciones IV, VII, VIII,
IX, X, XII, XIV y XXII;

IV. De 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que no cumpla con lo dispuesto
por la fracción XV del artículo 132;

V. De 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que no observe en la instalación
de sus establecimientos las normas de seguridad e hi-
giene o las medidas que fijen las Leyes para prevenir los
riesgos de trabajo;

VI. De 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que cometa cualquier acto o con-
ducta discriminatoria en el centro de trabajo; al que re-
alice actos de hostigamiento sexual o que tolere o
permita actos de acoso u hostigamiento sexual en contra
de sus trabajadores; y

VII. De 250 a 2500 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que viole las prohibiciones conte-
nidas en el artículo 133, fracciones II, IV, V, VI y VII, y
357 segundo párrafo.

VIII. De 50 a 1500 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que no cumpla o viole las obli-
gaciones señaladas en los artículos 353 X, 353 Bis y
353 Quáter.
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IX. De 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, al patrón que viole la prohibición conte-
nida en el artículo 353- Ter.

Artículo 995. Al patrón que viole las prohibiciones conte-
nidas en el artículo 133 fracciones XIV y XV, y las normas
que rigen el trabajo de las mujeres y de los menores, se le
impondrá una multa equivalente de 50 a 2500 veces la
Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 995 Bis. Al patrón que infrinja lo dispuesto en el
artículo 23, primer párrafo de esta Ley, se le castigará con
prisión de 1 a 4 años y multa de 250 a 5000 veces la Uni-
dad de Medida y Actualización.

Artículo 996. Al armador, naviero o fletador, se le impon-
drá multa por el equivalente a:

I. De 50 a 500 veces la Unidad de Medida y Actuali-
zación, si no cumple las disposiciones contenidas en los
artículos 204, fracción II, y 213, fracción II; y

II. De 50 a 2500 veces la Unidad de Medida y Actua-
lización, al que no cumpla la obligación señalada en el
artículo 204, fracción IX.

Artículo 997. Al patrón que viole las normas protectoras
del trabajo del campo y del trabajo a domicilio, se le im-
pondrá multa por el equivalente de 250 a 2500 veces la
Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 998. Al patrón que no facilite al trabajador do-
méstico que carezca de instrucción, la asistencia a una es-
cuela primaria, se le impondrá multa por el equivalente de
50 a 250 veces la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 999. Al patrón que viole las normas protectoras
del trabajo en hoteles, restaurantes, bares y otros estable-
cimientos semejantes, se le impondrá multa por el equi-
valente de 50 a 2500 veces la Unidad de Medida y 
Actualización.

Artículo 1000. El incumplimiento de las normas relativas
a la remuneración de los trabajos, duración de la jornada y
descansos, contenidas en un contrato Ley, o en un contrato
colectivo de trabajo, se sancionará con multa por el equi-
valente de 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y 
Actualización.

Artículo 1001. Al patrón que viole las normas contenidas
en el Reglamento Interior de Trabajo, se le impondrá mul-
ta por el equivalente de 50 a 500 veces la Unidad de Me-
dida y Actualización.

Artículo 1002. Por violaciones a las normas de trabajo no
sancionadas en este Capítulo o en alguna otra disposición de
esta Ley, se impondrá al infractor multa por el equivalente de
50 a 5000 veces la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 1004. ...

I. Con prisión de seis meses a tres años y multa que
equivalga hasta 800 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, conforme a lo establecido por el artículo
992, cuando el monto de la omisión no exceda del im-
porte de un mes de salario mínimo general del área ge-
ográfica de aplicación correspondiente;

II. Con prisión de seis meses a tres años y multa que
equivalga hasta 1600 veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización, conforme a lo establecido por el artículo
992, cuando el monto de la omisión sea mayor al im-
porte de un mes, pero no exceda de tres meses de sala-
rio mínimo general del área geográfica de aplicación 
correspondiente; y

III. Con prisión de seis meses a cuatro años y multa
que equivalga hasta 3200 veces la Unidad de Medi-
da y Actualización, conforme a lo establecido por el
artículo 992, si la omisión excede a los tres meses de
salario mínimo general del área geográfica de aplica-
ción correspondiente.

Artículo 1004-A. Al patrón que no permita la inspección y
vigilancia que las autoridades del trabajo practiquen en su
establecimiento, se le aplicará una multa de 250 a 5000 ve-
ces la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 1004-B. El incumplimiento de las obligaciones a
que se refiere el artículo 15-B de la Ley, se sancionará con
multa por el equivalente de 250 a 2500 veces la Unidad de
Medida y Actualización.

Artículo 1004-C. A quien utilice el régimen de subcontra-
tación de personal en forma dolosa, en términos del artícu-
lo 15-D de esta Ley, se le impondrá multa por el equiva-
lente de 250 a 5000 veces la Unidad de Medida y
Actualización.
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Artículo 1005. Al Procurador de la Defensa del Trabajo o
al apoderado o representante del trabajador, se les impon-
drá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de
125 a 1250 veces la Unidad de Medida y Actualización
en los casos siguientes:

I. ...

II. ...

Artículo 1006. A todo el que presente documentos o testi-
gos falsos se le impondrá una pena de seis meses a cuatro
años y multa de 125 a 1900 veces la Unidad de Medida y
Actualización. Tratándose de trabajadores, la multa será el
salario que reciba el trabajador en una semana.

Transitorios

Primero. El presente decreto iniciará su vigencia al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Notas

1 (CIDH, 2004: Párrfs. 117 y 118).

2 (CIDH, 2013)

3 https://rsf.org/es/periodistas-asesinados

4 https://knightcenter.utexas.edu/es/blog/00-20518-primer-periodista-
asesinado-en-mexico-en-2019-reporto-amenazas-su-vida-y-estuvo-
bajo-p 

5 (CIDH, 2015)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 2 días del mes de abril
de 2019.— Diputada Mariana Dunyaska García Rojas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y
PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA

CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General para la Atención y Protección a Personas
con la Condición del Espectro Autista, a cargo de la dipu-
tada Dionicia Vázquez García, del Grupo Parlamentario
del PT

La que suscribe, Dionicia Vázquez García, diputada federal
de la LXIV Legislatura de la honorable Cámara de Dipu-
tados, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta hono-
rable soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona una fracción X al artículo 10 y se recorren las
subsecuentes que pasan a ser XI a XXIII; se adiciona una
fracción II al artículo 16 y se recorren las subsecuentes que
pasan a ser la III a VIII, todos de la Ley General para la Aten-
ción y Protección a Personas con la Condición del Espectro
Autista, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas estableció el 2 de
abril de cada año como el Día Mundial de Concientización
sobre el Autismo.1 Se implementó a partir de 2008 con mo-
tivo de la importancia de que se lleven a cabo medidas y
políticas públicas para la mejora de la calidad de vida de
las personas con el Trastorno del Espectro Autista.

El autismo es una discapacidad permanente del desarrollo
que se manifiesta en los tres primeros años de edad y se de-
riva de un trastorno neurológico que afecta al funciona-
miento del cerebro. Se caracteriza por deficiencias en la
interacción social, problemas en la comunicación verbal y
no verbal y patrones de comportamiento, intereses y acti-
vidades restringidas y repetitivas.2 Resulta indispensable
que este padecimiento se atienda desde los primeros años
de vida puesto que de eso depende tener mayores probabi-
lidades para tener más efectos positivos en los síntomas y
las aptitudes de la persona con la condición del espectro
autista.3

Sobre el particular, la temática elegida por la ONU para este
año se centrará en el impulso al “uso de las tecnologías de
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apoyo para las personas con autismo, como una herramienta
para eliminar las barreras para su plena participación en la so-
ciedad, en el terreno social, económico y político”.4

La Organización Mundial de la Salud (OMS) calcula que
aproximadamente el 20% de los niños y adolescentes del
mundo tienen trastornos o problemas mentales, y aproxi-
madamente la mitad de éstos se manifiestan antes de los 14
años.5 Para el caso de México, los datos más recientes re-
fieren que uno de cada 115 niños presenta autismo.6 No
obstante, no existe información suficiente para orientar a la
población, lo que conlleva a una detección tardía, así como
la falta a una atención adecuada que pudiera brindar la po-
sibilidad de que quien padece de esta afección neurológica
tenga una mejor calidad de vida. 

Con la promulgación en México de la Ley General para la
Atención y Protección a Personas con la Condición del Es-
pectro Autista el 29 de abril de 2015, se tuvo un avance sig-
nificativo en la materia mediante un marco jurídico que
permite implementar acciones coordinadas en materia de
salud, educación, capacitación, empleo, deporte y recrea-
ción, logrando la inclusión de las personas con este pade-
cimiento neurológico a la sociedad.7

Este piso normativo contribuye a generar una visión que
tenga como premisa la igualdad en todas las esferas de la
vida social, económica y política, garantizando el ejerci-
cio pleno de los derechos de las personas con espectro
autista y asegurando su plena participación e inclusión,
contribuyendo a construir un futuro de dignidad e igual-
dad para todas y todos. En este contexto, el acceso a apli-
caciones y recursos tecnológicos, son herramientas que
contribuyen de manera determinante a tal objetivo, entre
las que destacan:8

• De soporte para la comunicación (aumentativa o alter-
nativa principalmente)

• De apoyo al aprendizaje: ampliando los materiales
existentes con contenidos interactivos y multimedia.

• Como herramientas para el desarrollo de habilidades
de autonomía en distintos contextos, ya sean de ocio, de
desarrollo personal o incluso de carácter laboral.

No obstante, al día de hoy a nivel mundial, “solo una de ca-
da 10 personas que la necesitan tiene acceso a tecnología de
asistencia, debido a su elevado coste, a la escasa sensibiliza-

ción sobre el tema y a la falta de existencias, de personal for-
mado, de políticas en la materia y de financiación”.9

En esta tesitura, la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad aprobada el 13 de diciembre de 2006
en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York,10 ratifica-
da en México por el Senado de la República en septiembre de
2007,11 establece en el inciso g) del artículo 4 la obligación
de los Estados parte de: “Emprender o promover la investi-
gación y el desarrollo, y promover la disponibilidad y el uso
de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dis-
positivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las
personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio
asequible;”12 en el numeral 3 del Artículo 26 establece que:
“Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conoci-
miento y el uso de tecnologías de apoyo y dispositivos desti-
nados a las personas con discapacidad, a efectos de habilita-
ción y rehabilitación”;13 en este mismo tenor, en el inciso d)
del numeral 1 del Artículo 32 se específica: “Proporcionar,
según corresponda, asistencia apropiada, técnica y económi-
ca, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles y de
asistencia y compartiendo esas tecnologías, y mediante su
transferencia”.14

En el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo consi-
deramos impostergable el cumplimiento a lo establecido
por la Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, pero también el apoyo a las iniciativas que
buscan desarrollar aplicaciones y recursos tecnológicos
que promuevan el desarrollo integral de personas con au-
tismo en áreas como aprendizaje, comunicación y adapta-
bilidad; simplificando su inclusión a la sociedad.

En atención al contexto señalado y de las consideraciones
vertidas, la presente iniciativa tiene como objetivo el desa-
rrollo de estas herramientas tecnológicas que promuevan el
desarrollo integral de personas con autismo en áreas como
aprendizaje, comunicación y adaptabilidad; simplificando
su inclusión a la sociedad. Asimismo, generar programas
sistemáticos, que estén cuidadosamente planificados e in-
cluyan objetivos individualizados y se lleven a cabo de for-
ma intensiva durante los primeros años de vida.

Por lo expuesto y fundado presento a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con 
proyecto de
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Decreto que adiciona una fracción X al artículo 10 y se
recorren las subsecuentes, que pasan a ser XI a XXIII;
se adiciona una fracción II al artículo 16 y se recorren
las subsecuentes, que pasan a ser la III a VIII, todos de
la Ley General para la Atención y Protección a Perso-
nas con la Condición del Espectro Autista

Artículo 10. …

I. a IX. …

X. Recibir asesoría y acceder a los recursos tecnoló-
gicos de apoyo para su plena participación en la 
sociedad.

XI. a XXIII. ...

Artículo 16. La Secretaría coordinará a los Institutos Na-
cionales de Salud y demás organismos y órganos del sector
salud, a fin de que se instrumenten y ejecuten las siguien-
tes acciones:

I. …

II. Promover el desarrollo y la disponibilidad de apli-
caciones y recursos tecnológicos para la inclusión de
las personas con la condición del espectro autista a la
vida productiva con dignidad e independencia.

III. a VIII. ...

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá promover la expedi-
ción de las disposiciones reglamentarias necesarias, dentro
de un término no mayor a 6 meses a partir de la entrada en
vigor del presente decreto.

Tercero. Las Legislaturas de los Estados y el Congreso de
la Ciudad de México, en un plazo máximo de 12 meses,
contados a partir de la fecha de entrada en vigor del pre-
sente decreto, deberán armonizar su legislación conforme
al presente decreto.

Notas

1 https://www.un.org/es/events/autismday/background.shtml, consul-
tado el 28 de marzo de 2018

2 https://undocs.org/es/A/RES/62/139, consultado el 31 de marzo de
2019

3 https://medlineplus.gov/spanish/autismspectrumdisorder.html., con-
sultado el 31 de marzo de 2019

4 https://www.un.org/es/events/autismday/, consultado el 31 de marzo
de 2019

5 https://www.who.int/features/factfiles/mental_health/mental_he-
alth_facts/es/, consultado el 31 de marzo de 2019

6 http://www.e-consulta.com/nota/2019-03-29/sociedad/diagnostico-
tardio-resta-calidad-de-vida-los-menores-autistas, consultado el 31 de
marzo de 2019

7 https://www.gob.mx/salud/prensa/se-promulga-ley-general-para-la-
atencion-y-proteccion-a-personas-con-la-condicion-del-espectro-au-
tista, consultado el 29 de marzo de 2019

8 http://www.aulautista.com/2019/01/07/y-tu-para-que-usas-las-tic-
en-tea/, consultado el 29 de marzo de 2019

9 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/assistive-tech-
nology, consultado el 29 de marzo de 2019

10 “Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad”
ONU, en: 

<http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=497>, con-
sultado el 2 de diciembre de 2018

11 Lara Espinosa, Diana, “La Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad”, en: 

http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29903.pdf, consultado el 2 de di-
ciembre de 2018

12 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

13 Ibídem.

14 Ibídem.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 2 días del mes de
abril del año dos mil diecinueve.— Diputada Dionicia Vázquez Gar-
cía (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen, y a la Comisión de Salud, para 
opinión.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, suscrita por el diputado
Mario Mata Carrasco e integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, diputado federal Mario Mata Carrasco y
diputadas y diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXIV Legislatura; con fundamento
en lo dispuesto por la fracción II del artículo 71 y el inciso
h del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la honorable Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta honorable asamblea, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, que reforma y adiciona la
Ley General de Educación, en materia de cooperación pa-
ra el aprendizaje, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema a resolver con la pro-
puesta

La educación es un arte, cuya práctica debe ser perfeccio-
nada a lo largo de las generaciones, de manera tal que ca-
da generación instruida por los conocimientos de las pre-
cedentes, debe ser siempre más apta para establecer una
educación que desarrolle de manera final y proporcionada
todas las disposiciones naturales del hombre y que así con-
duzca a la especie humana hacia su destino.1

Con base en esta importante premisa se puede aseverar,
que la educación como tal se da como el resultado de la co-
ordinación de los esfuerzos de manera colectiva y que de-
pende por una parte de un buen diseño institucional y de la
oportunidad en la implementación de políticas públicas
que cada país considere como idóneas para su población;
pero paralelamente se puede inferir que el éxito en los re-

sultados en el rubro educativo, también tienen que ver con
el interés que el propio educando imprima en sus estudios,
de la participación activa de sus padres o tutores, así como
de su interrelación con los procesos educativos del plantel
al que asista. 

Así pues, los padres o tutores que participan regularmente
en el proceso de enseñanza aprendizaje, proporcionan re-
gularmente un apoyo decisivo para que el alumno perciba
desde edades muy tempranas la importancia de la educa-
ción en su vida; tan es así, que el hecho de llevar con ver-
dadera responsabilidad la labor de los padres o tutores,
consiste no solamente en inscribirlos en la escuela, sino en
estar al pendiente de todas sus necesidades, procurando
que cuenten con lo necesario para que puedan asistir con
regularidad al plantel que les corresponda y que puedan
cumplir con los deberes que tengan asignados; así como
para que observen una adecuada disciplina e interactúen en
su entorno en un ambiente saludable y enriquecedor que les
permita aprovechar las enseñanza de sus profesores.

Dicho lo anterior, es menester argumentar, que lo que se
pretende con esta propuesta, es precisamente el hecho de
abonar en el aspecto del crecimiento de la cooperación pa-
ra el aprendizaje; mejorando la relación entre el educando,
el educador, los padres o tutores y el entorno en el cual se
desenvuelve el alumno, de manera tal que la finalidad so-
cial de la actividad académica, se lleve a cabo en un am-
biente de adecuada coordinación.

En el contexto anterior, será mucho más sencillo lograr que
los principales actores que participan en el proceso de en-
señanza-aprendizaje, tengan presente la más amplia visión
de cómo pueden integrar sus esfuerzos de manera proacti-
va, para que puedan encaminar al estudiante hacia espacios
donde adquiera con mayor facilidad los conocimientos y
las habilidades cognitivas necesarias; pero también para
que logren incentivar un verdadero avance en el desarrollo
de actitudes cada vez más positivas y la adopción de valo-
res que le serán de suma utilidad en su paso por los distin-
tos niveles y modalidades de su carrera estudiantil. 

II. Contexto general

Una de las mejores maneras de conocer el estado que guar-
da determinada situación en particular, es la revisión del
contexto en el cual se desenvuelve, por lo que procurare-
mos observar a continuación, algunas razones por las que
algunas personas que deberían estar recibiendo educación
básica no lo hacen, porque de alguna manera abandonaron
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su proyecto educativo. Esto puede deberse a muchos facto-
res, entre ellos la falta de un adecuado seguimiento y coor-
dinación de los distintos actores que en ella intervienen.

Frente al panorama anterior, y siguiendo a la escritora Ro-
saura Galeana Cisneros, encontramos que para remontar
dichas problemáticas es fundamental iniciar diálogos en
los salones de clase, en las escuelas y en las comunidades,
para saber qué sienten los que se van y regresan y también
para conocer que sienten los que se quedaron.

Por otro lado, serán un elemento de juicio valioso, el saber
qué aprendieron en ese intervalo y qué nos pueden enseñar
a los demás de sus propias experiencias, para que con base
en ese basto caudal de información acumulada, resulte sus-
ceptible de aprovechamiento, utilizando los procedimien-
tos adecuados para procesar los conocimientos adquiridos;
mismos que ya están a la mano de manera directa a través
de los educandos. 

Bajo esta dinámica y con el apoyo decidido de sus padres o
tutores, será menester conocer cuáles son realmente “los sa-
beres” de los alumnos para atraerlos a los salones de clase.
Con esta premisa será cada vez más práctico el que puedan
hablar, escribir y expresarse a fin de lograr transformar toda
aquella situación que pudiera ser considerada de vulnerabili-
dad, para convertirla -con base en ese ambiente de sano in-
tercambio- en áreas de fortaleza, seguridad y oportunidad. 

Así pues, la deserción escolar se percibe como un fenómeno
de variadas características que abarca muchos aspectos; em-
pezando desde los económicos y los culturales, pero también
pasando por los fenómenos de cambios o inestabilidad fami-
liar, incluyendo por supuesto los personales y los que tienen
que ver con las cuestiones del ambiente en la escuela.

Es decir, el abandono escolar puede deberse a diversas si-
tuaciones o problemáticas que traen como consecuencia
que muchos jóvenes y niños se vean en la necesidad de in-
activar su proyecto educativo, dejando abierta la puerta pa-
ra realizar actividades de trabajo o de ocio, que si bien es
cierto pueden resultar opciones atractivas en su momento,
a largo plazo pueden no ser tan adecuadas. 

En este orden de ideas y una vez que hemos traído a cola-
ción todas esas variantes que pueden conjuntarse para que
se observe una mayor la deserción escolar, resultará signi-
ficativo y preocupante si le adicionamos otra consecuencia
sociológica aún más grave como lo es la que se refiere a
que un menor que no estudia tiene mayor probabilidad de

convertirse en el futuro en un adulto que comete actos de-
lictivos y es usuario de drogas.2

Situación muy poco deseable si consideramos que los pro-
blemas de inseguridad que actualmente estamos padecien-
do en nuestro país, guardan también una relación directa
con el hecho de que no hemos encontrado los espacios ne-
cesarios y suficientes de intercambio, para lograr un ade-
cuado análisis, estudio y seguimiento de las cuestiones que
pudieran parecer tan cotidianas, pero no por eso son menos
importantes para el desarrollo de nuestros jóvenes y niños. 

Por otro lado, habrá que valorar la existencia de otras ra-
zones o circunstancias que derivan en el desafortunado
abandono escolar y una de ellas es precisamente la que se
refiere a la falta de interés de algunos niños o jóvenes en el
estudio; actitud que puede generarse como consecuencia
de que los padres o tutores no cuentan con los recursos ne-
cesarios para vivir y que muchas veces priorizan en sus
propios hijos, la necesidad de trabajar para llevar a casa lo
necesario para sobrevivir. 

Esto tiene que ver también con que probablemente para al-
gunas capas de la población con mayor necesidad econó-
mica, no resulta de su particular interés asistir a los centros
escolares, porque generalmente la relación entre docentes y
padres de familia no es del todo productiva y se limita en
muchos de los casos a la entrega de boletas de calificacio-
nes, a la organización de algún evento social o a recibir con
cierta frecuencia escuetos informes de mala conducta de
los niños o de bajo rendimiento escolar; sin la posibilidad
real de que exista un intercambio más profundo con los pa-
dres o tutores, para buscar cuales pueden ser las causas del
mal comportamiento o de que los resultados no sean los
ideales. 

Desafortunadamente, son pocas las ocasiones en las que
estos espacios de asesoría entre docentes y padres de fami-
lia o tutores, se pueden llegar a percibir como una posibili-
dad para avanzar en asuntos que abonen eficientemente ha-
cia la orientación y que apoyen de manera definitiva el
trabajo escolar en casa.

En esta tónica se reitera la necesidad de que maestros y pa-
dres de familia encuentren las mejores formas de observa-
ción del desarrollo de los jóvenes y niños.3 Con esta refe-
rencia, es fácil rescatar la premisa de que la buena relación
entre docentes y familia del alumnado es muy importante
para conseguir mayor bienestar de los estudiantes y por en-
de encaminarlos hacia un buen desempeño académico. 
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Como consecuencia de lo anterior, habrá que referir que
existen evidencias suficientes para concluir con un buen
margen de certeza, que los alumnos mejoran su rendimien-
to académico, cuando la comunicación entre los padres y
sus maestros es fluida y existe respecto mutuo, brindando
oportunidades de encuentro, que es preciso aprovechar.4

De esta forma y siguiendo nuevamente las sugerencias del
Consejo Nacional de Educación para la Vida y el Trabajo,
encontraremos que resultará propicio que, en esas oportu-
nidades de encuentro, los maestros y los padres de familia,
practiquen las mejores formas de trato hacia ellos.

Por tal razón, es importante destacar que se requiere que
dicha planeación de mediano plazo, se formule con base en
unas muy bien planeadas estrategias y las mejores condi-
ciones para lograrlo; en donde todos los actores que en di-
cha planeación intervienen, cuenten con la suficiente aper-
tura para compartir conocimientos y experiencias,
ofreciendo paralelamente alternativas y espacios de solu-
ción a los cuestionamientos que se vayan poniendo sobre la
mesa, de tal manera que sean los alumnos quienes encuen-
tren al final de cuentas sus propias conclusiones. 

Existe coincidencia entre un buen número de estudiosos
que han abordado el tema, en el sentido de acotar que una
de las mejores formas de relacionar la educación en valo-
res con la educación emocional, supone enfatizar la idea de
que la educación consiste en ofrecer respuestas desde la
institución escolar a todas las dimensiones de la persona:
cognitivas, conductuales y afectivas, es decir manejadas
desde -el pensar, el hacer y el sentir-.6

Con esta aseveración, resulta observable que para que el
proceso educativo se lleve a cabo de manera exitosa en
cualquier parte del mundo, debe considerarse como requi-
sito indispensable que los alumnos cuenten con los ele-
mentos básicos para afrontar de la mejor forma posible la
gestión de su proceso educativo.

Lo anterior resulta de utilidad para que éste sea directa-
mente proporcional a la satisfacción de sus necesidades re-
ales y paralelamente para que los educandos se sientan con
la confianza de que existen las condiciones necesarias, pa-
ra que sus padres de familia o tutores, sus profesores y los
directivos del centro escolar, puedan generar proactiva-
mente los espacios de intercambio para analizar los con-
flictos o situaciones que se vayan presentando.

Así pues, resulta oportuno recordar, lo acertado del famo-
so proverbio africano, que dice que “para educar a un ni-
ño hace falta toda la tribu”, y esto es así, porque aun cuan-
do los profesores tienen una tarea compleja a la hora de
ayudar eficazmente a los alumnos para que puedan des-
arrollar todas sus competencias; con su trabajo ayudan y
cierran un círculo virtuoso de colaboración de modo coor-
dinado con los padres o tutores que hacen posible esta im-
portante tarea.7

En esencia, una de las razones que hacen compleja esta re-
lación entre padres y profesorado proviene del hecho de
que donde los padres ven “hijos” los profesores y los maes-
tros ven “alumnos”. Y un hijo y un alumno serán mejores
si ambas partes son capaces de compartir e intercambiar
para ampliar su conocimiento integral sobre la persona. 

Una vez detallados los aspectos que se consideran relevan-
tes en el contexto de esta iniciativa, se concluye este apar-
tado manifestando plena coincidencia con lo expresado por
el escritor e intelectual español Fernando Savater, en la lí-
nea de que hablar del “valor” de educar en el doble sentido
de la palabra, tiene que ver con que la educación es valio-
sa y válida, pero también que es un acto de coraje, un paso
al frente de la valentía humana; porque educar es creer en
la perfectibilidad humana, en la capacidad innata de apren-
der y en el deseo de saber que anima, en que hay cosas,
símbolos, técnicas, valores, memorias y hechos, que pue-
den ser sabidos y que merecen serlo, en la medida en que
los hombres podemos mejorarnos unos a otros por medio
del conocimiento.8

III. Marco conceptual 

Para efectos de esta iniciativa con proyecto de decreto, va-
le la pena resalta bajo que acepciones de la Real Academia
Española, se estarán considerando algunos términos. Esto
con la intención de que pueda entenderse con mayor clari-
dad hacia donde se están direccionando los mismos.9

De esta forma, entenderemos bajo el término de habitan-
te, englobando de manera particular a cada una de las per-
sonas que constituyen la población de un barrio, de una
ciudad, de una provincia o de alguna nación determinada.
Al habitante se le conoce también como morador de algún
lugar, en contraposición con el término residente que pue-
de significar el que vive en un lugar sin ser natural de él, o
el que lo habita transitoriamente.
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Por lo que hace al vocablo obligatoriamente, se está enfo-
cando de la misma forma que la palabra obligatorio, to-
mando como referencia el hecho de entender, lo que se di-
ce de una cosa que obliga a su cumplimiento y ejecución o
de forma más amplia puede también encuadrarse dentro de
la acepción o concepto de la persona que estaría fungiendo
como tenedor de una obligación, contraída legalmente a su
favor, por otra persona.

Cuando se habla de padres en este ocurso, se está orien-
tando el vocablo hacia lo que se entiende como padre y ma-
dre de un sujeto o en sentido más amplio puede visualizar-
se como la cabeza de una descendencia, familia o pueblo.

Por otro lado, tutor es para efectos de esta propuesta, la
persona que ejerce la tutela y bajo este último rubro apre-
ciamos el significado de toda aquella entidad o autoridad
que en defecto de la paterna o materna, se confiere a al-
guien para cuidar de otra, al igual que de sus cosas y bie-
nes, que por minoría de edad o por otra causa o razón, no
cuenta o no goza de una completa capacidad civil.

Otro término que encontramos en el espacio de los cambios
en el articulado, es el de registro, entendiéndose a éste co-
mo todo aquel padrón o matrícula de una entidad determi-
nada. Luego entonces, podemos referirnos a la palabra ins-
cripción haciendo referencia a la acción y efecto de
inscribir. Bajo esta última referencia vale la pena destacar
lo que señala la Real Academia Española, acotando que se
entiende como la acción de apuntar el nombre de una per-
sona, entre los de otras, con un objeto determinado.

El término asistencia también figura entre las reformas al
articulado y bajo este concepto comprenderemos, todo
aquello que puede verse o que se entiende como la acción
de estar o hallarse presente; circunscribiéndose de manera
particular al conjunto de personas que están presentes en
un acto.

De forma paralela y de gran utilidad para el tema que nos
ocupa en el ámbito regular y necesario de las escuelas, apa-
rece la palabra disciplina y ésta se refiere a la acción y
efecto de disciplinar y de manera análoga a este último, en-
contramos el significado de imponer o hacer guardar la ob-
servancia de leyes y ordenamientos. 

Cuando se habla de educando en este proyecto legislativo,
hay una referencia directa hacia la persona que está recibien-
do educación. Así es que educando es aquel que está en pro-
ceso de educarse, entendiendo por educar lo referente a con-

ducir dicha educación. En este contexto entendemos también
que educando es todo aquel a quien gracias a una guía dada
por quien tiene mayor saber y experiencia que el mismo -co-
mo lo es por lo general el educador- logra que su potenciali-
dad creativa y sus condiciones físicas, intelectuales y artísti-
cas, se desarrollen en la máxima expresión posible de
acuerdo con sus capacidades individuales.10

Las infracciones administrativas pueden surgir cuando
realizamos o dejamos de realizar alguna acción que altera
o impide la paz, el orden o la armonía social. Para el caso
mexicano, cada estado de la República, tiene sus leyes, re-
glamentos y bandos municipales que establecen y sancio-
nan diferentes infracciones administrativas. Éstos procuran
mantener y asegurar el orden y la paz social, porque afec-
tan la armonía de la sociedad.11

En concordancia con lo anterior, el término infracción, a di-
ferencia del rubro infracción administrativa, lo estaremos ob-
servando con referencia al hecho de cuando se lleva a cabo
algún tipo de acción, que puede ser observado o calificado
como una transgresión, o quebrantamiento de una ley, pacto
o tratado o de una norma moral, lógica o doctrina.

Cabe destacar, que cuando se comete alguna infracción ad-
ministrativa o del orden cívico, pueden llegar a ser aplica-
bles algunas sanciones o castigos que, de manera propor-
cional a la falta cometida, pudieran observarse en algún
sentido, sobre todo bajo las modalidades siguientes:

Amonestaciones, llamada de atención por parte de la
autoridad. 

Multas, sanción de atención económica, que no podrá
exceder de 30 días de salario mínimo. 

Arrestos administrativos, privaciones temporales de la
libertad hasta por el término de determinadas horas en
lugares distintos a los destinados para delincuentes o
probables responsables de algún delito.12

En el espacio donde se refiere el término justicia se es-
tá direccionando el cambio propuesto hacia lo que se co-
noce como dar a cada quien lo que le corresponde o per-
tenece, en el ámbito de los principios considerados
como de carácter moral; o visto de otra manera pudiera
entenderse como el hecho de dar o proporcionar a cada
uno lo que es realmente suyo o aquello que debe hacer-
se según derecho o razón.
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Transparencia es la cualidad de transparente y este úl-
timo vocablo tiene que ver con algo que es claro, evi-
dente o que se comprende sin duda ni ambigüedad o
también el término se relaciona con la prestación activa
de información, de manera accesible y pertinente, de
forma que los procedimientos, estructuras y procesos
estén a entera disposición y permitan como consecuen-
cia su valoración.

De manera paralela, la rendición de cuentas, se aseme-
ja con aquella oportunidad que consiste en informar y
explicar a los ciudadanos las acciones realizadas por las
autoridades de manera transparente y clara para dar a
conocer sus estructuras, funcionamiento y como conse-
cuencia, se convierte en un ente observable a través de
la opinión pública. 

En otro apartado de los cambios sugeridos, encontramos
la palabra objetividad y se relaciona para efectos de es-
ta iniciativa con Proyecto de Decreto, con la cualidad de
objetivo, y este es el perteneciente o relativo al objeto en
el escenario o contexto de lo que ocurre realmente en un
lugar; en un tiempo específico, en una acción o en un
hecho determinado, con independencia de la propia ma-
nera de pensar o de sentir.

En el ámbito del resolutivo que integra el vocablo incenti-
vo, se está haciendo referencia al estímulo que se ofrece a
una persona, grupo, –o para el caso de esta propuesta hacia
un educando- con el fin de elevar su producción y mejorar
sus rendimientos.

IV. Objetivos del proyecto 

1. Se integran algunos cambios a determinados voca-
blos para darle mayor coherencia al articulado

a) Como en el caso del término “habitantes” por el
de mexicanos. Si bien es cierto cuando hablamos de los
habitantes de un país, nos estamos refiriendo por lo ge-
neral a toda aquella persona que habita o reside en un lu-
gar determinado, para el caso del precepto de cursar
obligatoriamente la educación preescolar, la primaria, la
secundaria y la media superior, resulta más conveniente
referir el vocablo mexicanos, si consideramos que con es-
te término estamos direccionando la obligación para que
resulte acorde con lo que señala nuestra Carta Magna en
el artículo 30, que es el habla de los Mexicanos, donde se
refiere que la nacionalidad mexicana se adquiere por naci-
miento o por naturalización, recordando que: 

A). Son mexicanos por nacimiento: I. Los que naz-
can en territorio de la República, sea cual fuere la
nacionalidad de sus padres. II. Los que nazcan en el
extranjero, hijos de padres mexicanos nacidos en te-
rritorio nacional, de padre mexicano nacido en terri-
torio nacional, o de madre mexicana nacida en terri-
torio nacional; III. Los que nazcan en el extranjero,
hijos de padres mexicanos por naturalización, de pa-
dre mexicano por naturalización, o de madre mexi-
cana por naturalización, y IV. Los que nazcan a bor-
do de embarcaciones o aeronaves mexicanas, sean
de guerra o mercantes.

B). Son mexicanos por naturalización: I. Los extran-
jeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones
carta de naturalización. II. La mujer o el varón ex-
tranjeros que contraigan matrimonio con varón o
con mujer mexicanos, que tengan o establezcan su
domicilio dentro del territorio nacional y cumplan
con los demás requisitos que al efecto señale la ley.

Asimismo, se refiere en ese mismo apartado, pero ya en
el artículo 31, cuales son las obligaciones de los mexi-
canos. Para efectos de esta propuesta, es relevante ob-
servar la primera y es la que determina que los mexica-
nos deben hacer que sus hijos o pupilos concurran a las
escuelas públicas o privadas, para obtener la educación
preescolar, la primaria, la secundaria, la media superior
y que reciban la militar; en los términos que establezca
la ley. 

En efecto, encontramos que habrá mayor concordancia
si se hace la misma referencia en la Ley General de Edu-
cación; de manera que se señale explícitamente hacia
que personas se está direccionando la obligación. En es-
te sentido resulta más conveniente el término mexicanos
que el de habitantes. 

b) Introducir el adverbio modal “obligatoriamente”.
Otro aspecto no menos relevante es el que se refiere a
que quede clara la calidad obligatoria de la disposición;
este argumento se direcciona a la necesidad de generar-
le un carácter de obligado cumplimiento y ejecución.13

Con esta característica se pretende se cumpla con mayor
fuerza la acción. 

c) Adicionar el tipo de educación “medio superior”
para que se corresponda con lo detallado en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Haciendo un poco de historia, encontramos que fue pre-
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cisamente el día 13 de junio del 2013, cuando la Secre-
taría de Educación Pública en México, dio a conocer el
Decreto por el que se reforma y adiciona su Ley Gene-
ral, en la línea de que los Padres o Tutores deben hacer
que sus hijos o pupilos concurran a las escuelas públicas
o privadas, para obtener la educación preescolar, prima-
ria, secundaria y la media superior, así como la obliga-
ción para el Estado de garantizar ese tipo de educación. 

Es preciso comentar, que, en otros apartados de la mis-
ma Ley de Educación, se refiere como mexicanos a los
que vendrían siendo los Padres de familia. En este sen-
tido deberá quedar totalmente especificado que literal-
mente el término de Padres de familia o tutores se utili-
zará cuando se necesite realizar alguna referencia a la
autoridad que se confiere a ciertos individuos para cui-
dar de una persona o sus bienes en los casos en que por
minoría de edad u otras causas o porque no se encuen-
tre con las capacidades necesarias, así como que la per-
sona no cuente con completa capacidad civil.

2. Integrar la obligación de los padres de familia de in-
formarse con oportunidad de los procesos de:

a) Pre-registro, inscripción, entrega de documenta-
ción completa, asistencia, disciplina y el adecuado se-
guimiento del desarrollo del educando. Para cumplir
con el Proyecto educativo de cualquier persona, resulta
relevante contar con el apoyo y sustento de los Padres o
tutores. En esta tesitura, será indispensable que estos es-
tén al pendiente de todo el proceso completo para poder
lograr este propósito. 

Así, será oportuno que se lleve a cabo un pre-registro en
línea -o presencial de manera excepcional, en los luga-
res del país donde no sea posible realizarlo por medios
electrónicos- para que las autoridades educativas cuen-
ten con las cifras estimadas necesarias para prever espa-
cios y la logística adecuada para que con posterioridad
se lleve a cabo la inscripción definitiva de lo mejor or-
ganizada posible.

También deberán estar al pendiente de que sus hijos
cuenten con una asistencia regular a la escuela, en coor-
dinación con las autoridades educativas y los docentes,
de manera que cuando los padres reciban el aviso de que
el alumno está faltando por varios días a clases, acudan
a la institución, previo aviso de la misma, para inter-
cambiar información respecto de las causas que están
generando dicha inasistencia y se busquen algunas alter-

nativas de solución para que se pueda recuperar de las cla-
ses, temas, tareas y trabajos que haya dejado de realizar. 

En el ámbito de la disciplina, deberá ocurrir algo simi-
lar, en el contexto de que se observen alguna clase de
conducta inapropiada que pueda demeritar el buen am-
biente escolar y el desarrollo del proceso de enseñanza-
aprendizaje. Para tal efecto los padres o tutores deberán
recibir también algún aviso tendiente a facilitar la infor-
mación respectiva. 

b) Participar en al menos una actividad de carácter
deportivo, social o cultural que contribuya a fomen-
tar las buenas actitudes y valores en los educandos.
Para lograr una formación integral, resulta muy conve-
niente que los educandos participen en actividades com-
plementarias y adicionales a las académicas. En este
sentido, será relevante que participen en al menos una
actividad deportiva o algún taller cultural o social que
brinde posibilidades de generar actitudes positivas y fo-
mente los valores universales en los educandos. 

3. Compactar las disposiciones que se refieren a la obli-
gación de cumplir la Ley, así como las disposiciones ex-
pedidas con fundamento en ella. Esta es una propuesta de
forma y se refiere básicamente a que no es necesario que
en varios párrafos del mismo artículo se reitere varias ve-
ces el mismo precepto; así pues, se pretende que en un so-
lo párrafo se concentre esa expresión, destacando de ma-
nera complementaria algunos artículos que se refieren a
rubros similares. 

4. Introducir infracciones administrativas necesarias
para quienes impartan servicios educativos en los casos
siguientes:

a) Las escuelas serán responsables de difundir opor-
tunamente las actividades de pre-registro inscripción
y asistencia de los educandos, interviniendo en los ca-
sos de estudiantes que se ausenten por un periodo de
tiempo mayor a quince días hábiles. Con este objetivo
se pretende que los planteles escolares estén más al pen-
diente de dotar a los padres de familia de la información
necesaria y las facilidades para que cumplan puntual-
mente con lo que se espera de ellos, como parte del so-
porte y apoyo necesario para que los educandos puedan
atender sus labores escolares de manera adecuada. 

En este entendido, las escuelas deberán hacerse respon-
sables de estimular la asistencia, e intervenir oportuna-
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mente en los casos de estudiantes que se ausenten. Lo
que se pretende es que una vez que se tome nota de que
el alumno ha incurrido en un número determinado de
faltas de forma injustificada, la escuela deberá comuni-
carse con los padres de familia o tutores para que se
puedan revisar las causas de las ausencias. Esto con el
fin de identificar las razones de dichas inasistencias y de
plantear soluciones que contribuyan a apoyar al educan-
do en alguna posible problemática que se le esté 
presentando. 

b) No propiciar las condiciones para que los educan-
dos puedan participar en al menos una actividad que
contribuya a fomentar las buenas actitudes y valores
o manejar con imparcialidad los incentivos y reconoci-
mientos otorgado a los alumnos que destaquen en las
distintas áreas académicas, artísticas y deportivas.

Es un hecho bien conocido, que los reconocimientos en-
tregados a los estudiantes por su destacado desempeño
en una actividad determinada es un gran incentivo para
que impriman un mayor esfuerzo e interés por sus acti-
vidades; así tenemos que estos deben determinarse con
toda justicia, transparencia y objetividad, para que fun-
cionen con una posibilidad aún más alta de contar con
resultados de máxima eficiencia. 

Ante tal circunstancia, esta propuesta pretende introdu-
cir en la Ley General de Educación, el que se considere
como una infracción administrativa, el que dichos in-
centivos no sean otorgados con base en esos valores; en
esa tesitura resultará de suma utilidad que se expidan los
lineamientos necesarios para que dichos incentivos sean
entregados de manera que no exista lugar a dudas, de
que quienes los reciban sean los alumnos más indicados
para ello. 

c) No presentar oficialmente al inicio del curso escolar,
el Proyecto de concursos, eventos y actividades en las
cuales podrán integrarse los alumnos en las diferentes mo-
dalidades u opciones que se le estén presentando. 

Otra forma eficiente de lograr la participación activa de
los estudiantes en los diferentes espacios que brindan
las instituciones es la de lograr una correcta y oportuna
difusión de dichas actividades. Por tal efecto será me-
nester que los centros educativos realicen un esfuerzo
de planeación y diseñen y presenten sus programas y ca-
lendarios a mediano plazo para que los alumnos puedan
preparase y lograr excelentes resultados. 

d) No facilitar los procedimientos, espacios de inter-
cambio y diálogo entre padres de familia, docentes y
directivos. Esta disposición tiene como objetivo el que
se puedan revisar de forma particular, la evolución, el
apoyo, el seguimiento y el desarrollo de cada uno de sus
hijos. 

Así, este apartado se refiere a algo que debiera estar im-
plícito en las actividades escolares diarias, sin embargo,
ocurre que algunas veces se pasan por alto algunas se-
ñales que constantemente se perciben en algunos edu-
candos cuando las cosas no están funcionando del todo
bien.

Al respecto se pretende, que cuando los padres o tutores
o el mismo educando manifieste la necesidad de ser es-
cuchado por algún problema o alguna situación que no
le esté permitiendo desarrollar al máximo sus capacida-
des, el centro educativo deberá brindar las facilidades
necesarias para que se generen los espacios de comuni-
cación ideales, de manera tal que se pueda encontrar de
manera conjunta, alguna solución al caso planteado. 

5. Actualizar las sanciones por las infracciones adminis-
trativas para quienes impartan servicios educativos en
los siguientes rubros:

a) De las multas, actualizando la cantidad hasta por el
equivalente a seis mil veces el salario mínimo general
diario vigente a quienes cometan infracciones admi-
nistrativas en el área geográfica y en la fecha en que se
cometa la infracción. Las multas impuestas podrán dupli-
carse en caso de reincidencia. El aumento de las multas se
propone con el fin de que resulte muy poco atractivo el de-
tonar algún tipo de infracción que se direccione en detri-
mento de la formación de los educandos. 

b) Se reitera la sanción de la Revocación de la auto-
rización o retiro del reconocimiento de validez oficial
de estudios correspondiente, pero sin exclusión de la
posibilidad de que sea impuesta alguna multa. Esto
quiere decir que para el caso de los planteles que in-
cumplan con las obligaciones y disposiciones que les
mandata la Ley, será posible que no solo se le retire la
autorización para impartir servicios educativos de deter-
minada especie o el retiro del reconocimiento de validez
oficial de estudios, sino que también se le puede impo-
ner una multa. Con este planteamiento de modificación
se pretende que no exista incentivo alguno para que se
genere alguna infracción administrativa. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV681



c) En el caso de incurrir en las infracciones se apli-
carán las sanciones señaladas, sin perjuicio de las pe-
nales y de otra índole que resulten.

Esto se refiere a aquellas sanciones que se deriven como
consecuencia o efecto de una conducta que constituya a la
infracción de una norma jurídica. Dependiendo del tipo de
norma incumplida o violada, puede haber sanciones pena-
les o penas, sanciones civiles y sanciones administrativas,
visualizadas como el castigo impuesto cuando se comete
una conducta punible, es decir, una acción antijurídica, de
conformidad con el marco jurídico aplicable.

Estas pueden incluir penas privativas de la libertad, como
la pena de prisión o la prisión domiciliaria, las multas de ti-
po pecuniario o la imposición de penas privativas de otros
derechos. 

V. Cuadro comparativo
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Es por lo anteriormente expuesto que, como legislador preo-
cupado y ocupado de manera preponderante en los temas
educativos de México y de acuerdo con las disposiciones de-
talladas en el proemio, estoy presentando a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que Reforma y Adiciona la Ley General de
Educación

Artículo Único. a) Se reforma la fracción primera y se-
gunda del artículo 4, la segunda y tercera fracción del ar-
tículo 65, la primera, vigésima primera, vigésima segunda,
vigésima tercera, vigésima séptima fracción del artículo
75, la primera y tercera fracción del artículo 76; b) Se adi-
ciona el primer y segundos párrafos del artículo 4º, prime-
ra, segunda y tercera fracción del artículo 65, la primera,
tercera y décima fracción del artículo 75 y la segunda frac-
ción del artículo 76, todos ellos de la Ley General de Edu-
cación, para quedar como sigue: 

Artículo 4. …

Es obligación de los mexicanos, hacer que sus hijas, hijos
o pupilos menores de edad cursen dicha educación, infor-
mándose con oportunidad y participando activamente
en los procesos de enseñanza-aprendizaje.

Artículo 65. …

I. Obtener inscripción en escuelas públicas y pre regis-
tro en línea –o escrito a mano de manera presencial
por excepción en los lugares donde no se cuente con
acceso a medios electrónicos-, para que sus hijas, hijos
o pupilos menores de edad, que satisfagan los requisitos

aplicables, reciban la educación preescolar, la primaria,
la secundaria y la media superior. 

…

II. Participar con los docentes y las autoridades de la
escuela en la que estén inscritos sus hijos o pupilos me-
nores de edad, a fin de que en conjunto se observe
puntual seguimiento y se instrumenten soluciones de
manera enunciativa más no limitativa a cuestiones
relacionadas con: 

a) Cualquier asunto o problema relacionado con
su educación

b) Asistencia 

c) Disciplina 

d) Aprovechamiento escolar

o) Oportunidades de desarrollo con base en capa-
cidades especiales.

III. Colaborar con las autoridades escolares para la supera-
ción de los educandos en general, analizando y propo-
niendo posibles acciones desde la institución para:

a) Promover la educación en valores, así como que
se considere la adquisición de competencias éticas. 

b) Instrumentar actividades efectivas tendientes
a revisar y facilitar las mejores opciones para la
aceptación de límites y normas de convivencia. 

c) Desarrollar la gestión de las emociones, pre-
viendo el mejoramiento de los aspectos con-
ductuales, así como la autorregulación del
comportamiento. 

d) Una mayor participación para el mejoramien-
to de los establecimientos educativos; 

IV. al XII. …

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos:

I. Incumplir los preceptos de esta Ley, así como las
disposiciones expedidas con fundamento en ella.
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II. …

III. Suspender clases en días y horas no autorizados por
el calendario escolar aplicable, sin que medie motivo
justificado, caso fortuito o fuerza mayor;

Las escuelas serán responsables de difundir oportu-
namente las actividades de pre-registro inscripción y
asistencia de los educandos, interviniendo en los ca-
sos de estudiantes que se ausenten por un periodo de
tiempo mayor a quince días hábiles. 

IV. al IX. …

X. Ocultar a los padres o tutores las conductas de los
alumnos que notoriamente deban ser de su conocimien-
to; así como la falta de aviso, reunión y seguimiento
con los padres o tutores para analizar condiciones de
disciplina y aprovechamiento de las materias, en co-
ordinación con los docentes y directivos. 

XI. No propiciar las condiciones para que los edu-
candos puedan participar en al menos una actividad
que contribuya a fomentar las buenas actitudes y va-
lores o manejar con imparcialidad los incentivos y
reconocimientos otorgado a los alumnos que desta-
quen en las distintas áreas académicas, artísticas y
deportivas. 

XII. No presentar oficialmente al inicio del curso es-
colar el Proyecto de concursos, eventos y actividades
en las cuales podrán integrarse los alumnos en los 
diferentes. 

XIII. No facilitar los procedimientos, espacios de in-
tercambio y diálogo entre padres de familia, docen-
tes y directivos, de manera que se puedan revisar de
forma particular la evolución, apoyo, seguimiento y
desarrollo de cada uno de sus hijos. 

XIV al XVI. …

XVII. Oponerse e incumplir a las actividades de eva-
luación, inspección y vigilancia, así como no propor-
cionar información veraz y oportuna;

Artículo 76. Las infracciones enumeradas en el artículo se
sancionarán con: 

I. Multa hasta por el equivalente a seis mil veces el
salario mínimo general diario vigente en el área geo-
gráfica y en la fecha en que se cometa la infracción.
Las multas impuestas podrán duplicarse en caso de
reincidencia, o

II. Revocación de la autorización o retiro del reconoci-
miento de validez oficial de estudios correspondiente
sin exclusión de la posibilidad de que sea impuesta
alguna multa.

III. En el caso de incurrir en las infracciones estableci-
das en el artículo anterior, se aplicarán las sanciones
señaladas en las fracciones I y II del presente artícu-
lo, sin perjuicio de las penales y de otra índole que 
resulten. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal contará con noventa
días hábiles a partir de la publicación de este decreto, para
hacer las adecuaciones normativas correspondientes.

Tercero. Los centros escolares contarán con ciento ochen-
ta días hábiles a partir de la publicación, para poner en mar-
cha las medidas señaladas en el presente decreto. 

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto. 

Notas

1 Cfr. Savater Fernando, El valor de Educar, Editorial Ariel. Barcelo-
na España, 1997. 

2 Véase, ICE –Índice compuesto de eficacia de los sistemas escolares,
publicación del 2007, de la Asociación Civil Mexicanos Primero Vi-
sión 2030, y de la Fundación Idea. Pág. 69

3 Para mayor información consultar la dirección electrónica siguiente.
(sitio consultado el 06 de enero del 2019) 

http://www.cursosinea.conevyt.org.mx/cursos/edu_hijos/conteni-
do/revista/rev05p39.htm, 
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4 Cfr. https://www.aventura-amazonia.com/nos-gusta-el-cole/estrate-
gias-mejorar-relacion-familias-colegio/ Consultado el 10 de enero del
2019. 

5 Ibídem. 

6 Buxarrais, Mª R. y Martínez, M. Educación en valores y educación
emocional: propuestas para la acción pedagógica, en Ortega Sánchez,
I. y Ferrás Sexto, C. (Coord.) Alfabetización Tecnológica y desarrollo
regional. Revista Electrónica Teoría de la Educación: Educación y Cul-
tura en la Sociedad de la Información. Universidad de Salamanca. Vol.
10, nº 2. 2009, Salamanca, España. Fecha de consulta 17 de enero del
2019. http://campus.usal.es/~revistas_trabajo/index.php/revistatesi/ar-
ticle/view/7519/7552.

7 Pajuelo, Carlos, Padres y Maestros, mejor aliados para educar, Fa-
cultad de Educación de la Universidad de Extremadura, España, 2015.
Consultable en 

http://blogs.hoy.es/escuela-de-padres/2015/09/01/padres-y-maes-
tros-mejor-aliados-para-educar/, Revisado el 15 de enero del 2019. 

8 Ídem. 

9 Real Academia Española, Diccionario de la lengua Española, Edi-
ción del Tricentenario, Asociación de Academias de la Lengua Espa-
ñola, Madrid, España, 2018, consultable en: 

http://dle.rae.es/?id=JvZKMX3, revisado el 10 de enero del 2019. 

10 Para mayor información puede consultarse 

https://deconceptos.com/ciencias-sociales/educando, página con-
sultada el 5 de enero del 2019. 

11 Sáenz F. Arturo, Valores para la Democracia. Folleto Delitos e In-
fracciones Administrativas, INEA, Ciudad de México, 2001.

12 Ídem. 

13 Cfr. http://www.wordreference.com/definicion/obligatorio. Consul-
tado el 10 de enero del 2019. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 2 días del mes de abril de
2019.— Diputado Mario Mata Carrasco (rúbrica).» 

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 38 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Ángel Benjamín Robles Montoya y Maribel
Martínez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PT

Los que suscribimos, diputado Ángel Benjamín Robles y
diputada Maribel Martínez Ruiz, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXIV Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 77, 78 y 102, numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
la consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma
el artículo 38, fracción II, y se deroga la fracción IV del
mismo numeral, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de derechos o pre-
rrogativas del ciudadanos.

Exposición de Motivos

I. Antecedentes históricos 

La suspensión de derechos prevista en el artículo 38 de la
Constitución de 1917 no es una figura nueva en nuestro sis-
tema jurídico, podemos encontrar sus antecedentes en la
Constitución de la Monarquía Española de 1812, la cual, en
su artículo 25, disponía:

“Artículo 25. El ejercicio de los mismos derechos se
suspende:

1o. En virtud de interdicción judicial, por incapacidad
física o moral.

2o. Por el estado de deudor quebrado, o de deudor de
caudales públicos.

3o. Por estado de sirviente doméstico.

4o. Por no tener empleo, oficio o modo de vivir conocido.

5o. Por hallarse procesado criminalmente.

6o. Desde el año de 1830 deberá saber leer y escribir los
que de nuevo entren en el ejercicio de los derechos de
ciudadano.”
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Por su parte, en la Constitución federal de 1824 no se hizo
mención alguna al respecto, esto se debe fundamentalmen-
te, a que este cuerpo normativo se diseñó con un carácter
eminentemente orgánico y no como una carta de derechos
de los habitantes de la naciente nación mexicana.

En las leyes constitucionales de 1836 se establecieron las
causales de pérdida y suspensión de los derechos de los
ciudadanos, en los términos siguientes:

“Artículo 10. Los derechos particulares del ciudadano
se suspenden:1

1. Durante la minoridad.

2. Por el estado de sirviente doméstico.

3. Por causa criminal desde la fecha del mandamiento
de prisión, hasta el pronunciamiento de la sentencia ab-
solutoria. Si esta lo fuere en la totalidad, se considerará
al interesado en el goce de los derechos, como si no hu-
biese habido tal mandamiento de prisión; de suerte que
no por ella le paren ninguna clase de perjuicio.

4. Por no saber leer ni escribir desde el año de 846 en
adelante.

Artículo 11. Los derechos de ciudadano se pierden 
totalmente:

1. En los casos en que se pierde la cualidad de mexicano.

2. Por sentencia judicial que imponga pena infamante.

3. Por quiebra fraudulenta calificada. 

4. Por ser deudor calificado en la administración y ma-
nejo de cualquiera de los fondos públicos.

5. Por ser vago, mal entretenido o no tener industria o
modo honesto de vivir.

6. Por imposibilitarse para el desempeño de las obligacio-
nes de ciudadano por la profesión del estado religioso.”

En las Bases de Organización Política de la República Me-
xicana se establecieron también causas de suspensión y
pérdida de los derechos de los ciudadanos mexicanos:

21. Se suspenden los derechos de ciudadano:

I. Por el estado de sirviente doméstico.

II. Por el de interdicción legal.

III. Por estar procesado criminalmente, desde el acto
motivado de prisión o desde la declaración de haber lu-
gar a formación de causa a los funcionarios públicos
hasta la sentencia, si fuere absolutoria.

IV. Por ser ebrio consuetudinario o tahúr de profesión o
vago o por tener casa de juegos prohibidos.

V. Por no desempeñar los cargos de elección popular ca-
reciendo de causa justificada, en cuyo caso durará la sus-
pensión el tiempo que debería desempeñar el encargo.

22. Se pierden los derechos de ciudadano:

I. Por sentencia que imponga pena infamante.

II. Por quiebra declarada fraudulenta.

III. Por mala versacion o deuda fraudulenta contraída en
la administración de cualquier fondo público. 

IV. Por el estado religioso.

La Constitución federal de los Estados Unidos Mexicanos
de 5 de febrero de 1857 únicamente dispuso los casos en
los que se pierden los derechos de los ciudadanos, los cua-
les quedaron reducidos a los siguientes términos:

Artículo. 37. La calidad de ciudadano se pierde:2

I. por naturalización en país extranjero: 

II. por servir oficialmente al gobierno de otro país, o ad-
mitir de él condecoraciones, títulos o funciones, sin pre-
via licencia del Congreso federal. Exceptuándose los tí-
tulos literarios, científicos y humanitarios, que pueden
aceptarse libremente.

Artículo. 38. La ley fijará los casos y la forma en que se
pierden o suspenden los derechos de ciudadano y la ma-
nera de hacer la rehabilitación.
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Finalmente, la actual Constitución de 1917 retoma las cau-
sas de suspensión y pérdida de los derechos o prerrogativas
de los ciudadanos mexicanos en términos similares a las
disposiciones previas de la norma fundamental de 1857,
estas se plasmaron de la siguiente forma:

Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciuda-
danos se suspenden:

I. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de
cualquiera de las obligaciones que impone el artículo
36. Esta suspensión durará un año y se impondrá ade-
más de las otras penas que por el mismo hecho señalare
la ley;

II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que
merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto
de formal prisión;

III. Durante la extinción de una pena corporal;

IV. Por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declarada
en los términos que prevengan las leyes;

V. Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la
orden de aprehensión hasta que prescriba la acción 
penal; y

VI. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena
esa suspensión.

La ley fijará los casos en que se pierden, y los demás en
que se suspenden los derechos de ciudadano, y la manera
de hacer la rehabilitación.

Como podemos apreciar, la institución de suspensión o
pérdida de derechos o prerrogativas de los ciudadanos es
de larga data en el sistema jurídico mexicano, incluso, pre-
vio a la declaración de independencia.

II. Análisis de la suspensión o pérdida de derechos

Ahora bien, el sentido de la suspensión o pérdida de derechos
está estrictamente vinculado con el ejercicio de los derechos
que la propia norma fundamental confiere, exclusivamente a
quienes tiene la calidad de ciudadanos mexicanos.

Estos derechos a su vez, se correlacionan con las obliga-
ciones que la Constitución impone a los ciudadanos mexi-
canos. En este punto, es necesario señalar que a diferencia

de los derechos y garantías previstos en su parte dogmáti-
ca que tienen un carácter universal, es decir, se reconocen
en favor de cualquier persona que resida o se encuentre en
el territorio nacional, los derechos del ciudadano, se vincu-
lan, en mayor, medida con aquellas personas que tienen, en
principio la calidad de mexicanos3 y, en segundo término
que han alcanzado la ciudadanía.4

Ahora bien, los derechos o prerrogativas de los ciudadanos
tienen un carácter eminentemente político, ya que estos se
vinculan con la participación en la toma de decisiones de la
vida pública de la sociedad. Como vemos, en el artículo 35
de la Constitución, se establecen como derechos de los ciu-
dadanos, el de votar y ser votado, de asociación política (el
cual es una subespecie del derecho genérico de asociación
previsto en el artículo 9 de la numera en cuestión).

En correlación con los derechos señalados en el párrafo an-
terior, las obligaciones de los ciudadanos se vinculan con
el cumplimiento de ciertas disposiciones catastrales y el
desempeño de cargos públicos.

Las anteriores normas parten de la lógica de que solo a
aquellas personas que se encuentran vinculadas por su ca-
rácter de nacionales con el Estado mexicano corresponde el
desempeño de ciertas funciones o la defensa de la nación,
y no así a los extranjeros, quienes por su condición propia
se encuentran sujetos a otros poderes nacionales.

Estas disposiciones también guardan resabios de anteriores
luchas contra el intervencionismo de otras potencias. 

Por otra parte, la idea de la suspensión de derechos tiene
como eje sustancial el incumplimiento de los obligaciones
que tienen impuestas los ciudadanos por parte de la norma
fundamental, es decir, si el ciudadano rompe ese vínculo
que los une con el conjunto social, entonces pierde o se
suspende su derecho a participar en la acción pública de la
comunidad.

Al respecto, Gonzales Oropeza, Báez Silva y Cienfuegos
Salgado señalan:

“Para el primer jefe [del Ejército constitucionalista],
quienes no votaran, teniendo derecho a ello, o quienes
no desempeñaran los cargos de elección popular para
los cuales habían sido electos, o quienes se negaran a
participar en la recepción de la votación el día de la
elección, por ejemplo, eran personas que, no obstante su
calidad de ciudadanos, se interesaban poco o nada en la
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vida de la República, por lo que no merecían mantener
esa gracia o privilegio que implica la ciudadanía, el go-
ce de los derechos políticos.”5

Esta referencia podemos vincularla directamente con el
contenido de la fracción I del artículo 38 en estudio; sin
embargo, por lo que hace a las causas de suspensión por
motivos penales, en la iniciativa presentada al Constitu-
yente de 1917 solo se justificó con la expresión “no saber
hacer uso debido de la ciudadanía”, de esta expresión po-
demos deducir que la suspensión de derechos, por motivos
penales, se justifica en la medida que el ciudadano se apar-
ta de la sana convivencia que debe existir entre los miem-
bros de la comunidad.

Quien comete un ilícito, agrede o afecta al conjunto social,
por ello, mientras la persona se encuentre sujeta a un pro-
ceso penal, se le haya dictado una pena de presión o la pro-
pia suspensión de derechos o se evada de la justicia; es de-
cir, dada su conducta antisocial este no “merece gozar” de
los derechos de participación en la vida política de la 
República.

Podemos afirmar que los derechos políticos de los ciuda-
danos tienen el carácter de derechos fundamentales, los
cuales solo puede existir y subsistir en un sistema demo-
crático. Esto es así, ya que mediante la participación de los
ciudadanos en las elecciones, por ejemplo, ya sea de ma-
nera activa o pasiva, permite definir el rumbo de las políti-
cas públicas que habrán de implementarse. Esto es, el ciu-
dadano se vuelve un eje central en la toma de decisiones. 

A diferencia de los regímenes totalitarios, donde el poder
se impone a la voluntad de los ciudadanos, en un sistema
democrático estos definen, de cierta manera, la forma en
que se ejerce el poder público.

Al respecto, María del Pilar Hernández señala:

En las sociedades democráticas modernas los dere-
chos políticos electorales se encuentran íntimamente
relacionados con la representación política, en la cual
la participación política interactúa en dos sentidos, a
saber: primero, para integrar los órganos de gobierno
y, segundo, denota la capacidad de influir en la ges-
tión de aquellos…

…

La vigencia actual de los derechos político-electorales
transitó, en un primer momento, de una tradición autorita-
ria del ejercicio del gobierno, que excluía la participación
de los gobernados para, posteriomente, instaurar mecanis-
mos que permitían la participación limitada de los gober-
nados a través del ejercicio del sufragio (voto censitario) y,
finalmente, ante presiones prístinas de los derechos electo-
rales por excelencia…”6

De lo señalado se puede apreciar la relevancia que el ejer-
cicio de los derechos políticos tiene en el desarrollo y con-
solidación de un sistema democrático de ahí que sea im-
portante revisar y actualizar el marco constitucional a la
nueva realidad de la sociedad mexicana. Es importante
destacar, que el artículo 38 de la norma fundamental es de
los pocos que aún mantienen el texto original de 1917.

III. Evolución jurisprudencial de la suspensión de dere-
chos de los ciudadanos

Como señalamos con antelación, el ejercicio de los dere-
chos de los ciudadanos es un componente fundamental de
todo sistema democrático, por ello, es necesario analizar, la
forma en que han evolucionado los diversos criterios juris-
prudenciales relacionados con las limitaciones a estos de-
rechos fundamentales.

En 1999, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, al resolver el juicio ciudadano
SUP-JDC-12/99, estimó que la suspensión de derechos po-
líticos prevista en la fracción II del artículo 38 constitucio-
nal operaba de manera inmediata sin necesidad de mayor
declaración judicial, ya que a su juicio esta derivaba de la
aplicación directa del precepto constitucional.

En este criterio, la Sala Superior consideraba que la sus-
pensión aplicaba con independencia de que la persona se
encontrara privada o no de su libertad.7 Criterio similar
sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación en la jurisprudencia 1a. /J.171/2007 de rubro:
Derechos políticos. Deben declararse suspendidos desde el
dictado del auto de formal prisión, en términos del artículo
38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.8

De la misma forma, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción consideraba que los derechos político-electorales de
los ciudadanos debían permanecer suspendidos aun cuan-
do la persona sentenciada se acogiera a algún beneficio que
le concediera la liberación.9
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No obstante estas disposiciones, los criterios de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación y de la Sala Superior del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación han
evolucionado, actualmente ambos órganos jurisdiccionales
consideran que la suspensión de derechos políticos solo
procede en aquellos casos en los que las personas se en-
cuentran privadas de su libertad.10

Ahora, es importante destacar que, con la implantación del
nuevo sistema de justicia penal, se modificaron diversa fi-
guras e instituciones jurídicas, así el auto de formal prisión
dio paso al auto de vinculación a proceso, bajo está lógica
algunos órganos jurisdiccionales han considerado que la
suspensión es improcedente cuando se dicta un auto de vin-
culación a proceso.11

Los anteriores criterios demuestran claramente una ten-
dencia de los órganos de justicia de ampliar la tutela de
los derechos políticos de los ciudadanos, partiendo de
una interpretación maximizadora sobre el ejercicio de es-
tos, tendentes a limitar en la mayor medida posible su
afectación.

IV. Justificación concreta de las modificaciones 
propuestas

En principio, proponemos modificar el primer párrafo del
artículo 38 a efecto de eliminar la denominación de “pre-
rrogativas”, ya que este concepto hace referencia no a un
derecho, sino a una concesión. Al respecto, el Diccionario
de la Lengua Española define a las prerrogativas como: 1.
f. Privilegio, gracia o exención que se concede a alguien
para que goce de ello, anejo regularmente a una dignidad,
empleo o cargo.12

Como ya hemos señalado, no podemos considerarlos como
privilegios o concesiones que hace el Estado a favor de sus
ciudadanos, sino verdaderos derechos de carácter funda-
mental, que son inherentes a cualquier gobernado que ten-
ga las calidades necesarias para participar en la vida políti-
ca de su comunidad.

Ahora bien, por lo que hace al contenido de la fracción II,
del artículo 38, estimamos que debe precisarse que la sus-
pensión de este tipo de derechos solo procederá en aquellos
casos en los que la persona se encuentre privada de su li-
bertad. De la misma manera, para hacer congruente esta
norma con la implementación del nuevo sistema de justicia
penal, incluir que la suspensión procede cuando se dicte un
auto de vinculación a proceso.

Es importante destacar que no desconocemos el contenido
de diversos tratados internacionales de los que México for-
ma parte, en los cuales se ha establecido que la suspensión
de derechos políticos solo procede cuando la persona se en-
cuentre sentenciada.13

Al respecto, es relevante el contenido de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, la cual establece, en
su artículo 23, apartado 2: “La ley puede reglamentar el
ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere
el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, na-
cionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil
o mental, o condena, por juez competente, en proceso 
penal.”

Como se apreciar, los citados instrumentos internacionales,
prevén la posibilidad de la suspensión de derechos políti-
cos mediante orden judicial, y en aquellos casos en los que
la persona haya sido condenada. 

No obstante, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, al resolver diversos casos como Castañeda Gutman vs.
Estados Unidos Mexicanos o Andrés Aylwin Azócar y
otros vs. Chile, ha señalado que los derechos políticos no
son absolutos; no obstante la facultad de los Estados para
regular o restringirlos está limitada por el derecho interna-
cional, y deben justificarse por su necesidad, con base en
sus motivos, su razonabilidad y proporcionalidad.

En el caso, se considera que existe la necesidad de mante-
ner la suspensión de derechos políticos para aquellas per-
sonas que se encuentren privadas de su libertad, en el mar-
co de la situación de inseguridad que priva en el país,
además de la crisis por la que atraviesa el sistema peniten-
ciario, lo que hace, por el momento, inviable la implemen-
tación del voto en las cárceles.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el
Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2017,
ha señalado:
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Como podemos apreciar, no están dadas las condiciones
para que, en este momento, se pueda dar un ejercicio ade-
cuado de los derechos políticos de las personas que se en-
cuentran privadas de su libertad, sobre todo, que se garan-
ticen los principios de libertad, universalidad y secrecía del
sufragio.

Es importante señalar, que no desconocemos que en otras
latitudes se han sentado criterios mediante los cuales se
permite a los ciudadanos el ejercicio del derecho al voto,
aun cuando estén sujetos a un proceso penal, incluso se han
dado casos en donde se permite, a personas privadas de su
libertad, ser postuladas como candidatos a puestos de elec-
ción popular.

Consideramos que esto debe ser una finalidad que persiga
nuestro sistema penitenciario; sin embargo, no podemos
obviar la realidad y pretender importar figuras jurídicas
sim poner especial cuidado en la situación concreta de la
realidad social que se vive en el país.

Ahora bien, por lo que hace al contenido de la fracción IV
del artículo 38 constitucional, que prevé la suspensión de
derechos, por vagancia o ebriedad consuetudinaria, estima-
mos que ese artículo, en principio, es de una aplicación in-
viable, tan es así, que al parecer no existen registros de que
se haya suspendido a alguien por esta condición. 

Además, una cuestión de fondo es que esa norma podría re-
sultar discriminatoria, ya que no se aprecia cuál sea la ido-
neidad o necesidad de dicha limitación y más bien parece
un acto de separación por una condición social, económica
o personal, de ahí que proponemos su derogación.

Por lo expuesto proponemos la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto que presentan el
diputado Benjamín Robles Montoya y la diputada Ma-
ribel Martínez Ruiz que reforma el artículo 38, primer
párrafo, la fracción II, y se deroga la fracción IV del
mismo numeral, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de suspensión de de-
rechos o prerrogativas del ciudadano.

Artículo Único. Se reforma el artículo 38, primer párrafo,
fracción II, y se deroga la fracción IV de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar 
como sigue: 

Artículo 38. Los derechos de los ciudadanos se suspenden: 

I…

II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que
merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto
de formal prisión o vinculación a proceso, siempre
que la persona se encuentre privada de su libertad; 

III. … 

IV. Se deroga; 

V. … 

VI. … 

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Se mantiene la redacción original del texto.

2 Se mantiene la redacción original del texto.

3 Art. 30. La calidad de mexicano se adquiere por nacimiento o por na-
turalización.

I. Son mexicanos por nacimiento, los hijos de padres mexicanos,
nacidos dentro o fuera de la República, siempre que en este último
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caso los padres sean mexicanos por nacimiento. Se reputan mexi-
canos por nacimiento los que nazcan en la República de padres ex-
tranjeros, si dentro del año siguiente a su mayor edad manifiestan
ante la Secretaría de Relaciones Exteriores, que optan por la nacio-
nalidad mexicana y comprueban ante aquélla que han residido en el
país los últimos seis años anteriores a dicha manifestación.

II. Son mexicanos por naturalización:

A. Los hijos que de padres extranjeros nazcan en el país, si optan
por la nacionalidad mexicana en los términos que indica el inciso
anterior, sin haber tenido la residencia que se expresa en el mismo.

B. Los que hubiesen residido en el país cinco años consecutivos,
tengan modo honesto de vivir y obtengan carta de naturalización de
la citada Secretaría de Relaciones.

C. Los indolatinos que se avecinen en la República y manifiesten
su deseo de adquirir la nacionalidad mexicana.

En los casos de estos incisos, la ley determinará la manera de com-
probar los requisitos que en ellos se exigen.

4 Artículo 34. Son ciudadanos de la República todos los que, teniendo
la calidad de mexicanos, reúnan, además los siguientes requisitos:

I. Haber cumplido dieciocho años, siendo casados, o veintiuno si no
lo son, y

II. Tener un modo honesto de vivir.

Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano:

I. Votar en las elecciones populares;

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, y
nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las ca-
lidades que establezca la ley;

III. Asociarse para tratar los asuntos políticos del país;

IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional, para la de-
fensa de la República y de sus instituciones, en los términos que
prescriben las leyes; y

V. Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición

5 González Oropeza, Manuel y otros, La suspensión de los derechos
políticos por cuestiones penales en México, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas-UNAM, México, p. 208.

6 Hernández María del Pilar, Análisis y perspectiva de los derechos po-
lítico-electorales del ciudadano, Instituto de Investigaciones Jurídicas-
UNAM, recurso electrónico 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/5/2389/18.pdf 

7 Ver tesis Tesis III/99. Derechos político-electorales del ciudadano. La
suspensión derivada de la hipótesis prevista en la fracción II del ar-
tículo 38 constitucional opera de manera inmediata. La suspensión de
derechos político-electorales del ciudadano, por encontrarse sujeto a
un proceso criminal, por delito que amerite la imposición de una pena
privativa de libertad, opera ipso facto, esto es, basta estar en el su-
puesto señalado en esa norma constitucional, para que, instantánea-
mente, la autoridad electoral encargada de organizar todo lo relativo a
las elecciones, a través de la que le corresponde el control del padrón
electoral, se encuentre facultada, tan luego como conozca el aconteci-
miento relativo, para impedir el libre ejercicio del derecho político de
sufragar, sin necesidad de declaración previa de diversa autoridad; de
suerte que, si la autoridad electoral responsable tiene la obligación de
tener actualizado el padrón electoral y dar de baja del mismo a las per-
sonas que se encuentren inhabilitadas para ejercer sus derechos políti-
cos, ningún perjuicio causa al negar la solicitud respectiva de inclusión
en la lista nominal de electores, si el peticionario se ubica en el su-
puesto de suspensión que el invocado precepto constitucional prevé.

8 Texto de la jurisprudencia: 

Si bien el citado precepto constitucional dispone expresa y categórica-
mente que los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden
a causa de un proceso criminal por delito que merezca pena corporal y
que el plazo relativo se contará desde la fecha de la emisión del auto
de formal prisión; y, por su parte, el artículo 46 del Código Penal Fe-
deral señala que la referida suspensión se impondrá como pena en la
sentencia que culmine el proceso respectivo, que comenzará a compu-
tarse desde que cause ejecutoria y durará todo el tiempo de la condena
-lo cual es acorde con la fracción III del propio artículo 38 constitu-
cional-, ello no significa que la suspensión de los derechos políticos es-
tablecida en la Carta Magna haya sido objeto de una ampliación de ga-
rantías por parte del legislador ordinario en el código sustantivo de la
materia, ni que exista contradicción o conflicto de normas, ya que se
trata de dos etapas procesales diferentes. Consecuentemente, deben de-
clararse suspendidos los derechos políticos del ciudadano desde el dic-
tado del auto de formal prisión por un delito que merezca pena corpo-
ral, en términos del artículo 38, fracción II, de la Constitución Federal;
máxime que al no contener éste prerrogativas sino una restricción de
ellas, no es válido afirmar que el mencionado artículo 46 amplíe dere-
chos del inculpado. Lo anterior es así, porque no debe confundirse la
suspensión que se concretiza con la emisión de dicho auto con las di-
versas suspensiones que como pena prevé el numeral 46 aludido como
consecuencia de la sentencia condenatoria que al efecto se dicte, entre
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las que se encuentra la de derechos políticos, pues mientras la primera
tiene efectos temporales, es decir, sólo durante el proceso penal, los de
la segunda son definitivos y se verifican durante el tiempo de extinción
de la pena corporal impuesta.

9 Ver jurisprudencia: P./J. 86/2010. Suspensión de derechos políticos.
Continúa surtiendo efectos aunque el sentenciado se acoja al beneficio
de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. El artículo 18
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que las autoridades organizarán un sistema penal encaminado a la rea-
daptación social del delincuente, mediante instituciones y medidas que
orientan la política criminal y penitenciaria del Estado a ese objetivo,
lo que deriva en beneficios que pueden o deben otorgarse cuando pro-
ceda. Así, el Código Penal para el Distrito Federal regula dos benefi-
cios para quien sea condenado por la comisión de un delito: 1) La sus-
titución de la pena de prisión, y 2) La suspensión condicional de la
ejecución de la pena; instituciones cuyo fin es evitar la reincidencia y
los perjuicios que acarrea para los delincuentes primarios el ejemplo de
los habituales. Ahora bien, respecto de la suspensión condicional de la
ejecución de la pena se puntualiza que: a) Es un beneficio que el Juez
puede o no conceder atento a ciertas condiciones, las cuales incluso
cumplidas formalmente, pueden no inclinarlo a otorgarla (peligrosidad
manifiesta entre otras); b) La garantía fijada busca asegurar la presen-
tación periódica del sentenciado ante la autoridad y el logro de las de-
más finalidades previstas en la ley penal; y, c) Garantiza la sujeción del
beneficiado a la autoridad por el término y en relación con una sanción
ya impuesta. Por tanto, cuando se opte por dicho beneficio, atendiendo
a la naturaleza accesoria a la pena de prisión de la suspensión de los
derechos políticos, debe entenderse que, como la pena privativa de li-
bertad no se modifica, atento a lo dispuesto en la fracción III del ar-
tículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
permanecen suspendidos los derechos políticos del sentenciado hasta
en tanto no se extinga aquélla.

10 Ver jurisprudencia P./J. 33/2011. Derecho al voto. Se suspende por
el dictado del auto de formal prisión o de vinculación a proceso, sólo
cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad. El ar-
tículo 38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece que los derechos o prerrogativas del ciudadano se
suspenden, entre otros casos, por estar sujeto a un proceso criminal por
delito que merezca pena corporal, a partir de la emisión del auto de for-
mal prisión. Por su parte, el principio de presunción de inocencia y el
derecho a votar constituyen derechos fundamentales, cuya evolución y
desarrollo constitucional llevan a atemperar la citada restricción cons-
titucional. Ahora bien, la interpretación armónica de tal restricción con
el indicado principio conduce a concluir que el derecho al voto del ciu-
dadano se suspende por el dictado del auto de formal prisión o de vin-
culación a proceso, sólo cuando el procesado esté efectivamente priva-
do de su libertad, supuesto que implica su imposibilidad física para
ejercer ese derecho, lo que no se presenta cuando está materialmente

en libertad, supuesto en el cual, en tanto no se dicte una sentencia con-
denatoria, no existe impedimento para el ejercicio del derecho al su-
fragio activo.

Ver jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación Jurisprudencia 39/2013. Suspen-
sión de los derechos político-electorales del ciudadano prevista en
la fracción II del artículo 38 constitucional. Sólo procede cuando se
prive de la libertad. De la interpretación sistemática de los artículos
14, 16, 19, 21, 102 y 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 14, párrafo 2 y 25 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos; 11, párrafo 1 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos; 26 de la Declaración Americana
de los Derechos y Deberes del Hombre; 7, párrafo 5, y 8 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, se desprende que la
suspensión de los derechos o prerrogativas del ciudadano por estar
sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal,
a contar desde la fecha del auto de formal prisión no es absoluta ni
categórica, ya que, las citadas disposiciones establecen las bases
para admitir que, aun cuando el ciudadano haya sido sujeto a pro-
ceso penal, al habérsele otorgado la libertad caucional y material-
mente no se le hubiere recluido a prisión, no hay razones válidas
para justificar la suspensión de sus derechos político-electorales;
pues resulta innegable que, salvo la limitación referida, al no ha-
berse privado la libertad personal del sujeto y al operar en su favor
la presunción de inocencia, debe continuar con el uso y goce de sus
derechos. Por lo anterior, congruentes con la presunción de inocen-
cia reconocida en la Constitución Federal como derecho funda-
mental y recogida en los citados instrumentos internacionales,
aprobados y ratificados en términos del artículo 133 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la suspensión de
derechos consistente en la restricción particular y transitoria del
ejercicio de los derechos del ciudadano relativos a la participación
política, debe basarse en criterios objetivos y razonables. Por tanto,
tal situación resulta suficiente para considerar que, mientras no se
le prive de la libertad y, por ende, se le impida el ejercicio de sus
derechos y prerrogativas constitucionales, tampoco hay razones
que justifiquen la suspensión o merma en el derecho político-elec-
toral de votar del ciudadano.

11 Ver tesis: XIII.P.A.27 P. Suspensión de derechos políticos. La de-
terminación del juez de garantía de imponer dicha sanción como con-
secuencia del dictado del auto de vinculación a proceso, es violatoria
del principio de inocencia y de las garantías de legalidad y seguridad
jurídica (nuevo sistema de justicia penal en el estado de Oaxaca). En
términos del artículo 5 del Código Procesal Penal para el estado de Oa-
xaca, vigente en diversas regiones de la entidad, que encuentra apoyo
en el artículo 20, apartado A, fracción I, y apartado B, fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en todas las
etapas del procedimiento penal adversarial el imputado deberá ser con-
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siderado y tratado como inocente mientras no se declare su culpabili-
dad por sentencia firme; lo que según la Cámara Revisora (Senadores)
de la reforma de 2008 a la Constitución Federal en materia de justicia
penal, permite enmarcar el proceso como una práctica para obtener la
prueba de que un sujeto ha cometido un delito; así, mientras no se sa-
tisfaga, ningún sujeto puede ser considerado culpable ni sometido a pe-
na, ya que la culpa y no la inocencia debe ser demostrada. Luego, si en
el nuevo sistema penal adversarial vigente en Oaxaca se encuentra pre-
visto el principio fundamental de inocencia, específicamente, en el pro-
cedimiento de manera textual y amplia, es claro que impone como
obligación para la autoridad jurisdiccional de trato hacia los imputa-
dos, considerarlos inocentes en todas las etapas del proceso mientras
no se declare su culpabilidad por sentencia firme; por tanto, es viola-
torio de ese principio y de las garantías de legalidad y seguridad jurí-
dica, el hecho de que el Juez de Garantía suspenda los derechos políti-
cos al imputado como consecuencia del dictado del auto de vinculación
a proceso, pues además, dentro de los efectos de esa determinación,
que señala el dispositivo 279 del Código Procesal Penal en cuestión, no
se encuentra la suspensión de derechos políticos del imputado, sin que
ello necesariamente derive del artículo 38, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues éste alude al au-
to de formal prisión en los procedimientos tradicionales y no al de vin-
culación a proceso en el procedimiento penal adversarial.

12 Diccionario de la Lengua Española. 

https://dle.rae.es/?id=U4Xkk2x 

13 Pacto Inrternacional de Derechos Civiles y Políticos

…

Artículo 10

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

Observación general número 25

Artículo 25. La participación en los asuntos públicos y el derecho
de voto

…

14. En sus informes, los Estados deben indicar y explicar las disposi-
ciones legislativas, en virtud de las que se puede privar del derecho de
voto a los ciudadanos. Los motivos para privarles de ese derecho de-
ben ser objetivos y razonables. Si el motivo para suspender el derecho
a votar es la condena por un delito, el período de tal suspensión debe
guardar la debida proporción con el delito y la condena. A las personas

a quienes se prive de libertad pero que no hayan sido condenadas no se
les debe impedir que ejerzan su derecho a votar.

Palacio Legislativo, a 2 de abril de 2019.— Diputado y diputada: Ángel
Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez Ruiz (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.

DECLARA EL 20 DE OCTUBRE DE CADA AÑO 
COMO “DÍA NACIONAL DEL MEZCAL”

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 20 de octu-
bre como Día Nacional del Mezcal, a cargo de la diputada
Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Morena 

Graciela Zavaleta Sánchez, diputada a la LXIV Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, conforme a lo establecido en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta al
pleno de esta honorable asamblea la iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se declara el 20 de octubre de ca-
da año como Día nacional del mezcal, al tenor de la 
siguiente

Exposición de Motivos

A) Argumentos

La cultura y el conocimiento de los indígenas mexicanos
sobre los distintos tipos de agave tuvo un encuentro virtuo-
so con la cultura y la técnica árabe-española de la destila-
ción, dando como resultado una bebida exquisita, única y
característica del nuevo mundo: el mezcal.

La historia del vino-mezcal –vino de agave, vino de los no-
vohispanos, tequila, bacanora, sotol, comiteco, raicilla o
simplemente mezcal– se desarrolló en las diferentes regio-
nes del país con toques particulares y tratamientos diferen-
tes que permitió a los campesinos e indígenas apoderarse
de técnicas de producción que durante varios siglos obra-
ron en poder exclusivo de los españoles. Posteriormente,
los conocimientos pasaron de generación en generación y
comenzaron a formarse las regiones productoras de mez-
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cal: Matatlán, Oaxaca; Tequila, Jalisco; sierra de Guerrero;
Jaral de Berio, Guanajuato; Pinos, Zacatecas; Nombre de
Dios, Durango, entre otros.

El mezcal, a pesar de todas las prohibiciones y persecucio-
nes, se convirtió en la bebida ritual de los indígenas, cam-
pesinos y criollos: los nacimientos, bautizos, primeras co-
muniones, quince años, bodas y muertes eran festejadas o
lamentadas con mezcal. De ahí que se haya acuñado el re-
frán: “Para todo mal, mezcal; para todo bien, también”.

No es casual el origen mexicano del mezcal. En nuestro pa-
ís tenemos 245 de las 273 tipos de agave del continente;
145 son tipos endémicos del país. Asimismo, en México se
utilizan 30 tipos de agave mezcalero. Los productores de
las regiones mezcaleras han respetado su biodiversidad y
cuidan y siembran especies propias de cada uno de sus es-
tados y regiones: espadín en Oaxaca; cupreata en Guerre-
ro; salmeana en Guanajuato; durangensis en Durango; te-
quilana Weber en Jalisco y Zacatecas, tan sólo por citar
algunos, pero importantes, ejemplos.

A diferencia de los destilados internacionales más recono-
cidos –whiskey y el brandy (coñac) producidos con añadas
de malta y uva– el mezcal es hecho con agave que tarda en
madurar de siete a 30 años y ello le da una calidad singu-
lar en cuerpo, aroma y sabor. Los maestros productores de
whiskey y coñac (brandy), son centrales de la cultura ir-
landesa, escocesa e inglesa, y forman parte esencial del or-
gullo y el buen gusto de la cultura francesa, española y del
Reino Unido.

En nuestro país, el maestro mezcalero es quien ha sido capaz
de superar épocas de acoso, persecución y clandestinidad.
Han sido protagonistas, junto a sus familias, de la construc-
ción de una cultura nacional que moduló costumbres, acom-
pañó fiestas y ritos populares, conformó regiones económicas
y fomentó el respeto a nuestra biodiversidad.

En este sentido, el 17 de agosto de 1994 fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación el proyecto de norma ofi-
cial mexicana NOM-070-SCFI-1994, Bebidas alcohólicas-
Mezcal.- Especificaciones. En esta disposición, se da la
aplicación de especificaciones para el mezcal particular-
mente en los Estados de Oaxaca, Guerrero, Durango, San
Luis Potosí y Zacatecas, con agaves de las especies:

- Agave Angustifolia haw (maguey espadín).

- Agave Esperrima jacobi, Amarilidáceas (maguey de
cerro, bruto o cenizo).

- Agave Weberi cela, Amarilidáceas (maguey de 
mezcal).

- Agave Potatorum zucc, Amarilidáceas (maguey de
mezcal).

La norma oficial mexicana NOM-070-SCFI-1994, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el doce de junio de
1997, bebidas alcohólicas-mezcal-especificaciones, hace
referencia a la Denominación de Origen y establece todas
las características y especificaciones que se deben cumplir
por parte de los usuarios autorizados para producir y co-
mercializar la bebida alcohólica destilada denominada
mezcal. Actualmente en México, el Consejo Regulador del
Mezcal menciona que los estados que se encuentran incor-
porados a la denominación de origen del mezcal son:

Oaxaca (1992), Guerrero (1994), Durango (1994), San
Luis Potosí (1994), Zacatecas (1994), Guanajuato
(2001), Tamaulipas (2003) y Michoacán (2012).

De acuerdo con el Consejo Regulador del Mezcal,

“En 2014, se produjeron 1 millón 451 mil 718 litros con
un volumen de alcohol al 45 por ciento. De 2011 a 2014,
los estados que presentan mayor producción son: Oaxa-
ca, Guerrero y Durango, siendo Oaxaca el mayor pro-
ductor cuyo volumen asciende a casi 90 por ciento de la
producción Nacional. En cuanto a la comercialización,
para el mercado nacional en 2014 se envasaron 924 mil
686 litros de mezcal. De igual forma en el envasado,
Oaxaca ocupa el primer lugar, durante los últimos cua-
tro años. Para el mercado de exportación en 2014 se en-
vasaron 1 millón 157 mil 420 litros. Para 2011, se ex-
portaba a Estados Unidos, Alemania, Argentina,
Australia, Brasil, Canadá, Chile, Costa Rica, Eslova-
quia, España, Francia, Guatemala, Holanda, Inglaterra,
Italia, Japón, Latvia, Noruega, Nueva Zelanda, Para-
guay, Perú, Polonia, República Checa, Rusia, Sudáfrica,
Suiza, Taiwán y Turquía. Para el 2012, se sumaron a es-
ta lista Australia, Ecuador, El Salvador, Hong Kong, Is-
las Caimán y Singapur. En 2013, la lista incrementó con
China, Dinamarca, Irlanda y Panamá, finalmente en
2014, el mercado de exportación se expande hacia Ba-
hamas, Bélgica, Emiratos Árabes Unidos y Honduras
(Consejo Regulador del Mezcal, 2015)”1
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B) Justificación del proyecto de decreto

El 28 de noviembre de 1994, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF), la resolución de la Secretaría
de Comercio y Fomento para que, a través del Instituto del
Instituto Mexicano de la Propiedad Intelectual, se emitiera
la declaración de protección a la denominación de origen
mezcal (DOM), para Durango, San Luis Potosí, Guerrero,
Zacatecas y Oaxaca, ampliándose esta protección al muni-
cipio de San Felipe, Guanajuato, el 21 de noviembre de
2001; posteriormente a once municipios de Tamaulipas el
3 de marzo de 2003; para después extenderse a 29 munici-
pios de Michoacán el 22 de noviembre de 2012, además
del municipio de San Luis de la Paz, Guanajuato el 2 de oc-
tubre de 2015 y recientemente a 115 municipios de Puebla
el 24 de diciembre de 2015.2

No obstante, la llamada denominación de origen debe tener
criterios de aplicación que no solo beneficien a los produc-
tores industriales. Tratándose del mezcal y de que es una
bebida de producción ancestral, debe beneficiarse a cam-
pesinos e indígenas de los medios rurales, particularmente
en el estado de Oaxaca, para quienes la producción de mez-
cal representa ingresos económicos a las actividades que
realizan cotidianamente y forma parte de la cultura artesa-
nal, la conservación de recursos naturales y de la transmi-
sión del conocimiento de la producción y del tratamiento
del maguey para la producción de la bebida.

En este sentido, el 30 de agosto de 2017, la LXIII Legisla-
tura del Congreso de Oaxaca aprobó un acuerdo por el que
se exhorta a los titulares de las Secretarías de Economía y
Turismo del gobierno del estado, para llevar a cabo de ma-
nera urgente las acciones para decretar el 20 de octubre
de cada año, como Día del Mezcal Oaxaqueño, así como
para que a corto plazo generen acuerdos con sus similares
de todas las entidades federativas y de la Ciudad de Méxi-
co para que durante esa fecha instalen estands en sitios pú-
blicos con productores oaxaqueños que promuevan a nivel
nacional e internacional al mezcal como una bebida de ca-
lidad, con el objeto de impulsar su producción, difusión y
comercialización.

De acuerdo con la versión estenográfica de la sesión del 30
de agosto, los argumentos a favor de este acuerdo señala-
ron la necesidad de impulsar a los productores de mez-
cal quienes conforman la “industria del pueblo oaxa-
queño de la cual viven muchas familias”. La
importancia de este acuerdo, a juicio de los legisladores
de Oaxaca, será que el mezcal producido en la entidad

tenga “un mejor sitio en todos los estados de la Repú-
blica” para que sea conocido y, sobre todo, comerciali-
zado para bien de los maestros mezcaleros y familias
dedicadas a la producción de esta noble bebida.

En consecuencia, no sólo se trata de ganancias económicas
hay beneficios sociales y culturales menos tangibles que
deberían considerarse para darle a esta actividad la valora-
ción que merece y que son las siguientes:

1. El proceso de producción artesanal del mezcal, con-
lleva un conjunto de saberes y técnicas que los campe-
sinos han desarrollado a través de los años con el fin de
adaptar el cultivo, reproducirlo y procesarlo con los ma-
teriales y técnicas que tengan a su alcance. 2. La pro-
ducción del mezcal dentro de la comunidad promueve
las redes de solidaridad y ayuda mutua dentro de la po-
blación. 3. Se han desarrollado un conjunto de creencias
y leyendas que giran en torno a la producción del mez-
cal y que lo enriquecen culturalmente”.3

Posteriormente, la LXIV Legislatura del Congreso de Oa-
xaca emitió un acuerdo por el cual se declaró “a la activi-
dad del maguey y del mezcal como industria estratégica
para el desarrollo económico y social de Oaxaca”.4

Otros estados de la federación han impulsado legislaciones
específicas como es Michoacán. El 30 de marzo de 2018
fue publicada en el Periódico Oficial del Estado la Ley del
Mezcal para el Estado de Michoacán Ocampo.5 En la ex-
posición de motivos del dictamen por el que se propone el
proyecto mencionado, se señala que el mezcal “es que sin
duda alguna este producto forma parte de las tradiciones
milenarias de todas las culturas prehispánicas que se des-
arrollaron en algunas regiones mesoamericanas, que se han
transmitido como herencia familiar de generación en gene-
ración y ahora es el momento de propiciar su producción a
otra escala, que permita ser nicho de emprendedores, crea-
dor de nuevos empleos y factor diversificador de la econo-
mía regional”.6

Ya durante la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, una iniciativa similar fue presentada a fin de de-
cretar esta misma fecha como Día Nacional del Mezcal. El
proyecto fue turnado a la Comisión de Gobernación; sin
embargo, fue desechado y considerado como asunto con-
cluido por la mesa directiva el 11 de octubre de 2018.

Es por las consideraciones expuestas que, al respaldar la
propuesta que impulsó la LXIII Legislatura de Oaxaca, en
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donde otras entidades de la federación han decretado legis-
laciones para el impulso y protección de la industria del
mezcal, se propone establecer este día en las efemérides
anuales a fin de impulsar, sobre todo, la producción artesa-
nal del mezcal como una de las principales fuentes de in-
gresos de comunidades rurales indígenas herederas de mo-
delos ancestrales que pasan de generación en generación,
además se mantendrá vivo todo el conjunto de saberes que
en las comunidades subsisten para hacer del mezcal una
bebida típicamente cultural surgida desde el estado de Oa-
xaca como patrimonio de la humanidad.

Por las consideraciones anteriores, someto respetuosamen-
te a consideración de esta honorable asamblea, la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se declara el 20 de octubre de cada
año como Día Nacional del Mezcal

Único. El honorable Congreso de la Unión declara al 20 de
octubre de cada año como Día Nacional del Mezcal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 García Aguilar, María Guadalupe. Importancia sociocultural del pro-
ceso productivo del mezcal en el ejido de San Pedro Chichicasco, Ma-
linalco, México, página 121 en: 

https://chapingo.mx/revistas/phpscript/download.php?file=com-
pleto&i d=MzQwNQ=

2 Consejo Regulador del Mezcal, 

http://www.crm.org.mx/Quienes_Somos.php

3 García Aguilar, María Guadalupe. Importancia sociocultural del pro-
ceso productivo del mezcal… página 136.

4 El Acuerdo Número 29 de la LXIV Legislatura del Congreso de Oa-
xaca puede consultarse: 

http://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/acuerdos_emids/
ALXIV_0029.pdf?1549577382

5 En: http://congresomich.gob.mx/file/LEY-DEL-MEZCAL-PARA-
EL-ESTADO-30-marzo-2018.pdf

6 LXXIII Legislatura del Congreso de Michoacán de Ocampo, dicta-
men con proyecto de decreto por el que se expide la Ley del Mezcal
para el estado de Michoacán de Ocampo, elaborado por la Comisión de
Industria, Comercio y Servicios. Gaceta Parlamentaria, 22 de febrero
de 2018. 

http://congresomich.gob.mx/file/Gaceta-III-103-F-bis-XXXII-22-
02-2018.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a tres de abril
de dos mil diecinueve.— Diputada Graciela Zavaleta Sánchez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

Año I, Segundo Periodo, 30 de abril de 2019 / Apéndice IV Diario de los Debates de la Cámara de Diputados696


